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PALABRAS DEL AUTOR:

Tengo especial satisfacción de ejercer la función de Juez en una provincia, sí 
efectivamente soy una juez  local, y participo de las vivencias de la Comunidad 
donde despliego mi labor pública de administrar justicia. Ello me ha permitido 
apreciar y valorar nuestra naturaleza, nuestros valores históricos, costumbres 
y el ambiente que nos rodea. No hace mucho tuve la suerte de participar en 
un Curso de derecho ambiental promovido por la Escuela de la Magistratura 
del Tribunal Regional Federal de la 4ta. Región de Brasil. Generalmente o por 
decir muchas veces, no estamos con la suerte de ser invitados a este tipo de 
eventos. El  curso trataba sobre la aplicación del Principio X de la Declaración 
de Rio de 1992, donde destacaba su aplicación en la labor de los jueces. Y 
de pronto, surgió una inquietud. ¿Cuántos de los jueces dan efectividad a ese 
Principio (Sobre el Derecho a la Información, Derecho a la participación y el 
Derecho al acceso de la justicia ), o ¿cuánto conocemos de la obligatoriedad de 
su aplicación?. Sin lugar a dudas sale a relucir la importancia de su aplicación, 
no sólo porque formamos parte como Estado peruano de un compromiso con 
el mundo, para la defensa de un medio ambiente adecuado; sino también 
como seres humanos, tenemos un deber jurídico y moral de conservar el medio 
ambiente, tanto para nosotros mismos como para las generaciones futuras.  
Todos estamos bajo el mismo cielo.

Entonces, tenemos que pensar que la temática ambiental no es un privilegio 
de algunos, sino más bien una preocupación de todos. Estoy convencida que 
todos podemos contribuir en algo para esta gran lucha que envuelve el derecho 
ambiental y sus implicaciones ecológicas, económicas, políticas, sociales, 
colectivas, etc. Es necesario trabajar estos temas, porque debemos empezar 
en concientizar y sensibilizar a nuestra humanidad de la importancia de este 
derecho, que ya va en camino a ser un tema más que ambiental propiamente 
dicho, sino otro de carácter socio ambiental, por los conflictos que observamos 
en la actualidad. 

El presente trabajo responde a una inquietud para contribuir a la educación 
y sensibilización ambiental, donde los jueces debemos aportar en nuestro 
trabajo cotidiano, el abrir  un espacio a la educación ambiental, compartiendo 
las preocupaciones, las actividades y las necesidades de la vida de las 
comunidades donde ejercemos nuestra función de administrar justicia, y; 
direccionando la realización de los derechos fundamentales de las personas, 
pues consideramos que el derecho al medio ambiente, no es mas que aquel 
derecho del hombre a preservar su pasado, su presente y su futuro. Es el ayer, 
el hoy y el mañana de la humanidad. Esta es una tarea de todos.

Muchas gracias.
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INTRODUCCIÓN

Los grandes problemas medioambientales que azotan nuestro planeta provienen 
de una abrumadora realidad: el crecimiento económico se ha conseguido a costa del 
entorno ambien¬tal. Vivimos en una sociedad en la que el problema de decidir qué es 
lo que se produce y cómo distribuir lo producido, ha sido dejado en manos de lo que hemos 
llamado mercado. Sin embargo, como hemos podido observar, el sistema de mercado falla en el 
tratamiento de la degradación ambiental y la gestión de los bienes ambientales.

Como se ha podido establecer en el presente tiempo, muchos de los problemas 
ambientales que se producen en los ámbitos nacionales son el reflejo de los problemas 
ambientales que se producen a nivel de los países industrializados, debido a su mayor 
nivel de crecimiento económico alcanzado. Mientras que en las áreas periféricas como 
las rurales, donde se realiza la explotación de recursos naturales y se ubican áreas aún, sin 
transformar su ecosistema, están sometidas a prácticas irracionales de manejo de recursos 
naturales renovables, fundamentalmente, y a una inadecuada política de ocupación territorial.

En cuanto a los problemas de contaminación que se producen en los países en 
desarrollo; éstos se dan, fundamentalmente, por el uso inadecuado de recursos naturales, 
que no son utilizados en forma conveniente para reutilizar los restos remanentes de los 
procesos agrícolas e industriales. Así, por ejemplo, a pesar de que las agroindustrias 
producen cantidades de recursos que pueden ser utilizados como insumos para otros 
usos, se llegan a acumular gran cantidad de desechos y residuos agroindustriales que 
contaminan las aguas y suelos, en lugar de ser útiles para otras actividades, como es el 
abonamiento de cultivos, en utilización como material combustible o uso para construcción 
de elementos de vivienda prefabricados,

Surge así la crisis ambiental, que es la crisis de nuestro tiempo. No es una crisis 
ecológica, sino social. Es el resultado de una visión mecanicista del mundo que, ignorando 
los límites biofísicos de la naturaleza y los estilos de vida de las diferentes culturas, está 
acelerando el calentamiento global del planeta. Este es un hecho antrópico y no natural. 
La crisis ambiental es una crisis moral de instituciones políticas, de aparatos jurídicos de 
dominación, de relaciones sociales injustas y de una racionalidad instrumental en conflicto 
con la trama de la vida.

Ante este conjunto de problemas de dudas existenciales surge el reto del derecho 
ambiental, que es una rama del derecho que ha tenido una rápida evolución, muy condicionada 
por el derecho internacional. Si bien integra otras áreas del derecho como el derecho administrativo, 
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constitucional, civil, y penal, existe un conjunto de principios propios del derecho ambiental. Uno 
de ellos es el principio precautorio, inherente al tema ambiental, en el que la Ciencia y el Derecho 
se encuentran en un permanente y a veces difícil diálogo.

Creemos que el derecho ambiental puede ser no el principio ordenador, el instrumento 
“creador” de la dinámica social que coercitivamente ordena la realidad de acuerdo a los 
intereses del segmento dominante sino el resultado y síntesis de las demandas sociales 
dinámicamente articuladas, así como de las posibilidades reales del medio natural de 
atender a las necesidades de la sociedad.

En el caso de las sociedades del norte, el Derecho Ambiental ha experimentado cuatro etapas 
evolutivas. Estas cuatro etapas son: a) protección primaria orientada a la prevención del riesgo, 
interesada en la integridad física del ser humano; b) uso adecuado de los recursos naturales; c) 
conservación de los recursos naturales; d) conservación de los sistemas ecológicos.

En el debate mundial surge el tema del concepto de sustentabilidad, el mismo que 
se funda en el reconocimiento de los límites y potenciales de la naturaleza, así como la 
complejidad ambiental, inspirando una nueva comprensión del mundo para enfrentar los 
desafíos de la humanidad en el tercer milenio. El concepto de sustentabilidad promueve 
una nueva alianza naturaleza cultura fundando una nueva economía, reorientando los 
potenciales de la ciencia y la tecnología, y construyendo una nueva cultura política fundada 
en una ética de la sustentabilidad que renuevan los sentidos existenciales, los mundos de 
vida y las formas de habitar el planeta Tierra.

En el Perú el Sistema Jurídico Ambiental se rige por la Constitución Política y por el marco 
de los Tratados Internacionales de los cuales el Perú es suscriptor, siendo la norma rectora 
la Ley General del Ambiente (Ley N 28611), además de un conjunto de normas ambientales 
tales como la Ley Orgánica para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
(Ley 26821) y otras leyes sectoriales.

La preocupación Latino Americana con el derecho ambiental y los proyectos de 
conservación de la naturaleza ha resultado en el desarrollo de políticas concretas en la 
última década y media. En los que se dictaron nuevas constituciones, lo que facilitó la 
transición de un modelo de fuerte intervención del Estado en la sociedad a una sociedad 
menos regulada y más democrática.

Este proceso se avocó a la búsqueda de alternativas que permitan la articulación de 
los intereses colectivos de los actores sociales involucrados en la problemática nacional 
con la discusión, formulación y desarrollo de una política y una legislación que no sólo recojan el 
contexto social sino que lo involucren como elemento dinámico de su desarrollo.

Estas normas dieron al ambiente el status de un derecho humano constitucional y 
establecieron la responsabilidad estatal de cuidar de éste. Por primera vez en estos 
países se establecieron políticas de alto nivel de defensa del ambiente y se requería su 
implementación a través de acción legislativa y política.

En nuestro medio, a partir de la Constitución de 1979 se empieza a incorporar temas 
ambientales, reconociendo al ambiente como un tema fundamental que debía ser protegido 
y promocionado. En materia ambiental, la Constitución de 1993, está diseñada bajo cuatro 
líneas conceptuales básicas: 
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A) 	Como un Derecho Fundamental a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de su vida (Artículo 2 inciso 22). 

B) 	Se desarrolla el Régimen Patrimonial de los recursos naturales: que son patrimonio 
de la Nación. El Estado es soberano en su aprovechamiento, pudiéndose conce-
der el uso y aprovechamiento a favor de terceros (concesión). Además, el Estado 
mantiene el dominio eminente de los recursos, ello implica la facultad de legislar y 
fiscalizar su uso.

C) Se incorpora el concepto de Desarrollo Sostenible: aprovechamiento sostenible de 
los recursos, permitiendo a generaciones futuras hacer uso de los mismos (Artículo 
67 y 68: El Estado es el encargado de promover el uso sostenible de los recursos y 
el desarrollo sostenible de la Amazonía). 

D) 	Se confiere el reconocimiento de la Participación Ciudadana y el Acceso a la Infor-
mación. Siendo deber de la ciudadanía de velar por la protección del ambiente y el 
manejo sostenible de los recursos naturales. Además de tener el Derecho de parti-
cipar en la gestión ambiental y derecho a la tutela jurisdiccional y administrativa.

Este gran debate tiene su origen en la comunidad internacional, cada vez más fuerte, 
representada en el sistema de las Naciones Unidas, quien ha promovido los objetivos de la 
democracia, la paz y la justicia social a través de acuerdos internacionales. En los últimos 
cincuenta años estos acuerdos han evolucionado y ampliado el marco de su cobertura 
para incluir derechos ambientales, indígenas y de minorías. Recorriéndose un largo camino 
de grandes discusiones y enfoques diversos sobre el  medio ambiente humano tiene sus 
momentos más destacados en la Cumbre de Río (1992) hasta la Cumbre de Johannesburgo (2002)

De otro lado, el movimiento ambiental, con sus componentes de organizaciones no 
gubernamentales, organizaciones de base e indígenas, ha obtenido un gran apoyo de 
sus relaciones con actores internacionales y su discurso de conservación, protección 
ambiental, derechos indígenas, participación comunitaria y local. La legitimidad obtenida 
permitió a las organizaciones no gubernamentales participar políticamente en el desarrollo 
de políticas ambientales.

Bajo este marco de ideas y de normativas se promulga la presente Ley General del 
Ambiente, que fue probada por la Ley N 28611, y que constituye un hito muy importante en 
la evolución del desarrollo de los derechos ambientales en el Perú, su vigencia deroga a 
la anterior norma el Código del Medio Ambiente y Recursos Naturales. Incorpora una serie 
de pautas que enriquecen la regulación existente, incorporando novedades como las que 
pasamos a sintetizar:

a. 	 Regula con mayor detalle los temas relativos al impacto en la salud de las personas 
derivado de la degradación ambiental.

b. 	 Incorpora el concepto de “componentes” del ambiente, que comprende, los facto-
res que aseguran la salud individual o colectiva de las personas.

c. 	 Desarrolla el tema del daño ambiental, como aquel menoscabo material que sufre el 
ambiente y/o alguno de sus componentes, que puede ser causado contraviniendo o 
no disposición jurídica, y que genere efectos negativos actuales o potenciales (Art. 
142. inc. 2). Con esto se deja de lado el concepto patrimonial, independizando la 
protección del bien jurídico tutelable (ambiente).

d. 	 El daño ambiental es responsabilidad objetiva, ya que la responsabilidad derivada 
del uso o aprovechamiento de un bien ambientalmente riesgoso o peligroso,  o del 
ejercicio de una actividad ambientalmente  riesgosa o peligrosa (desarrolla el principio 
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derivado de la economía ambiental: “quien contamina paga”).
e. 	 En los casos de responsabilidad subjetiva, se sanciona la inversión de la carga de 

la prueba, al señalar que “el descargo por falta de dolo o culpa corresponde al 
agente” (campo civil administrativo).

f. 	 Otros puntos fundamentales que recoge esta norma y que ya regulaba el Código 
del Medio Ambiente derogado son: el Principio de sostenibilidad; el aprovechamien-
to sostenible de los recursos naturales; el control y prevención de la contaminación 
ambiental; la observación del principio de prevención; orientación de la educación 
a contenidos de conservación y desarrollo sostenible; control de la contaminación 
en fuentes emisoras; principio de contaminador-pagador, rehabilitación de zonas 
perjudicadas como consecuencia de actividades humanas, en beneficio de pobla-
ciones afectadas; evitar afectar el equilibrio ecológico dentro y fuera del territorio 
nacional.     

Bajo estas consideraciones se desenvuelve el ordenamiento ambiental en los países en 
desarrollo, que deben basarse fundamentalmente, en una visión a largo plazo que plantee 
una ocupación del territorio acorde a sus potencialidades naturales, y a una disminución 
de los fenómenos de dependencia y dominación interna en los países en desarrollo. Así 
también en relación a la protección y conservación del medio ambiente, los países en 
desarrollo deberían adoptar medidas de política a nivel de las relaciones internacionales 
para resguardar sus territorios de los problemas que acarrea la contaminación, muchas 
veces introducida bajo el objetivo de lograr un desarrollo industrial, sin prever los efectos 
contaminantes que podrían comprometer seriamente las economías nacionales, ya 
seriamente afectadas.

Uno de los grandes temas del debate ambiental lo constituye la idea del desarrollo 
sostenible y del deber del Estado y de la sociedad en su conjunto de proteger el medio 
ambiente, lo que a su vez lleva consigo la autorización de restricciones al ejercicio de los 
derechos fundamentales con la finalidad de proteger el medio ambiente. Estos cambios van 
acompañados por la incorporación a las Constituciones Políticas del derecho a un medio 
ambiente apropiado y de sus garantías procesales, que por sus consecuencias prácticas es 
uno de los avances constitucionales de los últimos veinte años.

El tema de la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, en 
cambio, llega a tener nuevos desarrollos en la última década del siglo XX en campos tales como la 
conservación de la biodiversidad y otras materias conexas: patrimonio y recursos genéticos, 
vida silvestre, áreas naturales protegidas, biotecnología y bioseguridad, desastres naturales 
y otras. Además, las Leyes Fundamentales de la última década establecen las bases constitucionales 
para la legislación sobre un número cada vez más importante de asuntos ambientales: evaluación del 
impacto ambiental, daño ambiental, movimientos transfronterizos de residuos peligrosos, protección del 
patrimonio cultural y muchos otros. 

Los temas de la gestión ambiental pasan a ocupar también un espacio en las Constituciones 
de la última década, en particular el tema de la participación social y de la participación de los 
pueblos indígenas y sus comunidades.

Mientras que subsisten serios problemas de ineficiencia, como por ejemplo la escasa 
presencia de la idea del desarrollo sostenible en la legislación económica, incluso en los 
países donde esta idea ha sido consagrada constitucionalmente. Lo que se refleja incluso 
en las prácticas gubernamentales, que al enfrentar las crisis que de manera recurrente son 
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víctimas nuestros países siguen confundiendo lo urgente con lo importante y postergando 
el desarrollo sostenible para tiempos mejores.

La aplicación administrativa de la legislación ambiental sigue siendo un componente de 
mucha importancia de la gestión ambiental. En los últimos años, los mandatos otorgados 
a la administración para velar por la aplicación de la legislación ambiental han continuado 
aumentando. Sin embargo el incremento de las funciones de la administración ambiental no 
ha ido acompañado, en la mayoría de los casos, de la asignación de los recursos humanos, 
técnicos y financieros necesarios para inspeccionar y vigilar la aplicación de la legislación 
ambiental, dentro de una impostergable reorganización de la gestión ambiental que le 
permita actuar de una manera más eficiente.

Siendo por ello urgente perfeccionar las normas jurídicas sobre control y prevención de 
la contaminación atmosférica y su aplicación, en especial en las megalópolis cuyo creciente 
número en América Latina está creando graves problemas ambientales. Pero, también es 
urgente iniciar la construcción de una legislación nacional sobre el cambio climático en 
función del objetivo último de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático y del Protocolo de Kioto, esto es, la estabilización de las concentraciones de gases 
de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas 
peligrosas en el sistema climático.

Algunos cambios favorables para el medio ambiente, están siendo contrarrestados por 
problemas nuevos, que tienen que ver con los procesos de mundialización o globalización 
de la economía y de los propios asuntos ambientales. Por otra parte, subsisten muchos 
problemas viejos que están vinculados a modos insostenibles de producir y de consumir. 

Todo ello configura un cuadro bastante desalentador que debe conjurarse con medidas 
políticas, en una escala que se corresponda con la gravedad que revistan. 

En este proceso de perfeccionamiento, como ocurre en todo cambio social, el derecho 
tiene una función que cumplir. Para ese efecto, será necesario que los juristas prestemos la 
colaboración que razonablemente se puede esperar de nosotros, lo que podremos hacer 
si mantenemos la mente abierta no sólo a la comprensión de los complejos hechos que 
configuran la trama ambiental de nuestras sociedades, sino también a la renovación de las ideas 
jurídicas que es necesaria para enfrentar nuevas situaciones. 

Situación que se complica debido a que el saber ambiental cambia la percepción del 
mundo basada en un pensamiento único y unidimensional, que se encuentra en la raíz de 
la crisis ambiental, por un pensamiento de la complejidad. 

Siendo necesaria la creación de una nueva ética en el ser humano que promueva la 
construcción de una racionalidad ambiental fundada en una nueva economía (moral, 
ecológica y cultural) como condición para establecer un nuevo modo de producción que 
haga viables estilos de vida ecológicamente sostenibles y socialmente justos.
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CAPITULO PRIMERO: 
AMBIENTE Y VIDA HUMANA

1. DERECHO Y DEBER FUNDAMENTAL DE VIVIR EN UN AMBIENTE SALUDABLE, 
EQUILIBRADO Y ADECUADO PARA LA VIDA

El artículo I del Título Preliminar de la LGA establece el derecho irrenunciable de toda 
persona de vivir en un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el pleno desarrollo 
de la vida; y el deber de contribuir a una efectiva gestión ambiental y de proteger el ambiente, 
así como sus componentes, asegurando particularmente la salud de las personas en forma 
individual y colectiva, la conservación de la diversidad biológica, el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales y el desarrollo sostenible del país.

2. DEFINICIÓN DE AMBIENTE

El ambiente es el conjunto de componentes físicos, químicos, biológicos y sociales 
capaces de causar efectos indirectos y directos, en un plazo corto o largo, sobre los seres 
vivos y las actividades humanas1.  

Es el conjunto de elementos abióticos (energía solar, suelo, agua y aire) y bióticos 
(organismos vivos) que integran la delgada capa de la Tierra llamada biosfera, sustento y 
hogar de los seres vivos. Es el entorno circundante, desde el interior del puesto de trabajo 
al sistema global.

BRAÑEZ2 define al derecho ambiental como el conjunto de reglas que se ocupan de la 
protección jurídica de aquellas condiciones que hacen posible la vida, en todas sus formas, 
más específicamente señala que se trata del “conjunto de normas jurídicas que regulan 
las conductas humanas que pueden influir de una manera relevante en los procesos de 
interacción que tienen lugar entre los sistemas de organismos vivos y sus sistemas de 
ambiente, mediante la generación de efectos de los que se espera una modificación 
significativa de las condiciones de existencia de dichos organismos”.

Es el conjunto de normas que tiene por objeto introducir consideraciones ambientales y 
sociales en todas las actividades productivas y de servicios, en aras a lograr un equilibrio 
entre el desarrollo y el ambiente, respetando los derechos de las minorías y las futuras 
generaciones. 

1.	  Definición de la conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente en Estocolmo.
2.	  BRAÑEZ, Raúl; Manual de Derecho Ambiental mexicano. Fondo de cultura Económica. 2000, p. 770.
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  El medio  ambiente influencia y  es influenciado por el   sistema,  suele limitarse a los 
componentes físicos, químicos  y  biológicos, como el  aire,  agua,  suelo,  ecosistemas,  
biodiversidad, sin  embargo,  también  se  puede hablar  de medio ambiente social además 
del Biofísico químico o  natural3.  

3. RECURSOS NATURALES  

Los recursos naturales son aquella parte de la Naturaleza que tiene alguna utilidad 
actual o potencial para el hombre, es decir, son los elementos naturales que el ser humano 
aprovecha para satisfacer sus necesidades mate- riales o espirituales. Se diferencian de 
los elementos naturales en que estos conforman todas aquellas cosas que la Naturaleza 
brinda, independientemente de su utilidad4.  

El concepto de recursos naturales se encuentra descrito en la misma LGA (art. 84º) 
considerando recursos naturales a todos los componentes de la naturaleza, susceptibles 
de ser aprovechados por el ser humano para la satisfacción de sus necesidades y que 
tengan un valor actual o potencial en el mercado, conforme lo dispone la Ley.

La Constitución política del Perú establece en el artículo 66 que: “Los recursos naturales, 
renovables y no renovables, son patrimonio de la Nación. El Estado es soberano en su 
aprovechamiento. Por ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento 
a particulares. La concesión otorga a su titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal.”

ANDALUZ5 nos da un claro ejemplo de ello al decir que, una erupción volcánica constituye 
un elemento natural, pero si usamos la energía geotérmica del volcán para satisfacer alguna 
necesidad material, la erupción se torna en un recurso natural.  Una formación geológica 
a la que no se le da uso material alguno -—el de cantera por ejemplo— también es un 
elemento natural; pero si esa formación geológica brinda placer estético o recogimiento 
espiritual, entonces constituye un recurso natural (belleza panorámica o escénica).

Así no todo elemento natural es susceptible de ser recurso, ya que terremotos, 
cataclismos, maremotos, muchos fenómenos climáticos (huracanes, onda fría o de calor, 
etc.), pestes, plagas o enfermedades, no solo carecen de aptitud para usarse en provecho 
humano, sino que son indeseados. No obstante, con la adecuada previsión y asignación 
presupuestal, inclusive fenómenos climáticos indeseados pueden convertirse en valiosos 
recursos, tal es el caso de El Niño que aporta importantes reservas de aguas superficiales 
y freáticas a la árida zona norte del Perú, permitiendo también la regeneración del bosque 
seco. Ya sabemos cuánto daño puede causar este fenómeno, la cuestión es cuánto 
provecho podemos sacar de él6.  

4. RECURSOS NATURALES Y DEL ROL DEL ESTADO 

El Estado evalúa y preserva los recursos naturales. Así mismo fomenta su racional 
aprovechamiento. Promueve su industrialización para impulsar el desarrollo económico. El 

3.	 MORANTE OLIVA, Hilda Yolanda - CHIAN HIRTZ, Victoria D.; Desarrollo sostenible del medio ambiente y legislación 
ambiental. http://www.slideshare.net/vilmaaracelirumaymunoz/desarrollo-sostenible-del-medio-ambiente-y-legislacin-
ambientalexponer

4.	 ANDALUZ WESTREICHER, Carlos; Manual de Derecho Ambiental; Iustitia, 2013,  p.8
5.	 ANDALUZ, ob.cit.
6.	 ANDALUZ, ob.cit.
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Estado promueve la conservación y el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
a través de políticas, normas, instrumentos y acciones de desarrollo, así como, mediante el 
otorgamiento de derechos, conforme a los límites y principios expresados en la presente 
Ley y en las demás leyes y normas reglamentarias aplicables (art. 85 LGA).

No es correcto que se vincula a los recursos naturales solo con el valor en el mercado 
(precio), puesto que el mercado no es lo único que rige cuando hablamos de satisfacción 
de necesidades; existiendo muchas cosas que están en la naturaleza y resultan de gran 
utilidad sin que tengan valor en el mercado. Existen también otros recursos que son útiles 
para las prácticas religiosas o simplemente para gozar de su contemplación.

Los recursos naturales son Patrimonio de la Nación, solo por derecho otorgado de 
acuerdo a la ley y al debido procedimiento pueden aprovecharse los frutos o productos 
de los mismos, salvo las excepciones de ley. Siendo el Estado competente para ejercer 
funciones legislativa, ejecutiva y jurisdiccional respecto de los recursos naturales.

Siendo la entidad competente la Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con 
las autoridades ambientales sectoriales y descentralizadas, la que elabora y actualiza 
permanentemente, el inventario de los recursos naturales y de los servicios ambientales 
que prestan; estableciendo su correspondiente valorización.

5. CLASIFICACION DE LOS RECURSOS NATURALES

Los recursos naturales, se clasifican en función de su capacidad de autorrenovación, 
en renovables y no renovables.

A. Recursos renovables: 

Se explotan a una velocidad más lenta que la de su formación. Son prácticamente 
inagotables y podemos utilizarlos de una forma ilimitada. (Energía solar, energía hidráulica, 
energía eólica, energía mareomotriz, energía geotérmica)7.  

B. Recursos potencialmente renovables: 

Son los recursos que aunque se consuman son repuestos por los procesos naturales 
en un tiempo relativamente corto (meses, años o decenios). Se trata de peces, bosques, 
el aire limpio, el agua de los ríos, etc. Se añade el término de potencialmente para indicar 
que si estos recursos se usan masivamente, sobrepasando su velocidad de regeneración, 
pueden llegar a agotarse8.  

Son renovables siempre que su explotación no sobrepase la capacidad de regeneración. 
Los recursos potencialmente renovables pueden convertirse en recursos no renovables si 
se utilizan durante un tiempo prolongado más rápidamente de lo que pueden renovar por 
los procesos naturales. Estos recursos pueden explotarse indefinidamente siempre que 
se haga un uso sostenible de ellos, es decir, que el ritmo de explotación sea inferior al 
ritmo de regeneración del recurso. (Árboles de un bosque, agua subterránea,...). Cuando la 

7.	 http://biologiaygeologia.org/unidadbio/a_ctma/u0_medio/u0_t2humanidad/32_clasificacin_de_los_recursos_
naturales.html

8.	 Ob.cit.
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velocidad de explotación de un recurso es más rápida que la de su reemplazo, las reservas 
se reducen en un proceso que se llama degradación ambiental. La tasa más alta a la que 
un recurso potencialmente renovable se puede utilizar sin reducir sus reservas disponibles 
en el mundo o en una región se denomina rendimiento sostenido. Como consecuencia de la 
degradación ambiental se puede llegar a imposibilitar la renovación de un recurso, incluso 
provocar su destrucción. 

Entre los recursos potencialmente renovables tenemos los recursos energéticos y los 
recursos no energéticos:

B1. Recursos energéticos: 

Son la energía de la biomasa, es decir, la energía contenida en la materia orgánica. 
Durante la fotosíntesis se capta la energía solar; al finalizar la fotosíntesis se obtienen 
moléculas orgánicas, la energía contenida es éstas puede usarse directamente quemando 
la materia orgánica (madera) y obteniendo energía calorífica o bien puede usarse 
indirectamente haciendo fermentaciones y transformándola en otros combustibles como 
alcohol, metano que puede utilizarse para producir electricidad.

B2. Recursos no energéticos: 

Son los recursos edáficos (suelo), biológicos, hídricos y paisajísticos.

C. Recursos no renovables: 

Son aquellos que se generan mediante procesos muy lentos (cientos, miles o millones 
de años) por lo que, una vez extraídos y utilizados, son imposibles de reponer a escala 
humana; por lo tanto, existen en cantidades limitadas. Su uso supone su disminución 
irreversible. Estos recursos pueden renovarse durante lapsos de tiempo largos mediante 
procesos geológicos, pero su formación es tan lenta que desde el punto de vista humano su 
consideran limitados. Algunos recursos no renovables como el cobre, aluminio, etc., pueden 
reciclarse o reutilizarse, aumentando su disponibilidad; otros, sin embargo, como el carbón, 
petróleo y el gas natural no se pueden reciclar, ni rentabilizar, porque una vez quemados 
pierden su energía utilizable. La naturaleza tarda periodos de tiempo considerables en 
regenerarlos en las mismas condiciones de explotación9.

  
Debe destacarse que muchos se oponen a esta clasificación, porque en gran medida 

la capacidad de renovación o no  de un  recurso  depende de la actitud humana al servirse 
de él; asimismo, la calidad y cantidad de lo renovado no siempre es la misma, pensemos 
sino en la gran diversidad biológica dc un bosque primario tropical frente a la de uno 
secundario; adicionalmente, en cuánto tiempo la flora, la fauna y los ecosistemas de un 
bosque primario tropical podrán reponerse o al menos parecerse al original, de hecho son 
varias generaciones humanas, tantas que resulta inadecuado, en nuestra escala temporal, 
pretender que esto es renovabilidad. Por todo ello hablar de recurso renovable resulta cada 
vez más relativo10.  

9.	 http://biologiaygeologia.org/unidadbio/a_ctma/u0_medio/u0_t2humanidad/32_clasificacin_de_los_recursos_
naturales.html

10.	 ANDALUZ WESTREICHER, Carlos; Manual de Derecho Ambiental; ob.cit,  p.9
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6. SEGURIDAD DE LOS RECURSOS NATURALES 

Los recursos naturales, renovables y no renovables son patrimonio de la Nación y 
el Estado es soberano en su aprovechamiento. Ello a su vez guarda coherencia con lo 
dispuesto en el Art. 67º de la Constitución donde se establece que el Estado promueve 
el uso sostenible de los recursos naturales. Finalmente en el Art. 68’ de nuestra Carta 
Magna se dispone que el Estado está obligado a promover la conservación de la diversidad 
biológica y de las áreas naturales protegidas (lo cual incluye los bosques protegidos). El 
Estado adopta y aplica medidas para controlar los factores de riesgo sobre los recursos 
naturales estableciendo, en su caso, medidas para la prevención de los daños que puedan 
generarse (art. 86 de LGA).

7. RECURSOS NATURALES TRANSFRONTERIZOS 

La conservación transfronteriza de los recursos naturales y la biodiversidad cada vez 
va tomando mayor impulso en los países latinoamericanos debido a la consolidación del 
enfoque de cuenca para el manejo sostenible de los recursos naturales y el enfoque regional 
para la conservación de la biodiversidad. El desarrollo y la integración fronteriza, según el 
Marco de Política Exterior Peruana, son líneas prioritarias de la política exterior peruana y 
para ello ésta no se enmarca únicamente en incorporarlas sistemáticamente, por primera 
vez, como parte esencial del proceso de desarrollo y de descentralización del país, sino 
que también las considera un ingrediente crucial de la integración andina y sudamericana.

La norma constitucional establece en el artículo 44 que “es deber del Estado establecer 
y ejecutar la política de fronteras y promover la integración, particularmente latinoamericana, 
así como el desarrollo y la cohesión de las zonas fronterizas, en concordancia con la política 
exterior.”

El número de áreas de conservación transfronteriza aumentó de las 59 existentes en 
1988, concentradas principalmente en Europa y América del Norte, a un total de 169 en el 
año 2001, distribuidas por todas las regiones del mundo11.  

En el Perú contamos no solo con particulares condiciones político-normativas para 
desarrollar iniciativas de conservación transfronteriza sino que actualmente existen varias 
iniciativas de coordinación transfronterizas en implementación. Existiendo una creciente 
integración binacional con cada uno de nuestros países vecinos. Particularmente con 
aquellos cuatro países vecinos con los que compartimos importantes recursos forestales 
(p.ejm. bosques secos con Ecuador, importantes cuencas productoras de recursos 
forestales maderables como son la cuenca del río Putumayo con Colombia, la cuenca del 
río Purús con Brasil y las cuencas de los ríos Tahuamanu y Madre de Dios con Brasil y 
Bolivia) y colindan importantes áreas naturales protegidas -ANPs (p.ejm. la Zona Reservada 
Santiago Camaina con Ecuador, Zona Reservada Güeppí con Ecuador y Colombia, Parque 
Nacional del Alto Purús con Brasil, y, el Parque Nacional Bahuaja Sonene y Reserva Nacional 
Tambopata con Bolivia)12.  

11.	 http://www.monografias.com/trabajos39/conservacion-transfronteriza-peru/conservacion-transfronteriza-peru.
shtml#ixzz387yffPbf

12.	 http://www.monografias.com/trabajos39/conservacion-transfronteriza-peru/conservacion-transfronteriza-peru.
shtml#ixzz387yRKeKN



INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO AMBIENTAL: Análisis y Comentario de la Ley General del Ambiente18

Los recursos naturales transfronterizos se rigen por los tratados sobre la materia o en 
su defecto por la legislación especial. El Estado promueve la gestión integrada de estos 
recursos y la realización de alianzas estratégicas en tanto supongan el mejoramiento de 
las condiciones de sostenibilidad y el respeto de las normas ambientales nacionales (art. 
87 de LGA). 

El Acuerdo Nacional, en su Sexta Política de Estado, señala que el Perú compromete 
a impulsar activamente el desarrollo sostenible de las regiones fronterizas del país y su 
integración con espacios similares de los países vecinos.

Por ello el Consejo Nacional de Desarrollo de Fronteras (CNDF) tiene entre sus objetivos 
promover el desarrollo sostenible de las regiones de frontera y promoviendo que con el 
esfuerzo binacional se transforme de espacios marginales y deprimidos en dinámicas 
regiones generadoras de bienestar. En ese sentido, entre los componentes prioritarios de 
la Estrategia Nacional de Desarrollo de Fronteras 2002-2021, la integración fronteriza es el 
proceso orgánico acordado por dos Estados en sus espacios fronterizos colindantes cuyo 
objeto es la promoción del desarrollo, sobre la base del aprovechamiento complementario 
de sus potencialidades y recursos y de costos y beneficios compartidos; y, la organización 
territorial es comprendida como aquella que se realiza sobre la base de los espacios 
fronterizos, los que son reconocidos como factores del desarrollo, sobre los cuales el 
Estado planifica e intervine con iniciativas nacionales o binacionales13.  

8. DEFINICIÓN DE LOS REGÍMENES DE APROVECHAMIENTO 

Por ley orgánica (Ley Nº 26821) se definen los alcances y limitaciones de los recursos 
de libre acceso y el régimen de aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, 
teniendo en cuenta en particular:

A. El sector o sectores del Estado responsables de la gestión de dicho recurso.
B. Las modalidades de otorgamiento de los derechos sobre los recursos.
C. Los alcances, condiciones y naturaleza jurídica de los derechos que se otorga.
D. Los derechos, deberes y responsabilidades de los titulares de los derechos.
E. Las medidas de promoción, control y sanción que corresponda.

El otorgamiento de derechos de aprovechamiento a particulares se realiza de acuerdo a 
las leyes especiales de cada recurso y supone el cumplimiento previo por parte del Estado 
de todas las condiciones y presupuestos establecidos en la ley (88.2 de la LGA).

Siendo características y condiciones intrínsecas a los derechos de aprovechamiento 
sostenible:

La utilización del recurso de acuerdo al título otorgado. El cumplimiento de las 
obligaciones técnicas y legales respecto del recurso otorgado.

Todo ello debe darse en cumplimiento de los planes de manejo o similares, de las 
evaluaciones de impacto ambiental, evaluaciones de riesgo ambiental u otra establecida 
para cada recurso natural.

13.	 http://www.monografias.com/trabajos39/conservacion-transfronteriza-peru/conservacion-transfronteriza-peru2.
shtml#ixzz387yF86s4
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Asimismo se debe de cumplir con la retribución económica, pago de derecho de 
vigencia y toda otra obligación económica establecida.

9. MEDIDAS DE GESTIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES 

Para la gestión de los recursos naturales, cada autoridad responsable toma en cuenta, 
según convenga, la adopción de medidas previas al otorgamiento de derechos, tales como:

a.	 Planificación.
b.	 Ordenamiento y zonificación.
c.	 Inventario y valorización.
d.	 Sistematización de la información.
e.	 Investigación científica y tecnológica.
f.	 Participación ciudadana.

La Constitución establece que (artículo 66) “Los recursos naturales, renovables y no 
renovables, son patrimonio de la Nación. El Estado es soberano en su aprovechamiento. Por 
ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a particulares. 
La concesión otorga a su titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal.

10. RECURSO AGUA CONTINENTAL

El agua (del latín aqua) es una sustancia cuya molécula está formada por dos átomos de 
hidrógeno y uno de oxígeno (H2O). Es esencial para la supervivencia de todas las formas 
conocidas de vida. El término agua generalmente se refiere a la sustancia en su estado 
líquido, aunque la misma puede hallarse en su forma sólida llamada hielo, y en su forma 
gaseosa denominada vapor. El agua cubre el 71 % de la superficie de la corteza terrestre. 
Se localiza principalmente en los océanos, donde se concentra el 96,5 % del agua total, los 
glaciares y casquetes polares poseen el 1,74 %, los depósitos subterráneos (acuíferos), los 
permafrost y los glaciares continentales suponen el 1,72 % y el restante 0,04 % se reparte en 
orden decreciente entre lagos, humedad del suelo, atmósfera, embalses, ríos y seres vivos. 

El agua es fundamental para todas las formas de vida conocidas. El hombre posee del 
65 % al 75 % de su peso en agua y el porcentaje es menor a medida que la persona crece, 
en y algunos animales supera el 99 %. 

Desde el punto de vista físico, el agua circula constantemente en un ciclo de evaporación 
o transpiración (evapotranspiración),precipitación y desplazamiento hacia el mar. Los 
vientos transportan tanto vapor de agua como el que se vierte en los mares mediante su 
curso sobre la tierra, en una cantidad aproximada de 45 000 km³ al año. En tierra firme, la 
evaporación y transpiración contribuyen con 74 000 km³ anuales a causar precipitaciones 
de 119 000 km³ cada año. 

A pesar de que el agua pura no tiene sabor, usamos la expresión dulce para diferenciarla 
de la contenida en los océanos, la misma que es salada. El agua dulce o continental es la que 
nos sirve para beben conducir los desechos domésticos (desagües), abrevar el ganado, 
regar las plantas, generar energía hidroeléctrica, aprovechar recursos hidrobiológicos 
continentales, realizar procesos industriales y mineros, desarrollar actividades de recreación 
y para el transporte fluvial y lacustre
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La escasez de agua afecta ya a todos los continentes. Cerca de 1.200 millones de 
personas, casi una quinta parte de la población mundial, vive en áreas de escasez física 
de agua, mientras que 500 millones se aproximan a esta situación. Otros 1.600 millones, 
alrededor de un cuarto de la población mundial, se enfrentan a situaciones de escasez 
económica de agua, donde los países carecen de la infraestructura necesaria para 
transportar el agua desde ríos y acuíferos14.  

Los recursos naturales se han vuelto escasos con la creciente población mundial y su 
disposición en varias regiones habitadas es la preocupación de muchas organizaciones 
gubernamentales. 

Según la ONU, actualmente 80 países del mundo sufren debido a la falta de agua. En 
la China, donde se concentra 1/5 de la población mundial y menos de 1/10 del agua del 
planeta Tierra, se han secado el 35 % de los pozos15.  

La escasez de agua constituye uno de los principales desafíos del siglo XXI al que se 
están enfrentando ya numerosas sociedades de todo el mundo. A lo largo del último siglo, el 
uso y consumo de agua creció a un ritmo dos veces superior al de la tasa de crecimiento de 
la población y, aunque no se puede hablar de escasez hídrica a nivel global, va en aumento 
el número de regiones con niveles crónicos de carencia de agua16.  

La escasez de agua es un fenómeno no solo natural sino también causado por la acción 
del ser humano. Hay suficiente agua potable en el planeta para abastecer a los 7.000 
millones de personas que lo habitamos, pero ésta está distribuida de forma irregular, se 
desperdicia, está contaminada y se gestiona de forma insostenible17.  

En el debate mundial sobre la creciente escasez de agua, la agricultura suele estar 
asociada a una imagen de uso de agua ineficaz y despilfarrador. Esta imagen se debe 
al escaso rendimiento en términos de “eficiencia del uso del agua”, un término que fue 
definido como la relación entre el agua de riego absorbido por las plantas y la cantidad de 
agua extraída realmente de su fuente con fines de riego. La FAO estima que a nivel global 
la eficiencia del uso del agua para riego se sitúa en torno al 38% en los países en vías de 
desarrollo, y en las próximas décadas sólo prevé un leve crecimiento en la eficiencia del 
uso del agua a nivel global.

La mayor parte del agua que se utiliza para producir alimentos u otros cultivos proviene 
de la lluvia almacenada en el suelo (denominada agua verde), donde es absorbida por las 
raíces de los cultivos. El riego se practica en lugares y épocas en las que el agua de lluvia 
es insuficiente para abastecer de agua a los cultivos de manera adecuada.

Se estima que aproximadamente el 70 % del agua dulce se destina a la agricultura. El 
agua en la industria absorbe una media del 20 % del consumo mundial, empleándose en 
tareas de refrigeración, transporte y como disolvente de una gran variedad de sustancias 
químicas. El consumo doméstico absorbe el 10 % restante. 

14.	 Informe sobre Desarrollo Humano 2006: Más allá de la escasez: Poder, pobreza y crisis mundial del agua. PNUD, 2006
15.	 Problemas asociados con la contaminación del agua subterránea, en www.purdue.edu. 
16.	 Combatir la escasez de agua. El desafío del Siglo XXI. ONU-Agua, FAO. 200
17.	 Informe sobre Desarrollo Humano 2006: ob.cit. 
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Además de precisar los seres humanos el agua para su existencia precisan del agua 
para su propio aseo y la limpieza. Se ha estimado que los humanos consumen «directamente 
o indirectamente» alrededor de un 54 % del agua dulce superficial disponible en el mundo. 
Este porcentaje se desglosa en:

•	 Un 20 %, utilizado para mantener la fauna y la flora, para el transporte de bienes 
(barcos) y para la pesca, y

•	 el 34 % restante, utilizado de la siguiente manera: El 70 % en irrigación, un 20 % en 
la industria y un 10 % en las ciudades y los hogares.

Se considera al agua un recurso renovable porque participa del ciclo hídrico que, de no 
interrumpirse, permite gozar del recurso indefinidamente. El ciclo del agua es impulsado 
por la evaporación solar, mediante la cual la humedad sale de la superficie de la Tierra 
hacia la atmósfera y vuelve en forma de lluvia, nieve, granizo, garúa, etc. Cuando el agua 
vuelve a la tierra una parte se evapora inmediatamente, o se escurre hacia riachuelos, 
ríos, represas, lagos o los océanos; otra parte se deposita en los nevados; otra cantidad 
va al suelo manteniéndose allí (humedad del suelo) o se infiltra formando la napa freática 
(mantos acuíferos), una cantidad importante es absorbida por las plantas y es transpirada 
luego por las hojas volviendo nuevamente al aire.  Se calcula que un solo árbol puede 
transpirar hasta 300 litros de agua por día.

El Estado promueve y controla el aprovechamiento sostenible de las aguas 
continentales a través de la gestión integrada del recurso hídrico, previniendo la afectación 
de su calidad ambiental y de las condiciones naturales de su entorno, como parte del 
ecosistema donde se encuentran; regula su asignación en función de objetivos sociales, 
ambientales y económicos; y promueve la inversión y participación del sector privado en el 
aprovechamiento sostenible del recurso (art. 89 de la LGA).

11. RECURSO SUELO 

El suelo es uno de los principales recursos que brinda la naturaleza. La formación de 
los suelos depende de un largo y complejo proceso continental. Es lentamente renovable 
cuando se genera de manera permanente a través de procesos naturales y por el manejo 
adecuado que los grupos humanos hacen del mismo. Es no renovable cuando en un 
espacio de terreno, el promedio de erosión superficial supera su tasa de generación, es 
decir cuando es más rápida la destrucción que la renovación18.  

Las diferentes actividades que los grupos humanos realizan en los espacios geográficos 
traen como consecuencia el rápido deterioro del suelo y de sus características básicas. En 
las últimas décadas, cerca de la tercera parte de la tierra que se cultiva en el mundo se ha 
erosionado a una tasa más rápida que la de su propia formación; en muchos países más de 
la mitad de los suelos han sido afectados por la erosión a diferentes niveles, por ejemplo: 
Nepal 95%, Madagascar 79%, Etiopía 53% y Turquía 95%.

La formación de los suelos depende de un largo y complejo proceso de descomposición 
de las rocas, en el cual intervienen factores físicos, químicos y biológicos. La interacción de 
estos, como factores ecológicos, provoca la desintegración de los minerales que, unidos a 
los restos de animales y plantas en forma de materia orgánica, originan el suelo.

18.	 http://www.jmarcano.com/recursos/suelo.html
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Los seres vivos intervienen en la destrucción de la roca madre y, además de los agentes 
climáticos, toman parte en la mezcla de sustancias del suelo, en su distribución horizontal, 
y añaden a éste materia orgánica.

Las sustancias de desecho de animales y vegetales, así como los propios cuerpos de 
estos al morir, son las únicas fuentes de materia orgánica del suelo, la cual proporciona a 
éste algunos componentes esenciales, lo modifica de diferentes modos, y hace posible el 
crecimiento de fauna y flora variadas, que de otra manera no podrían existir.

La presencia de distintos tipos de minerales, las variaciones climáticas, la altura sobre el 
nivel del mar, la latitud geográfica y otros factores, determinan una gran variabilidad de los 
suelos, la cual se manifiesta en las características físicas y químicas de estos.

Para evitar la degradación de los suelos es necesario:

•	 Restituirles, por medio de la fertilización, los nutrientes que van siendo extraídos por 
las plantas o que son arrastrados por las aguas.

•	 Evitar las talas y los desmontes desmedidos, así como las quemas, fundamental-
mente en las laderas.

•	 Preparar los surcos, en zonas de alta pendiente, en forma perpendicular a estas, de 
manera que el agua, al correr, no arrastre el suelo.

•	 Proporcionar al suelo la cobertura vegetal necesaria para evitar la erosión.
•	 Evitar la contaminación que provoca el uso indiscriminado de productos químicos 

en la actividad agrícola.

El actual nivel de degradación de origen humano existente en el mundo es superior a 
la renovación natural de la tierra. El FMAM y FIDA estiman que su superficie ha llegado 
a 10 millones 350 mil kilómetros cuadrados debido a la erosión hídrica  (45%), erosión 
eólica (42%) , deterioro químico (10%) y deterioro físico de la estructura del suelo (3%). La 
degradación de la tierra es una amenaza para los medios de subsistencia de mil millones 
de habitantes en el mundo y se estima que la degradación causada por el cultivo excesivo, 
el sobrepastoreo, la deforestación y el riego inadecuado afecta a un 20% de las tierras 
secas del mundo, esto es, una superficie equivalente a la de China19.  

El panorama se torna desolador cuando advertimos que, aunado a la degradación de 
la tierra, está el crecimiento desmesurado de la población; hecho que explica la alarmante 
relación entre recurso tierra-habitante en el Planeta. Para tener una idea comparemos en 
Perú la relación en 1975 que era 0.3 l ha/ habitante con la del año 2000 que fue 0. 15 ha/
habitante. En veinticinco años la tierra cultivable disponible por habitante se ha reducido 
en más de la mitad. Esta relación es una de las más bajas entre los países en desarrollo20.  

El Estado es responsable de promover y regular el uso sostenible del recurso suelo, 
buscando prevenir o reducir su pérdida y deterioro por erosión o contaminación. Cualquier 
actividad económica o de servicios debe evitar el uso de suelos con aptitud agrícola, según 
lo establezcan las normas correspondientes (art. 91 de la LGA). 

19.	 ANDALUZ WESTREICHER, Carlos; Manual de Derecho Ambiental; Iustitia, 2013, p.124. 
20.	 ANDALUZ, ob.cit. 
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12. RECURSOS  FORESTALES  

El Estado establece una política forestal orientada por los principios de la Ley General del 
Ambiente, propiciando el aprovechamiento sostenible de los recursos forestales y de fauna 
silvestre, así como la  conservación de los bosques naturales, resaltando sin perjuicio de lo 
señalado, los principios de ordenamiento y zonificación de la superficie forestal nacional, el 
manejo de los recursos forestales, la  seguridad jurídica en el otorgamiento de derechos y 
la lucha contra la tala y caza ilegal (art. 92 de la LGA).

El Estado promueve y apoya el manejo sostenible de la fauna y flora silvestre, priorizando 
la protección de las especies y variedades endémicas y en peligro de extinción, en base a 
la información técnica, científica, económica y a los conocimientos tradicionales.

Siendo  los principales aportes de la actividad forestal:

a. La madera, como producto para la industria (muebles, casas, etc)
b. La leña, para la generación de energía
c. Los productos forestales no maderables, como la Castaña y la Shiringa
d. La producción de servicios ambientales, y
e. La fauna.

Con respecto a los aspectos negativos que tiene la actividad forestal se caracteriza por: 
El aprovechamiento desordenado del recurso y la extracción informal de la madera, la que 
llega al 80% o 90%, generando grandes pérdidas al fisco, al ecosistema y a la sociedad. 
Una extracción selectiva, que explota, principalmente, dos especies de alto valor, la caoba 
y el cedro. Así desde el año 1990 al 1998 la exportación de estas dos especies creció en 
un 2,000%. Si se sigue esta tendencia de crecimiento acelerado se teme la degradación 
de las poblaciones de estas especies muy cotizadas en el mercado local e internacional 
y su eventual extinción comercial, fenómeno que ya ocurrió en Centro América y en Brasil.

El aprovechamiento selectivo y desordenado no permite la regeneración del bosque, 
causando la fragmentación de los bosques.

La incursión de la colonización en las áreas trabajadas por la actividad forestal es otro 
factor que impacta sobre el futuro de los bosques y contribuye a la deforestación

Por otro lado, la actividad forestal también genera un impacto social caracterizado por:

A. El subempleo y la explotación del recurso humano que participa de la extracción 
forestal, donde no se genera empleo responsable sino que se extrae valor en los primeros 
eslabones de la cadena de extracción, valor que es transferido a favor de los acopiadores y 
exportadores. Un ejemplo de esa explotación lo constituyen el mecanismo de la habilitación 
y la existencia de contratos leoninos.

B. El deterioro del nivel de vida que afecta a las poblaciones rurales que viven del 
bosque y ven reducido su acceso a los recursos que son extraídos por terceros.

Siendo los principales problemas que afectan la política del sector forestal:

1. La ausencia de una política y visión de largo plazo que promueva el manejo sosteni-
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ble de los recursos forestales. No solo no hay planificación del trabajo en el sector 
sino que además no se cuenta con metas ni objetivos de desarrollo del sector.

2. Hay una institucionalidad débil e ineficiente. Por un lado tenemos una administración 
pública en crisis, con un bajo presupuesto y sin capacidad operativa en las áreas 
de producción, mientras que, por otro lado, hay una acción estatal sectorializada, 
con altos niveles de centralismo y corrupción.

3. Hay una débil conciencia ambiental, debido a que tenemos una educación y exten-
sión desarticulada de la realidad, así como un desconocimiento y desprecio por las 
normas ambientales.

4. Hemos tenido un marco legal restrictivo frente a las múltiples opciones empresariales 
posibles. Esto ha generado un alto índice de informalidad en las empresas que ope-
ran en el sector donde sólo un 20% de la madera es de origen legal.

5. La exclusión del factor social. Las grandes decisiones son tomadas en la capital a 
puerta cerrada, no hay un libre acceso a la información. Es decir, el hecho de que 
no ha habido un espacio adecuado de participación de los otros actores de los 
bosques diferentes a los empresarios madereros, es decir, los pueblos indígenas, 
los campesinos, los ambientalistas, entre otros. Esto implica que no existe una justa 
participación de la ciudadanía en la toma de decisiones, la supervisión y los bene-
ficios. 

6. Hay una débil promoción de mercados. No hay una política de promoción de merca-
dos alternativos, no se desarrolla nuevos productos y especies.

7. Hay una baja inversión en la protección de recursos forestales y de fauna silvestre. 
Tenemos parques de papel, es decir, no se invierte adecuadamente en las áreas 
naturales protegidas.

8. No hay una política de desarrollo de ciencia, tecnología y capacitación.
9. Hay una fuerte presión sobre los bosques generada por los mercados, la agricultura 

migratoria y los cultivos ilícitos.
10. Lo forestal es parte del subdesarrollo, en este sentido esta actividad soporta el pasi-

vo de los problemas de desarrollo que enfrenta el país. Por ejemplo, la Ley Forestal 
y de Fauna Silvestre no es parte de la política de desarrollo en el país.

13. RECURSO FAUNA SILVESTRE 

La fauna es el conjunto de especies animales que habitan en una región geográfica, 
que son propias de un período geológico. Ésta depende tanto de factores abióticos como 
de factores bióticos. Entre éstos sobresalen las relaciones posibles de competencia o de 
depredación entre las especies. Los animales suelen ser sensibles a las perturbaciones que 
alteran su hábitat; por ello, un cambio en la fauna de un ecosistema indica una alteración 
en uno o varios de los factores de éste. La fauna silvestre o salvaje es aquella que vive y no 
ha sido domesticada.

“Fauna Silvestre” es un recurso vivo que muere y es reemplazado por otro de su 
especie. Un animal, individualmente, no puede vivir más allá de su período normal de vida. 
Pero, si son manejados cuidadosamente, las poblaciones de fauna silvestre pueden ser 
conservadas prácticamente para siempre.

Son recursos de fauna silvestre, las especies animales no domesticadas que viven 
libremente y los ejemplares de especies domesticadas que por abandono u otras causas 
se asimilen en sus hábitos a la vida silvestre, excepto las especies diferentes a los anfibios 
que nacen en las aguas marinas y continentales que se rigen por sus propias leyes 
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14. RECURSO FORESTAL SILVESTRE

Son recursos forestales los bosques naturales, plantaciones forestales y las tierras cuya 
capacidad de uso mayor sea de producción y protección forestal y los demás componentes 
silvestres de la flora terrestre y acuática emergente, cualquiera sea su ubicación en el 
territorio nacional.

Los bosques son el recurso natural renovable más importante del país tanto por su 
extensión como por su importancia económica. En el país existen al menos 73 millones de 
hectáreas de bosques, es el noveno país en bosques, el cuarto en bosques tropicales y 
posee el 13% de los bosques amazónicos.

La agricultura de tala y quema, un tipo de agricultura itinerante muy practicada por 
los pequeños agricultores de las regiones tropicales, fue la responsable del 45% de la 
deforestación en África y Asia en 1980. Tras unos pocos años de cultivo, muchos suelos sólo 
pueden sustentar praderas y matorral, por lo que los agricultores tienen que trasladarse a 
otros bosques que acondicionan para el cultivo, en este caso mediante la tala de la cubierta 
vegetal y el fuego.

Las explotaciones madereras constituyen una causa importante de deforestación en el 
sureste de Asia, África central y, hasta cerca de 1990, África occidental. La tala suele dañar 
más árboles de los que derriba. Los productores madereros del noroeste de América del 
Norte y Siberia, a menudo, reponen la cubierta arbórea por medio de plantaciones (véase 
más abajo), o dejan que el área se regenere naturalmente por el proceso de, aunque, 
mientras se restablece la comunidad vegetal, se produce la erosión y degradación del 
suelo.

La deforestación para fines agrícolas en suelos no fértiles sólo produce beneficios a corto 
plazo. No obstante, cuando está bien planificada, puede producir beneficios sostenibles, 
como algunas plantaciones de caucho y palma de aceite, que conservan cierta estructura 
forestal favorable para el suelo y la mejora de la conservación del agua.

La deforestación para plantaciones de árboles ha sido significativa en el Sureste 
asiático y Sudamérica. Los silvicultores de todo el mundo han talado bosques naturales 
para abrir hueco a plantaciones más rentables en la producción maderera, pero hoy son 
más conscientes del coste social y ambiental que esta actitud representa21.  

La deforestación para pastos fue una importante causa de deforestación en los 
bosques brasileños y centroamericanos en las décadas de 1970 y 1980, impulsada por 
programas gubernamentales para crear grandes ranchos. La quema regular de bosques 
para mantener los pastos es común en el África seca. La deforestación para obtener leña 
constituye un problema en las áreas más secas de África, el Himalaya y los Andes.

La deforestación para asentamientos, explotaciones mineras y petrolíferas es localmente 
significativa, en especial los programas de reasentamiento puestos en práctica, hasta 
hace poco, en Indonesia y Brasil, donde los habitantes de zonas superpobladas fueron 
reasentados por sus respectivos gobiernos en superficies ocupadas por bosques.

21.	 http://www.oni.escuelas.edu.ar/olimpi99/autos-y-polucion/calentam.htm
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La construcción de carreteras y presas ha tenido, como resultado directo, la 
deforestación. A menudo actúan secuencialmente varios agentes de la deforestación22.  

15. ENFOQUE ECOSISTÉMICO 

El concepto de ecosistema es especialmente interesante para comprender el 
funcionamiento de la naturaleza. Hay que insistir en que la vida humana se desarrolla en 
estrecha relación con la naturaleza y que su funcionamiento nos afecta totalmente. Es un 
error considerar que nuestros avances tecnológicos nos permiten vivir al margen del resto 
de la biosfera y el estudio de los ecosistemas, de su estructura y de su funcionamiento, nos 
demuestra la profundidad de estas relaciones.

El ecosistema es un conjunto de poblaciones sujetas a cambios impredecibles. A pesar 
de la gran diversidad de ecosistemas, pequeños o grandes, terrestres, dulces acuícolas 
o marinos, y a pesar de las combinaciones particulares de componentes bióticos y 
abióticos tienen todos en común una estructura general y atributos funcionales que pueden 
reconocerse, analizarse y predecirse.

La conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales deberá 
enfocarse de manera integral, evaluando científicamente el uso y protección de los recursos 
naturales e identificando cómo afectan la capacidad de los ecosistemas para mantenerse y 
sostenerse en el tiempo, tanto en lo que respecta a los seres humanos y organismos vivos, 
como a los sistemas naturales existentes.

16. SERVICIOS AMBIENTALES 

Los servicios ambientales por lo general se definen como los beneficios indirectos, 
generalmente no transados en mercados, que la sociedad obtiene de los ecosistemas; 
ejemplos típicos son la regulación del ciclo hidrológico, la regulación del clima, o la 
conservación de la biodiversidad.

Si bien el concepto servicios ambientales es relativamente reciente y permite tener un 
enfoque más integral para interactuar con el entorno, en realidad las sociedades se han 
beneficiado de dichos servicios desde sus orígenes, la mayoría de las veces sin tomar 
conciencia de ello.

Los procesos ecológicos de los ecosistemas naturales suministran a la humanidad una 
gran e importante gama de servicios gratuitos de los que dependemos. Estos incluyen: 
mantenimiento de la calidad gaseosa de la atmósfera (la cual ayuda a regular el clima); 
mejoramiento de la calidad del agua; control de los ciclos hidrológicos, incluyendo la 
reducción de la probabilidad de serias inundaciones y sequías; protección de las zonas 
costeras por la generación y conservación de los sistemas de arrecifes de coral y dunas 
de arena; generación y conservación de suelos fértiles; control de parásitos de cultivos 
y de vectores de enfermedades; polinización de muchos cultivos; disposición directa de 
alimentos provenientes de medios ambientes acuáticos y terrestres; así como el mantenimiento 
de una vasta “librería genética” de la cual el hombre ha extraído las bases de la civilización en 
la forma de cosechas, animales domesticados, medicinas  y productos industriales23.  

22.	 http://www.ecoportal.net/articulos/cambiocli.htm
23.	 http://www.biodiversidad.gob.mx/ecosistemas/serviciosam.html
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La Autoridad Ambiental Nacional promueve la creación de mecanismos de financiamiento, 
pago y supervisión de servicios ambientales.

Los recursos naturales y demás componentes del ambiente cumplen funciones que 
permiten mantener  las condiciones de los ecosistemas y del ambiente, generando 
beneficios que se aprovechan  sin  que  medie  retribución  o  compensación,  por  lo  
que  el  Estado  establece mecanismos para valorizar, retribuir y mantener la provisión de 
dichos servicios ambientales; procurando lograr la  conservación de los ecosistemas, la 
diversidad biológica y los demás recursos naturales (art 94 de la LGA). 

Se entiende por servicios ambientales, la protección del recurso hídrico, la protección 
de la biodiversidad, la mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero y la belleza 
escénica, entre otros.

La subsistencia y el desarrollo de toda sociedad dependen del aprovechamiento 
sustentable de sus recursos naturales. Sin embargo, el ser humano en su carrera por 
conquistar y poseer ha provocado la extinción de muchas especies animales y vegetales y 
ha deteriorado su entorno natural; en muchos casos; de manera irreversible.

Por ello, cada vez es mayor la importancia de fomentar la conciencia sobre la relación 
que existe entre los recursos naturales, la salud planetaria y la especie humana. Hoy, la 
naturaleza y su conservación son pilares del desarrollo sustentable y revisten importancia 
vital para ciudadanos, pueblos y gobiernos.

Por esta razón, es imprescindible una valoración justa de los ecosistemas y los servicios 
ambientales que éstos prestan, porque esta valoración puede permitir que las mujeres y 
los hombres que habitan las comunidades indígenas y rurales mejoren su calidad de vida 
y conserven su riqueza natural, y que las poblaciones urbanas comprendan que tanto su 
calidad de vida como sus actividades económicas están relacionadas con el estado que 
guardan los recursos naturales.

Los pagos por servicios ambientales (PSA) son una clase de instrumentos económicos 
diseñados para dar incentivos a los usuarios del suelo, de manera que continúen ofreciendo 
un servicio ambiental (ecológico) que beneficia a la sociedad como un todo. En algunos 
casos, los pagos buscan que los usuarios del suelo adopten prácticas de uso que garanticen 
la provisión de un servicio en particular (p.ejm., plantar árboles con fines de secuestro de 
carbono). Estos pagos tienen cinco rasgos distintivos24.  

Se entiende como servicios ambientales, entre otros los siguientes: 

a. La protección y conservación de fuentes de agua y cuencas hidrográficas; 
b. La protección y conservación de las cuencas atmosféricas; 
c. La protección, conservación y recuperación del suelo; 
d. La protección o conservación de la biodiversidad, especies y ecosistemas; 
e. La mitigación de emisiones y la fijación, reducción, secuestro, almacenamiento y 

absorción de gases de efecto invernadero; 
f. La belleza escénica; 

24.	 http://www.cifor.org/pes/_ref/sp/sobre/
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g. La asimilación y diseminación de efluentes y emisiones, y 
h. En general, el mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales de los ecosis-

temas naturales.

Por ello, es un acto de justicia que los usuarios (beneficiarios) de estos servicios 
ambientales contribuyamos a revertir los procesos de deterioro que los propios seres 
humanos hemos provocado, entre ellos el aceleramiento del cambio climático.

17. BONOS DE DESCONTAMINACIÓN

Para promover la conservación de la diversidad biológica, la Autoridad Ambiental 
Nacional promueve, a través de una Comisión Nacional, los bonos de descontaminación, 
u otros mecanismos alternativos, a fin de que las industrias y proyectos puedan acceder 
a los fondos creados al amparo del Protocolo de Kyoto y de otros convenios de carácter 
ambiental. Mediante Decreto Supremo se crea la referida Comisión Nacional (art. 95 de la LGA).

Los bonos de carbono son un mecanismo de descontaminación que busca reducir las 
emisiones de gases contaminantes causantes del calentamiento global o efecto invernadero 
y es uno de los tres mecanismos propuestos en el Protocolo de Kyoto25.  

Los bonos de carbono se obtienen con proyectos que disminuyen la emisión de gases 
que están en el ambiente, contribuyendo a reducir el efecto invernadero que causa el 
calentamiento global.

Este sistema ofrece incentivos económicos para que empresas privadas contribuyan 
a la mejora del sistema operativo de la calidad ambiental y se consiga regular la emisión 
generada por sus procesos productivos, considerando el derecho a emitir CO2 como un 
bien canjeable y con un precio establecido en el mercado.

En un esfuerzo por reducir las emisiones que provocan el cambio climático en el planeta, 
como el calentamiento global o efecto invernadero, los principales países industrializados 
-menos Estados Unidos y Australia- establecieron un acuerdo que establece metas 
cuantificadas de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) para el 
2012: el Protocolo de Kyoto. 

Para cumplir se están financiando proyectos de captura o abatimiento de estos gases 
en países en vías de desarrollo, acreditando tales disminuciones y considerándolas como 
si hubiesen sido hechas en su territorio.

La mayor dificultad en el trueque e intercambio de emisiones y capturas de carbono es 
la verificación de este cumplimiento.  Los sistemas de certificación son complicados, porque 
no basta con decir «capturé» o «no emití» carbono, sino que hay que demostrar que ese 
carbono es adicional a cualquier otro carbono que uno fuera a capturar o dejar de emitir de 
todos modos. Además, el carbono intercambiado debe quedarse fuera de la atmósfera.

Un ejemplo peruano reciente es la auditoría llevada a cabo por la Agencia Española de 
Normalización y Certificación (AENOR), al Corredor Segregado de Alta Capacidad (COSAC 

25.	 http://www.rpp.com.pe/2012-08-22-conozca-los-bonos-de-carbono-y-que-hace-peru-al-respecto-noticia_514590.html
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I) del sistema de transporte de buses Metropolitano de Lima que recibió la certificación 
‘Verified Carbon Standard’ (VCS); otorgada por el cuidado del medio ambiente. Protransporte 
considera que esto le permitirá emitir bonos de carbono en el mercado internacional en 
torno al cambio de la matriz energética. Estima que hacia el año 2020 esta inversión podría 
significar una ganancia de 2 millones de soles, si se logra reducir 688 mil 308 toneladas de 
dióxido de carbono equivalentes.

En Arequipa, la implementación del programa de cocinas mejoradas a cargo del 
Proyecto Especial Copasa, permitirá acceder a los bonos de carbono. Estiman que 
Arequipa recibiría 9 euros por cada cocina.

18. RECURSOS  NATURALES NO RENOVABLES

Se considera recurso no renovable a un recurso natural que no puede ser producido, 
cultivado, regenerado o reutilizado a una escala tal que pueda sostener su tasa de consumo. 
Estos recursos frecuentemente existen en cantidades fijas o son consumidos mucho más 
rápido de lo que la naturaleza puede recrearlos.

Los recursos no renovables son aquellos cuyas reservas, inevitablemente, se acabarán 
en algún momento ya que no resulta posible producirlos, cultivarlos o regenerarlos para 
sostener su tasa de consumo. Esto quiere decir que el consumo de los recursos no 
renovables es superior a la capacidad de la naturaleza para recrearlos26.  

Se llama reservas a los contingentes de recursos que pueden ser extraídos con 
provecho. El valor económico (monetario) depende de su escasez y demanda, y es un 
tema que preocupa a la economía. Su utilidad como recursos depende de su aplicabilidad, 
pero también del costo económico y del costo energético de su localización y explotación. 
Por ejemplo, si para extraer el petróleo de un yacimiento hay que invertir más energía que 
la que va a proporcionar, no puede considerarse un recurso. Algunos de los recursos no 
renovables son: el petróleo, los minerales, los metales, el gas natural y los depósitos de 
agua subterránea (siempre que sean acuíferos confinados sin recarga).

Un ejemplo de recurso no renovable es el petróleo. Una vez que las reservas petrolíferas 
se hayan agotado, no habrá forma de volver a obtener este líquido natural oleaginoso. Los 
especialistas afirman que, de mantenerse el actual ritmo de extracción y sin que se hallen 
nuevos yacimientos, las reservas mundiales de petróleo se agotarán en menos de medio siglo.

La gestión de los recursos naturales no renovables está a cargo de sus respectivas autoridades 
sectoriales competentes, de conformidad con lo establecido por la Ley Nº 26821, las leyes de 
organización y funciones de dichas autoridades y las normas especiales de cada recurso. El  Estado  
promueve  el  empleo  de  las  mejores  tecnologías  disponibles  para  que  el aprovechamiento de 
los recursos no renovables sea eficiente y ambientalmente responsable (art. 96 de la LGA).

Los recursos no renovables son muy necesarios puesto que hacen que funcionen las 
máquinas de las industrias, generan electricidad, sirven para el consumo humano, se 
utilizan para la construcción, o se usan como combustible entre muchas otras cosas27.  

26.	 Definición de recursos no renovables - Qué es, Significado y Concepto http://definicion.de/recursos-no-
renovables/#ixzz388YT4VS6

27.	 http://10ejemplos.com/10-ejemplos-de-recursos-no-renovables
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En concreto, podemos establecer que existen dos tipos claramente definidos de 
recursos no renovables. Así, por un lado, estarían los combustibles fósiles que son aquellos 
recursos naturales que son fruto de las modificaciones que durante siglos ha ido sufriendo 
la biomasa y que cuentan con un gran potencial energético. Ejemplo de ello es el petróleo, 
el gas natural y el carbón. Sus ventajas son que son baratos y fáciles de extraer mientras 
que entre los elementos que están en su contra se encuentra el hecho de que contaminan, 
que se pueden agotar y que emiten gases tóxicos.

Por otro lado, el segundo gran tipo de recursos no renovables es el formado por lo 
que se conoce como energía nuclear. La misma no es muy bien vista debido al hecho de 
que tiene un alto coste, de que es altamente contaminante y peligrosa, y de que puede 
ser utilizada con objetivos no precisamente pacíficos. Este recurso también permite la 
creación de las armas nucleares tales como las bombas atómicas. Los minerales también 
forman parte de los recursos no renovables. La minería se encarga de la extracción de los 
minerales y de otros materiales de la corteza terrestre; la explotación minera consiste en 
dinamitar montañas y otras actividades semejantes que literalmente arrasan con el terreno. 
Cuando ya no quedan minerales en las canteras, éstas son abandonadas.
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CAPITULO SEGUNDO: 
DERECHO AMBIENTAL

1. PROTECCIÓN NORMATIVA DEL DERECHO AMBIENTAL

1.1. CONCEPTO DE DERECHO AMBIENTAL

Es el conjunto de normas que tiene por objeto introducir consideraciones ambientales y 
sociales en todas las actividades productivas y de servicios, en aras a lograr un equilibrio 
entre el desarrollo y el ambiente, respetando los derechos de las minorías y las futuras 
generaciones. ANDALUZ lo define como el conjunto de normas y principios de acatamiento 
imperativo, elaborados con la finalidad de regular las conductas humanas para lograr el 
equilibrio entre las relaciones del hombre y el ambiente al que pertenece, a fin de lograr un 
ambiente sano y el desarrollo sostenible28.  

El Derecho Ambiental asume una problemática multi e interdisciplinaria, pues los diversos 
sectores que la integran, interaccionan e interdependen entre sí. Esta rama del Derecho adquiere 
trascendencia como disciplina científica, cuando se comprende que el entorno constituye un 
todo y sus diferentes componentes se encuentran en permanente interacción29.  

BRAÑEZ30 define al derecho ambiental como el conjunto de reglas que se ocupan de la 
protección jurídica de aquellas condiciones que hacen posible la vida, en todas sus formas, 
más específicamente señala que se trata del “conjunto de normas jurídicas que regulan 
las conductas humanas que pueden influir de una manera relevante en los procesos de 
interacción que tienen lugar entre los sistemas de organismos vivos y sus sistemas de 
ambiente, mediante la generación de efectos de los que se espera una modificación 
significativa de las condiciones de existencia de dichos organismos” .

El derecho ambiental, en tanto derecho positivo (o “legislación ambiental”), está 
constituido por el conjunto de normas jurídicas que regulan las conductas humanas que 
pueden influir de una manera relevante en los procesos de interacción que tienen lugar entre 
los sistemas de los organismos vivos y sus sistemas de ambiente, mediante la generación 
de efectos de los que se esperan una modificación significativa de las condiciones de 
existencia de dichos organismos.

28.	 ANDALUZ WESTREICHER, Carlos; Manual de Derecho Ambiental, Lima, Iustitia, p. 505. 
29.	 JAQUENOD, Silvia.   (1991). El  Derecho  Ambiental  y  sus  principios  rectores, 3era. Ed., Madrid: Dykinson. p. 360.
30.	 BRAÑES, Raúl; Derecho ambiental mexicano, publicado en México por la Fundación Universo Veintiuno, ps. 1 al 21.
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El nuevo Derecho Ambiental supera la visión exageradamente antropocéntrica 
del derecho moderno, que sólo se ha ocupado de tutelar al hombre, sus atributos, sus 
creaciones y actividades; en suma, todo aquello que gira alrededor de ese único centro 
digno de protección.

Solo las personas son susceptibles de ser titulares de derecho y deberes; en una 
palabra, de configurar la condición de sujetos de derecho. Pero tampoco la naturaleza es 
hoy para el Derecho un mero objeto inerme, inanimado, que forme parte del universo de las 
cosas que están al servicio del señorío, del poder ilimitado del hombre.

Los derechos de la naturaleza sólo pueden configurarse como derechos del hombre o 
humanos. Pero, entiéndase que esos nuevos derechos no tienen por exclusiva “finalidad” 
la protección o tutela de un bien, valor e interés de estricto significado humano, ya que, 
en definitiva, se trata de garantizar la existencia de esos otros organismos vivos que 
componen la biosfera, en un proyecto de fraternidad, de solidaridad entre hombre y 
naturaleza.

Para algunos especialistas, principalmente europeos, el derecho ambiental es un 
derecho “horizontal”, en el sentido que se solapa y cruza a través las distintas ramas del 
derecho (derecho civil, derecho administrativo, derecho penal, derecho internacional, etc.) 
y es un derecho de “reagrupamiento”, en cuanto se limita a reunir y aglutinar disposiciones 
dispersas en una pluralidad de textos normativos. Más que una nueva rama del derecho, 
con principios, instituciones y reglas propias, el derecho ambiental, para quienes piensan 
de esta forma, tiende únicamente a penetrar todas las especialidades jurídicas reconocidas 
y consagradas por la doctrina para orientarlas en un sentido ambientalista, lo que equivale 
a sostener que carece de especificidad sistemática propia.

En este contexto, es fundamental que haya conciencia ambiental en todas las personas 
de todos los niveles, desde las amas de casa hasta los que dirigen el gobierno de los 
pueblos, para eso se requiere que hayan políticas y normas claras para formar a los 
ciudadanos y lograr que haya la conciencia ambiental suficiente para proteger el ambiente 
donde se desarrolla la vida.

1.2. LOS DERECHOS SOCIO AMBIENTALES

Los derechos socio ambientales son de una importancia vital en toda sociedad y 
Estado y el desafío en el nuevo milenio es mantener, conservar, proteger estos derechos y 
otorgar garantías de un efectivo cumplimiento a través de organismos supra estatales, ya 
que estos derechos son fundamentales para la vida y la conservación humana y también 
de la biodiversidad con todos sus ecosistemas. Por ésa razón, ante la amenaza y el 
constante deterioro del medio ambiente y la usurpación que grupos económicos efectúan 
en diversas actividades industriales extractivistas: como Minería, Forestal, Celulosa, 
Hidroeléctricas, pesca, construcción de obras proyectos, o mega proyectos (sin previa 
consulta) entre otros, en desmedro de los bienes e intereses colectivos sobre tierras, 
territorios, Recursos Naturales y Ecosistemas31.  

31.	 FERNÁNDEZ COCA, Ana María; Los derechos socio ambientales y sustentabilidad, http://www.ceddal.com/revista/
pdf/tema8.pdf
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1.3. CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO AMBIENTAL:

Reúne una serie de peculiaridades, como:

A. Es interdisciplinario: 

Ya que el derecho Ambiental yuxtapone una amplia gama de disciplinas más o menos 
relacionadas. Esta interdisciplinariedad se articula dentro de un marco de importación 
de conceptos, procedimientos, metodologías, aplicándose técnicas de un campo y 
adaptándolas a otros32.  

B. Es preventiva:

Al tratarse el área de estudio de fenómenos naturales en materia ambiental son necesarias 
aquellas acciones que se anticipan a prevenir, cualquier tipo de degradación ambiental, en 
lugar de limitarse a verificar, e intentar a posteriori reparar los daños ambientales.

La coacción a posteriori resulta ineficaz en material ambiental por cuanto de haberse 
producido ya las consecuencias biológicas y socialmente nocivas, la represión podrá tener 
una trascendencia moral, pero difícilmente compensará los graves daños ocasionados al 
ambiente33.

  
C. Espacialidad singular: 

Los imperativos hacen que el ámbito espacial de las regulaciones administrativas, 
se halle en función del marco más o menos impreciso de los mecanismos de emisión, 
transporte e inmisión, cuya singularidad da lugar a subsistemas anotados dentro del 
sistema general. De aquí que el Derecho Ambiental ponga en conflicto los dispositivos 
regulatorios que se adopten en los diferentes espacios en los cuales se desarrollen los 
fenómenos que impactan el ambiente34.  

D. Es sistémico: 

Debido a lo interactuante de la naturaleza, en cuanto que la regulación de conductas 
no se realiza aisladamente, sino teniendo en cuenta el comportamiento de los elementos 
naturales y las interacciones en ellos determinadas como consecuencia de las actuaciones 
del hombre.

E. Es de carácter colectivo:

Ya que sus alcances son panorámicos, aunque al logro de sus objetivos puedan 
concurrir normas de otra naturaleza, como son aquellas que regulan las distintas relaciones 
o situaciones de vecindad, las cuales, solo muy localizadamente, pueden coadyuvar a 
estos objetivos. Los conflictos que aborda enfrentan a amplios colectivos: productores y 
consumidores, contaminadores y contaminados, industriales entre sí, propugnadores del 
consumo y defensores de la calidad de vida, entre otros.

32.	 JAQUERIOD, Silvia.  Iniciación al Derecho Ambiental, 1999,  2da.  Ed., Madrid: Dykinson. p. 58.
33.	 FRANCISKOVIC INGUNZA, Milliza;  El medio Ambiente y su tutela jurisdiccional, Grijley,  Lima, 2012, p. 153 y ss.
34.	 MARTÍN MATEO, Ramón. Manual de  Derecho  Ambiental, 2003, 3era. ed., Madrid: Aranzabi. p. 92.
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F. Carácter supranacional o transfronterizo:

Los problemas ambientales pueden rebasar las fronteras regionales, estatales y 
continentales y se destaca la importancia de la cooperación internacional, como el 
comportamiento de los recursos no tiene en cuenta fronteras, los efectos negativos 
producidos en un país determinado pueden afectar a los recursos de otros países, sea 
esto de modo directo o indirecto, y/o en el corto, mediano, largo plazo35.  

G. Rigurosa regulación técnica:

La normativa del Derecho Ambiental contiene prescripciones rigurosamente técnicas, 
que determinan las condiciones precisas en que deben realizarse las actividades 
afectadas36. La discrecionalidad de la administración pública y la propia labor del jurista se 
encuentran limitadas en el marco técnicamente precisado para la regulación de conductas, 
aunque la prescripciones técnicas deben ser entendidas como aquellas que marcan límites 
y umbrales, que permiten modulaciones y apreciaciones cuando se entrecruzan factores 
diversos que se resisten a un planteamiento puramente científico y matemático.

H. Vocación redistributiva o distribución equitativa de costos:

Es el intento de corrección de las deficiencias que presenta el sistema de precios, 
compensando los costes que suponen para la colectividad, la trasmisión de residuos y 
subproductos a los grandes ciclos naturales. Se alcanzarán resultados solo si se logran 
canalizar los recursos para compensar a los perjudicados y para financiar el establecimiento 
de instalaciones que eviten la contaminación37.

I. Es dinámico:

Porque al regular conductas susceptibles de afectar sistemas naturales, no puede 
sino responder a la propia dinámica de la naturaleza, y dado que esta se comporta de 
forma variable, el derecho ambiental, sus principios y la legislación ambiental, deben ir 
consolidando de modo casi permanente la adaptación a la realidad que pretenden regular, 
manteniendo la eficacia legal38.  

1.4. Ámbito del Derecho Ambiental

Dos ámbitos generales han sido siempre incluidos al interior del Derecho Ambiental. Uno 
orientado a los problemas de contaminación ambiental y de deterioro de las condiciones 
del medio, y otro orientado a la conservación de los recursos naturales, de tal forma que 
se asegure el aprovechamiento sostenible de dichos recursos. Se habla por lo tanto de 
protección ambiental y conservación de los recursos naturales, los principios y objetivos se 
encuentran estrechamente entrelazados. Lo que se requiere sin duda es asegurar que las 
condiciones del ambiente en el cual se desarrolla la vida humana reúnan las condiciones 
para proteger la salud de las personas y la propia viabilidad de los ecosistemas en el 
mediano y largo plazo39.  

35.	 FRANCISKOVIC INGUNZA, Milliza; El medio Ambiente y su tutela jurisdiccional, Grijley,  Lima, 2012, p. 153 y ss.
36.	 BUSTAMANTE ALSINA, Jorge; Derecho Ambiental, Buenos Aires, Abeledo Perrot,   op. cit., p. 50.
37.	 JAQUENOD, Silvia. El Derecho ambiental y sus… op. cit., p. 353.
38.	 JAQUENOD,  Silvia. Iniciación al … . op. cit., p. 353.
39.	 LANEGRA, Ivan; ¿Que es el derecho Ambiental?, http://blog.pucp.edu.pe/item/1666/que-es-el-derecho-ambiental
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1.5. Tareas del Derecho Ambiental

Son tres las tareas centrales que tiene el Derecho Ambiental: 40 

1. Consagrar y definir el contenido jurídico del derecho a un ambiente adecuado para 
vivir. Vinculada con la incorporación del derecho de las personas a gozar de un ambiente 
sano, saludable o adecuado en las constituciones políticas, tratados internacionales o en 
otros instrumentos jurídicos. Además implica darle contenido a dicho derecho, es decir, 
definir qué es exactamente un “ambiente saludable”.

2. Definir qué acciones o relaciones son consideradas (jurídicamente) como generadores 
de impactos negativos significativos sobre el derecho a un ambiente adecuado y que 
requieren de la regulación legal del Estado. Se busca identificar las acciones que serán 
objeto de regulación legal, por implicar riesgos al goce del derecho al ambiente adecuado 
y por ser problemas que no pueden ser resueltos sin la intervención legal del Estado.

3. Instituir y desarrollar los instrumentos jurídicos que permitirán alcanzar los objetivos 
de desempeño ambiental establecidos, incluyendo las sanciones jurídicas frente a las 
acciones u omisiones que los distintos actores (públicos y privados) tomen. Implica 
generar los mecanismos legales que permitan que los distintos actores involucrados en la 
gestión ambiental puedan asegurar el goce del derecho al ambiente sano, incluyendo los 
mecanismos judiciales de protección de derechos y los instrumentos de gestión ambiental.

1.6. APORTE DE RICARDO LORENZETTI  

No resulta arriesgado señalar que vivimos inmersos en una extraña paradoja cultural. 
Lo que dejamos a las generaciones que nos sucederán se parece bastante al sentido 
etimológico de la utopía: un no lugar. Ricardo LORENZETTI41 enseña que el derecho 
ambiental, en cuanto portador del nuevo paradigma del derecho en general: “el paradigma 
ambiental”, contiene principios y valores que denomina ESTRUCTURANTES, que inciden 
sobre todos los institutos tradicionales del Derecho. El paradigma precisa, “es un modelo 
decisorio con estatus anterior a la regla y condiciona las decisiones”, un modelo de pre- 
comprensión42.  

Vivimos una era de verdades implacables, en la que la naturaleza está mostrando sus 
límites, y en la que nos acercamos a las fronteras de los modelos que han sido la base 
de nuestro desarrollo. En este campo es posible presentar un esquema explicativo sobre 
tres etapas: La primera fue “retórica”, puesto que, en los años setenta, el movimiento 
ambientalista sembró las primeras palabras nuevas, símbolos y utopías, poco conocidas 
hasta entonces.

40.	 LANEGRA, Ivan; ob.cit.
41.	 Ricardo Luis Lorenzetti (n. Rafaela, Santa Fe, Argentina, el 19 de septiembre de 1955) es un juez argentino egresado 

de la Universidad Nacional del Litoral, con una larga trayectoria nacional e internacional. Actualmente es Ministro 
y Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina. El 7 de noviembre de2006 fue designado 
Presidente de la Corte, oficiando desde el 1 de enero de 2007,1 y concluirá en 2030.

42.	 LORENZETTI, Ricardo L., “El paradigma ambiental”, en Revista Investigaciones, p. 213, Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, Buenos Aires, 2006. Ídem, “El paradigma ambiental”, p. 13, Tomo I, obra colectiva, “Perspectivas sobre 
Derecho Ambiental y de la Sustentabilidad”, EUCASA, Universidad Católica de Salta, 2007. También vid, “Teoría del 
Derecho Ambiental”, La Ley, Abril 2008.
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La segunda fue “analítica”, en el sentido de que identificaron problemas, se los 
estudió, y se fueron elaborando modelos para tratarlos. En el área jurídica esto significó un 
impresionante movimiento de calificación de nuevos supuestos de regulación, leyes de todo 
tipo en los Estados, Constituciones “verdes”, y tratados internacionales de amplio contenido.

Produciéndose una mutación epistemológica, cuya tendencia es el desplazamiento de 
la concepción antropocéntrica predominante en la historia de la humanidad por una visión 
más geocéntrica donde la naturaleza sea el sujeto jurídico protegido43.  

La tercera es “paradigmática”, en cuanto a que lo que está cambiando es el modo de 
ver los problemas y las soluciones proporcionadas por nuestra cultura. 

Se trata de problemas que convocan a todas las ciencias a una nueva fiesta, exigiéndoles 
un vestido nuevo. En el caso del Derecho, la invitación es amplia: abarca lo público y lo 
privado, lo penal y lo civil, lo administrativo y lo procesal, sin excluir a nadie, con la condición 
de que adopten nuevas características.

Ante este panorama LORENZETTI44 propone la existencia de un paradigma ambiental, 
que actúa como un principio organizativo del pensamiento retórico, analítico y protectorio, 
que se vincula con la interacción sistémica y con los enfoques holísticos.

a) La naturaleza como recurso escaso

Los científicos afirman que hemos llegado a las fronteras del desarrollo poniendo en 
riesgo la naturaleza. Esta idea, ampliamente divulgada, se basa en un hecho de implicancias 
culturales extraordinarias: la naturaleza, como un todo, es un recurso escaso.

Estamos acostumbrados a trabajar con la escasez de bienes tangibles, como la tierra o 
el agua, y otros intangibles, como la libertad. Frente a ello la economía desarrolló su teoría 
de acción racional individual orientada hacia la maximización de beneficios, lo cual permite 
explicar las opciones que realiza un individuo cuando se ve forzado a hacerlo porque los 
bienes no alcanzan a satisfacer las necesidades de todos quienes lo desean.

b) Libertad, igualdad y fraternidad

En la historia del derecho encontramos muchos casos en los que, existiendo un recurso 
escaso, se han producido conflictos entre individuos, entre naciones, y el surgimiento de un 
pensamiento creativo que dio lugar a nuevas categorías de pensamiento.

Una manera didáctica de explicar el proceso es relacionarlo con los valores surgidos de 
la revolución francesa, ampliamente conocidos: libertad, igualdad y fraternidad.

Cuando en el mundo faltó la libertad, comenzaron a plantearse problemas relativos a 
la protección del individuo frente a los reyes, al estado, y otros poderes más intangibles 

43.	 LORENZETTI, Ricardo Luis, Teoría del derecho ambiental, México, Porrúa, 2008, 195 pp.
44.	 LORENZETTI, Ricardo L., “El paradigma ambiental”, en Revista Investigaciones, p. 213, Corte Suprema de Justicia 

de la Nación, Buenos Aires, 2006. Ídem, “El paradigma ambiental”, p. 13, Tomo I, obra colectiva, “Perspectivas sobre 
Derecho Ambiental y de la Sustentabilidad”, EUCASA, Universidad Católica de Salta, 2007. También vid, “Teoría del 
Derecho Ambiental”, La Ley, Abril 2008.
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como los económicos y los medios de comunicación. Es el siglo XIX el período en el 
que se desarrollaron los argumentos fundamentales que dieron lugar al “Estatuto de la 
libertad”: las declaraciones de derechos humanos que se adoptaron en las constituciones, 
la construcción de una esfera de tutela de la individualidad personal, los remedios basados 
en la prevención inhibitoria. Los titulares de estos derechos son individuos, los bienes 
protegidos también poseen ese carácter y tanto las normas como los remedios consisten, 
principalmente, en prohibiciones, configuradas como obligaciones de no hacer.

En el siglo XX se expandieron las luchas por la igualdad, expresadas por los movimientos 
obreros, ampliadas a varios sectores sociales, las doctrinas filosóficas y políticas basadas 
en transformaciones que conducirían a un mundo más igualitario. Es de resaltar la aparición 
de los derechos humanos de contenido positivo, cuyos legitimados activos son individuos, 
el bien protegido es una relación de igualdad con otras personas, y la lógica normativa es 
caracterizada por mandatos que se traducen en obligaciones de hacer. 

En nuestro siglo, aparece como apremiante retomar el valor que la revolución francesa llamó 
“fraternidad”, y que ahora ha sido reemplazado por la “solidaridad”. La diferencia sustancial reside 
en el cambio de escenario, puesto que no se habla solamente de conflictos interindividuales, sino 
entre individuos y lo colectivo; ya no hay solamente derechos, sino también deberes.

c) Conflictos en la esfera íntima, privada y social

La teoría de las esferas íntima, privada y social del sujeto, permite establecer supuestos 
de delimitación de conflictos y reglas de solución de los mismos.

Bajo el paradigma de la libertad, surgió la “esfera íntima” que es el ámbito absolutamente 
intangible de protección de la vida privada. El individuo no influye con su comportamiento 
sobre los demás, no afecta la esfera de intereses de sus pares o de la comunidad, y por lo 
tanto debe ser protegido. La disponibilidad que se le reconoce sobre estos bienes ha sido 
cada vez mayor, basándose en el “principio de la autodeterminación”.

Con el paradigma de la igualdad, se trabaja en conflictos intersubjetivos en el campo de 
la “esfera privada”. Ella está integrada por aquel ámbito que, siendo individual, repercute 
sobre los demás y por ello surge la necesidad de establecer un límite con las otras esferas 
individuales y lo público. La regla de solución se basa en el respeto recíproco: los derechos 
deben ejercerse de modo tal que no causen a los demás lo que uno no quiere que le 
causen.

Con el paradigma ambiental, los conflictos surgen en la esfera social, que contempla 
los bienes públicos y aquellos actos que realiza el individuo situado en la acción colectiva. 
En este escenario lo individual no tiene primacía y no rige la reciprocidad, ya que es un 
conflicto donde se afecta a un bien común. En estos casos los derechos subjetivos deben 
ser interpretados de modo tal que no conspiren contra el deterioro de tales bienes. De 
ahí que en la relación entre derecho de propiedad y medio ambiente, deba reconocerse 
una “función ambiental de la propiedad” en virtud de que la multiplicidad de derechos 
individuales de los propietarios deben coordinarse de manera tal que se orienten en la 
preservación del bien colectivo.

Los conflictos ambientales pueden plantearse en la esfera privada, lo que sucede 
en los supuestos de conflictos entre vecinos, los daños sufridos por los individuos como 
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consecuencia de la lesión al ambiente, las afectaciones del derecho de propiedad derivada 
de legislaciones ambientalistas. Sin embargo, el campo típico de los conflictos ambientales 
se desenvuelve en la esfera social.

El paradigma ambiental reconoce como sujeto a la naturaleza, que es un bien colectivo, 
lo define como escaso o en situación de peligro y está dispuesto a limitar los derechos 
individuales.

En su método, transita un camino inverso a los anteriores, ya que parte de lo colectivo 
para llegar a lo individual.

Por ello el paradigma ambiental también opera como un metavalor, en el sentido de que, 
al igual que la libertad, es un principio organizativo de todos los demás.

d) Noción de paradigma

En el derecho el tema tiene una gran importancia. Quien se basa en paradigmas da 
preeminencia al contexto por sobre la norma. El procedimiento habitual es subsumir un 
término legal en un contexto que le da sentido, y que no es el ordenamiento, sino el modelo 
de decisión adoptado por el intérprete de antemano.

Ricardo LORENZETTI enseña que el derecho ambiental,  en cuanto portador del nuevo 
paradigma del derecho en general: “el paradigma ambiental”, contiene principios y valores 
que denomina ESTRUCTURANTES, que inciden sobre todos los institutos tradicionales del 
Derecho. El paradigma precisa, “es un modelo decisorio con estatus anterior a la regla y 
condiciona las decisiones”, un modelo de pre- comprensión.

Un distintivo sui generis del paradigma ambiental es que reconoce como sujeto a la 
naturaleza, que es un bien colectivo, lo define  como es caso o en situación de peligro 
y está dispuesto a protegerlo limitando los derechos individuales. Este bien colectivo no 
pertenece ni al Estado ni a los particulares en forma exclusiva, y tiene como características: 
su indivisibilidad, uso común sustentable (que el autor denomina “tragedia de los comunes”, 
por la ausencia de incentivos individua les para proteger los y evitar su sobreuso), todos 
los individuos tienen derecho a usar los, y por lo tanto no pueden ser excluidos, tiene 
reconocimiento legal, está calificado objetivamente (el individuo no puede identificar su 
parte porque no le pertenece), existe legitimación para obrar difusa o colectivamente, pro 
ce de la tutela preventiva y se ubica en la esfera social.

e) Daño ambiental

Según LORENZETTI45 “en términos jurídicos, desde nuestro punto de vista, la afectación 
del medio ambiente supone dos aspectos: el primero es que la acción debe tener como 
consecuencia una alteración del principio organizativo, esto es alterar el conjunto. De 
tal manera se excluyen aquellas modificaciones al ambiente, que no tienen tal efecto 
sustantivo. Este criterio sirve para delimitar aquellos casos en que la actividad productiva, 
transformando el medio ambiente, no resulta lesiva. De tal manera, la acción lesiva 
comporta `una desorganización´ de las leyes de la naturaleza. El segundo aspecto es que 

45.	 LORENZETTI, Ricardo Luis, citado por TRIGO REPRESAS, Félix A., LOPEZ MESA, Marcelo J., “Tratado de la 
Responsabilidad Civil. T. III, La Ley, Bs. As., 2004, p. 562 nota 90.
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esa modificación sustancial del principio organizativo repercute en aquellos presupuestos del 
desarrollo de la vida. El medio ambiente se relaciona entonces con la vida, en sentido amplio, 
comprendiendo los bienes naturales y culturales indispensables para su subsistencia”. 

f) Relación con los otros paradigmas

Hemos descripto los siguientes paradigmas: el acceso a los bienes primarios, el 
protectorio, el colectivo, el consecuencialista, el Estado de Derecho Constitucional. Su 
característica de origen es que han surgido basándose, fundamentalmente, en la igualdad 
y en la libertad del individuo. En todos ellos hemos señalado que hay un metavalor, que es 
la libertad, en el sentido de que la función de armonización consiste en tratar de lograr la 
convivencia de visiones diferentes del mundo. En ese contexto el ambiente es reconocido 
a partir de problemas del individuo. 

En el caso del paradigma colectivo, se parte de la acción individual para reconocer 
fenómenos que son diferentes y se abre las puertas a la acción colectiva y a los bienes 
supraindividuales, y por lo tanto a la relevancia jurídica del ambiente. El paradigma 
consecuencialista, al tratar de enlazar los derechos individuales con los problemas sociales, 
se construye en un puente de diálogo entre ambas categorías.

El paradigma ambiental, en cambio, reconoce como sujeto a la naturaleza, que es algo 
que resultó impensable a lo largo de la historia. El ambientalista reconoce que la naturaleza 
está en peligro y está dispuesto a limitar los derechos individuales, y por lo tanto transita 
un camino inverso a los anteriores, ya que parte de lo colectivo para llegar a lo individual.

g) Las principales características del “paradigma ambiental” son las siguientes:

Señala que el Derecho se ha construido a partir del individuo y por lo tanto es 
“antropocéntrico”, de manera que hay que cambiar esa visión, evolucionando hacia 
concepciones “geocéntricas”, que tengan por sujeto a la naturaleza.

Sostiene un nuevo escenario de conflictos, entre bienes pertenecientes a la esfera 
colectiva (ambiente) e individuales, dando preeminencia a los primeros.

Los derechos individuales tienen una función ambiental.

El derecho de dominio encuentra una limitación en la tutela del ambiente, ya que no es 
sustentable la permanencia de un modelo dominial que no lo tenga en cuenta.

También el consumo debe ser adecuado a paradigmas sustentables en materia ambiental.

Se basa en una concepción “holística”, es decir que todo tiene una interrelación que 
debe ser respetada, tanto en la naturaleza, como en el Derecho mismo. Ello es diferente 
de la unilateralidad que ha caracterizado al pensamiento occidental que se enfoca 
habitualmente en el análisis de una cuestión, prescindiendo del contexto.

h) Cambio de paradigmas con miras al futuro de la humanidad

Ricardo LORENZETTI, abogó por “un cambio en la gobernabilidad” en materia de “medio ambiente”, 
tras advertir que “es falso prometer un futuro a los jóvenes si no enfrentamos la crisis ambiental”.
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“Es falso prometer un futuro a los jóvenes; ésta es la realidad que no le podemos mentir”, 
enfatizó el alto magistrado, quien alertó que “los gobiernos, que deberían tener un Estado 
activo en este campo, practican el dejar hacer, el dejar pasar...”.

LORENZETTI reclamó un “cambio de paradigmas” en materia ambiental, al advertir 
que “los efectos ambientales más graves los pagan los más humildes” y subrayó que 
“los gobiernos actuales están en manos de dirigentes que son casi primitivos” sobre la 
cuestión.

La nueva dependencia tiene entre sus objetivos el diseño y coordinación de políticas y 
planes de capacitación para el fortalecimiento de los conceptos ambientales.

 “No hay una contradicción entre la lucha por la igualdad y la lucha por el medio 
ambiente”, así como también que “no hay una oposición” a las políticas gubernamentales 
“sino una enorme oportunidad para el desarrollo y el cambio de paradigmas”.

Los gobiernos priorizan en sus políticas la generación de “riquezas y empleo y no la 
cuestión ambiental”, cuando las experiencias “demuestran lo contrario”, es decir que el 
cuidado ambiental, a la inversa, los produce.

Sentenció que los gobiernos están “profundamente equivocados”, en la materia “ya que 
no hay una contradicción en la lucha por la igualdad y la lucha por el medio ambiente”. 
“Los gobiernos no se ocupan de este tema porque están estructurados para responder 
cuestiones inmediatas” y priorizan “las próximas elecciones”.

“Tenemos que pensar sistémicamente”, ya que “los sistemas buscan el equilibrio” y está 
“es una gran oportunidad” para el mundo y en particular para la región46.  

1.7. DESARROLLO DEL DERECHO SOCIO AMBIENTAL E IMPLEMENTACION DE 
UNA ECONOMIA VERDE EN BRASIL

En muchos sentidos geopolíticos, el Brasil ha despegado desde una posición 
privilegiada hacia una economía verde. Sus características naturales y su aprovechamiento 
en el pasado nos han llevado a una de las matrices energéticas más limpias del mundo. Las 
iniciativas recientes, en el ámbito gubernamental, consisten sobre todo en el comienzo de 
una obra de consolidación y desarrollo en diferentes áreas.

En gran parte de los casos, se trata de empezar la estructuración institucional y la 
creación de mecanismos económicos que configuren la agenda de una nación cada vez 
más centrada en la evolución de los mercados relacionados con la economía verde. 

La EV es parte de un proyecto nacional de desarrollo sostenible e incluyente que 
no acepta, desde el punto de vista de la propuesta política gubernamental, trade-
offs artificiales y que no sirven al interés nacional, tales como crecimiento versus 
sostenibilidad o inclusión social versus conservación del medioambiente. Algunas 
iniciativas ya están mostrando un buen rendimiento, tales como la reducción de la 
deforestación de la Amazonia.

46.	 http://www.primeraedicionweb.com.ar/v3/nota/impreso/121883/2498/lorenzetti-abogo-por-un-%E2%80%9Ccambio-
de-paradigma%E2%80%9D-en-materia-ecologica-.html
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A. Perspectivas

Para proponer las bases de una nueva economía es necesario reexaminar sus supuestos 
básicos y la forma como se contabilizan sus resultados. No es tarea sencilla, pues la 
fragilidad del paradigma dominante no está en la experiencia concreta de los países47.  

El agotamiento del antiguo modelo y la transición hacia una economía verde imponen 
una inversión de la lógica dominante: mayor crecimiento pasaría a depender y ser 
(necesariamente) acompañado por mayor conservación o uso sostenible de los recursos, 
de forma que el nuevo trade-off  sería entre crecimiento y uso predatorio del capital natural. 

En los últimos años (desde el gobierno de Lula Da Silva) Brasil ha aparecido en los 
diferentes medios de comunicación como la nueva potencia económica de América Latina. 
Sus logros en los ámbitos sociales, económicos y ambientales lo ponen como ejemplo de 
sustentabilidad entre las grandes potencias del mundo.

Este enfoque ambientalista se ha venido desarrollando en los últimos años en el gran 
gigante sudamericano, quien desde la perspectiva de sustentabilidad se ha orientado 
hacia el desarrollo. Los logros alcanzados colocan a Brasil a la vanguardia en algunos 
rubros como la agricultura y los biocombustibles, por arriba de países desarrollados como 
Estados Unidos El “Milagro Brasileño” ha sido resultado de años de implementación de 
programas con visión a largo plazo que fue posible gracias a la continuidad de los últimos 
gobiernos progresistas como el de Lula Da Silva.

B. Economía verde 

Se entiende por economía verde “aquella que resulta en la mejora del bienestar humano 
y de la equidad social, a la vez que reduce significativamente los riesgos ambientales y las 
escaseces ecológicas”.

Una economía verde es aquella apoyada en tres estrategias principales:
 
(1) la reducción de las emisiones de carbono, 
(2) una mayor eficiencia energética y en el uso de recursos y 
(3) la prevención de la pérdida de la biodiversidad y de los servicios eco sistémicos. 

Para tornarse viables, esas estrategias necesitan ser catalizadas y apoyadas por 
inversiones públicas y privadas así como por reformas políticas y cambios regulatorios. 

También se debe buscar preservar, fortalecer y, cuando sea necesario, reconstruir 
el capital natural como un activo económico crítico y fuente de beneficios públicos, 
especialmente para aquellos cuyas vidas dependen intrínsecamente de los servicios 
advenidos de la naturaleza48.  

47.	 FRISCHTAK, Cláudio R.; Brasil y la economía verde: fundamentos y estrategia de transición, EN ECONOMÍA VERDE: 
Desafíos y oportunidades, BRASIL ECONOMIA VERDE, http://www.conservation.org.br/publicacoes/files/politica_
ambiental_08_espanhol.pdf

48.	 BONIATTI PAVESE, Helena; Delineamientos de una economía verde, en ECONOMÍA VERDE Desafíos y 
oportunidades, Nº 8, Junio, 2011, http://www.conservation.org.br/publicacoes/files/politica_ambiental_08_espanhol.pdf
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Una dimensión fundamental de una economía internacional verde es la baja intensidad 
de carbono y ese será el foco de este artículo. La transición consistente hacia una economía 
verde supone la reducción continua de las emisiones de carbono en los países desarrollados, 
la disminución acelerada de la curva de crecimiento de emisiones con inicio anterior a 2020 
y el establecimiento de año de estabilización en los países emergentes de renta media, 
además de la disminución acelerada de la intensidad de carbono del PBI globalmente. En 
el caso de los países ricos, debería haber una acelerada disminución de las emisiones per 
cápita y, en el caso de los países de renta media, una acelerada reducción de la intensidad 
de carbono del PBI y una leve y continua caída de las emisiones per cápita. Los países 
pobres tendrían también espacio para un crecimiento de las emisiones per cápita49.  

C. Justicia social en Brasil

En Brasil, la justicia social se volvió uno de los pilares de la Constitución brasileña de 
1988. Hoy, las políticas sociales están incluidas en iniciativas de los gobiernos federal, 
provincial y municipal, en colaboración con la sociedad civil.

Las políticas económicas y sociales buscan garantizar el derecho a la salud y educación 
y acceso a los bienes de consumo, ocio y nuevas tecnologías, a través del aumento del 
ingreso y capacidad de consumo. Existe una mejoría de la distribución del ingreso en el 
país, pero la cuestión aún es uno de los principales desafíos del Brasil.

El Brasil está desarrollando una serie de instrumentos institucionales, económicos y 
tecnológicos destinados a la conservación y el uso más racional y sostenible de tales 
recursos. Este esfuerzo es reciente, pero ha cobrado impulso en los últimos 25 años. El desafío 
ahora es sacar partido del esfuerzo acumulado en la conservación del medioambiente y el 
desarrollo socioeconómico con el fin de aprovechar la ventana de oportunidad que se abre 
para el Brasil.

D. Brasil como potencia energética ecológica

Para analizar el potencial de la EV en el Brasil, es fundamental comprender el importante 
papel que desempeña el país en virtud de sus condiciones ambientales privilegiadas y 
una amplia disponibilidad de recursos naturales. Tiene la segunda superficie de bosques 
del mundo, que asciende a aproximadamente 4,8 millones de kilómetros cuadrados, cifra 
que representa el 56 % de su territorio y el 10 % de la superficie forestal mundial. Además 
de la extensión, su vegetación es muy diversificada, ya que el país cuenta con la selva 
amazónica, los bosques de araucarias, los bosques estacionales, los bosques tropicales 
del Atlántico, la Caatinga (sabana estépica brasileña), el Cerrado (sabana brasileña) y las 
campinaranas, lo que lo convierte en el país con mayor diversidad biológica del mundo (los 
otros dos que tienen características similares son el Congo e Indonesia).

En cuanto a los recursos hídricos, Brasil también presenta cifras de importancia 
mundial: aproximadamente el 12 % de la disponibilidad hídrica de la superficie del planeta, 
según la Agencia Nacional de Aguas de Brasil, de la cual un 75 % corresponde a la región 
amazónica (MMA, 2010). Además de la riqueza genética, derivada de la biodiversidad del 

49.	 VIOLA, Eduardo; Perspectivas internacionales para la transición hacia una economía verde de bajo carbono,  en 
ECONOMÍA VERDE Desafíos y oportunidades Nº 8, Junio 2011http://www.conservation.org.br/publicacoes/files/
politica_ambiental_08_espanhol.pdf
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país, es menester registrar una envidiable riqueza de recursos naturales —en términos del 
volumen de los yacimientos y la heterogeneidad de los recursos— solo comparable a la de 
Rusia, los Estados Unidos, Canadá y Australia50.  

A modo de ejemplo de iniciativa destacada, se pueden citar los antecedentes brasileños 
de uso del etanol. La investigación sobre el uso del etanol derivado de la caña de azúcar 
como combustible de motores de automóviles comenzó en la década de 1920 (Magalhães 
y Schartzman, 1981). En la década de 1930 se promulgó el Decreto n. 19.717 del 20 de 
febrero de 1931, que hacía obligatoria la adición de etanol a la gasolina. En 1973, la primera 
crisis del petróleo produjo una escasez de energía en el país. A través del Programa 
Nacional del Alcohol (Pro-alcohol), el Brasil se movilizó para producir, en primera instancia, 
etanol destinado a la mezcla con gasolina y, posteriormente, para ser usado directamente 
como combustible a gran escala, lo que llevó al Brasil a una posición distinguida en 
todo el mundo. En los últimos años, los automóviles llamados flex o bi-combustibles (que 
pueden usar indistintamente dos combustibles) han alcanzado un lugar importante en el 
parque automotor del país, y han cambiado en forma significativa el perfil de consumo 
de combustible, mediante la consolidación de la posibilidad de usar etanol en reemplazo 
de la gasolina, lo que afectó las características de demanda del mercado, ahora que el 
consumidor puede optar por el más conveniente.

Estas iniciativas no tuvieron por objeto la protección del medioambiente. Sin embargo, en 
este momento, tienen una importancia significativa en la estrategia brasileña de transición 
hacia una economía verde. En el caso del etanol, este combustible tiene un saldo de emisiones 
de gases de efecto invernadero mucho más bajo que su principal competidor, la gasolina.

De acuerdo con el Ministerio de Minas y Energía de Brasil, en virtud de su uso, entre 
1970 y el 2007, se dejaron de consumir 854 millones de barriles equivalentes de petróleo, lo 
que evitó la descarga de 800 millones de toneladas de CO2 en la atmósfera (MME, 2008). 
Sin contar los beneficios para la salud pública debido a la reducción de las emisiones de 
contaminantes de la atmósfera. El aumento de la productividad agrícola e industrial en la 
producción de etanol, como resultado de una intensa investigación y desarrollo, ayudó en 
cierta medida a reducir la presión por el desmonte de bosques para ampliar la frontera 
agrícola. A pesar del aumento de la productividad, con el crecimiento de la demanda de 
los últimos tiempos, es esencial adoptar medidas de mitigación para conservar las zonas 
que tienen un capital medioambiental importante.

E. Avances en el campo jurídico

Además de los avances tecnológicos, se tomaron una serie de medidas de carácter 
institucional para que el Brasil concretara su enorme potencial de generación de beneficios 
medioambientales. Se destacan entre ellas, históricamente, la creación del Código Forestal 
(1965) y la Política Nacional para el Medioambiente (1981). Últimamente, se promulgó un 
decreto presidencial por el que se aprueba la Zonificación Agroecológica de la Caña de 
Azúcar, que prohíbe la plantación de la especie en zonas ecológicamente sensibles, tales 
como los remanentes de bosques, dunas y manglares, y en biomas y cuencas hidrográficas 
estratégicos, específicamente en la Amazonia, el Pantanal y la cuenca del Alto Paraguay. 

50.	 GAETANI, Francisco, KUHN, Ernani y ROSENBERG, Renato; El Brasil y la economía verde: panorama general, en 
ECONOMÍA VERDE: Desafios y oportunidades, Nº 8, Junio 2011http://www.conservation.org.br/publicacoes/files/
politica_ambiental_08_espanhol.pdf
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También se establecieron normas para fomentar la cosecha mecánica, para inhibir la 
quema del follaje de la caña de azúcar.

F. La agroindustria.

Se tienen grupos de nivel mundial como Brasil Foods, Cosan o JBS Friboi. En apenas 
treinta años Brasil ha dejado de ser un importador de alimentos para convertirse en una 
potencia agrícola de primer nivel mundial, codeándose con los tradicionales cinco grandes 
de este sector: EEUU, Canadá, Australia, Argentina y la Unión Europea. Entre 1996 y 2006, 
las cosechas del país crecieron más del 360%; las exportaciones de carnes se multiplicaron 
por 10, superando a Australia como segundo mayor exportador mundial; Brasil es hoy en 
día el mayor exportador mundial de etanol y de caña de azúcar; un tercio de la soja mundial 
exportada procede del país.

La empresa estatal Embrapa, a partir de 1973, empezó por importar especies y animales, 
y adaptó la soja procedente de Asia a los climas y tierras de Brasil a base de investigación 
genética, ensayos y errores que llevaron varios años para, finalmente, desembocar en 
el milagro de productividad que envidia el mundo entero. Hoy en día Brasil es el primer 
exportador mundial de zumos de naranja, de pollos, de café, de carnes, de azúcar, el 
segundo exportador mundial de maíz, el cuarto de algodón y de cerdo.

G. Prudencia ecológica

La prudencia ecológica es uno de los pilares del desarrollo sostenible. Significa entender 
que las diversas actividades humanas pueden tener consecuencias desconocidas y 
potencialmente peligrosas en la naturaleza, actuando de una manera equilibrada para 
minimizar estos efectos. Un ejemplo notable es la energía hidroeléctrica. Las empresas, 
participan en el programa Protocolo de Gases de Efecto Invernadero (Greenhouse Gas 
Protocol- GHG por sus siglas en inglés) con el fin de reducir las emisiones de gas carbono, 
y a su vez grandes y pequeñas empresas lideran prácticas de sostenibilidad.

H. Políticas e instituciones ambientales y Ministerio de Medio Ambiente de Brasil

El Ministerio del Medioambiente, parte de la administración pública federal, es un actor 
estratégico en la agenda económica del país, porque el gobierno entiende que no se 
admite desarrollo sin sostenibilidad y biodiversidad.

También están vinculadas al ministerio los responsables de la operación de sus políticas 
ambientales: el Consejo Nacional del Medio Ambiente, Consejo Nacional de la Amazonia 
Legal, Consejo Nacional de Recursos Hídricos, Instituto Chico Mendes de Conservación 
de la Biodiversidad (ICMBIO), Instituto Brasileño del Medio Ambiente y de los Recursos 
Naturales Renovables (IBAMA), Comisión de Gestión de Selvas Públicas, entre otros

El Ministerio de Medio Ambiente (MMA), creada en noviembre de 1992, tiene por 
objeto promover la adopción de principios y estrategias para el conocimiento, protección y 
restauración del medio ambiente, el uso sostenible de los recursos naturales, la valoración 
de los servicios de los ecosistemas e integración del desarrollo sostenible en la formulación 
e implementación de políticas públicas en una amplia y compartida, participativa y 
democrática en todos los niveles y los niveles de gobierno y la sociedad.
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I. Política Nacional sobre el Cambio Climático 

Firmada en 2009 durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático (COP 15) en Copenhague (Dinamarca) por el presidente Lula Da Silva establece 
metas para el año 2020 para la reducción de tres millones de toneladas de dióxido de 
carbono equivalente (CO2). Para la agricultura, el gobierno firmó un compromiso voluntario 
de reducir en los próximos diez años, las emisiones de CO2 en 730 millones de toneladas.

J. Participación Ciudadana

En Brasil, desde los años 80s, se vienen desarrollando nuevas formas de gestión pública 
a través de la participación ciudadana. La legislación brasileña, y particularmente con la 
promulgación del Estatuto de la Ciudad (Ley Federal no. 10.257 de 10/07/2001), cuenta, 
entre los instrumentos de gestión, con órganos colegiados de política urbana; además, la 
referida ley determina que, en los municipios, la gestión del presupuesto sea participativa a 
través de debates, consultas y audiencias públicas. Brasil tiene una Ley Federal, resultado 
de muchos embates políticos, que abre grandes posibilidades de renovación en la gestión 
pública de carácter democrático y participativo.

K. Consumo sustentable

El consumo en grandes ciudades brasileñas tiene mucho que ver con la explotación 
insostenible de la Amazonía. La iniciativa Conexiones Sostenibles ha impulsado un acuerdo 
entre organizaciones, empresas e instituciones de la ciudad de Sao Paulo para reducir ese 
impacto. La Comisión de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas con el programa 
sobre Consumo y Producción Sustentable (CSD), se ha propuesto incorporar a la sociedad 
civil en este esfuerzo.

IDEC, el Instituto Brasileño de Protección al Consumidor, es una asociación de 
consumidores fundada en 1987. Sinfines de lucro. No tiene vínculos con empresas, 
gobiernos o partidos políticos.

El Ministerio de Medio Ambiente (MMA) está trabajando con los diferentes actores para 
promover cambios en los patrones de producción y consumo. Las normas actuales no 
serán pronto compatibles con los límites físicos del planeta y Brasil debe estar preparado 
con un conjunto de acciones coordinadas que prometen una revolución en las relaciones 
de consumo en Brasil que van de la consulta pública (el 21 de septiembre al 11 de 
noviembre de 2010), al Plan de Acción para la Producción y Consumo Sostenible (PPCS). 
Tiene intención de poner en la mesa de los actores clave al gobierno, el sector productivo 
y la sociedad civil demostrar que la responsabilidad medioambiental es rentable y ayuda a 
mover el país hacia el desarrollo sostenible. El PPCS es fruto de la constatación de que el 
consumidor brasileño está cada vez más atento a la cuestión de la sostenibilidad.

L. Manejo de recursos forestales

En Brasil está la más grande foresta tropical húmeda, la Selva Amazónica, con más 
de 30 mil especies vegetales, además de la más grande planicie inundable del mundo, el 
Pantanal. Un informe del gobierno brasileño reconocía en 1999 que el 80% de la madera 
extraída de la Amazonía se obtenía sin permiso. La actividad maderera ha conquistado un 
lugar importante, cada vez mayor, en la economía regional, llegando a representar hasta el 
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15% del Producto Interno Bruto (PIB) De acuerdo con la legislación forestal brasileña los 
bosques naturales sólo se pueden utilizar observando los planes técnicos que conduzcan a 
la ordenación y a la vez se prohíbe su explotación en forma empírica; también se establecen 
normas para la declaración y ordenación o manejo de áreas protegidas y reservas, lo mismo 
que otras regulaciones relacionadas con la conservación de la biodiversidad. La ejecución 
de la política forestal del Brasil está a cargo del Instituto Brasileño del Medio Ambiente y 
los Recursos Naturales Renovables (IBAMA), regulan las actividades de manejo forestal 
sostenible estableciendo, entre otros, los requisitos de obligatoriedad de la reposición 
forestal con especies nativas, forma de ejecución de los principios y directrices técnicas 
de los planes de manejo forestal (que pueden ser: manejo forestal comunitario, manejo 
simplificado y manejo empresarial).

M. Manejo de recursos forestales 

La ordenación forestal sostenible es la gestión de los bosques para obtener los impactos 
económicos, sociales y ambientales, respetando los mecanismos de apoyo para la gestión 
de los ecosistemas y el objeto que se prevea, de forma acumulativa o alternativamente, el 
uso de múltiples especies de madera, de múltiples productos y productos no maderables, 
así como el uso de productos forestales y servicios.

En este aspecto, destaca el trabajo desarrollado por el Proyecto de Apoyo a la ordenación 
forestal en la Amazonía, parte integrante del Programa Nacional Forestal (PNF) del Ministerio 
del Medio Ambiente, que tiene por objetivo promover o desarrollar la adopción de sistemas 
de ordenación sostenible delas áreas forestales naturales de la Amazonía y la disminución 
de la oferta de productos forestales de origen predatorio, a través de acciones estratégicas 
y de experiencias piloto en áreas prioritarias.

N. Desafíos que enfrenta el Brasil 

Los desafíos que enfrenta el Brasil en el área ambiental son proporcionales a su potencial. 
Implican repensar las estrategias de desarrollo económico del país teniendo en cuenta los 
crecientes imperativos de orden socio-ambiental. Es fundamental desarrollar una economía 
verde fuerte y estructurada con una mayor generación de empleos verdes. Es un problema 
nacional que trasciende la competencia del Ministerio del Medioambiente de Brasil y sobre 
el cual la sociedad y los distintos niveles de gobierno comparten responsabilidades.

Hay temas urgentes, como la conciliación de la necesidad de mejorar la lucha contra la 
deforestación y la fuerte presión para la expansión agropecuaria. Incluso la gestión de la 
matriz energética nacional plantea grandes dilemas, tales como los relacionados con el 
cambio del equilibrio entre fuentes renovables y no renovables, un tema que debe ser tratado, 
inevitablemente, en función de los costos y ventajas competitivas asociadas a cada alternativa.

La coordinación de las políticas ambientales en el seno de la administración pública 
federal y la convención de un federalismo cooperativo relacionado con el proceso 
de implementación de estas políticas, son desafíos permanentes. El Ministerio del 
Medioambiente tiene interfaces con casi todos los otros ministerios de la administración 
pública federal y se están conviniendo programas bilaterales con cada uno de ellos. En 
el marco de las relaciones intergubernamentales, vale mencionar que la problemática 
medioambiental del Brasil es nacional, no federal. Pero el capital de coordinación es, sin 
duda, el recurso más escaso de cualquier gobierno.
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Por último, cabe destacar que el Brasil es reconocido internacionalmente como una 
potencia ambiental mundial, que dialoga con países ricos, en vías de desarrollo, emergentes 
y pobres acerca de la agenda ambiental mundial. En lo concerniente a las principales 
conferencias mundiales en el ámbito de la cooperación técnica internacional y en el marco 
de las plataformas de cooperación Sur-Sur (IBAS, Basic, BRIC, UNASUR, etc.) se espera 
cada vez más que el país asuma una posición de prominencia y vanguardia. Sin embargo, 
el liderazgo requiere ejemplo, por lo cual es importante la participación de toda la nación 
para hacer frente a estos desafíos simultáneos, en forma masiva, pero coordinada.

1.8. FUENTES DEL DERECHO AMBIENTAL

Las fuentes del Derecho Ambiental son la Constitución, los tratados internacionales, la 
legislación nacional y local, la jurisprudencia y la doctrina. 

1.8.1. NORMAS CONSTITUCIONALES 

Tanto la Constitución de 1979 como la de 1993 reconocen explícitamente el derecho a 
un ambiente sano y adecuado para el desarrollo de la vida. La importancia de ambos textos 
constitucionales, en especial el caso de la Constitución de 1979, ha sido la de permitir el 
uso de instrumentos de tutela constitucional para la protección del derecho al ambiente, 
tales como la acción de amparo y la acción popular. Al amparo de la Constitución de 1979 
se ejercitaron fundamentalmente acciones de amparo en defensa del ambiente. 

Hoy, con la Constitución de 1993, se ha introducido la acción de Habeas Data la que 
de hecho sirve para casos con contenido ambiental. Además también es posible accionar 
vía la acción de amparo, la acción popular, la acción de cumplimiento y la acción de 
inconstitucionalidad.

Los siguientes son los artículos de la Constitución Política del Perú que rigen el ambiente 
y los recursos naturales:

	 “Artículo 6.- Los recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio de 
la Nación. El Estado es soberano en su aprovechamiento.

	 Por ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a 
particulares. La concesión otorga a su titular un derecho real, sujeto a dicha norma 
legal.

	 Artículo 67.- El Estado determina la política nacional del ambiente. Promueve el uso 
sostenible de sus recursos naturales. Conservación de la diversidad biológica y 
áreas naturales protegidas

	 Artículo 68.- El Estado está obligado a promover la conservación de la diversidad 
biológica y de las áreas naturales protegidas.

	 Artículo 69.- El Estado promueve el desarrollo sostenible de la Amazonía con una 
legislación adecuada.”  

1.8.2. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SUSCRITOS POR EL PERÚ EN 
MATERIA DE DEFENSA DEL MEDIO AMBIENTE

Los tratados internacionales constituyen una de las fuentes más ricas del derecho 
ambiental. Al momento existen al menos 40 tratados de ámbito global y muchos más en 
los ámbitos regional y bilateral sobre materias ambientales. En muchos casos, como en el 
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caso peruano, estos tratados constituyen legislación nacional, es decir, son incorporados 
a la legislación nacional una vez que son aprobados y ratificados. Adicionalmente, muchos 
de estos tratados promueven el desarrollo de legislación nacional específica sobre la 
materia de su interés. Los tratados e instrumentos internacionales han ampliado su gama 
y variedad de modo que ya no solo constituyen principios normativos o normas generales 
sino que hoy se han convertido en algunos casos en programas de acción a desarrollarse 
por cada gobierno nacional. 

El derecho ambiental ha rediseñado la formulación del derecho internacional y tiene en 
la Agenda 21 una expresión de la complejidad de temas involucrados en la formulación del 
desarrollo sostenible. La Agenda 21 requiere el uso del derecho como un instrumento para 
alcanzar el balance entre el ambiente, el crecimiento económico y las condiciones sociales.

Existen razones  tácticas que hacen indispensable  la consagración de reglas y principios 
para regular las conductas de los sujetos del  Derecho Ambiental Internacional, puesto que 
la naturaleza no se corresponde con los límites políticos adoptados por los Estados, más 
aún, los ecosistemas existen independientemente de cuántos Estados tienen jurisdicción 
sobre ellos (Amazonas, Chaco, Puna, etc.) e inclusive respecto de zonas o recursos en los 
que ningún Estado ejerce soberanía (altamar, espacio ultraterrestre, especies migratorias); 
por eso, es necesario que los Estados asuman compromisos que les permitan velar porque 
las actividades que se lleven a cabo dentro de su territorio nacional y en aquellas zonas 
donde ejercen soberanía y jurisdicción no afecten el equilibrio ecológico de otros países o 
de zonas de jurisdicción internacional; asimismo, la actividad dé cada Estado debe estar 
dirigida a velar para que las actividades que se lleven a cabo en zonas donde no ejerce 
soberanía ni jurisdicción no afecten el equilibrio ecológico de su país51.  

Ello solo es posible mediante el acuerdo entre los Estados y los organismos 
internacionales, aprobando reglas que tienen como objeto la protección de la naturaleza y 
el desarrollo sostenible de los pueblos.

La función principal del Derecho Ambiental Internacional es entonces regular las 
actividades de los sujetos del Derecho Internacional Penal relación con los problemas 
ambientales, sobre todo aquellos de alcance mundial (cambio climático, agotamiento de la 
capa de ozono, lluvia ácida, erosión de la diversidad biológica, desertificación) y crear las 
condiciones para el desarrollo sostenible.

1.8.2.1. Instrumentos que se vinculan el derecho a un ambiente sano:

	 A) Declaración Universal de Derechos Humanos
	 Art. 3. “Todo individuo tiene derecho a la vida, (…)”; artículo 25: “toda persona tiene 

derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la salud y bienestar”
	 B) Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre
	 Art. 11: “Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada”.
	 C) Pacto internacional de derechos Civiles y Políticos
	 Art. 6: “El derecho a la vida es inherente a la persona humana”.
	 D) Pacto Internacional de Derechos económicos Sociales y Culturales
	 Art 11: “derecho a una mejora continua de las condiciones de existencia”

51.	 ANDALUZ WESTREICHER, Carlos; Manual de Derecho Ambiental, Editorial Iustitia, 2006, p. 245.
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	 E) Convención Americana sobre Derechos Humanos
	 Art. 4 “Todo persona tiene derecho a que se le respete su vida”.
	 F) Carta de la Organización de Estados Americanos
	 Art. 44 incisos a y b.- “derecho al bienestar material y a un trabajo que permita ase-

gurar la vida, la salud (…)”.

1.8.2.2. Las Declaraciones que vinculan los derechos a un ambiente sano y al 
desarrollo sostenible:

Posteriormente la comunidad internacional, mediante declaraciones que proclaman 
principios de gran valor y perdurabilidad pero que no comprometen jurídicamente a los 
signatarios por carecer de fuerza ejecutiva, ha ido consagrando específicamente el derecho 
humano a disfrutar de un ambiente sano, para ir luego perfilándose también el derecho al 
desarrollo sostenible.

Estas Declaraciones son las siguientes:

A) Declaración de principios y recomendaciones para la acción de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano (Estocolmo 1972)

Fue el primer foro en el que la comunidad mundial puso a discusión los problemas 
ambientales y propuso soluciones. Su Declaración constituye una suerte de Acta de 
nacimiento del Derecho Ambiental Internacional.

El Principio I de esta Declaración proclama que “el hombre tiene el derecho fundamental 
a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de 
calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar; y tiene la solemne 
obligación de proteger y mejorar el medio para las generaciones presentes y futuras.”

B) Carta Mundial de la Naturaleza (1982)

Parte del principio de que el derecho a la vida es esencial, que debe ser la guía de 
las acciones humanas. Se esbozan también los principios el desarrollo sostenible, se 
proclama la necesidad de respetar la naturaleza, así como que no debe amenazarse la 
viabilidad genética en el planeta y que los recursos deben aprovecharse en función de su 
productividad óptima y continua.

C) Declaración sobre el Desarrollo (1987)

El derecho al desarrollo en alguna medida pretendió ser un contrapeso al derecho 
humano al ambiente, fue una conquista delos países subdesarrollados. 

D) Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
y Desarrollo (Rio 1992)

Esta Declaración procuró acercar las posturas delos países del Norte y del Sur, que se 
ubicaban en los extremos de la protección dela naturaleza o la protección del ser humano. 
El resultado fue la consagración del desarrollo sostenible pero reconociendo que es la 
persona humana y no la naturaleza el centro delas preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sostenible.
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La Declaración de Río hace referencia explícita al derecho a un ambiente adecuado y al 
desarrollo sostenible en sus Principios l, 3, 4, 5, ó, 8 y 9.

E) Declaración de Viena (1993)
Establece el compromiso de realizar el desarrollo ajustado a la protección ambiental, 

se reconoce también el derecho que asiste a las futuras generaciones de disfrutar de un 
ambiente sano.

F) Cumbre Social (1995)

Plantea el gran reto de lograr el desarrollo económico junto con el desarrollo sostenible, 
en ese sentido propone la necesidad de lograr un entorno político y jurídico apropiado, 
en el que los ciudadanos adquieran conciencia de sus responsabilidades para la vida 
en sociedad, conozcan sus derechos y unidos participen activamente en la búsqueda de 
alternativas para lograr los cambios necesarios en nuestras sociedades. Esto se articula 
con el derecho a la información (Principio 20 de Estocolmo, artículo 15 de Carta Mundial de 
la Naturaleza y, fundamentalmente, artículo 10 de la Declaración de Río).

G) Declaración del Milenio de 2000 y los Objetivos de Desarrollo del Milenio

Fue aprobada en la Cumbre del Milenio llevada a cabo en septiembre de 2000 y ha 
sido firmada porlos191 Estados miembros de las Naciones Unidas; contiene un conjunto 
de objetivos realistas y con plazos definidos para combatirla pobreza, el hambre, las 
enfermedades, el analfabetismo, la degradación del ambiente y la discriminación contrala 
mujer; engloba 8 grandes metas, 18 objetivos y 48 indicadores que medirán el progreso 
hacia el logro de los fines propuestos para el 2015. El objetivo 8 es garantizar la sostenibilidad 
del medio ambiente.

H) Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible (Johannesburgo 2002)

Los temas ambientales  que pueden considerarse avances en Johannesburgo son 
las siguientes: la revaloración del agua potable con la expectativa de que casi todos los 
seres  humanos tengan acceso a ella y a las tecnologías para el tratamiento delas aguas 
residuales; el propósito de dejar que se recuperen las existencias de peces de aquí al 
2015; reducir sensiblemente el uso de sustancias químicas venenosas de aquí al 2020; 
reducir considerablemente la pérdida de diversidad biológica de aquí al 2010;el rechazo 
a la propuesta de Estados Unidos) Australia en el sentido de otorgar primacía al libre 
comercio sobre los convenios ambientales internacionales; el  programa de diez años para 
modelos  sostenibles de consumo y producción; y el llamado a las Partes a ratificar el 
Protocolo de Kyoto.

1.8.3. LEGISLACIÓN AMBIENTAL

En cuanto a la legislación ésta puede ser propiamente ambiental o tener relevancia 
ambiental pese a versar sobre otros temas. La legislación nacional y local es una fuente 
primordial del derecho ambiental. A consecuencia de una Conferencia de las N.U. 
sobre el Medio Humano en Estocolmo (1972), los países comienzan a incorporar” 
el Derecho al Medio Ambiente en sus constituciones. El Perú lo hizo por primera vez 
en La Constitución de 1979, en su art. 123, y luego incluyen en el capítulo de los 
derechos fundamentales de la persona en la Constitución de 1993. Afirmando que el 
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ambiente es un bien o valor que nuestra sociedad ha considerado prioritario, proteger y 
promocionar al más alto nivel jurídico52.

   
En la evolución normativa el desarrollo más importante del derecho ambiental peruano 

se ha dado al nivel de la legislación nacional con el Código del Medio Ambiente y los 
Recursos Naturales del Perú, dictado el 7 de setiembre de 1990, mediante el Decreto 
Legislativo 613, operó como elemento percutor de un proceso de desarrollo de la legislación 
ambiental nacional. A partir de la vigencia del Código se dictó un conjunto variado de 
normas ambientales en diferentes sectores y se puso en marcha un proceso de formulación 
de una política ambiental nacional. 

1.8.4. NORMAS LOCALES

En el tema de la legislación de gobiernos locales estos cuentan con la potestad de crear 
legislación dentro de su jurisdicción y en las materias que la Constitución les reconoce 
de su competencia. En materia ambiental no es mucho lo que los gobiernos locales han 
desarrollado, sin embargo, hay propuestas interesantes como la del Concejo de Lima 
Metropolitana que piensa dictar una normativa ambiental comprehensiva.

1.8.5. JURISPRUDENCIA  Y DOCTRINA

La jurisprudencia es una fuente incipiente del derecho ambiental debido a que no 
existe un abundante ejercicio jurisdiccional en materia ambiental. La jurisprudencia más 
resaltante está referida a acciones de garantía, tipo habeas data y acción de amparo en 
materia ambiental.

La doctrina en materia ambiental no ha tenido un gran desarrollo. Existe un conjunto 
de autores, particularmente en América Latina, que han escrito sobre la problemática 
ambiental pero debido a la novedad del tema la mayor parte de la doctrina no se 
encuentra en grandes tratados especializados sobre la materia sino en documentos 
de opinión especifica que se encuentran en revistas o constituyen artículos dentro de 
obras compilatorias.

1.8.6. POLÍTICAS NACIONALES

Se entiende por política nacional, toda norma que con ese nombre emite el Poder 
Ejecutivo en su calidad de ente rector, con el propósito de definir objetivos prioritarios, 
lineamientos y contenidos principales de política pública así como los estándares nacionales 
de cumplimiento y provisión que deben ser alcanzados para asegurar una adecuada 
prestación de los servicios y el normal desarrollo de las actividades privadas.

La Constitución establece que: “El Estado determina la política nacional del ambiente. 
Promueve el uso sostenible de sus recursos naturales” (art. 67). 

El Decreto Supremo N° 027-2007-PCM Define y establece las Políticas Nacionales de 
obligatorio cumplimiento para las entidades del Gobierno Nacional tal como los Ministerios 
y demás entidades del Gobierno: 

52.	 http://www.slideshare.net/vilmaaracelirumaymunoz/desarrollo-sostenible-del-medio-ambiente-y-legislacin-
ambientalexponer
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“7.7 Apoyar las estrategias nacionales, regionales y locales de lucha contra la 
contaminación del medio ambiente. 

7.8 Implementar las medidas de prevención de riesgos y daños ambientales que sean 
necesarias”

En el Perú, la política ambiental se le considera nueva por lo que históricamente en 
la actualidad se enfrenta a un crecimiento económico. Depende en buena medida de la 
explotación de los recursos naturales. Minería e hidrocarburos53.  

2. DERECHOS  Y  DEBERES FUNDAMENTALES DEL DERECHO AMBIENTAL

2.1. DERECHOS FUNDAMENTALES

A) DERECHO A VIVIR EN UN AMBIENTE SALUDABLE

La Constitución Política del Perú establece que   “toda persona tiene derecho: a su 
libre desarrollo y bienestar... (artículo 2.1.); y que “todos tienen derecho a la protección de 
su salud, la del medio familiar y la de la comunidad así como el deber de contribuir a su 
promoción y defensa ... (artículo 7).

Según el artículo 123° de la LGA: “Todos tienen el derecho de habitar en ambiente 
saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida y la 
preservación del paisaje y la naturaleza. Todos tienen el deber de conservar dicho ambiente. 
Es obligación del Estado prevenir y controlar la contaminación ambiental.” 

El derecho a un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el pleno desarrollo de 
la vida, es un derecho por tanto de tercera generación e intergeneracional54.  

El derecho a un ambiente sano y equilibrado le pertenece a todo individuo y pueblo de 
la humanidad55,   y es a nuestro entender uno de los derechos fundantes en la teoría de 
los derechos humanos, pues es uno de los presupuestos fundamentales para el ejercicio 
del resto de derechos. Este derecho es reconocido por primera vez en el Principio 1 de la 
Declaración de Estocolmo sobre Medio Humano según el cual “el hombre tiene el derecho 
fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones adecuadas en un medio 
de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar y tiene la solemne 
obligación de proteger y mejorar el medio para las generaciones futuras56.”   

La Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos de 1981, en cuyo artículo 
24 se indica que “todos los pueblos tienen el derecho a un satisfactorio medio ambiente 
favorable a su desarrollo57”.  

El inciso 22) del artículo 2° de la Constitución Política del Estado reconoce, en calidad de 
derecho fundamental, el atributo subjetivo de “gozar de un ambiente equilibrado y adecuado 

53.	 http://www.slideshare.net/vilmaaracelirumaymunoz/desarrollo-sostenible-del-medio-ambiente-y-legislacin-
ambientalexponer

54.	 FOY, Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- Perú. 2003. p.94 
55.	 FOY, Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- Perú. 2003. p.93 
56.	 Organización de las Naciones Unidas. Informe de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Humano. 

(Estocolmo, 1972) Nueva Cork: Naciones Unidas, 1973. DOC A/CON48/14/Rev 1. 
57.	 FOY, Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- Perú. 2003. p.93 
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al desarrollo” de la vida de la persona. En otras palabras, es el derecho fundamental a la 
protección de la calidad de nuestro entorno o ambiente para beneficio de nosotros mismos 
y de manera indirecto para beneficio de otras especies. 

Este es un derecho de tercera generación pues tiende a preservar la integridad de la 
sociedad humana, resulta oponible al Estado y exigible a él, pero que por sobre toda las 
cosas requiere el concurso de todos los actores sociales para su cumplimiento efectivo58. 
De esta manera, es posible que su cumplimiento sea exigido por uno o todos los miembros 
de la comunidad, pues su afectación le incumbe a ella y a todos. 

El derecho a un ambiente sano y equilibrado es una consecuencia de la dignidad propia 
del ser humano, entendida como las condiciones mínimas para el desarrollo del hombre 
por sí mismo, independientemente de la conducta del individuo, como especie necesitamos 
un mínimo de recursos para imprimir nuestros valores y no dejar de ser hombres. En un 
ambiente contaminado y degradado es imposible que un ser humano pueda desarrollarse 
y vivir con dignidad, siendo estas circunstancias adversas lo que envilecería y degradaría 
su naturaleza. 

Así como el ser de un pez no podría concebirse sin agua, el hombre no puede ser tal, sin 
un ambiente equilibrado y adecuado para la vida, conformando ello parte de su dignidad. 
En consecuencia, este derecho constitucional al igual que el resto, forman parte de ese 
mínimo invulnerable de condiciones que el Estado debe resguardar y garantizar.

B) DERECHO A AMBIENTE EQUILIBRADO 

El artículo 2 de la Constitución reconoce el derecho de toda persona a “gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida”. Asimismo, el artículo 11 del 
Protocolo de San Salvador (Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del cual el Perú es 
signatario) precisa que “toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a 
contar con servicios públicos básicos”, añadiendo que “los Estados partes promoverán la 
protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente”. Asimismo, el artículo 44 de 
la Constitución hace hincapié en que son deberes del Estado, no solo “garantizar la plena 
vigencia de los derechos humanos”, sino “promover el bienestar general que se fundamenta 
en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación”. Estas normas deben 
ser interpretadas en consonancia con el artículo 1 de la Constitución, que precisa que 
“la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la 
sociedad y del Estado”. 59 

La existencia digna de la persona humana exige como presupuesto material necesario 
un medio natural adecuado al logro del pleno desarrollo como sujeto con una dignidad que 
es. Como precisa el TC, “en el Estado Democrático de Derecho de nuestro tiempo ya no 
solo se trata de garantizar la existencia de la persona o cualquiera de los demás derechos 
que en su condición de ser humano le son reconocidos, sino también de protegerla de los 
ataques al medio ambiente en el que esa existencia se desenvuelve, a fin de permitir que 
su vida se desarrolle en condiciones ambientales aceptables”. 60 

58.	 CARO CORIA. El Derecho Penal del Ambiente. Grafica Horizonte. Lima – Perú. P. 199
59.	 http://www.justiciaviva.org.pe/webpanel/doc_trabajo/doc08112012-152734.pdf
60.	 STC Exp. Nº 00964-2002-AA/TC, f. j. 9. 
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En relación con la justificación de este derecho, el TC ha optado por “considerar al 
medio ambiente equilibrado y adecuado, como un componente esencial para el pleno 
disfrute de otros derechos igualmente fundamentales reconocidos por la Norma Suprema 
y los tratados internacionales en materia de derechos humanos”. 61 

Para este tribunal, en el medio ambiente “se encuentra el conjunto de bases naturales 
de la vida y su calidad, lo que comprende, a su vez, los componentes bióticos, como la flora 
y la fauna, y los abióticos, como el agua, el aire o el subsuelo, los ecosistemas e, incluso, la 
ecósfera, esto es, la suma de todos los ecosistemas, que son las comunidades de especies 
que forman una red de interacciones de orden biológico, físico y químico”.62

  
El contenido del derecho fundamental a un medio ambiente equilibrado y adecuado para 

el desarrollo de la persona está determinado por los siguientes elementos: 1) el derecho 
a gozar de ese medio ambiente y 2) el derecho a que ese medio ambiente se preserve.63

En relación con el primer componente, el TC ha precisado que “el derecho a gozar de 
un medio ambiente equilibrado y adecuado comporta la facultad de las personas de poder 
disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e interrelacionan de 
manera natural y armónica; y, en el caso de que el hombre intervenga, no debe suponer una 
alteración sustantiva de la interrelación que existe entre los elementos del medio ambiente. 
Esto supone, por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado 
para el desarrollo de la persona y de su dignidad (artículo 1 de la Constitución). De lo 
contrario, su goce se vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido”.64  

El segundo componente del contenido constitucional del derecho constitucional a vivir 
en un medio ambiente adecuado y equilibrado es el derecho a que ese medio ambiente 
se preserve, lo cual trae como correlato la obligación del Estado de proteger en forma 
efectiva este derecho. Para el TC, “el derecho a la preservación de un medio ambiente sano 
y equilibrado entraña obligaciones ineludibles, para los poderes públicos, de mantener 
los bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de este 
Tribunal, tal obligación alcanza también a los particulares, y con mayor razón a aquellos 
cuyas actividades económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente”.65

C) DERECHO A VIVIR EN UN AMBIENTE ADECUADO PARA EL PLENO DESARROLLO 
DE LA VIDA

Plenitud significa estado de pleno, completo. También el punto más alto o intenso de una 
cualidad o de un espacio de tiempo66. Totalidad, integridad o cualidad de pleno. Apogeo, 
momento álgido o culminante de algo. 67 

El bienestar es uno de los principios fundamentales del ser humano. Aunque ese concepto 
puede variar de un individuo a otro, propiciar entornos tranquilos y libres de situaciones 
nocivas es primordial para reconciliarnos con nosotros mismos y trasmitirlo a quienes nos 

61.	 STC Exp. Nº 00964-2002-AA/TC, f. j. 8. 
62.	 STC Exp. Nº 00964-2002-AA/TC, f. j. 8. 
63.	 STC Exp. Nº 03510-2003- AA/TC, f. j. 2.d.
64.	 STC Exp. Nº 03510-2003-AA, f. j. 2.d. 
65.	 STC Exp. Nº 03510-2003-AA/TC, f. j. 2.d. 
66.	   http://www.larousse.com.mx/Home/Diccionarios/plenitud
67.	   Real Academia Española http://www.rae.es/recursos/diccionarios/drae



ROXANA ELIZABETH BECERRA URBINA 55

rodean.  Lograr el desarrollo de vida a plenitud es un derecho humano incuestionable, 
siendo el ambiente el idóneo, el adecuado, libre de toda obstáculo o contaminante.

Este principio se ha recogido en una serie de normas fundamentales a nivel global.

“El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de 
condiciones adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y 
gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las 
generaciones presentes y futuras...” (Principio i,  Estocolmo 1972)

“Los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la 
naturaleza...” (Principio 1, Río 1992)

Constitución peruana de 1979: “todos tienen el derecho de habitar en un ambiente 
saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida y la 
preservación del paisaje y la naturaleza... (Art. 123)

Constitución de Chile de 1980: (la constitución asegura a todas las personas)... “el 
derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación” (art.19)

Constitución de Ecuador de 1983: (la constitución asegura a todas las personas)… “el 
derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación” (art.19)

Constitución Nicaragüense de 1997: “los nicaragüenses tienen derecho a habitar en un 
ambiente saludable” (art. 60) 

Constitución peruana de 1993: (toda persona tiene derecho)... a su libre desarrollo y 
bienestar...; “a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida” (art. 2°).

El Tribunal Constitucional nos dice al respecto: “No obstante esto, la Constitución 
vigente proporciona algunas características a partir de las cuales es posible determinar 
su contenido (de vivir en un ambiente adecuado). En efecto, no solo se limita a señalar 
que es un atributo subjetivo del ser humano el vivir en un medio ambiente (lo que desde 
luego no significaría gran cosa, pues todos vivimos en uno), sino que también subraya que 
ese ambiente (lo que desde luego no significaría gran cosa, pues todos vivimos en uno), 
sino que también subraya que ese “ambiente” debe ser equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida”. Lo que significa que desde una perspectiva constitucional, se tenga 
que considerar al medio ambiente, equilibrado y adecuado, como un componente esencial 
para el pleno disfrute de los derechos igualmente fundamentales reconocidos por la Norma 
Suprema y los tratados internacionales en materia de los derechos humanos”.

“A partir de la referencia a un medio ambiente “equilibrado”, este Tribunal considera que es 
posible inferir que dentro de su contenido protegido se encuentra el conjunto de bases naturales 
de la vida y su calidad, lo que comprende, a su vez, los componentes bióticos, como la flora y 
fauna, y los abióticos, como el agua, el aire o el subsuelo, lo ecosistemas, que son las comunidades 
de especies que forman una red de interacciones de orden biológico, físico y químico.” 68 

68.	 Sentencia del TC Nº 0964-2002-AA/TC.
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D) DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 

Toda persona tiene el derecho a acceder adecuada y oportunamente a la información 
pública sobre las políticas, normas, medidas, obras y actividades que pudieran afectar, 
directa o indirectamente el ambiente, sin necesidad de invocar justificación o interés que 
motive tal requerimiento (Art. II del TP de la LGA).

Toda persona está obligada a proporcionar adecuada y oportunamente a las autoridades 
la información que éstas requieran para una efectiva gestión ambiental, conforme a Ley 
(Art. II del TP de la LGA).

La información es uno de los elementos más importantes de un régimen de gestión 
ambiental y juega un rol esencial en todas las etapas de la gestión ambiental. Los 
instrumentos de política como los mecanismos regulatorios y los instrumentos económicos 
dependen de la recolección y transferencia eficientes de información. 

En términos generales, la diseminación de información ambiental crea conciencia y 
promueve cambios en el comportamiento, especialmente la educación y la capacitación 
ambientales. 

Los instrumentos basados en la información son aquellos que reconocen el desempeño 
ambiental implicado en ciertos productos o servicios a través de la certificación (ISO 14000) 
y el etiquetado; o aquellos que presionan a los contaminadores para que cumplan con la 
ley o para que mejoren su desempeño ambiental, mediante la publicación de inventarios de 
contaminantes y contaminadores, la calificación y comparación del desempeño de distintas 
fuentes contaminantes, la divulgación pública de las violaciones a la ley ambiental, etc. 

Otro instrumento que depende de la información ambiental son las consultas públicas 
y las consultas con grupos de interés. Los programas de reconocimiento del desempeño 
y los premios ambientales también son mecanismos basados en la información. Estos 
proporcionan motivación para el cambio o refuerzan los logros, además de tener un efecto 
educativo. 

Estos mecanismos por lo general se basan en la provisión obligatoria de la información 
relevante por parte de la comunidad regulada. En algunos casos ésta proporciona 
voluntariamente esta información en respuesta a presiones de público o de los 
consumidores, y en otros casos la información se recaba a través de terceros o por los 
gobiernos directamente. 

La información se usa a través de estos mecanismos para involucrar a los interesados y 
a la ciudadanía en general –sobre todo como consumidores– en los esfuerzos de protección 
ambiental. 

E) DERECHO A LA PARTICIPACIÓN EN LA GESTIÓN AMBIENTAL 

Toda persona tiene el derecho a participar responsablemente en los procesos de toma 
de decisiones, así como en la definición y aplicación de las políticas y medidas relativas 
al ambiente y sus componentes, que se adopten en cada uno de los niveles de gobierno. 
El Estado concerta con la sociedad civil las decisiones y acciones de la gestión ambiental 
(art. III del TP de la LGA).
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La participación ciudadana en gestión del ambiente es un derecho y un deber que nos 
incumbe a todos, tanto sociedad civil como Estado. Un ejemplo de este derecho lo podemos 
observar en los mecanismos de participación ciudadana existentes en la legislación de áreas 
naturales protegidas. Las Áreas Naturales Protegidas (ANPs) posibilitan la participación 
de la ciudadana en la gestión de las áreas naturales protegidas, no sólo a través de los 
comités de gestión, las concesiones, las autorizaciones, la validación de documentos de 
gestión y planificación sino también mediante los contratos de administración, que en la 
práctica se acercan a una  rtante entonces pensar y saber que el mundo no nos pertenece, 
nos ha sido prestado para que vivamos en él y lo utilicemos con sabiduría. Y eso es lo 
que debemos hacer... vivir, no destruir. Pero también debemos proteger nuestro ambiente 
porque lo necesitamos. ¡Y mucho! Dependemos de él para existir. Nuestro planeta nos 
brinda todos los recursos naturales que necesitamos para alimentarnos, construir nuestras 
viviendas, tener luz, transportarnos, vestirnos, etc. 

Si destruimos el ambiente estaremos perjudicando a nosotros mismos, a nuestros hijos 
y a nuestros nietos. 

Nuestro medio ambiente es nuestro soporte de vida así como todos sus componentes: 
aire, agua, atmósfera, rocas, vegetales, animales, etc. Ahora bien, el medio ambiente, 
elemento clave para nuestra supervivencia está siendo afectado peligrosamente por las 
actividades del hombre. 

D) DEBER DE LA CONSERVACIÓN DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA 

Nuestra carta Magna ordena que “el Estado está obligado a promover la conservación 
de la diversidad biológica y de las áreas naturales protegidas” (art. 68),

Toda persona tiene el… deber de…  de proteger el ambiente, así como sus 
componentes,… conservación de la diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible 
de los recursos naturales y el desarrollo sostenible del país (art 1 de la LGA). 

Biodiversidad o diversidad biológica es, según el Convenio Internacional sobre la 
Diversidad Biológica, el término por el que se hace referencia a la amplia variedad de 
seres vivos sobre la Tierra y los patrones naturales que la conforman, resultado de miles 
de millones de años de evolución según procesos naturales y también de la influencia 
creciente de las actividades del ser humano. La biodiversidad comprende igualmente la 
variedad de ecosistemas y las diferencias genéticas dentro de cada especie que permiten 
la combinación de múltiples formas de vida, y cuyas mutuas interacciones con el resto del 
entorno fundamentan el sustento de la vida sobre el planeta.

El término «biodiversidad» es un calco del inglés «biodiversity». Este término, a su vez, 
es la contracción de la expresión «biological diversity» que se utilizó por primera vez en 
septiembre de 1986 en el título de una conferencia sobre el tema, el National Forum on 
BioDiversity, convocada por Walter G. Rosen, a quien se le atribuye la idea de la palabra69.  

La Cumbre de la Tierra celebrada por Naciones Unidas en Río de Janeiro en 1992 
reconoció la necesidad mundial de conciliar la preservación futura de la biodiversidad con 

69.	 GARCÍA OLMEDO, Francisco; «La biodiversidad invisible», Revista de Libros, 159, mayo de 2009.
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el progreso humano según criterios de sostenibilidad o sustentabilidad promulgados en el 
Convenio internacional sobre la Diversidad Biológica que fue aprobado en Nairobi el 22 de 
mayo de 1992, fecha posteriormente declarada por la Asamblea General de la ONU como 
Día Internacional de la Biodiversidad. Con esta misma intención, el año 2010 fue declarado 
Año Internacional de la Diversidad Biológica por la 61.ª sesión de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en 2006, coincidiendo con la fecha del Objetivo Biodiversidad 2010. 

E) DEBER DE APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS RECURSOS NATURALES 

El Estado… Promueve el uso sostenible de sus recursos naturales (artículo 67 de la 
Constitución). Toda persona tiene el… deber de…  de proteger el ambiente, así como sus 
componentes,… el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y el desarrollo 
sostenible del país (art 1 de la LGA).

La década de Río ha hecho que el mundo comprenda que el desarrollo debe ser 
sostenible, a partir tres pilares, la protección del ambiente, el desarrollo económico y 
el desarrollo social, deben ir asidos de la mano. Debido a que cada uno de los pilares 
está íntegramente vinculado con los otros, la búsqueda efectiva del desarrollo sostenible 
requiere un enfoque equilibrado que integre los tres componentes.

La Declaración de Río y la Agenda XXI nos ofrecen los principios rectores y el mapa de 
la ruta a tomar para seguir esos principios. Los acuerdos ambientales multilaterales que 
equilibran efectivamente los tres pilares del desarrollo sostenible, así como los mecanismos 
voluntarios proveen el vehículo para atender a los problemas ambientales. Además, las 
metas del desarrollo internacional de la Declaración de las Naciones Unidas para el Milenio 
ayudan a trazar el curso que fomenta el desarrollo económico, social y ambiental.

F) DEBER DE DESARROLLO SOSTENIBLE DEL PAÍS

Toda persona tiene el… deber de…  de proteger el ambiente, así como sus 
componentes,… asegurando…  el desarrollo sostenible del país (art. I de la LGA).

La incorporación de la dimensión ambiental en el Desarrollo Nacional implica la 
concepción de una política coherente de tipo global que asegure la corriente de bienes y 
servicios que brindan los diferentes ecosistemas naturales en relación a la satisfacción de 
las diversas necesidades de la población.

Por desarrollo sostenible se entiende –de acuerdo con una definición que se ha hecho 
universal e incluso ha sido consagrada en textos constitucionales en nuestra región– 
un modelo de crecimiento “que satisface las necesidades de la presente generación 
sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias 
necesidades”.70

SOSTENIBILIDAD o SUSTENTABILIDAD: Implica que el “valor” de un sistema (o 
de algunas de sus salidas o productos) sea no-decreciente en el tiempo (al menos en el 
largo plazo) DESARROLLO Es el aumento en capacidad (visión de la sostenibilidad se 
complementa de aspectos cualitativos). 

70.	 Informe de la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Alianza Editorial, Madrid, 1987, 460 pp.
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El ámbito del Desarrollo Sostenible puede dividirse conceptualmente en tres partes: 
ecológico, económico y social. Se considera el aspecto social por la relación entre el 
bienestar social con el medio ambiente y la bonanza económica.

Busca mejorar la calidad de vida de todos los ciudadanos de la Tierra, sin aumentar 
el uso de recursos naturales más allá de la capacidad del ambiente de proporcionarlos 
indefinidamente. El desarrollo sostenible requiere una comprensión que la inacción tiene 
consecuencias y que nosotros debemos encontrar formas innovadoras de cambiar estructuras 
institucionales e influenciar conductas individuales. Se trata de tomar acción, de cambiar 
políticas y prácticas en todos los niveles, desde el ámbito individual hasta el internacional.

El desarrollo sostenible no es una idea nueva. Muchas culturas a través de la historia 
humana han reconocido la necesidad de armonía entre el ambiente, la sociedad y la 
economía. Lo que es nuevo, es una articulación de estas ideas en el contexto de una 
sociedad global industrial y de información.

Todas las acciones de los sectores sociales y económicos en la ejecución de una política 
de desarrollo nacional debe ser sustentada en los principios que rigen la estabilidad de los 
ecosistemas para asegurar un flujo constante y adecuado de recursos, de forma que los 
mecanismos propios de auto regulación, homeóstasis, resiliencia, organización y jerarquía, 
sean debidamente tomados en cuenta en la planificación del desarrollo nacional; es decir 
se persigue un desarrollo ambientalmente racional y sostenible.

A partir de los 80’s, la humanidad empezó a darse cuenta de que muchas de sus 
acciones producían un gran impacto sobre la naturaleza, por ello algunos especialistas 
señalaron la evidente pérdida de la biodiversidad y elaboraron teorías para explicar la 
vulnerabilidad de los sistemas naturales.

Esta es la idea básica que postuló el Informe de la Comisión Mundial sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo (conocido como Informe Brundtland), creada por las Naciones 
Unidas para impulsar un programa de cambio global. Este Informe llevó a las Naciones 
Unidas a convocar a una Conferencia sobre el Medio Ambiente y Desarrollo (la llamada 
“Cumbre de la Tierra”), que se celebró en Río de Janeiro los días 3 al 14 de junio de 1992 
con la participación de 173 Estados (y la presencia física de 118 Jefes de Estado y de 
Gobierno). En esa Conferencia se aprobó una importante Declaración y un plan de acción 
a nivel mundial que es conocido como la “Agenda 21”.

Los problemas ambientales eran objeto de una preocupación mundial desde hacía ya 
muchos años. En 1972, las Naciones Unidas habían convocado a una Conferencia sobre el 
Medio Humano, que tuvo lugar en Estocolmo, que puso los temas ambientales en la agenda 
mundial y en la agenda de todos los países del mundo, incluidos los de nuestra región. 
A partir de la Conferencia de Estocolmo, en la que se aprobó también una importante 
Declaración, se inició un desarrollo de la gestión ambiental, o se reforzó lo que ya existía, 
en muchos países del mundo. Esto ha implicado cambios en las políticas públicas y en 
los propios sistemas jurídicos, dentro de los cuales se han insertado normas que tienen 
claramente el propósito de proteger el medio ambiente y promover el desarrollo sostenible71.  

71.	 BRAÑES, Raúl; El acceso a la justicia ambiental en America Latina: Derecho ambiental y desarrollo sostenible, 
Simposio Judicial sobre Derecho Ambiental y Desarrollo Sostenible: El acceso a la Justicia Ambiental en América 
Latina, Ciudad de México, México. 26 al 28 de enero de 2000, ps 1 al 62. 
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El enfoque global del desarrollo nacional debe incorporar la dimensión ambiental 
para evaluar el potencial natural sobre el que debe sustentarse el desarrollo de nuestro 
país. Si contabilizáramos el patrimonio natural perdido para siempre, comprenderemos la 
responsabilidad que tenemos para con los peruanos de las próximas generaciones.

La aplicación de la dimensión ambiental en el proceso de desarrollo no debe limitarse a 
simples enunciados en los Planes de Desarrollo Nacional, como se viene haciendo desde 
hace más de diez años, y tampoco debe suplirse con la creación de departamentos de 
medio ambiente en los sectores de la administración pública, sinó que se requiere de un 
adecuado marco legal e institucional, con la suficiente autoridad y capacidad financiera 
que permita una eficaz gestión.

En razón a que muchas veces en la planificación del desarrollo nacional y/o regional 
no se han considerado alternativas en el aprovechamiento de los diversos biomas de las 
regiones naturales del país, se han producido irreparables pérdidas del potencial natural 
de nuestros ecosistemas. Por ejemplo, la construcción de la carretera marginal tuvo que 
estar acompañada de proyectos rurales que demostrarán la bondad del bosque como 
un todo, con sus recursos bióticos en su integridad, así como de los dispositivos legales 
que sancionaran el cambio de uso de tierras y aseguraran el retorno de los beneficios 
esperados con la construcción de esta vía, que recorre la ceja de selva y que en su área 
de influencia se ha perturbado seriamente el ecosistema de bosque tropical.

Hay por lo menos dos conceptos diferentes de desarrollo sostenible. La primera es una 
propuesta explicada en Nuestro Futuro Común (WCED 1987) como el desarrollo que cubre 
las necesidades del presente sin comprometer aquellas de las futuras generaciones. El 
análisis mantiene que para obtener el desarrollo sostenible, el mundo debe lograr crecer 
económicamente entre 5 a 10 veces la producción actual y promover el crecimiento en el 
Norte para estimular la demanda de los productos del Sur. Esta aproximación favorable al 
mercado sugiere ir manejando progresivamente los impactos en el ambiente mientras se 
continúa creciendo. Una segunda propuesta alternativa critica la eficiencia del mercado 
para responder a los problemas ambientales. El crecimiento económico veloz es visto 
como contradictorio con la equidad social y la mejora del ambiente, y se le acusa de ser 
responsable de causar la pérdida de bosques tropicales, biodiversidad, conocimiento y 
derechos indígenas (cita a Redclift y Goodman 1991: 2).72

El aumento del consumo está mal distribuido y cerca de la quinta parte del mundo 
queda excluida El 20% de la gente más rica consume casi el 75% de los recursos naturales 
del planeta. Cerca de 160 millones de niños están desnutridos. Más de 880 millones de 
personas carecen de acceso a servicios de salud. 1.500 millones de personas carecen de 
acceso a servicios sanitarios y agua potable.

3. PRINCIPIOS DEL DERECHO AMBIENTAL

Los principios del derecho ambiental constituyen los soportes primarios estructurales 
de la legislación ambiental, permitiendo además que estas normas tengan dinámica y 
adaptabilidad a la siempre cambiante realidad ambiental. 

72.	 SORIA, Carlos; MCS. LECCIONES DE POLÍTICA AMBIENTAL EN ECUADOR Y PERÚ, en Programa de estudios 
ibéricos y latino americanos Universidad Flinders de Australia del sur, 1990s. petroleras, áreas naturales protegidas y 
pueblos indígenas en la Amazonía. p. 1 al 41.
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Los principios del Derecho Ambiental se encuentran en una serie de instrumentos 
internacionales y recomendaciones de política legislativa como la Declaración de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Ambiente y el Desarrollo de 1992. la Carta 
Mundial de la Naturaleza de 1982 y la Propuesta de principios legales para la protección del 
medio ambiente y el desarrollo sostenible, aprobada por el grupo de expertos en Derecho 
Ambiental de la Comisión Mundial para el medio ambiente y el Desarrollo publicada 
conjuntamente con el informe Nuestro Futuro Común en 1988. En términos regionales hay 
principios ambientales aprobados a nivel Interamericano, Amazónico y Andino. A nivel 
nacional el Código del Medio Ambiente y los Recursos Naturales del Perú es una norma 
que fundamentalmente establece principios de política legislativa en diferentes áreas de la 
problemática ambiental.

Los principios del derecho ambiental son las guías o ideas fuerzas que recogen en 
forma esquemática las orientaciones fundamentales del derecho ambiental. Desde una 
óptica sociológica son productos culturales, esto es respuestas que da la sociedad para 
salvaguardar el entorno natural y el desarrollo sostenible de las distintas regiones que 
conforman nuestro planeta.73

La Ley General del Ambiente ha incorporado en su título preliminar una serie de principios 
del derecho ambiental recogidos de diversas declaraciones, protocolos y tratados suscritos 
por el país.

A) PRINCIPIO DE SOSTENIBILIDAD

La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece en el Principio 
1: Los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sustentable. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con 
la naturaleza. 

La gestión del ambiente y de sus componentes, así como el ejercicio y la protección de 
los derechos que establece la presente Ley, se sustentan en la integración equilibrada de 
los aspectos sociales, ambientales y económicos del desarrollo nacional, así como en la 
satisfacción de las necesidades de las actuales y futuras generaciones (art. V de la LGA). 

Sostenibilidad ambiental es la compatibilidad entre la actividad considerada y la 
preservación de la biodiversidad y de los ecosistemas, evitando la degradación de las 
funciones. Protección de océanos, todo tipo de mares y áreas costeras. Enfoque integrado 
para la planificación y administración de recursos del suelo. Manejo de ecosistemas 
frágiles: Combate a la desertificación y la sequía. Manejo de ecosistemas frágiles: 
Desarrollo sustentable en zonas montañosas. Combate a la deforestación. Conservación 
de la diversidad biológica.

Las características que debe reunir un desarrollo para que lo podamos considerar 
sostenible son: Busca la manera de que la actividad económica mantenga o mejore el 
sistema ambiental. Asegura que la actividad económica mejore la calidad de vida de todos, 
no sólo de unos pocos selectos. Usa los recursos eficientemente. Promueve el máximo de 
reciclaje y reutilización.

73.	 CARHUATOCTO SANDOVAL, Henry; LOS PRINCIPIOS DEL DERECHO AMBIENTAL EN LA LEY GENERAL DEL 
AMBIENTE, http://elecochasqui.files.wordpress.com/2010/01/los-principios-del-derecho-ambiental.pdf, p. 1 al 24.
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El desarrollo sostenible proviene del hecho de tener unos recursos naturales limitados, 
susceptibles de agotarse. Ningún recurso renovable deberá utilizarse a un ritmo superior 
al de su generación. Ningún contaminante deberá producirse a un ritmo superior al que 
pueda ser reciclado, neutralizado o absorbido por el medio ambiente. Ningún recurso no 
renovable deberá aprovecharse a mayor velocidad de la necesaria para sustituirlo por un 
recurso renovable utilizado de manera sostenible.

El desarrollo (industrial, agrícola, urbano) genera contaminaciones inmediatas y 
pospuestas (por ejemplo, la lluvia ácida y los gases de efecto invernadero que contribuyen 
al cambio climático y a la explotación excesiva de los recursos naturales, o la deforestación 
de la selva tropical). Esto provoca una pérdida inestimable de diversidad biológica en 
términos de extinción (y por lo tanto irreversibles) de las especies de plantas o animales74.  

Solo si se efectúa de manera eficiente el plan de desarrollo sostenible. Incremento de la 
responsabilidad social. Preservación de nuestros recursos naturales. Mejora en la Calidad de 
vida. Impulso de mercados sustentables. Búsqueda de soluciones a los problemas ambientales75.  

Se llama desarrollo sostenible aquél desarrollo que es capaz de satisfacer las 
necesidades actuales sin comprometer los recursos y posibilidades de las futuras 
generaciones. Intuitivamente una actividad sostenible es aquélla que se puede mantener. 
Por ejemplo, cortar árboles de un bosque asegurando la repoblación es una actividad 
sostenible. Por contra, consumir petróleo no es sostenible con los conocimientos actuales, 
ya que no se conoce ningún sistema para crear petróleo a partir de la biomasa. Hoy 
sabemos que una buena parte de las actividades humanas no son sostenibles a medio y 
largo plazo tal y como hoy están planteadas.

B) PRINCIPIO DE PREVENCIÓN

La gestión ambiental tiene como objetivos prioritarios prevenir, vigilar y evitar la 
degradación ambiental. Cuando no sea posible eliminar las causas que la generan, se 
adoptan las medidas de mitigación, recuperación, restauración o eventual compensación, 
que correspondan (art. VI del TP de la LGA). 

La prevención ambiental es quizá el aspecto más importante, de él derivarán otros 
principios que se conjugan entre sí para dar sustento a este vector en la tipología 
protectora del ambiente. Es necesario que entendamos que en esta materia cobra rigurosa 
importancia el instituto de la prevención de los daños ambientales. Para ello habrá que 
actuar jurídicamente, procurando impedir, dentro de los límites racionales, todo aquello que 
lleve en sí mismo peligro de generar un perjuicio ambiental, debiéndose utilizar los medios 
más adecuados para frustrar la amenaza de daño de todo factor degradante, el que se 
proyectará sobre la idea de daño futuro76.

  
La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece en el Principio 

2: De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho 

74.	 MORANTE OLIVA, Hilda Yolanda CHIAN HIRTZ, Victoria D., Desarrollo sostenible del medio ambiente y legislación 
ambiental. http://www.slideshare.net/vilmaaracelirumaymunoz/desarrollo-sostenible-del-medio-ambiente-y-legislacin-
ambientalexponer

75.	 MORANTE OLIVA, ob.cit. 
76.	 PELLE, Walter, “Daño  ambiental”, 2004, Ed. Ediar. 
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internacional, los Estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus propios recursos 
según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad de velar 
por que las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no causen 
daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas que estén fuera de los límites de la 
jurisdicción nacional. 

Se entiende en esta rama del derecho que será fundamental actuar antes del daño, pues 
luego nunca se podrá lograr lo que en derecho civil se denomina reparación in natura, a la 
que en derecho ambiental se entiende como recomposición (al estado anterior al evento 
contaminante), la que por regla biológica es imposible, por la dinámica de los ecosistemas. 

Si queremos armonizar ambas posturas podemos señalar que uno de los caracteres o 
rasgos peculiares del derecho ambiental es su énfasis preventivo, sin llegar a sostener que 
sea un carácter. Aunque se apoye a la postre en un dispositivo sancionador, sin embargo, 
sus objetivos son fundamentalmente preventivos, porque la coacción a posteriori resulta 
ineficaz, puesto que muchos de esos daños ambientales, de producirse, serán irreversibles. 
Como dice la doctrina, la represión podrá tener una trascendencia moral, pero difícilmente 
compensará graves daños, quizá irreparables77.  

La protección jurídica en materia ambiental debe proyectarse hacia el futuro. Se debe 
tener en cuenta la irreversibilidad, la mayoría de las veces, de las consecuencias dañosas 
para el ambiente que resultan de las actividades humanas. Toda la atención debe estar 
puesta precisamente en la prevención de esos efectos no queridos de las acciones 
que hacen al desarrollo. Es decir que se debe trabajar teniendo siempre presente a la 
variable ambiental. Ello debe partir de una concepción que estimule la idea de desarrollo, 
de ninguna manera que se contraponga a él, claro que en el marco de un accionar que 
vincule permanentemente a las dos nociones; y, por lo tanto, a las consecuencias que de 
las mismas se derivan78.  

C) PRINCIPIO PRECAUTORIO

Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza absoluta no debe 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces y eficientes para 
impedir la degradación del ambiente (art, VII del TP de la LGA). 

La precaución tiene como efecto la inversión de la carga de la prueba: es quien genera 
el riesgo de daño grave e irreversible a la salud humana o al medio ambiente quien debe 
demostrar la inocuidad o seguridad de su actividad, o de la sustancia o producto que pone 
en el mercado.

El principio precautorio también llamado enfoque precautorio o simplemente precaución, 
nació en Alemania para proteger la salud humana del efecto de ciertos productos químicos, 
donde extendió su aplicación a la protección de los recursos naturales y de los ecosistemas 
así como a los problemas globales. En la escena internacional, aparece en 1984 en la 
Primera Conferencia Internacional de Protección del Mar del Norte, para ser rápidamente 
adoptado en numerosos tratados multilaterales y declaraciones internacionales. Si bien ya 

77.	 MATEO, Martín, “Tratado de Derecho Ambiental”, vol. I, 1951, Ed. Trivium, p. 93; Bustamante 
78.	 SABSAY, Daniel A., “El desarrollo sustentable en un fallo de la justicia federal”, ED 174-448. 
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en 1991 la OCDE lo integra en la Recomendación C(90)164 de su Consejo sobre prevención 
y control integrado de la contaminación, su consagración se produce por el principio 15 
de la Declaración de Río de 1992, suscrita por nuestro país y los Estados participantes 
en la llamada Cumbre de la Tierra, que dispone que: “En caso de riesgo de daños graves 
e irreversibles al medio ambiente o la salud humana, la ausencia de certeza científica 
absoluta no podrá servir de pretexto para postergar la adopción de medidas efectivas de 
prevención del deterioro ambiental.” 79

La Comisión Europea considera que las medidas precautorias deben considerar un 
análisis costo beneficio, y, esencialmente, ser susceptibles de revisión a la luz de nuevos 
antecedentes científicos. La Declaración de Winspread (Wisconsin, EE.UU.) de 1998, 
propone generar procedimientos abiertos, informados y democráticos, que incluyendo a 
las partes potencialmente afectadas, consideren una amplia gama de alternativas, entre las 
cuales debe considerarse la abstención80.

Hace ya diez años, en su Declaración Nueva Dehli, la Asociación Internacional de 
Derecho Internacional identificó un conjunto de principios comunes a los tratados del 
ámbito social, ambiental y económico, que estarían ya dotados de la capacidad de 
transformarse en la base de una regla general de derecho, reconocida por la costumbre, 
y apoyados por elementos de procedimiento que tienden a permitir su concreción o 
exigibilidad. Se trata de principios que generan obligaciones y derechos para los Estados 
que los ratifican, y sirven para interpretar o aplicar el Derecho Internacional, para resolver 
disputas y orientar normas y políticas. Entre estos llamados “principios del desarrollo 
sostenible” se encuentra el enfoque precautorio a favor de la salud humana, los recursos 
naturales y los ecosistemas.

C1. PELIGRO DE DAÑO GRAVE 

Daño ambiental es toda acción, omisión, comportamiento u acto ejercido por un sujeto 
físico o jurídico, público o privado, que altere, menoscabe, trastorne, disminuya o ponga 
en peligro inminente y significativo, algún elemento constitutivo del concepto ambiente, 
rompiéndose con ello el equilibrio propio y natural de los ecosistemas.

Si bien el daño ambiental puede ser producido de manera casual, fortuita o accidental, 
por parte de la misma naturaleza, el daño jurídicamente regulable es aquel que es generado 
por una acción u omisión humana que llega a degradar o contaminar de manera significativa 
y relevante el medio ambiente. Tratándose del daño ambiental, es necesario únicamente su 
probabilidad futura para determinar su existencia y tomar las medidas necesarias con el fin 
de impedir sus efectos nocivos.

Se debe entender por daño estrictamente ambiental aquel tipo especial de daño que 
rompe con los principios de autoregulación y autoperpetuación de los ecosistemas, y por 
tanto, con su equilibrio natural, y que recae sobre bienes ambientales de naturaleza común 
o colectiva que forman parte del patrimonio natural del Estado, o bien sobre aquellos bienes 
ecológicos que han sido declarados al menos, como de interés público por el ordenamiento 
jurídico.

79.	 DURÁN, Valentina; http://www.derecho-ambiental.cl/2013/04/el-principio-precautorio.html
80.	 Ob.cit. 
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C2. PELIGRO DE DAÑO IRREVERSIBLE

Se refiere a la cualidad de la reversibilidad: se distinguen impactos reversibles (si las 
condiciones originales del medio afectado pueden recuperarse, ya sea de forma natural o 
a través de la acción humana) e irreversibles (si no es posible recuperar la línea de base, ni 
siquiera a través de acciones de restauración ambiental).

C3. FALTA DE CERTEZA ABSOLUTA DE PELIGRO DE DAÑO

El principio de precaución comenzó a aparecer en instrumentos legales internacionales 
a mediados de los años ochenta, aunque, previamente, había estado presente como 
principio en ordenamientos legales locales, más notablemente en Alemania del Oeste.

Su objetivo consiste en proporcionar una guía para el desarrollo y aplicación del derecho 
ambiental en los casos donde existe incertidumbre científica. Este principio genera, a la 
vez, acuerdos y desacuerdos sobre su aplicación. 

Por un lado, hay quienes consideran que proporciona la base para la acción legal 
temprana encaminada al tratamiento de problemas ambientales que constituyen graves 
amenazas para el bienestar humano.

 
Opuestamente, sus oponentes argumentan que el principio de precaución es 

potencialmente una causa de sobre regulación y que limita la actividad humana.

El principio 15 de la Declaración de Río de Janeiro de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (1992), refleja la importancia de este principio.

PRINCIPIO 15: Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar 
ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro 
de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse 
como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para 
impedir la degradación del medio ambiente. 

D) PRINCIPIO DE INTERNALIZACIÓN DE COSTOS 

La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece en el Principio 
16. Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos 
ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que 
el que contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo 
debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones 
internacionales. 

Toda persona natural o jurídica, pública o privada, debe asumir el costo de los riesgos 
o daños que genere sobre el ambiente. El costo de las acciones de prevención, vigilancia, 
restauración, rehabilitación, reparación y la eventual compensación, relacionadas con la 
protección del ambiente y de sus componentes de los impactos negativos de las actividades 
humanas debe ser asumido por los causantes de dichos impactos (art. VIII del TP de LGA).

Vivimos en una sociedad en la que el problema de decidir qué es lo que se produce y 
cómo distribuir lo producido, ha sido dejado en manos de lo que hemos llamado mercado. 
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Sin embargo, como hemos podido observar, el sistema de mercado falla en el tratamiento 
de la degradación ambiental y la gestión de los bienes ambientales. Sin embargo, nos 
encontramos con un mecanismo de asignación en el que el medio ambiente y muchos 
recursos naturales no tienen precio. Sin embargo, todos estamos de acuerdo en que una 
asignación eficiente exige la Incorporación de los costes medioambientales en el proceso 
de determinación de los costes privados. Radicando el problema en la necesidad de 
Internalizar estos costes medioambientales en el mecanismo de precios81. 

 
SI el mercado tiene únicamente en cuenta el coste marginal privado como determinante 

de la oferta y la demanda, da lugar a una cantidad Intercambiada a un precio. Para esa 
cantidad, el coste de contaminación es la diferencia entre el coste social y el privado, 
representando una pérdida de bienestar (aguas sucias, humos, etc.) o unos gastos al 
margen del mercado (depuración de aguas, filtros, etc.).

Si por el contrario, el mercado determina el equilibrio no sólo teniendo en cuenta el coste 
marginal privado, sino el coste marginal social, la oferta de cantidades a producir será 
menor para un determinado precio, por lo que el equilibrio tendrá lugar produciendo una 
cantidad a un precio. Como vemos es evidente que la Inclusión de los costes sociales en 
el proceso de toma de decisiones en el mercado, conducirá a un precio más alto y a una 
cantidad intercambiada menor82.  

En la actualidad se ha producido un acercamiento entre los partidarios del libre comercio 
y los ambientalistas con respecto a la necesidad de internalizar los costos ambientales, tal 
como quedó consagrado en el principio 16 del anexo I de la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo83.  

La no incorporación de los costos ambientales en los costos productivos no obedece a una 
conducta deliberada de los agentes económicos, sino más bien a la existencia de fallas de 
políticas y de mercado. Hay muchas fallas de mercado que tienen repercusiones ambientales, 
una de las cuales es el desconocimiento del precio de mercado del bien ambiental84.  

 
Cuando la asignación de los recursos es inadecuada, el precio del bien no refleja su valor 

social marginal ni su costo social marginal. Si se conoce el precio del bien y el precio de todos 
los factores de producción, el mercado puede hacer una asignación óptima de los recursos, 
siempre que se cumpla la condición de que el costo y el ingreso marginal sean iguales85.

A lo largo de la historia se ha considerado muy difícil, por no decir imposible, la 
valoración, en términos monetarios, de los bienes intangibles. Dentro de éstos, se distingue 
entre bienes y males públicos, como pueden ser la contaminación del aire o del agua, el 

81.	 CANO CAPURRO, Analía Mabel  / CABELLO GONZÁLEZ, José Manuel; La valoración e internalización de los costes 
ambientales; http://externos.uma.es/cuadernos/pdfs/pdf376.pdf

82.	 CANO / CABELLO; ob.cit.
83.	 En el principio 16 se dice que las autoridades nacionales deberían fomentar la internalización de los costos ambientales 

y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que quien contamina debe, en principio, cargar 
con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio 
ni las inversiones internacionales. (Naciones Unidas, 1993).

84.	 UNCTAD (Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo) (1996), Integración del comercio, el 
medio ambiente y el desarrollo: recientes progresos y cuestiones pendientes. Informe de la Secretaría de la UNCTAD 
(TD/B/COM.1/3), Ginebra, diciembre. (1994a).

85.	 LARACH, María Angélica ; Comercio y medio ambiente en la organización mundial del comercio, http://www.eclac.cl/
publicaciones/xml/6/4216/internal.htm



ROXANA ELIZABETH BECERRA URBINA 67

nivel de ruido que soportamos, la existencia de un parque, o el disfrute de un mar limpio. 
Sin embargo, en los últimos veinticinco años, ha habido un desarrollo de técnicas que han 
per¬mitido llevar a cabo mediciones de dichos bienes y males intangibles86.  

La diferencia entre el precio de mercado y el costo social es una externalidad, es decir, 
una falla externa al mercado mismo que exige una intervención, temporal o selectiva, que 
permita incorporar todos los costos y beneficios que la actividad encierra. 

Un ejemplo de externalidad a nivel global se encuentra en el sector forestal. Para un 
empresario privado, una plantación de bosques es un activo como cualquier otro, con 
cuya explotación procura percibir ingresos y maximizar sus beneficios. Sin embargo, hay 
otros elementos que el empresario no toma en consideración, como la introducción de 
externalidades, entre las que cabe mencionar, la erosión y degradación del suelo, la pérdida 
de bosque nativo y la de especies (pérdida de biodiversidad). Todas estas externalidades 
reducen la capacidad productiva del medio ambiente y ponen de manifiesto la diferencia 
entre el valor privado y el valor social del activo87.  

La valoración de los bienes y males ambientales se basa en el concepto de disposición a pagar 
o a aceptar, junto a las medidas monetarias de la variación compensatoria y la variación equivalente.

La disposición a pagar de un individuo es la cantidad máxima de dinero que el indi-
viduo estaría dispuesto a pagar por un determinado bien ambiental, o por un proyecto 
de mejora de la calidad ambiental. El concepto paralelo a la disposición a pagar, sería la 
cantidad de dinero que el individuo estaría dispuesto a aceptar para que no se realizara el 
proyecto o para no disfrutar del bien ambiental.

La conveniencia de que el recurso, tenga un precio que incluya ambos costos se deja ver 
también, en otras circunstancias; por ejemplo, el precio asignado es demasiado bajo y no 
refleja su costo real, o cuando la falta de claridad con respecto al derecho de propiedad o 
el libre acceso da pie a una explotación indiscriminada e incluso al posible agotamiento del 
recurso. En tales casos, el daño ambiental llega muchas veces a ser prácticamente irreparable.

Entre los mecanismos regulatorios, cabe mencionar el uso de tecnologías que minimicen 
los efectos ambientales y la aplicación de normas que limiten las emisiones generadas en 
los procesos productivos (CEPAL, 1995; UNCTAD, 1993; UNCTAD, 1994).88   

Por otra parte, antes de utilizar el instrumento escogido para internalizar las 
externalidades ambientales, es necesario hacer un estudio del impacto ambiental de la 
actividad en cuestión, que compruebe científicamente la existencia del daño ambiental. El 
daño debe estar claramente definido, como también el período durante el cual se aplicará 
el instrumento, pues de lo contrario su aplicación puede acarrear efectos comerciales 
adversos que limitarían la competitividad89.   

86.	 CANO / CABELLO; ob.cit.
87.	 LARACH, María Angélica; ob.cit.
88.	 IRELA (Instituto de Relaciones Europeo-Latinoamericanas) (1993), “América Latina, Europa y el medio ambiente: las 

relaciones birregionales en clave verde” Dossier, Nº 42, enero, 1993, pp.22 y 23. 
89.	  A propósito de los pagos en el marco de los programas ambientales, el Acuerdo sobre la Agricultura del GATT dejó establecido 

lo siguiente (anexo 2, párrafo 12, a): “El derecho a percibir estos pagos se determinará como parte de un programa ambiental 
o de conservación claramente definido y dependerá del cumplimiento de condiciones específicas establecidas en el programa 
gubernamental, con inclusión de condiciones relacionadas con los métodos de producción o los insumos”. 
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E) PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL 

La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece: Principio 16: 
Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos 
ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que 
el que contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo 
debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones 
internacionales. 

Principio 13: Los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la 
responsabilidad y la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros 
daños ambientales. Los Estados deberán cooperar asimismo de manera expedita y 
más decidida en la elaboración de nuevas leyes internacionales sobre responsabilidad 
e indemnización por los efectos adversos de los daños ambientales causados por las 
actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en zonas situadas fuera 
de su jurisdicción. 

El causante de la degradación del ambiente y de sus componentes, sea una persona 
natural o jurídica, pública o privada, está obligado a adoptar inexcusablemente las medidas 
para su restauración, rehabilitación o reparación según corresponda o, cuando lo anterior 
no fuera posible, a compensar en términos ambientales los daños generados, sin perjuicio 
de otras responsabilidades administrativas, civiles o penales a que hubiera lugar (art. IX 
del TP de la LGA). 

El principio de responsabilidad por daño ambiental a diferencia del principio de 
prevención que se ubica en la aplicación de los instrumentos de gestión ambiental o el 
principio de internalización de costos cuyo escenario es al interior de la cadena productiva 
del agente, tiene como escenario el daño ambiental producido a secas, acaecido debido a 
la realización de una actividad productiva u otra distinta a esta pero idónea para producir 
un daño ambiental. 

El causante de la degradación del ambiente y de sus componentes está obligado en 
principio a adoptar inexcusablemente las medidas para su restauración, rehabilitación o 
reparación según corresponda. 

En estos casos el agente que ocasionó el daño ambiental deberá necesariamente 
implementar las siguientes medidas: a.) Medidas de restauración, b.) Medidas de rehabilitación, 
c.) Medidas de reparación.  La falta de adopción de las mismas constituye un agravante al 
momento de determinar la responsabilidad administrativa, civil o penal que hubiere lugar, y su 
adopción inmediata e idónea, un criterio para atenuar la sanción que se imponga. 

Ahora bien, a nivel de la responsabilidad por daño ambiental, en el ámbito del derecho 
privado, podemos responsabilizar basado en el principio bajo comentario, no sólo a 
la empresa por los daños ocasionados al ambiente, sino a las personas naturales que 
dirigiéndola ocasionaron el daño ambiental tales como gerentes o directores. Ciertamente, 
para ello deberá probarse que estas personas naturales tenían pleno conocimiento que 
las actividades que desarrollaría la empresa implicaban serios riesgos ambientales, pese 
a lo cual adoptaron el acuerdo social o decisión, o que hayan autorizado expresamente 
la actividad que ocasionó el daño ambiental, sin tener en cuenta los estudios de impacto 
ambiental o sujetar su decisión a instrumentos de gestión ambiental. 
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El principio de responsabilidad ambiental señala que cuando no se posible la 
restauración, rehabilitación o reparación deberá compensarse en términos ambientales 
los daños generados, sin perjuicio de otras responsabilidades administrativas, civiles o 
penales a que hubiera lugar. Esto podría implicar que el agente causante del daño deberá 
brindar a la población afectada de otra manera los servicios ambientales que ha dejado 
de percibir por ejemplo proporcionándole una zona con características similares a las del 
área afectada. 

Podrían incurrir en responsabilidad ambiental los gobiernos regionales que construyen 
carreteras o captaciones de agua sin estudios técnicos ambientales o sin contar con la 
opinión previa favorable al interior de un área natural protegida, o la municipalidad provincial 
que alquila una moto niveladora a privados para que degraden una zona de protección y 
conservación ecológica, o la municipalidad distrital que autoriza la construcción de una 
vivienda al interior de un área de conservación regional sin contar con la opinión técnica 
respectiva, etc.90

 
Asimismo, existirán supuestos en los cuales se halla probado que la empresa fue 

organizada con testaferros y personal directivos de fachada, infracapitalizada ex 
profesamente, con la finalidad de evadir responsabilidad patrimonial en caso de ocurrir un 
daño ambiental91.  

F) PRINCIPIO  DE EQUIDAD 

El diseño y la aplicación de las políticas públicas ambientales deben contribuir a erradicar 
la pobreza y reducir las inequidades sociales y económicas existentes; y al desarrollo 
económico sostenible de las poblaciones menos favorecidas. En tal sentido, el Estado 
podrá adoptar, entre otras, políticas o programas de acción afirmativos, entendidos como 
el conjunto coherente de medidas de carácter temporal dirigidas a corregir la situación de 
los miembros del grupo al que están destinadas, en un aspecto o varios de su vida social o 
económica, a fin de alcanzar la equidad efectiva (art. X del TP de la LGA). 

Nuestras políticas públicas en materia ambiental están inexorablemente fusionadas con 
nuestras políticas públicas socio-económicas, siendo el resultado de ambos instrumentos, 
el desarrollo sostenible del país. 

Sin desarrollo socioeconómico de las poblaciones rurales y en extrema pobreza no 
es posible implementar políticas públicas ambientales, las estrategias de conservación 
in situ por ejemplo deben necesariamente contribuir a erradicar la pobreza y reducir las 
inequidades sociales y económicas existentes. El establecimiento de un área natural 
protegida no puede seguir siendo visto como un factor para el no-desarrollo social al 
restringir el uso de los recursos naturales y constituir un escollo legal para efectuar obras 
públicas de electrificación rural, ductos de irrigación, captación de agua potable o para 
construir un camino vial. En otras palabras, la población local no puede seguir sintiendo 
que el área natural protegida los excluye aún más socialmente92.  

90.	 CARHUATOCTO SANDOVAL, Henry. El Daño Ambiental. Suplemento de Análisis Legal Jurídica- Diario Oficial “El 
Peruano” de fecha 02.01.07. Editora Perú. Lima- Perú. p. 2

91.	 HERRERA VELARDE, Eduardo. El testaferro: Notas distintivas. Revista Derecho & Sociedad. Año XV N 23. Editada 
por los Estudiantes de la Facultad de Derecho PUCP. Lima – Perú. 2004. p. 205

92.	 http://elecochasqui.files.wordpress.com/2010/01/los-principios-del-derecho-ambiental.pdf
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La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece en el 
Principio 8: Para alcanzar el desarrollo sustentable y una mejor calidad de vida para todas 
las personas, los Estados deberían reducir y eliminar las modalidades de producción y 
consumo insustentables y fomentar políticas demográficas apropiadas. 

DE RIVERO93 nos dice: “Si la población urbana de Bolivia, India, Marruecos o Perú sigue 
creciendo y la producción de alimentos, energía y agua no le siguen el paso, el resultado 
será más pobreza como consecuencia de un tremenda presión demográfica sobre estos 
tres recursos cruciales. La explosión demográfico-urbana depredará las tierras agrícolas 
expandiéndose sobre ellas y agudizando aún más la falta de seguridad alimentaria. Las 
ciudades con poca agua y aguas contaminadas harán que muchas epidemias se vuelvan 
endémicas. La población en busca de energía hará leña los bosques, causando la erosión 
de los suelos y bajando aún más la producción de alimentos. Con explosión demográfica 
urbana y sin seguridad alimentaria, energética e hídrica no existirá expectativa de desarrollo. 
Sin agua, la nación no tendrá alimentos; ninguna escuela servirá con niños desnutridos; 
ninguna fábrica podrá tener alta productividad sin suficiente energía y agua; en fin, ninguna 
familia podrá tener una vida saludable sin suficientes alimentos, agua y energía.”

El Estado debe adoptar políticas o programas de acción que permitan distribuir los 
beneficios y costos de establecer un área natural protegida, implementando estrategias de 
desarrollo en las zonas de amortiguamiento e invistiendo al jefe del área natural protegida 
con un rol de mayor protagonismo social, que le permita ser un ente coordinar y canalizador 
de las necesidades de la población local que vive en el interior del área natural protegida. En 
tal sentido, no debemos ceñir las esperanzas de la población rural a la bonanza económica 
que brinda una economía primaria exportadora de materia prima como agricultura, minerales 
o hidrocarburos sino fortalecer además la educación local, el desarrollo de tecnología, la 
promoción del turismo, la industria manufacturera, la agroindustria, servicios ambientales, 
y la exportación de nuestros productos con valor agregado.

G) PRINCIPIO DE GOBERNANZA AMBIENTAL 

El diseño y aplicación de las políticas públicas ambientales se rigen por el principio de 
gobernanza ambiental, que conduce a la armonización de las políticas, instituciones, normas, 
procedimientos, herramientas e información de manera tal que sea posible la participación 
efectiva e integrada de los actores públicos y privados, en la toma de decisiones, manejo 
de conflictos y construcción de consensos, sobre la base de responsabilidades claramente 
definidas, seguridad jurídica y transparencia (art. XI del TP de la LGA). 

El concepto de gobernabilidad y buen gobierno se refiere “al ejercicio eficiente, eficaz 
y legítimo del poder, y la autoridad para el logro de los objetivos sociales, económicos y 
ambientales. La referencia a la eficiencia implica el logro de los objetivos de gobierno en 
forma transparente y sin desperdicio de recursos; la referencia a la eficacia implica el 
mantenimiento de la estabilidad y credibilidad de las instituciones y del sistema político; y, 
finalmente, la referencia a la legitimidad, que se identifica con las instituciones del Estado, 
supone el reconocimiento de la ciudadanía de los gobernantes y del ejercicio del poder y 
la autoridad.” 94

93.	 DE RIVERO, Oswaldo. El mito del Desarrollo. Los países inviables en el siglo XXI. Lima- Perú. 2001. p.207-8 
94.	 GALARZA, Elsa y otros. Ruta hacia el desarrollo sostenible del Perú. Universidad del Pacifico- Centro de Investigación. 

Lima- Perú. 2002. p.17.
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La gobernanza ambiental no es otra cosa que la armonización de las políticas sectoriales con los 
lineamientos de la gestión ambiental nacional. En dicha tarea contribuye el derecho de la participación 
ciudadana, disposiciones transectoriales así como la aprobación de normas transectoriales y 
la implementación de un régimen común de fiscalización y control para las autoridades con 
competencias ambientales. Esta armonización y coordinación de políticas ambientales sectoriales 
debe darse en un franco proceso de descentralización y de manera participativa. 

La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece en el Principio 
11: Los Estados deberán promulgar leyes eficaces sobre el medio ambiente. Las normas, 
los objetivos de ordenación y las prioridades ambientales deberían reflejar el contexto 
ambiental y de desarrollo al que se aplican. Las normas aplicadas por algunos países 
pueden resultar inadecuadas y representar un costo social y económico injustificado para 
otros países, en particular los países en desarrollo. 

La gobernanza ha sido descrita asimismo como un concepto que significa esencialmente 
apoderamiento, rendición de cuentas y participación ciudadana: “quién tiene influencia, 
quién decide y cómo deben rendir cuentas los encargados de adoptar las decisiones”95.  

Las modalidades de gobernanza se expresan mediante marcos jurídicos y políticos, 
estrategias y planes de acción, e incluyen las modalidades de estructura para dar 
seguimiento a las políticas y planes, y supervisar el desempeño. La gobernanza abarca 
las normas para la toma de decisiones, en particular, quién tiene acceso a la información y 
participa en el proceso de toma de decisiones, así como las propias decisiones96.  

Craig MACFARLAND97 manifiesta que la gobernabilidad se puede definir como “la 
interacción entre las estructuras, los procesos y las tradiciones que determina cómo se ejerce el 
poder, cómo se adoptan decisiones y cómo participan los ciudadanos y sectores involucrados.” 

El objetivo de este principio es hacer posible la participación efectiva e integrada de los actores 
públicos y privados, en la toma de decisiones, manejo de conflictos y construcción de consensos, 
sobre la base de responsabilidades claramente definidas, seguridad jurídica y transparencia. 

La gobernanza ambiental dependerá básicamente de la implementación real del eficaz 
cumplimiento de los objetivos ambientales de las entidades públicas; el fortalecimiento de 
los mecanismos de transectorialidad en la gestión ambiental, la consolidación del rol que le 
corresponde al Ministerio del Ambiente, y a las entidades sectoriales, regionales y locales 
en el ejercicio de sus atribuciones ambientales a fin de garantizar que cumplan con sus 
funciones y de asegurar que se evite en el ejercicio de ellas superposiciones, omisiones, 
duplicidad, vacíos o conflictos. 

H) PRINCIPIO DE CONGRUENCIA

El principio de congruencia guarda familiaridad, analogía o similitud con el denominado 

95.	 Congreso Mundial de Parques de la UICN. Durban, Sudáfrica. Septiembre de 2003. Preparado para el Servicio de 
Parques de Canadá. Editores: John  Scanlon y Françoise Burhenne-Guilmin. Centro de Derecho Ambiental de la UICN, 
Bonn para el Programa de Derecho Ambiental de la UICN. Agosto de 2003 

96.	 Documento de posición de la UICN: Governance for Sustainable Development, mayo de 2002. Disponible en el sitio 
web del PDA de la UICN: www.iucn.org/themes/law 

97.	  MACFARLAND, Craig. Principios de gobernabilidad en áreas naturales protegidas. En: Memoria Simposio Internacional 
de Co-Administración de Áreas Naturales Protegidas. PROFONANPE-INRENA. Lima- Perú.2005. p. 32 
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principio de regulación jurídica integral, que en síntesis, exigen del legislador en primer 
término y del intérprete en la fase de aplicación, tener una perspectiva macroscópica 
e integradora. Este principio se inserta en la mayoría de los instrumentos jurídicos 
internacionales, y con especial atención ha sido declarado en el Primer Programa de 
Acción Comunitaria en materia de ambiente, así como igualmente en la Recomendación Nº 
70 del Plan de Acción adoptado en la Conferencia de Estocolmo.

La Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece en el Principio 
11: Los Estados deberán promulgar leyes eficaces sobre el medio ambiente. Las normas, 
los objetivos de ordenación y las prioridades ambientales deberían reflejar el contexto 
ambiental y de desarrollo al que se aplican. Las normas aplicadas por algunos países 
pueden resultar inadecuadas y representar un costo social y económico injustificado para 
otros países, en particular los países en desarrollo. 

I) PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD

De los principios contenidos en la ley objeto de este análisis surgen principios básicos 
de la responsabilidad ambiental internacional. Así por ejemplo el principio de solidaridad 
que constituye el punto de partida para la constatación del daño transfronterizo. “Los 
Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para conservar, proteger y 
restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la Tierra” (principio 7, Declaración 
de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo). “Los Estados y los pueblos deben cooperar de 
buena fe y con espíritu solidario, en la aplicación de los Principios consagrados” (Principio 
27, Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo).

El principio de solidaridad, está compuesto al decir de buena parte de la doctrina 
por los principios de información, en sus tres variantes: de un Estado al otro o de una 
Administración a otra o información popular, vecindad o Países limítrofes, cooperación 
internacional, igualdad entre los Estados y principio de patrimonio universal, que considera 
el carácter internacional del ambiente. El ambiente se ha dicho, es patrimonio común de 
todos los habitantes de la Tierra, porque se deben respetar y obedecer las inmutables leyes 
naturales, para así aspirar a la íntegra dignidad humana.

J) PRINCIPIO DE COOPERACIÓN

Este principio, a nivel internacional, es imprescindible. No es otra cosa que una necesidad 
biológica y de subsistencia. Los Estados deben cooperar entre sí para erradicar la pobreza, 
como requisito indispensable del desarrollo sostenible (principio 5, Declaración de Río 
sobre Medio Ambiente y Desarrollo), para proteger la integridad del ecosistema de la Tierra 
(principio 7, Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo), para reforzar la creación 
de capacidades endógenas para lograr el desarrollo sostenible (principio 9, Declaración de 
Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo), abordar los problemas de degradación ambiental 
(principio 12, Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo).

La defensa del ecosistema, en efecto, obliga hoy a la cooperación global pues, de 
lo contrario, cualquier esfuerzo en tal sentido sería en vano. Precisamente, es en este 
horizonte en el que debe explicarse la divulgación del concepto de “patrimonio común de 
la humanidad”, el cual señala en el ámbito del derecho internacional, el tránsito de la idea 
de soberanía a la de cooperación.
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CAPÍTULO TERCERO: 
POLÍTICA DE CUIDADO DEL MEDIO AMBIENTE

1. OBJETIVO DE LA NORMATIVA DE PROTECCIÓN AMBIENTAL  

La Ley General del Ambiente es la norma ordenadora del marco normativo legal para 
la gestión ambiental en el Perú. Establece los principios y normas básicas para asegurar 
el efectivo ejercicio del derecho a un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el 
pleno desarrollo de la vida, así como el cumplimiento del deber de contribuir a una efectiva gestión 
ambiental y de proteger el ambiente, así como sus componentes, con el objetivo de mejorar la 
calidad de vida de la población y lograr el desarrollo sostenible del país (art. 1 de la LGA). 

1.1. AMBIENTE SALUDABLE.

Según la definición de la Organización Mundial de la Salud realizada en su constitución 
de 1946, “Salud” es el estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente 
la ausencia de infecciones o enfermedades98.

  
También puede definirse como el nivel de eficacia funcional o metabólica de un 

organismo tanto a nivel micro (celular) como en el macro (social). Aunque existen numerosas 
definiciones de acuerdo con cada autor, se entiende que el concepto salud abarca el 
estado biopsicosocial, en los aspectos que un individuo desempeña. 

En 1992, un investigador agregó a la definición de la OMS: “y en armonía con el medio 
ambiente”, ampliando así el concepto.

Nuestro Tribunal Constitucional, en el Expediente Nº 2945-2003- AA/TG, fundamento 
28, ha sostenido que el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la salud: 
(...) comprende la facultad que tiene todo ser humano de mantener la normalidad orgánica 
funcional, tanto física como  mental; y de restablecerse cuando se presente una perturbación 
en la estabilidad orgánica y funcional de su ser, lo que implica, por tanto, una acción de 
conservación y otra de restablecimiento; acciones que el Estado debe proteger tratando de 
que todas las personas, Cada día, tengan una mejor calidad de vida, para lo cual debe invertir 
en la modernización y fortalecimiento de todas las instituciones encargadas de la prestación  
del servicio de salud, debiendo adoptar políticas, planes y programas en ese sentido”.

98.	 Organización Mundial de la Salud (2007) este concepto se amplía: “Salud es el Estado de adaptación de un individuo 
al medio en donde se encuentra”. Para mayor información consultar: Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud, Génova, 1946. URL con acceso el 6 de junio de 2007.
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Como se sabe, nuestra Constitución Política ubica este derecho dentro del catálogo 
de los Derechos Sociales y Económicos (Capítulo II del Título I) así se consagra en el art. 
7º. “Todos tienen derecho a la protección de su salud,  la  del  medio  familiar  y  la de  la  
comunidad así como  el deber de contribuir  a su promoción  y  defensa  (. . .)”;  en el art. 
8º. “El Establo combate y sanciona el tráfico ilícito de drogas (...)”; luego en el art. 9º: “El 
Estado determina la política nacional de salud. El poder ejecutivo norma y supervisa su 
aplicación. Es responsable de diseñarla y conducirla en forma plural y descentralizadora 
para facilitar a todos el acceso equitativo a los servicios de salud”. De igual modo en el art. 
11’: “El Estado garantiza el libre acceso a prestaciones de salud y a pensiones (…)”.

Las condiciones del medio ambiente contribuyen a determinar si las personas gozan 
o no de buena salud y cuán larga será su vida. Dichas condiciones pueden afectar la 
salud reproductiva y las opciones reproductivas y pueden contribuir a determinar las 
perspectivas de cohesión social y crecimiento económico, las cuales tendrán otros efectos 
sobre la salud.

Los factores ambientales que condicionan la salud son muchos, entre ellos: la 
cantidad y calidad del agua para consumo; la posibilidad de acceso a los nutrientes 
mediada por su existencia, los precios del mercado y el prestigio que culturalmente se 
les haya determinado; una vivienda adecuada, que requiere recursos de construcción 
y tener en cuenta los materialesaceptados culturalmente, así como su conexión a 
redes de acueducto y alcantarillado y la distribución de la construcción; ambientes 
laborales adecuados con claras medidas de seguridad; empleo bien remunerado que 
permita mantener un adecuado nivel de vida; adecuado manejo y disposición final de 
los residuos sólidos y líquidos; el grado de contaminación ambiental a nivel general y 
ocupacional; la disponibilidad de tierras de cultivo y la calidad de los alimentos; y la 
fluctuación de la población, determinada por el fenómeno de migración estrechamente 
relacionado con la calidad de vida y la disponibilidad de recursos. La salud como 
parte integral de la sociedad no está exenta de los cuidados del Ambiente, por lo 
tanto, la sociedad entera está en la obligación de poder cuidar el ambiente para poder 
conservar la salud99.  

Los cambios en el medio ambiente -contaminación, degradación, cambio climático, 
condiciones meteorológicas extremas- también cambian las perspectivas en cuanto a la 
salud y el desarrollo. Las condiciones del medio ambiente contribuyen en gran medida a 
las enfermedades contagiosas, que cada año causan entre 20% y 25% de las defunciones 
en todo el mundo. Las enfermedades más estrechamente relacionadas con las condiciones 
del medio ambiente— enfermedades infecciosas y parasitarias, e infecciones y otras 
enfermedades de las vías respiratorias—ponen en peligro las perspectivas de desarrollo, 
particularmente en países pobres y entre los pobres de cualquier país. El agua contaminada 
y el concomitante saneamiento deficiente se cobran cada año las vidas de más de 12 
millones de personas.

Según se ha calculado, aproximadamente un 40% de las infecciones agudas de las 
vías respiratorias, un 90% de las enfermedades diarreicas, un 50% de los trastornos 
respiratorios crónicos y un 90% de los casos de paludismo podrían evitarse mediante 
simples modificaciones del medio ambiente. 

99.	 http://www.monografias.com/trabajos82/ambiente-saludable/ambiente-saludable2.shtml#ixzz31Yxq5mTK
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Los cambios en el estado de salud afectan directamente las perspectivas de desarrollo 
y las posibilidades de erradicar la pobreza, las cuales son influenciadas por muy diversas 
condiciones en el ámbito humano y social. 

Ante la interrelación de la sociedad con el medio ambiente, la magnitud de los problemas 
ecológicos y la importancia del desarrollo sostenible, se impone conocer la definición del 
medio ambiente, concepto muy debatido y a la vez contradictorio por considerarse como 
medio y ambiente de forma indistinta.

El mundo actual enfrenta una crisis sin precedentes en el medio ambiente y la salud. A pesar 
de los adelantos hechos en el ámbito de la salud y del ambiente, la situación está a punto de un 
desastre mundial. Los problemas son tan extensos y trascendentales que el futuro bienestar de 
la humanidad, junto con el de muchas otras formas de vida en el planeta, se ve amenazado100.  

Desde hace mucho tiempo (por lo menos desde Hipócrates) se conoce la relación entre 
el medio ambiente y la salud y enfermedad. Tanto el modelo epidemiológico tradicional de 
causas de enfermedades (agente-huésped-medio ambiente) como el concepto de campo 
de salud (biología humana, medio ambiente, estilo de vida y organización de la atención de 
la salud) reconocen esta influencia del medio ambiente sobre la salud101. 

 
En los últimos años nos hemos acostumbrado a ver, oír y tomar determinadas actitudes 

que vemos como normales o admisibles, siendo estas actitudes y sus efectos tremendamente 
negativos para nuestra salud. Nos referimos a aquellas actitudes que dañan el ambiente. 
Son muchas, demasiadas, las acciones humanas que están atacando el ambiente, de 
forma irreversible muchas de ellas. La demostración de esto es en muchos casos evidente, 
en otros casos está avalada por estudios científicos y en algunos casos, esta demostración 
es difícil de efectuar a corto plazo, pero todos los indicios apuntan a su peligrosidad102.

1.2. AMBIENTE EQUILIBRADO 

El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado es un derecho fundamental que 
se compone de dos elementos, por un lado, otorga a sus titulares el derecho a gozar del ambiente 
adecuado para el desarrollo de su vida, y de otro lado, implica que ese ambiente se preserve.

El artículo 1° de la Constitución señala: “La defensa de la persona humana y el respeto 
de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. Efectivamente, la dignidad 
humana viene a representar el valor y principio supremo sobre la cual se erige todo el 
ordenamiento jurídico. La dignidad humana supone el respeto intrínseco a la persona como 
un fin en sí mismo, y su respeto debe orientar todo el accionar del Estado como de los 
particulares para lograr una mejor calidad de vida y que esta se desarrolle en un ambiente 
adecuado. En consecuencia, la dignidad de la persona humana es el fundamento del 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida103.  

100.	 JARAMILLO Mena, Karina Violeta; Ambiente Saludable, http://www.monografias.com/trabajos82/ambiente-saludable/
ambiente-saludable.shtml#ixzz31YwyAEYX

101.	 DEVER, A. Epidemiologia y Administración de Servicios de Salud. OPS/OMS Maryland, USA. Fundación Panamericana 
para la Salud y la Educación. 1991, p. 357.

102.	 FRERS, C. La influencia del ambiente en la salud de la población. Argentina. EcoPortal. 2010.
103.	 DÍAZ PALOMINO, Everlin H.; El derecho fundamental a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, HTTP://WWW.

PANORAMACAJAMARQUINO.COM/NOTICIA/EL-DERECHO-FUNDAMENTAL-A-GOZAR-DE-UN-AMBIENTE-
EQUILIBRADO-Y-ADECUADO/
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Sobre el particular, el Tribunal Constitucional104 se ha pronunciado en reiteradas 
sentencias (1) en la que a partir de una interpretación del artículo 2° inciso 22 de la 
Constitución ha establecido que el derecho fundamental en referencia se configura por los 
siguientes elementos: 1) El derecho a gozar de un ambiente equilibrado. 2) El derecho a 
que dicho ambiente se preserve. Y en este sentido ha explicado la connotación de cada 
uno de ellos, señalando lo siguiente: 

1) El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, comporta la facultad 
de las personas de poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se 
desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; y en el caso que el hombre 
intervenga, no deba de suponer una alteración sustantiva de la interrelación que existe 
entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute no de cualquier 
entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad. 
De lo contrario, su goce se vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido105.  

2) El derecho en análisis se concretiza en el derecho a que el medio ambiente se 
preserve. El derecho de preservación de un medio ambiente sano y equilibrado entraña 
obligaciones ineludibles para los poderes públicos, de mantener los bienes ambientales en 
las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación alcanza 
también a los particulares, y con mayor razón a aquellos cuyas actividades económicas 
inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente106.  

Para una mejor protección del derecho a un ambiente sano, este debe ser relacionado 
con el concepto de desarrollo sostenible que también tiene reconocimiento constitucional. 
El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado (…) Tiene una relación 
directa con la calidad de la vida no solo de las presentes generaciones sino de las futuras 
generaciones. El ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida incluye 
tratar a la naturaleza no solo pensando en su relación vital con el ser humano, sino también 
dejando en herencia un mundo equilibrado para las futuras generaciones107.

En este sentido el TC ha señalado que: “Las obligaciones impuestas tanto a los 
particulares como al Estado, destinadas al cuidado y preservación del ambiente, no sólo 
pretenden conservar el ambiente para el goce inmediato de la ciudadanía, sino que este 
cuidado se extiende a la protección del disfrute de las generaciones futuras, fundamento 
del concepto de desarrollo sostenible. (…) se asume un compromiso de justicia no solo para 
los ciudadanos que hoy deben aplicar las técnicas de explotación e industria que causen el 
menor impacto posible al ecosistema, sino también para las futuras generaciones108.

El máximo intérprete de la norma suprema ha señalado que: “En cuanto al vínculo 
existente entre la producción económica y el derecho a un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de la vida, se materializa en función de los principios siguientes: a) 
el principio de conservación, en cuyo mérito se busca mantener en estado óptimo los bienes 
ambientales; c) el principio de prevención, que supone resguardar los bienes ambientales 
de cualquier peligro que pueda afectar su existencia; d) el principio de restauración, referido 

104.	 Expediente N° 018-2002-AI/TC. Expediente N° 048-2004-AI/TC.
105.	 Citado por DÍAZ PALOMINO, ob.cit. 
106.	 Fundamento 3. Expediente N° 1206-2005-PA/TC.
107.	 BERNALES BALLESTEROS, Enrique. “La Constitución de 1993. Análisis comparado”. 3ra Ed. Instituto Constitución 

y Sociedad. Lima. Pág. 166.
108.	 Fundamento 4. Expediente N° 1206-2005-PA/TC. 
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al saneamiento y recuperación de los bienes ambientales deteriorados; e) el principio de 
mejora, en cuya virtud se busca maximizar los beneficios de los bienes ambientales en 
pro del disfrute humano; f) el principio precautorio, que comporta adoptar medidas de 
cautela y reserva cuando exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre la real 
dimensión de los efectos de las actividades humanas sobre el ambiente, y g) el principio de 
compensación, que implica la creación de mecanismo de reparación por la explotación de 
los recursos no renovables109.

La titularidad de este derecho corresponde a todos y cada una de las personas. Pero a 
su vez trae consigo algunos problemas (indeterminación, abstractos y la vaguedad de los 
elementos que lo componen) que dificultan su entendimiento y eficacia. Siendo el titular-
sujeto activo- del derecho fundamental en estudio es el ser humano considerado en sí 
mismo. Pues el goce y disfrute del entorno equilibrado y adecuado es acción personalísima 
del sujeto, que tiene por objetivo su desarrollo personal. Al respecto Raúl Canosa Usera, 
señala que: “(…) a diferencia de lo que acontece con otros derechos y libertades, el 
derecho a disfrutar del medio ambiente es ejercido constantemente por todos y cada uno 
de sus titulares. Ello complica el comercio jurídico y la relación entre este derecho y los 
demás con los cuáles está en frecuente colisión o solapamiento110.

1.3. AMBIENTE ADECUADO PARA EL PLENO DESARROLLO DE LA VIDA

El hombre busca utilizar los recursos que le brinda la naturaleza en su beneficio, y no 
está mal que se intervenga en cierta medida en el ciclo natural, pero es necesario siempre 
respetar el equilibrio interno elemental de la vida con el medio ambiente.

Vivimos en un mundo con el grave riesgo de dejar de ser habitable. Los procesos de 
deterioro del medio ambiente pueden llegar a ser irreversibles si no se adoptan las medidas 
adecuadas. El progreso económico e industrial de la humanidad de forma descontrolada y 
desequilibrada amenaza tanto a la vida de centenares de millones de personas, sobre todo 
aquellas que viven condiciones más vulnerables, como a la supervivencia de las especies 
animales.

Ante una dramática situación, no sólo es necesario actuar ahora de forma responsable 
sino también educar a niños y jóvenes para que sean capaces de vivir con respeto al 
medio ambiente y puedan decidir en el futuro con mayor rapidez y firmeza en beneficio de 
la gran mayoría. La formación de las nuevas generaciones con profunda conciencia medio 
ambiental es la tarea ineludible que puede evitar el deterioro irreversible de la situación que 
ahora vivimos

Cuidar el ambiente es cuidar la vida humana. Es importante pensar y saber que el 
mundo no nos pertenece, nos ha sido prestado para que vivamos en él y lo utilicemos con 
sabiduría. 

Nuestro planeta nos brinda todos los recursos naturales que necesitamos para 
alimentarnos, construir nuestras viviendas, tener luz, transportarnos, vestirnos, etc. Si 
destruimos el ambiente estaremos perjudicando a nosotros mismos, a nuestros hijos y a 
nuestros nietos. 

109.	 DÍAZ PALOMINO, Everlin H.; ob.cit. Expediente N° 1206-2005-PA/TC
110.	 CANOSA USERA, Raúl; Constitución y Medio Ambiente. Juristas Editores E.I.R.L. Lima.2004. Pág. 138.
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El hombre se ha convertido en el voraz destructor de la fuente natural de su propia vida, 
en su afán por superarse y, que en cierta forma se siente un poco Dios; creador, inventor, 
transformador, dueño de la vida, patrón del universo, se olvida que todas las cosas en la 
naturaleza no están hechas por azar, que cada especie ocupa su lugar en la rueda de la 
vida, que cada una tiene un rol.

Hay que tener respeto por la naturaleza esa es la clave de la supervivencia de la 
Humanidad y América Latina es todavía el reino de la naturaleza y es por eso una región de 
resistencia y de esperanza. 

A los humanos nos tomó millones de años convertirnos en la especie dominante que 
hoy arriesga su propia supervivencia si no se detiene el acelerado proceso de destrucción 
de la biosfera. Nuestra raza humana, cada uno de sus grandes grupos y cada uno de los 
individuos que la formamos, deberíamos dejar llevarnos por el instinto de supervivencia de 
la especie para prolongar su permanencia en el planeta. De eso se ha tratado a lo largo de 
la existencia de la humanidad.

Los que habitan la Tierra enfrentan riesgos reales y crecientes, la flora, la fauna y la 
humanidad (el hombre es también autodestructivo). Se empeña en la destrucción social 
de las regiones, ataca a la especie misma, se muestra peligroso por temperamento. 
Hace guerras donde quedan millones de muertos, consume drogas y estupefacientes, 
intercambia virus genéticamente modificados, con lo cual se crea epidemias letales. 

1.4. DEBER DE CONTRIBUIR A UNA EFECTIVA GESTIÓN AMBIENTAL 

Dada su complejidad, la gestión del medio ambiente implica un esquema propio y 
ordenado, el cual debe orientarse bajo el concepto de que la gestión ambiental es un 
“conjunto de acciones encaminadas a lograr la máxima racionalidad en el proceso de 
decisión relativo a la conservación, defensa, protección y mejora del medio ambiente, a 
partir de un enfoque interdisciplinario y global”.

La gestión ambiental es una acción conjunta entre el Estado y los actores sociales, que 
se articula con la gestión territorial, las políticas ambientales y los planes sectoriales que 
tienen relación o afectan el medio ambiente en el ámbito regional. Esta gestión, demanda 
el uso selectivo y combinado de herramientas jurídicas, de planeación, técnico, económico, 
financiero y administrativo para lograr la protección y funcionamiento de los ecosistemas 
y el mejoramiento de la calidad de vida de la población, dentro de un marco de ciudad 
sostenible111.  

Los procesos de la evolución de la conciencia ambiental, que se reflejan en políticas 
gubernamentales de protección ambiental y en respuestas producidas por los agentes 
económicos, llevaron al desarrollo de una serie de herramientas, aplicadas a los más 
variados tipos de iniciativas. Aplicadas en todas las fases de las iniciativas, éstas pueden ser 
preventivas, correctivas, de remediación, y/o proactivas, dependiendo de la fase en que son 
implementadas. Los principales instrumentos serán apenas mencionados a continuación, 
siendo la Evaluación de Impacto Ambiental uno de los más importantes y antiguos, de 

111.	 http://www.monografias.com/trabajos101/problematica-gestion-ambiental-puno/problematica-gestion-ambiental-puno.
shtml#ixzz38Jahr8i6
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uso más común y aceptado. Eso no significa que sea suficiente para la obtención de los 
mejores resultados en el ámbito de calidad ambiental, que sólo será alcanzada con la 
utilización de varios de esos instrumentos.

En la actualidad existen diversas instituciones encargadas de la gestión ambiental. La 
gestión ambiental, la estructura organizacional actual, que debe velar por el buen uso de 
nuestros recursos y revertir los procesos de deterioro ambiental, tiene serias limitaciones 
que dificultan una respuesta eficiente a los desafíos ambientales, actuales y futuros, en un 
mundo cada vez más globalizado.

Uno de los principales problemas es la falta de un sistema integrado de gestión 
ambiental, con alto nivel de decisión política y que no permite un trabajo coordinado entre 
las diversas instituciones responsables, sino que estas dirigen sus esfuerzos a los intereses 
específicos de sus sectores. La solución de los problemas ambientales requiere un enfoque 
integrado y multisectorial.

La dispersión y la escasa integración y coordinación es un aspecto a resolverse en la 
gestión ambiental del país. 

Otra de las debilidades de nuestro actual sistema de gestión ambiental, es su escasa 
capacidad para la planeación ambiental. Al no contar con una adecuada planeación, 
que determine las estrategias a seguir en el mediano y largo plazos, se corre el peligro 
de ahondar los problemas ambientales y las pérdidas que ocasiona una mala gestión se 
repetirán año tras año.

1.5. PROTEGER EL AMBIENTE Y SUS COMPONENTES

La conservación de la naturaleza y de los recursos naturales se basa esencialmente en 
tres aspectos:

•	 Ordenar el espacio y permitir diversas opciones de uso de los recursos.
•	 Conservar el patrimonio natural, cultural e histórico de cada país.
•	 Conservar los recursos naturales, base de la producción.

Por razones éticas o morales el hombre no tiene derecho a destruir su ambiente y 
la biodiversidad. La naturaleza, los recursos naturales, la cultura y, en general, todo el 
ambiente, son patrimonio de una nación y de la humanidad entera. Los recursos naturales 
y el medio ambiente son patrimonio de la nación, y el Estado es el encargado de conservar 
el bien común, con participación de los ciudadanos.

El ser humano, a medida que avanza está destruyendo las pocas y últimas áreas salvajes 
o naturales que quedan; está extinguiendo especies de plantas y animales; está perdiendo 
germoplasma valioso de especies y variedades domésticas de plantas y animales; está 
contaminando el mar, el aire, el suelo y las aguas, y el medio ambiente en general. De 
seguir este proceso, las generaciones futuras no podrán ver ya muchas cosas que hoy 
tenemos el placer de ver. Es más, el ser humano no sólo está empobreciendo su entorno 
y a sí mismo, sino que está comprometiendo su propia supervivencia como especie. 
La conservación de la naturaleza se da por razones económicas, científicas, culturales, 
éticas, sociales y legales.
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Por razones económicas, es el desarrollo con uso razonable de los recursos naturales 
es más rentable en el largo plazo que aquél que destruye los recursos naturales. La 
degradación de los recursos conlleva a pérdidas económicas para el país.

Razones científicas de mucho peso justifican la conservación del medio ambiente. La 
conservación de áreas naturales, con su flora y su fauna, preserva importante material 
genético para el futuro, ya que todas las especies domésticas derivan de especies silvestres 
y estas son muy buscadas para renovar genéticamente el ganado y los cultivos actuales. 

Muchas áreas deben ser conservadas por razones culturales, con las poblaciones 
humanas que contienen. Por razones sociales la conservación del medio ambiente también 
se justifica. El saqueo de los recursos naturales, la contaminación y el deterioro del medio 
ambiente repercuten en las sociedades humanas en forma de enfermedades, agitación 
social por el acceso a la tierra, al espacio y a los alimentos; y son generadores de pobreza 
y crisis económica.

El agua, sustento de la vida, va desapareciendo, se ensucian los ríos, mares y quebradas 
merman o se secan. En contraste caen diluvios en amplias zonas de la Tierra. El cuadro 
de inundaciones, ahogados y desaparecidos es enorme. Los océanos reciben diariamente 
grandes cantidades de desechos líquidos y sólidos, basuras y excretas, procedente de 
grandes y pequeñas ciudades.

Las selvas, océanos selváticos, fuentes de oxígeno y energía, depuradores atmosféricos, 
están atacadas, intensamente quemadas, talados sus árboles naturales, intervenidas las 
cadenas biológicas, aisladas las especies, dañadas sus poblaciones indígenas, alteradas 
sus condiciones naturales. Las reemplazan con hatos ganaderos o cultivos transgénicos que 
modifican genéticamente las plantas y alteran el ecosistema. La caza y pesca industriales 
exceden la capacidad de reproducción de las especies.

El impacto del hombre sobre la Tierra equivale a una colisión con un gran meteorito. 
Dadas estas condiciones, debemos declarar al planeta Tierra en estado de emergencia, 
proponernos su sustentabilidad e incorporarla dentro de nuestro planes, locales y globales, 
como área de protección integral.

1.6. MEJORAR LA CALIDAD DE VIDA DE LA POBLACIÓN 

El medio ambiente como el entorno que afecta y condiciona especialmente las 
circunstancias de vida de las personas o la sociedad en su conjunto. Comprende el 
conjunto de valores naturales, sociales y culturales existentes en un lugar y un momento 
determinado, que influyen en la vida del hombre y en las generaciones venideras. Es 
decir, no se trata sólo del espacio en el que se desarrolla la vida sino que también abarca 
seres vivos, objetos, agua, suelo, aire y las relaciones entre ellos, así como elementos tan 
intangibles como la cultura.

Cuando hablamos de calidad de vida hablamos de un control y mejora de ciertos 
estándares importantes de la vida del ser humano, pero ha cambiado su conceptualización, 
hoy en día es el objeto y complejidad a donde se dirige su realización. 

Sí una persona está contribuyendo con su trabajo para producir, mantener o distribuir 
los pasivos y activos de una sociedad, comunidad o región, es justo que su recompensa 
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no solo sea vivir dentro de ella sino que también se le asegure y mejore una humana y feliz 
forma de vida tomando en cuenta todos los aspectos que la conservan y embellecen.

El concepto puede ser utilizado para una serie de propósitos, incluyendo la evaluación 
de las necesidades de las personas y sus niveles de satisfacción, la evaluación de los 
resultados de los programas y servicios humanos, la dirección y guía en la provisión de 
estos servicios y la formulación de políticas nacionales e internacionales dirigidas a la 
población general y a otras más específicas, como la población con discapacidad.

Debemos saber que un régimen alimenticio balanceado, como es el consumir las 
cantidades mínimas adecuadas de los cinco grupos básicos de alimentos, es suficiente 
para mantener los sistemas y órganos del cuerpo funcionando adecuadamente. La 
alimentación balanceada es sinónimo de alimentación completa, es decir, que incluya los 
alimentos y nutrientes, más agua.

En el área emocional, reduce la depresión y ansiedad, mejora la sensación de bienestar 
general y mejora el desempeño en el trabajo y actividades sociales.

Es momento de que te decidas a hacer ejercicio, el clima ya mejoro y cada día sabemos 
de más beneficios que obtienes al hacerlo. Ya sabes que el ejercicio es bueno para tu salud 
y para ti, pero es posible que no sepas que tan bueno es.  Si quieres vivir más años, sentirte 
mejor, tener más energía, y verte mejor, no hay mejor remedio que el ejercicio. Nunca es 
tarde para empezar, no importa tu sexo, ni tu edad, ni tu condición física actual.

El deber de todas las personas naturales y jurídicas de utilizar prácticas correctas en la generación, 
manejo y tratamiento de desechos domésticos, industriales y agrícolas y en el uso de cualquier tipo de 
sustancias químicas y hormonales que puedan contaminar los suelos o los cultivos.

Es necesario darle la importancia que merece al manejo de la basura; dentro de ello, 
algunas opciones que se presentan es la aplicación de las 3R: reducir, reutilizar y reciclar. 
Son muchas las razones por las cuales habría que reciclar los desperdicios, y entre ellas 
está el ahorro de recursos, el cual está muy relacionado con la disminución de costos, que 
en el ambiente de crisis actual toma especial relevancia. 

Se obtienen significativos ahorros de energía y agua, ya que se requiere una cantidad 
mucho menor de estos componentes para el proceso de reciclaje que para la producción 
a partir de materia nueva. En el mismo caso de la fabricación de acero a partir del reciclaje 
de chatarra, se genera un 74% de ahorro de energía en procesos de producción. 

Estos beneficios y muchos más dependen exclusivamente de nuestra actitud, siendo 
adultos somos los únicos responsables de nuestro bienestar al elegir día a día los alimentos 
que ingerimos para enfrentar con energía todas nuestras obligaciones, trabajo, estudio etc.

1.7. LOGRAR EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL PAÍS

Para ello es necesario el diseñar y ejecutar políticas y estrategias nacionales de 
desarrollo sostenible. Nuestro país posee ingentes recursos naturales y un patrimonio 
cultural que debe proteger. El establecimiento de una política nacional de desarrollo 
sostenible contribuirá a que el país tenga más facilidades para identificar e implementar 
soluciones a los complejos problemas que la aquejan.
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El Gobierno debe suministrar el marco necesario para facilitar la implementación de 
una estrategia de desarrollo sostenible, comprometiéndose a velar por que se formulen las 
disposiciones adecuadas para proteger el medio ambiente y asegurar el uso sostenible y racional 
de sus recursos naturales. Algunas de las actividades prioritarias en marcha son las siguientes: 

• 	 Fortalecer las instituciones ambientales; 
• 	 Introducir mecanismos de protección ambiental con recuperación de costos;
• 	 Incrementar la toma de conciencia pública mediante la educación y capacitación;
•	  Brindar un marco legal y reglamentario adecuado, mediante la revisión y prepara-

ción de la legislación ambiental y en materia de planificación;
• 	 Fortalecer los mecanismos e instituciones de supervisión y aplicación; 
• 	 Usar tecnología apropiada y nuevas inversiones;
• 	 Velar por que el medio ambiente pase a ser el pilar de la planificación integrada del 

desarrollo.

2. ÁMBITO DE LA LEY GENERAL DEL AMBIENTE 
 
Las disposiciones contenidas en la presente Ley, así como en sus normas 

complementarias y reglamentarias son de obligatorio cumplimiento para toda persona 
natural o jurídica, pública o privada, dentro del territorio nacional, el cual comprende el 
suelo, subsuelo, el dominio marítimo, lacustre, hidrológico e hidrogeológico y el espacio 
aéreo (art. 2 DE LA Ley General del Ambiente).

A) TERRITORIO NACIONAL

Con el nombre de territorio nacional se conoce al concepto geográfico que se refiere 
a la porción de superficie que pertenece a un determinado país y sobre la cual un Estado 
ejerce soberanía. El latín territorium, territorio es la porción de superficie terrestre que 
pertenece a una ciudad, una provincia, una región, un país, etc. 

Este criterio no sólo se trata de un espacio terrestre, que ocupa personas o habitantes 
de esa zona sino también de uno aéreo y de otro marítimo, en caso que el país tenga costas. 
El territorio nacional está comprendido dentro de las fronteras de una nación, y sujeto a 
su jurisdicción. El territorio nacional se divide en diversas  entidades subnacionales, que 
pueden ser, por ejemplo, localidades, ciudades, provincias y regiones. Estas divisiones 
político-administrativas suelen contar con una administración local que, de una forma u 
otra, responde a la administración nacional, aunque bien el grado de autonomía de estas 
divisiones depende de la legislación de cada país.

La Constitución establece que el territorio del Estado es inalienable e inviolable. Comprende 
el suelo, el subsuelo, el dominio marítimo, y el espacio aéreo que los cubre (artículo 54).  

B) SUELO 

El suelo es el área sobre la cual se sostiene el hombre en su vida natural, así como el 
sostén de toda manifestación de vida vegetal. Cada país posee un suelo, caracterizado por 
su accidentada geografía, el clima, los movimientos telúricos, erupciones volcánicas, etc.112 

112.	 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl, Los delitos contra el Medio Ambiente, Edit. Rodhas, lº ed., marzo 2010., p.135
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Nos dice ANDALUZ WESTREICHER113 que debemos diferenciar suelo y tierra (el primero 
sería el género y el segundo la especie) debiendo entender por suelo a todo espacio capaz 
de soportar la fuerza de gravedad; mientras que tierra debe aplicarse como aquel suelo 
con aptitud para el cultivo, ganadería y forestería, lo que se denominaría como “suelo 
renovable”.

Se denomina suelo a la parte superficial de la corteza terrestre, biológicamente activa, 
que tiende a desarrollarse en la superficie de las rocas emergidas por la influencia de la 
intemperie y de los seres vivos (meteorización).

El suelo es considerado como uno de los recursos naturales más importantes, de ahí la 
necesidad de mantener su productividad, para que a través de él y las prácticas agrícolas 
adecuadas se establezca un equilibrio entre la producción de alimentos y el acelerado 
incremento del índice demográfico.

El suelo es esencial para la vida, como lo es el aire y el agua, y cuando es utilizado de 
manera prudente puede ser considerado como un recurso renovable. Es un elemento de 
enlace entre los factores bióticos y abióticos y se le considera un hábitat para el desarrollo 
de las plantas.

Gracias al soporte que constituye el suelo es posible la producción de los recursos 
naturales, por lo cual es necesario comprender las características físicas y químicas para 
propiciar la productividad y el equilibrio ambiental (sustentabilidad).

Los suelos constan de cuatro grandes componentes: materia mineral, materia 
orgánica, agua y aire; la composición volumétrica aproximada es de 45, 5, 25 y 25%, 
respectivamente.

Los constituyentes minerales (inorgánicos) de los suelos normalmente están 
compuestos de pequeños fragmentos de roca y minerales de varias clases. Las cuatro 
clases más importantes de partículas inorgánicas son: grava, arena, limo y arcilla.

La materia orgánica del suelo representa la acumulación de las plantas destruidas y 
resintetizadas parcialmente y de los residuos animales. La materia orgánica del suelo se 
divide en dos grandes grupos:

A. Los tejidos originales y sus equivalentes más o menos descompuestos.

B. El humus, que es considerado como el producto final de descomposición de la 
materia orgánica.

La arcilla y el humus son el asiento de la actividad del suelo; estos dos constituyentes 
existen en el llamado estado coloidal. Las propiedades químicas y físicas de los suelos 
son controladas, en gran parte, por la arcilla y el humus, las que actúan como centros 
de actividad a cuyo alrededor ocurren reacciones químicas y cambios nutritivos114.  

113.	 ANDALUZ  WESTREICHER,   Carlos,  Manual  de Derecho Ambiental,  2º   ed., Edit. lustitia, Lima, 2009. P.143. 
114.	 DE LA FUENTE SILVA, Leopoldo, El suelo; http://www.monografias.com/trabajos6/elsu/elsu.shtml#ixzz31YB7iP1z
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C) SUBSUELO 

El subsuelo es la parte que se sitúa por debajo del suelo, la corteza que adquiere 
prolongadas dimensiones, donde por lo general no resulta viable la vida de los seres 
vivientes. Se dice que es el terreno que está debajo de la capa labrantía o laborable, o en 
general debajo de una capa de tierra. 115 

Bajo el término subsuelo se conoce a todo aquello que se ubica por debajo de la 
superficie terrestre y que conforma el espacio inmediatamente posterior a esta en lo 
que respecta a las capas geológicas de la Tierra. El subsuelo es lo que está abajo del 
suelo, según su explicación etimológica, y, dependiendo de la región del planeta a la que 
hagamos referencia, el mismo podrá estar en estado más o menos natural o más o menos 
transformado por la acción del ser humano. 116 

En realidad, la deforestación o degradación del suelo renovable, puede o no afectar el 
subsuelo, aunque en la praxis, los principales conflictos relacionados con el subsuelo los 
podemos encontrar en casos de concesiones y regalías mineras.

El subsuelo ocupa, como lo indica el vocablo, el estrato situado inmediatamente debajo 
del suelo o capa arable; forman parte de su composición, rocas y minerales de todo tipo. 
De ese subsuelo, que el hombre ha explorado solo una mínima porción (las más profundas 
perforaciones petrolíferas llegan a 6.000 m), se extraen los elementos esenciales para el 
desarrollo de las industrias que promueven el progreso de las naciones: petróleo, hulla, 
hierro, combustibles nucleares, etc. 117 

Cuando hablamos de subsuelo es inevitable señalar que en muchos espacios este 
puede verse severamente alterado por la acción del hombre. Esto es especialmente así 
en zonas urbanas en las que construcciones subterráneas que poseen diferentes fines 
son emplazadas bajo tierra (tales como sistemas de canales, subterráneos, sistemas de 
comunicación, etc.). Esto significa que el subsuelo como espacio modificable se vuelve 
también esencial en los centros urbanos y prescindir del mismo es simplemente imposible.118  

D) DOMINIO MARÍTIMO

La Constitución del Perú de 1993 establece, bajo el Título referido al “Estado y la Nación”, 
art. 54º que el dominio marítimo del Estado comprende el mar adyacente a sus costas, así 
como su lecho y subsuelo, hasta la distancia de doscientas millas marinas medidas desde 
las líneas de base que establece la ley, y que en dicho espacio el Estado ejerce soberanía 
y jurisdicción sin perjuicio de las libertades de comunicación internacional, de acuerdo con 
la ley y los tratados ratificados por el Estado.

Históricamente, desde la dación del Decreto Supremo Nº 781 de 1 de agosto de 1947 
hasta la actualidad, el Perú nunca ha reivindicado ni tenido un mar territorial de 200 millas. 
Consecuentemente, el dominio marítimo hasta la distancia de doscientas millas a que 

115.	 CALDAS VERA, J.; Delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente, en Lecciones de Derecho penal. Parte 
Especial, Universidad externado de Colombia, 2003; p.80

116.	 http://www.definicionabc.com/medio-ambiente/subsuelo.php#ixzz31YBlluUl
117.	 LAMADRID UBILLÚS, Alejandro; El derecho ambiental en el Perú, Grijley, Lima. 2011, p.209.
118.	 http://www.definicionabc.com/medio-ambiente/subsuelo.php#ixzz31YBvdZgr
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hace referencia el citado artículo 54º de la Constitución no se refiere a un mar territorial 
de doscientas millas. El “dominio marítimo” es en cambio una figura sui generis, que fue 
adoptada en la Constitución de 1979 y luego recogida en la Constitución de 1993, como 
fórmula legal que permitiera al Perú llegar a ser parte en la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, que establece diferentes zonas marítimas en las que 
los Estados ejercen derechos hasta las 200 millas. No obstante, a nivel interno existen 
quienes equivocadamente asimilan el concepto de dominio marítimo a un mar territorial 
de doscientas millas y, en ese entendido, se oponen firmemente a la Convención. Como 
consecuencia de ello, hasta el momento el Perú no ha tomado la decisión de adherir a este 
instrumento internacional. 119 

Mantener la figura su¡ generis del “dominio marítimo” sin adecuar su contenido a la 
normatividad internacional no contribuye al tratamiento apropiado ni a la debida protección 
de los intereses marítimos del Perú, debido a que internacionalmente se desconocen los 
verdaderos alcances de este concepto, al no existir antecedentes próximos del mismo en 
el Derecho del Mar. 

A nivel internacional, una amplia mayoría de Estados se rige por un código común, que 
es la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de la cual forman parte 
145 Estados. En la América Latina son Parte, entre otros, Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Costa Rica, Cuba, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y 
Uruguay. Asimismo son países integrantes de la Convención gran número de estados de la 
Cuenca del Pacífico, incluyendo Japón, República de Corea, China y la Federación Rusa. 
También los países de la Unión Europea son Estados Parte. En cuanto a Estados Unidos, 
la adhesión a la Convención fue aprobada por la Comisión de Relaciones Exteriores del 
Senado de ese país, encontrándose pendiente de consideración por el pleno de dicha 
Cámara. En cuanto a Ecuador, el Tribunal Constitucional ha remitido al Congreso su informe 
favorable para la aprobación de dicho instrumento. 120 

Mar de Grau es la denominación oficial del dominio marítimo del Perú en el océano 
Pacífico, es decir, de los espacios marítimos sobre los que ejerce soberanía y jurisdicción. 
Su nombre hace referencia a Miguel Grau, máximo héroe peruano de la Guerra del Pacífico.

No es propiamente un mar en el concepto que da la Organización Hidrográfica 
Internacional, esto es, geográfico, sino un mar en sentido jurídico y político. El Mar de Grau 
posee una gran variedad de recursos hidrobiológicos y minerales.121  

Aguas marítimas. Son aquellas que bordean los mares, los océanos, que cubren 
grandes espacios territoriales; aquellas que circundan los continentes, que en 
algunos casos describen la circunscripción territorial de algunas naciones (isla). En 
esta nomenclatura, podemos identificar las aguas libres y las aguas adyacentes; las 
primeras no están sometidas a jurisdicción soberana de ningún Estado; y las segundas, 
son las que bañan el litoral de una determinada nación, por lo que aquella asume 
plena soberanía sobre su extensión, en concreto sobre la Zona Económica exclusiva. 
Las doscientas millas marinas en el caso del Perú, según se consagra en el art. 54 de 
nuestra Constitución Política.

119.	 http://convemar.com/dominio-maritimo-del-peru.htm
120.	 http://convemar.com/dominio-maritimo-del-peru.htm
121.	 http://es.wikipedia.org/wiki/Mar_de_Grau



INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO AMBIENTAL: Análisis y Comentario de la Ley General del Ambiente86

Aguas subterráneas. Agua existente debajo de la superficie terrestre en una zona de 
saturación, donde los espacios vacíos del suelo están llenos de agua.122 

E) DOMINIO LACUSTRE

Llámese así a la jurisdicción que un Estado ejerce sobre los lagos, si es interno no 
presenta problemas, pero cuando los lagos bañan más de un Estado, están bajo dominio y 
jurisdicción de los fronterizos. Es parte del dominio territorial de un Estado.

El Dominio Fluvial esta está formada por los ríos y cursos de agua situados en la 
jurisdicción territorial del Estado, sus estrechos y costas, localizada en los límites de su 
jurisdicción territorial.

La doctrina y las legislaciones, son prácticamente unánimes en distinguir los bienes de 
dominio público lacustre, sobre la base de cuál es su finalidad o de qué bien se trata. El 
dominio público lacustre, es donde el estado ejerce su soberanía sobre el llamado “territorio 
lacustre”, es decir, aquel formado por extensiones de agua rodeadas de tierra firme que 
cubren parte del territorio estatal.

La administración de un río abierto a la libre navegación suscita numerosos problemas: 
el régimen aduanero, el pilotaje, los reglamentos de puerto, las tasas, etc. La norma general 
es que en principio la administración de cada sector del río es ejercida por el respectivo 
ribereño. Una fórmula que ha llegado a evitar problemas, sobre todo en los ríos europeos 
donde la concentración de la navegación es muy grande, consiste en el establecimiento de 
comisiones internacionales de administración fluvial.

Se habla de ríos Nacionales e Internacionales: los Nacionales están subordinados 
en carácter absoluto al Estado territorial; pero, puede mediante Tratados Internacionales 
darse la oportunidad para que otros Estados se beneficien de los mismos. Los ríos 
Internacionales se clasifican en contiguos y sucesivos. Son contiguos, aquellos cuyo 
curso de agua se sitúa a lo largo de la frontera de Estados limítrofes. Los sucesivos 
atraviesan los límites jurisdiccionales de varios Estados o simplemente de los Estados 
vecinos.123

Aguas Blancas. Aguas de arroyos o ríos que acarrear grandes cantidades de 
sedimentos y depósitos aluviales ricos en barro. Se originan en áreas de suelos fértiles y 
son completamente opacas y generalmente marrón pálido.

Aguas Contaminadas. Aguas de ríos y arroyos sin sedimentos ni colores oscuros 
debido a la presencia de ácidos orgánicos.

Aguas Duras. Son las aguas que contienen calcio o magnesio disueltos, no hacen 
espuma con el jabón a menos que se eliminen los iones de calcio. Las aguas duras 
temporales contienen bicarbonatos de calcio o de magnesio. Estas pueden suavizarse 
hirviéndolas o agregándoles sosa de blanquear.

122.	 PENA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl, Los delitos contra el Medio Ambiente, Edit. Rodhas, lº ed., marzo 2010. P.136.
123.	 http://prezi.com/zei6ndyxjnqi/dominio-lacustre-y-fluvial/
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Agua Potable. Agua que puede beberse sin riesgos para la salud. Normalmente es 
tratada o potabilizada para el consumo humano.124  

Aguas Residuales. Son las contaminadas por la dispersión de desechos humanos, 
procedentes de los usos domésticos, comerciales o industriales. Llevan disueltas materias 
coloidales y sólidas en suspensión. Su tratamiento y depuración constituyen el gran reto 
ecológico de los últimos años por la contaminación de los ecosistemas. Sinónimo de aguas 
negras.

Aguas Servidas. Aguas de desechos de diferentes usos, sea industrial urbano, etc., 
que pueden estar contaminadas.

Aguas Superficiales. Aguas situadas sobre el nivel freático, como por ejemplo, lagos, 
ríos, etc.125  

F) DOMINIO HIDROLÓGICO 

En la actualidad la hidrología tiene un papel muy importante en el planeamiento del 
uso de los Recursos Hidráulicos, y ha llegado a convertirse en parte fundamental de los 
proyectos de ingeniería que tienen que ver con suministro de agua, disposición de aguas 
servidas, drenaje, protección contra la acción de ríos y recreación. 126 

Los estudios hidrológicos son fundamentales para:

•	 El diseño de obras hidráulicas, para efectuar estos estudios se utilizan frecuente-
mente modelos matemáticos que representan el comportamiento de toda la cuenca 
sustentada por la obra en examen;

•	 La operación optimizada del uso de los recursos hídricos en un sistema complejo 
de obras hidráulicas, sobre todo si son de usos múltiples. En este caso se utilizan 
generalmente modelos matemáticos conceptuales, y se procesan en tiempo real;

•	 El correcto conocimiento del comportamiento hidrológico de como un río, arroyo, o 
de un lago es fundamental para poder establecer las áreas vulnerables a los even-
tos hidro meteorológicos extremos;

•	 Prever un correcto diseño de infraestructura vial, como caminos, carreteras, ferro-
carriles, etc.

G) DOMINIO HIDROGEOLÓGICO 

La hidrogeología es una rama de las ciencias geológicas (dentro de la Geodinámica 
Externa), que estudia las aguas subterráneas en lo relacionado con su circulación, sus 
condicionamientos geológicos y su captación. Estudia el origen y la formación de las aguas 
subterráneas, las formas de yacimiento, su difusión, movimiento, régimen y reservas, su 
interacción con los suelos y rocas, su estado (líquido, sólido y gaseoso) y propiedades 
(físicas, químicas, bacteriológicas y radiactivas); así como las condiciones que determinan 
las medidas de su aprovechamiento, regulación y evacuación.127

124.	 ANDALUZ  WESTREICHER,   Carlos,  Manual  de Derecho Ambiental,  2º   ed., Edit. lustitia, Lima, 2009. P.101.
125.	 ANDALUZ  WESTREICHER, ob.cit. 
126.	 http://es.wikipedia.org/wiki/Hidrolog%C3%ADa
127.	 MIJAILOV, L. 1985. Hidrogeología. Editorial Mir. Moscú, Rusia, p. 285
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 Actualmente los estudios hidrogeológicos son de especial interés no solo para 
la provisión de agua a la población sino también para entender el ciclo vital de ciertos 
elementos químicos, como así también para evaluar el ciclo de las sustancias contaminantes, 
su movilidad, dispersión y la manera en que afectan al medio ambiente, por lo que esta 
especialidad se ha convertido en una ciencia básica para la evaluación de sistemas 
ambientales complejos.128  

H) ESPACIO AÉREO.

El dominio aéreo está formado por el espacio que circunda al territorio hasta el infinito, 
siendo objeto de estudio en este dominio las aeronaves y la radiografía. Espacio aéreo es 
una porción de la atmósfera terrestre, tanto sobre tierra como sobre agua, regulada por 
un país en particular. Existen cuatro tipos de espacio aéreo: controlado, no controlado, 
espacio aéreo de uso especial, y otros. El tipo de espacio aéreo es definido dependiendo 
del movimiento de aeronaves, el propósito de las operaciones que aquí se conducen, y el 
nivel de seguridad requerido.

El espacio aéreo controlado es un espacio aéreo con dimensiones definidas en el cual 
hay un servicio de control de tráfico aéreo para vuelos IFR (Instrumental Flight Rules o 
Reglas de Vuelo Instrumental) y para vuelos VFR (Visual Flight Rules o Reglas de Vuelo 
Visual) según la clasificación de éste.

El espacio aéreo controlado es también un espacio aéreo en donde todos los pilotos 
están sujetos a ciertos requisitos, reglas de operación y requerimientos para sus aeronaves.

Que serían 12 millas náuticas (22,2 km) hacia el exterior de la línea de costa. El 
espacio aéreo que queda fuera de esta línea se considera espacio aéreo internacional, 
análogamente a la declaración de “aguas internacionales” en la ley marítima. De todas 
formas un país puede, mediante acuerdos internacionales, asumir la responsabilidad de 
controlar regiones del espacio aéreo internacional.129  

Su elemento constitutivo es el espacio aéreo y el cual es según nuestra legislación “el 
que cubre el territorio de la República hasta el límite exterior del mar territorial”.

Se depende de esta discriminación legal la existencia de dos clases de espacios: el 
nacional, que es aquel que acabamos de nombrar; y el internacional es aquél que cubre 
extensiones del espacio terrestre que no pertenecen a nadie.

Es evidente que el espacio aéreo nacional pertenece a la soberanía del Estado 
subyacente en tanto que el internacional es del libre uso de todos los Estados.

Entonces este dominio viene dado por la capacidad de espacio que tengamos.130  

El mar peruano posee ingentes recursos naturales no solo ictiológicos y guaneros sino 
también minerales. Hacia el Oeste, el mar es nuestra línea de defensa en caso de agresión 
extranjera.

128.	 http://es.wikipedia.org/wiki/Hidrogeolog%C3%ADa
129.	 http://es.wikipedia.org/wiki/Espacio_a%C3%A9reo
130.	 http://www.monografias.com/trabajos5/domaere/domaere.shtml#ixzz31YG56qLT
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Importancia de nuestro mar a nivel internacional a través del Decreto Supremo de las 
200 millas marítimas, firmado el 1 de agosto de 1947. En nuestro país las 200 millas se 
perfeccionaron por actos de derecho interno (Ley de aeronáutica y civil, ley orgánica de la 
Marina de Guerra del Perú).

3. ROL DEL ESTADO EN MATERIA AMBIENTAL 

El Estado, a través de sus entidades y órganos correspondientes, diseña y aplica 
las políticas, normas, instrumentos, incentivos y sanciones que sean necesarios para 
garantizar el efectivo ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones y 
responsabilidades contenidas en la presente Ley 8art. 3 de la LGA). 

A partir de la Conferencia de las Naciones Unidas, realizada en Estocolmo en 1972, 
se acordó luchar contra la contaminación del Medio Ambiente. Conscientes de que la 
actividad humana está dañando nuestro planeta, a los Estados les ha llegado la hora de 
actuar a fin de reducir estos efectos.

El grado de compromiso que los Estados asuman es vital para alcanzar este objetivo, 
pero el desafío no es sencillo, ya que enfrentan el dilema de atender los intereses de 
diferentes grupos que demandan la satisfacción de sus necesidades presentes, con los 
escasos recursos que administran, sin comprometer la posibilidad de que las generaciones 
futuras cubran sus propias necesidades.

El rol del Estado en la solución de los problemas ambientales se ha tornado cada vez 
más importante. La acción estatal y la regulación jurídica en materia de medio ambiente 
y recursos naturales se ha acentuado en los últimos años, tanto en el plano interno como 
externo.

Frente a esta exigencia los Estados, en muchos casos presionados por la sociedad 
civil, están ya hace varias décadas en una búsqueda permanente de políticas ambientales 
y mecanismos de gestión, asumiendo, tareas de planificación del desarrollo, tratando 
de hacerlo compatible con las consecuencias ecológicas e imponiéndose como deber 
preservar para las generaciones presentes y futuras un ambiente sano, ecológicamente 
equilibrado, que garantice al hombre un pleno desarrollo de sus facultades humanas. En la 
práctica esa preocupación y las acciones asumidas por los Estados no arrojan a un saldo 
satisfactorio. 

La responsabilidad de los Estados y su papel en la solución de los problemas ambientales 
ha sido incorporada en sus estructuras jurídicas. En muchos casos la incorporación se 
ha producido en sus constituciones como en el caso peruano tanto en la Constitución 
Política de 1979 como en la Constitución de 1993. Además de leyes importantes como 
la Ley General del Ambiente, la Ley Orgánica para el Aprovechamiento Sostenible de los 
Recursos Naturales, o en la creación de estructuras especializadas como lo es el Ministerio 
del Ambiente y dependencias sectoriales así como en otros niveles de gobierno, como es el 
caso de los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales. Como podemos ver, al menos 
en términos formales, se asigna al Estado un papel decisivo en la gestión ambiental y la 
solución de los problemas ecológicos. Específicamente en el caso peruano no podemos 
dejar de expresar nuestra preocupación por la enorme distancia existente entre lo formal y 
lo real en materia de gestión ambiental. La existencia de un Ministerio del Ambiente y una 
serie de organismos, ente ellos la Oficina de Evaluación y Fiscalización Ambiental –OEFA, 
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sin una claridad en su accionar lo único que acabara generando en los ciudadanos es una 
falsa impresión que existe una institucionalidad que enfrentara con éxito los problemas 
ambientales del país sin presagiar que de seguir así podemos llegar a situaciones de 
daños irreversibles.131  

4. TRIBUTACIÓN Y EL AMBIENTE 

El diseño del marco tributario nacional considera los objetivos de la Política Nacional Ambiental, 
promoviendo particularmente, conductas ambientalmente responsables, modalidades de 
producción y consumo responsable de bienes y servicios, la conservación, aprovechamiento 
sostenible y recuperación de los recursos naturales, así como el desarrollo y uso de tecnologías 
apropiadas y de prácticas de producción limpia en general (art. 4 de la LGA). 

La norma busca promover conductas ambientalmente  responsables,  modalidades de 
producción y consumo responsable de bienes y servicios, la conservación,  aprovechamiento  
sostenible  y  recuperación  de los  recursos  naturales, así como  el desarrollo y uso de 
tecnologías  apropiadas y de prácticas de producción  limpia   en general.

Nos encontramos con una normativa ambiental que busca generar una normativa 
tributaria ambiental, para crear los tributos ambientales, como necesarios y más eficaces 
que las sanciones administrativas y penales.132 

 
No obstante, en el plano del Derecho tributario aún no se ha tomado en cuenta dicha 

necesidad, debido a que no se conoce mucho sobre su estructura y su finalidad extrafiscal. 
Del mismo modo, porque implica un coste que debe asumir las empresas y ciudadanos 
que contaminan, debido a que es confundido con un tributo más.133  

 
5. PATRIMONIO DE LA NACIÓN 

Los recursos naturales constituyen Patrimonio de la Nación. Su protección y conservación 
pueden ser invocadas como causa de necesidad pública, conforme a ley (art. 5 de la LGA). 

La Constitución establece en el artículo 21: Los yacimientos y restos arqueológicos, 
construcciones, monumentos, lugares, documentos bibliográficos y de archivo, objetos artísticos 
y testimonios de valor histórico, expresamente declarados bienes culturales, y provisionalmente 
los que se presumen como tales, son patrimonio cultural de la Nación, independientemente de 
su condición de propiedad privada o pública. Están protegidos por el Estado. La ley garantiza 
la propiedad de dicho patrimonio. Fomenta conforme a ley, la participación privada en la 
conservación, restauración, exhibición y difusión del mismo, así como su restitución al país 
cuando hubiere sido ilegalmente trasladado fuera del territorio nacional.

6. LIMITACIONES AL EJERCICIO DE DERECHOS

El marco legal establece una limitación en el desenvolvimiento del accionar de empresas, 
instituciones y personas, supeditándolas a los intereses ambientales nacionales. Así reza 

131.	 VALDEZ MUÑOZ, Walter Leonardo; La gestión ambiental como función del estado, http://blog.pucp.edu.pe/
item/114651/la-gestion-ambiental-como-funcion-del-estado

132.	 ACOLCA ESTARES, Daniel; Derecho Tributario Ambiental, Academia Internacional de Derecho Tributario, Grijley, p.28. 
133.	 YACOLCA, ob.cit. 
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el art. 6º de la LGA: “El ejercicio de los derechos de propiedad y a la libertad de trabajo, 
empresa, comercio e industria, están sujetos a las limitaciones que establece la ley en 
resguardo del ambiente.”

7. CARÁCTER DE ORDEN PÚBLICO DE LAS NORMAS AMBIENTALES 

Las normas ambientales, incluyendo las normas en materia de salud ambiental y de 
conservación de la diversidad biológica y los demás recursos naturales son de orden público. 
Es nulo todo pacto en contra de lo establecido en dichas normas legales (art. 7 de la LGA). 

Se entiende que una norma se llama de orden público cuando responde a un interés 
general, colectivo, por oposición a las cuestiones de orden privado, en las que sólo juega 
un interés particular. Por eso las leyes de orden público son irrenunciables, imperativas: por 
el contrario las de orden privado son renunciables, permisivas y confieren a los interesados 
la posibilidad de apartarse de sus disposiciones y sustituirlas por otras. Se entiende que 
las leyes de orden público son aquellas en las que están interesadas de una manera muy 
inmediata y directa, la paz y la seguridad sociales, las buenas costumbres, un sentido 
primario de la justicia y la moral. Dicho en otras palabras, las leyes fundamentales y básicas 
que forman el núcleo sobre el que está estructurada la organización social.  Por ello, estas 
leyes no pueden ser dejadas sin efecto por acuerdo de las partes en sus contratos. 

El diseño, aplicación, interpretación e integración de las normas señaladas en el 
párrafo anterior, de carácter nacional, regional y local, se realizan siguiendo los principios, 
lineamientos y normas contenidas en la presente Ley y, en forma subsidiaria, en los 
principios generales del derecho.

8. POLÍTICA NACIONAL DEL AMBIENTE

El proceso del desarrollo sostenible tiene, en el derecho ambiental, una herramienta 
muy efectiva que se ha convertido en un recurso central entre muchos de los instrumentos 
de derechos humanos disponibles para la acción civil. El estado, los grupos ambientales 
y la población local se beneficiaron de la constitución de un discurso y práctica de 
derechos ambientales y humanos a nivel internacional. Este discurso de derecho ambiental 
internacional fue la base legal, a partir de la cual, las organizaciones y los gobiernos 
derivaron apoyo para el desarrollo de políticas ambientales nacionales.

La existencia de legislación ambiental en cada país, incluso en la forma de declaraciones 
generales, sirvió como una base a partir de la cual desarrollar regulaciones ambientales 
más estrictas. 

La Política Nacional del Ambiente constituye el conjunto de lineamientos, objetivos, 
estrategias, metas, programas e instrumentos de carácter público, que tiene como 
propósito definir y orientar el accionar de  las entidades del gobierno nacional, regional 
y local; y del sector privado y de la sociedad civil, en materia ambiental. Las políticas y 
normas ambientales de carácter nacional, sectorial, regional y local se diseñan y aplican 
de conformidad con lo establecido en la Política Nacional del Ambiente y deben guardar 
concordancia entre sí (art 8 de la LGA). 

Las regulaciones ambientales juegan un papel inicial en establecer las reglas 
básicas para la prevención, manejo y minimización de problemas ambientales. Pero las 
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decisiones políticas toman en cuenta un rango más amplio de factores, tales como el 
probable impacto de la decisión en áreas relacionadas del escenario político, los costos 
económicos involucrados y las posibles respuestas sociales y políticas. La evaluación de 
nuevas propuestas de política requiere que se examinen las respuestas a los resultados de 
política previos, en términos de su contribución a la minimización y resolución del conflicto 
ambiental.134  

Las estrategias conciliatorias mantienen abierta la puerta de la negociación directa 
mientras que las propuestas intransigentes tienden a recurrir a la presencia del Estado 
como mediador y decisor de política. También se nota que las propuestas intransigentes 
juegan el rol de convertirse en el extremo radical de una eventual negociación, donde las 
estrategias conciliatorias juegan el papel de acercar a las partes a negociar y eventualmente 
a lograr un acuerdo.135  

8.1. PROCESO ESTRATÉGICO DE DESARROLLO DEL PAÍS

La Política Nacional del Ambiente es parte integrante del proceso estratégico de 
desarrollo del país. Es aprobada por Decreto Supremo refrendado por el Presidente del 
Consejo de Ministros. Es de obligatorio cumplimiento (art. 8 de la LGA).

El Perú es un país que posee importantes recursos naturales, los cuales han marcado 
su historia económica, social y política, y configurado una economía sustentada en esa 
riqueza. A pesar de ello, desde hace mucho tiempo se ha dejado de realizar la evaluación 
de nuestros recursos naturales, la que es indispensable para asegurar su aprovechamiento 
sostenido. Asimismo, existen diversos problemas de deterioro del ambiente vinculados con 
el círculo vicioso de la pobreza. En la búsqueda de asegurarse la subsistencia, los pobres 
ejercen una fuerte presión sobre los recursos naturales y el ambiente ocasionándoles 
procesos intensos de deterioro, lo que les afecta en dos sentidos: reducen los recursos 
naturales indispensables para sus actividades productivas (suelos, agua, bosques, fauna, 
pesca, etcétera), y tienen un fuerte impacto sobre su salud y la calidad de vida por el 
impacto de la contaminación y la congestión en las ciudades. El acelerado y desorganizado 
crecimiento urbano es uno de los problemas relacionados con la pobreza rural que origina 
la migración hacia las ciudades, y que se manifiesta en severos problemas ambientales en 
las zonas urbanas, donde vive cerca del 70% de la población peruana.

La propuesta del Plan Estratégico de Desarrollo Nacional 2021 concibe el ejercicio 
universal de los derechos fundamentales por las personas como la finalidad esencial de 
toda sociedad humana. Esto es reconocido en el primer artículo de la Constitución, donde 
se establece que “La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el 
fin supremo de la sociedad y del Estado”. De allí que el primer objetivo nacional del Plan 
Perú 2021, que determina y orienta el sentido que se le quiere proporcionar a la propuesta 
de este Plan de largo plazo, es lograr la vigencia plena de los derechos fundamentales y 
de la dignidad de las personas. Ello requiere erradicar la pobreza y la pobreza extrema, y 
eliminar las barreras sociales, de género, culturales y de todo tipo que limitan las libertades 
humanas y la posibilidad de que todas las personas puedan realizar su máximo potencial 

134.	 SORIA, Carlos; MCS. Lecciones de política ambiental en Ecuador y Perú, en Programa de estudios ibéricos y 
latinoamericanos  Universidad Flinders de Australia del Sur, 1990s. Petroleras, áreas naturales protegidas y pueblos 
indígenas en la Amazonía. p. 1 al 41.

135.	 SORIA; ob.cit. 
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como seres humanos. Este objetivo es concordante con la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, que reconoce a la libertad, la justicia, la paz 
y la dignidad intrínseca de las personas como derechos iguales e inalienables de todos los 
miembros de la familia humana.

Entre las actividades consideradas claves para diversificar la estructura productiva y 
promover las industrias basadas en el conocimiento y la tecnología comprenden entre otras 
la agricultura ecológica y las agroindustrias de exportación; la exportación de energía con 
fuentes renovables; la pesca y la acuicultura marítima y continental, así como sus industrias de 
transformación; la producción y la transformación para la exportación de celulosa y maderas 
con base en la reforestación de zonas andinas y selváticas, lo que además permitiría la 
obtención de bonos de carbono. Se incluye también los servicios de turismo cultural y de 
aventura, de turismo gastronómico y de salud, y otros que se identificarán en el camino.

La enorme riqueza natural de nuestro país y su relevancia para el crecimiento económico 
justifican considerar su sostenibilidad en el Plan Perú 2021. Al respecto, se plantea también 
como objetivo nacional lograr un aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y un 
ambiente que permita una buena calidad de vida para las personas. Por un lado, se busca 
garantizar que las actividades económicas, especialmente las industrias extractivas, se 
realicen en las mejores condiciones ambientales que posibilita la tecnología moderna, y al 
mismo tiempo se propone aprovechar la biodiversidad y los recursos renovables del Perú para 
impulsar el desarrollo de nuevas actividades económicas inclusivas, de alto valor agregado y 
sostenible. Por otro lado, se prioriza la recuperación de la calidad ambiental en las ciudades, 
con un adecuado manejo y tratamiento de los residuos líquidos, gaseosos y sólidos. El Plan Perú 
2021 se plantea superar la tensión entre crecimiento económico y sostenibilidad ambiental, 
propiciando un desarrollo sostenible que permita compatibilizar la necesidad indispensable de 
lograr un crecimiento económico sostenido con la conservación de los recursos naturales y una 
buena calidad ambiental para las generaciones presentes y futuras.

El Plan Perú 2021 involucra una decisiva participación privada no solo en la gestión del 
desarrollo, mediante la inversión en actividades productivas, infraestructura y servicios, 
sino incluso desde la formulación de la política de desarrollo, mediante procesos de 
participación y mecanismos de concertación. En tal sentido, se considera que la visión de 
futuro compartida se alcanzará únicamente si esta se encarna en la sociedad civil, y los 
actores sociales se organizan y se movilizan para hacerla realidad.

8.2. OBJETIVO DE  LA POLÍTICA NACIONAL DEL AMBIENTE 

La Política Nacional del Ambiente tiene por objetivo mejorar la calidad de vida de las 
personas, garantizando la existencia de ecosistemas saludables, viables y funcionales 
en el largo plazo; y el desarrollo sostenible del país, mediante la prevención, protección 
y recuperación del ambiente y sus componentes, la conservación y el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, de una manera responsable y congruente con el 
respeto de los derechos fundamentales de la persona (art. 9 de la LGA). 

8.3. CALIDAD DE VIDA DE LAS PERSONA

Un requisito fundamental para alcanzar los objetivos señalados es lograr una economía 
competitiva que permita la generación masiva de empleos con alta productividad. En 
relación con esto, se reconoce a los mercados internacionales como la principal fuente de 
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oportunidades para el desarrollo económico, y a los recursos naturales como la principal 
riqueza que posee el Perú, razón por la cual la estrategia de desarrollo debe impulsar su 
uso sostenible con inversión nacional y extranjera.

Para garantizar los derechos fundamentales a todos los peruanos se requiere 
políticas que busquen lograr la equidad social, lo que implica asegurar la igualdad de 
oportunidades para todos y el acceso universal a los servicios básicos. Esto incluye en 
particular la igualdad de oportunidades para el acceso a una buena educación y salud, 
a una adecuada alimentación, así como a los servicios de agua y desagüe, electricidad 
y telecomunicaciones. En esta materia, el Plan propone dejar progresivamente atrás el 
asistencialismo y reorientar el gasto social y la lucha contra la pobreza hacia programas 
habilitadores de capacidades y promotores de desarrollo productivo. Asimismo, plantea 
concentrar el esfuerzo público en reducir sustancialmente, y de ser posible erradicar, 
la desnutrición crónica y la mortalidad infantil para el año 2021, así como garantizar el 
acceso a los servicios de agua y desagüe, y una buena atención de salud para todos los 
peruanos. El acceso a una educación de calidad constituye un requisito esencial para 
lograr el desarrollo humano, en tanto constituye la base para la superación individual y 
el éxito económico de las personas, y también para la conformación de una sociedad 
solidaria y con valores éticos. Pero en el Perú se requiere, además, que la educación se 
conecte adecuadamente con las necesidades del crecimiento económico y la mejora social 
y ambiental. De allí la importancia de vincular la educación con el desarrollo de la ciencia 
y la tecnología, de manera que la innovación y el conocimiento sean elementos clave de 
la transformación productiva hacia una economía de alta productividad, y también para el 
progreso social y la gestión ambientalmente sostenible del desarrollo.

8.4. GARANTIZANDO LA EXISTENCIA DE ECOSISTEMAS SALUDABLES, VIABLES 
Y FUNCIONALES EN EL LARGO PLAZO 

La Política Ambiental tiene como objetivo mejorar la calidad de vida de la población, 
garantizando la existencia de ecosistemas saludables, viables y funcionales en el 
largo y mediano plazo. Teniendo como objetivos específicos el lograr la conservación 
y aprovechamiento de los recursos naturales con eficiencia equidad y bienestar social. 
Asegurando una calidad ambiental adecuada para la salud y el desarrollo integral de la 
personas, previniendo la afectación de ecosistemas, recuperando ambientes degradados 
y promoviendo una gestión integrada de los riesgos ambientales, así como una producción 
limpia y ecoeficiente.

Buscando consolidar la gobernanza ambiental a nivel provincial, y alcanzando un alto 
grado de conciencia, educación y cultura ambiental con la activa participación ciudadana 
de manera informada y consiente en los procesos de toma de decisiones para el desarrollo 
sostenible. 

Lograr el desarrollo ecoeficiente y competitivo de los sectores público y privado, 
promoviendo las potencialidades y oportunidades económicas y ambientales.

8.5. DESARROLLO SOSTENIBLE DEL PAÍS 

Se busca el desarrollo sostenible del país, mediante la prevención, protección y 
recuperación del ambiente principalmente de las zonas más degradadas; la conservación 
y el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales de una manera responsable 
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y congruente con el respeto de los derechos fundamentales de la persona, de vivir en 
condiciones ambientales sostenibles en el tiempo.

8.6. PREVENCIÓN, PROTECCIÓN Y RECUPERACIÓN DEL AMBIENTE Y SUS 
COMPONENTES

La conciencia mundial acerca de los impactos de las actividades humanas sobre 
la biodiversidad y la naturaleza se intensificará y aumentará el poder de los grupos 
ambientalistas, situación que limitará las decisiones nacionales de aprovechamiento de los 
recursos naturales.

Al mismo tiempo, la preferencia por los productos orgánicos y en general naturales, 
asociada a una vida más sana y una producción más limpia, que no dañe ni contamine 
el medio ambiente, abrirá nuevas oportunidades de negocios para países como el Perú, 
caracterizados por su importante riqueza natural. En el futuro, crecerá sustancialmente 
el consumo de productos orgánicos —alimentos, medicamentos, calzado, ropa, muebles, 
adornos, productos de tocador— y estos formarán parte de nuestra vida cotidiana, al 
punto de sustituir casi totalmente los productos agropecuarios tradicionales. Como parte 
de este proceso, también se ampliará la demanda por actividades de ecoturismo, en las 
que nuestro país tiene un gran potencial.

8.7. CONSERVACIÓN Y EL APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS RECURSOS 
NATURALES

Se busca impulsar la formalización de las actividades informales de aprovechamiento de 
recursos naturales, y principalmente de la agricultura tradicional de subsistencia. Promover 
la innovación tecnológica, la investigación aplicada y el uso de tecnologías limpias para 
el aprovechamiento de los recursos naturales. Promover la adopción de buenas prácticas 
e iniciativas de responsabilidad social de las empresas y titulares de derechos sobre 
los recursos naturales. Establecer mecanismos de coordinación interinstitucional para la 
asignación compatible de derechos de aprovechamiento de los recursos naturales. Promover 
la agricultura orgánica, la agricultura ecológica, la agroforestería y la acuicultura, bajo 
criterios de biocomercio, articulando cadenas productivos y con una activa participación 
de la población local. Impulsar el diseño e implementación de instrumentos económicos y 
financieros, sistemas de compensación, retribución económica y distribución del pago por 
servicios ambientales. Fomentar la aplicación de metodologías apropiadas en la valoración 
de los recursos naturales, la diversidad biológica y sus servicios ambientales.

8.8. DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA

La integridad del medio ambiente y la salud humana son dos caras de una misma 
moneda, y que las violaciones a los derechos humanos y la degradación ambiental suelen 
estar íntimamente ligados. El desarrollo de infraestructura y la explotación de los recursos 
naturales son algunos de los peores infractores en este sentido. 

El desarrollo sostenible de los pueblos, es la nueva filosofía que debe centrar los 
esfuerzos de la sociedad del siglo XXI. Debe concebirse como un proceso de cambio y 
transición capaz de generar las transformaciones estructurales necesarias para adaptar 
nuestro sistema económico y social a los límites que impone la naturaleza y la calidad de 
vida de nuestra sociedad. 
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Este reto sólo puede alcanzarse mediante una acción coordinada de responsabilidad 
compartida. En la misma, deben participar los ciudadanos y los agentes económicos 
mediante su elección diaria del tipo de consumo, producción, empleo o transporte que va a 
formar parte de sus actividades habituales. Asimismo, los poderes públicos deben impulsar, 
a través de todas las medidas a su alcance, en el marco y las condiciones adecuadas para 
avanzar en una cultura de eficiencia en el uso y consumo de los recursos naturales. 

9. MEDIO AMBIENTE Y OTRAS POLÍTICAS PÚBLICAS 

Las políticas de Estado integran las políticas ambientales con las demás políticas públicas. 
En tal sentido, los procesos de planificación, decisión y ejecución de políticas públicas en 
todos los niveles de gobierno, incluyendo las sectoriales, incorporan obligatoriamente los 
lineamientos de la Política Nacional del Ambiente.

10. LINEAMIENTOS AMBIENTALES BÁSICOS DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 

Las políticas e instrumentos que tienen el propósito específico y definido de provocar un 
efecto en el comportamiento de los empresarios dedicados a las actividades económicas 
sectoriales estudiadas. La política se expresa en documentos o declaraciones provenientes de 
autoridades nacionales (el Presidente de la República, el Congreso), sectoriales (los ministerios, 
las instituciones autónomas), o específicamente ambientales (el Consejo Nacional del Ambiente 
- CONAM). Algunas veces una política puede tener efectos en forma inmediata y directa, pero 
generalmente necesita de un instrumento que actúa por medio de una estructura organizativa 
y un conjunto de mecanismos operativos, como se señala a continuación.

Una política explícita ambiental es una declaración relacionada con el tema ambiental. 
Esta declaración expresa un propósito –los efectos deseados sobre el comportamiento 
de los agentes económicos involucrados– y puede establecer objetivos y definir metas 
cuantitativas.

Las políticas también pueden contener criterios para escoger entre alternativas, indicando 
un rumbo para tomar decisiones. Aunque las políticas se refieren primordialmente a las 
orientaciones dadas por funcionarios o instituciones gubernamentales, también pueden 
ser formuladas por representantes del sector privado en países donde los empresarios del 
sector tienen una influencia significativa en las decisiones nacionales.

Una política puede permanecer como una mera declaración retórica si no se 
proporcionan los medios para evidenciar sus efectos potenciales.

Estos medios se denominan instrumentos o instrumentos de política. Un instrumento de 
política constituye el conjunto de medios utilizados para llevar a la práctica una política en 
particular. Es el enlace que conecta el propósito expresado en una política con el efecto 
que se busca obtener en la práctica.136

Las políticas implícitas pueden emanar de medidas macroeconómicas de aplicación 
general, o de medidas sectoriales específicas. Pueden establecerse en convenios 

136.	 SAGASTI, Francisco; ARAOZ, Alberto (1975), An Approach to the Study of Science and Technology Policy Formulation 
and Implementation in Less Developed Countries: The Methodological Guidelines for the STPI Project, Lima, Office of 
the Field Coordinator, STPI Project.
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internacionales, en acuerdos de financiamiento externo, o en contratos entre el Estado y 
el sector privado. También pueden generarse en prácticas y procedimientos de facto, no 
normados por ley.

Reza el artículo 11 de la LGA: Sin perjuicio del contenido específico de la Política 
Nacional del Ambiente, el diseño y aplicación de las políticas públicas consideran los 
siguientes lineamientos:

10.a. RESPETO DE LA DIGNIDAD HUMANA Y LA MEJORA CONTINUA DE LA 
CALIDAD DE VIDA DE LA POBLACIÓN, ASEGURANDO UNA PROTECCIÓN ADECUADA 
DE LA SALUD DE LAS PERSONAS.

Desde la perspectiva ética, un objeto tiene mayor valor en la medida en que sirve mejor 
para la supervivencia y mejora del ser humano, ayudándole a conseguir la armonía y la 
independencia que necesita y a las que aspira. Es por tanto esencial que los valores que se 
elijan y que se persigan en la propia vida se correspondan con la realidad del hombre, es 
decir, sean verdaderos. Porque sólo los valores verdaderos pueden conducir a las personas a 
un desarrollo pleno de sus capacidades naturales. Puede afirmarse que, en el terreno moral, 
un valor será verdadero en función de su capacidad para hacer más humano al hombre.

Así el hombre a la vez que forma parte del mundo, lo trasciende y muestra una singular 
capacidad - por su inteligencia y por su libertad - de dominarlo. Y se siente impulsado a 
la acción con esta finalidad. Podemos aceptar por tanto que el valor del ser humano es 
de un orden superior con respecto al de los demás seres del cosmos. Y a ese valor lo 
denominamos “dignidad humana”. Siendo la dignidad propia del hombre un valor singular 
que fácilmente puede reconocerse. Lo podemos descubrir en nosotros o podemos verlo 
en los demás. Pero ni podemos otorgarlo ni está en nuestra mano retirárselo a alguien. Es 
algo que nos viene dado. Es anterior a nuestra voluntad y reclama de nosotros una actitud 
proporcionada, adecuada: reconocerlo y aceptarlo como un valor supremo (actitud de 
respeto) o bien ignorarlo o rechazarlo.

Este valor singular que es la dignidad humana se nos presenta como una llamada al 
respeto incondicionado y absoluto. Un respeto que, como se ha dicho, debe extenderse 
a todos los que lo poseen: a todos los seres humanos. Por eso mismo, aún en el caso de 
que toda la sociedad decidiera por consenso dejar de respetar la dignidad humana, ésta 
seguiría siendo una realidad presente en cada ciudadano. Aun cuando algunos fueran 
relegados a un trato indigno, perseguidos, encerrados en campos de concentración o 
eliminados, este desprecio no cambiaría en nada su valor inconmensurable en tanto que 
seres humanos.

La mejora continua de la calidad de vida de la población se trata de una acción a la 
altura de las dificultades encontradas y al mismo tiempo de una tarea dinámica y continua 
que no deja ningún lugar al status quo ni a las excusas por inacción. En la búsqueda 
de una mejora sostenible de la calidad de vida, es necesario dar la máxima prioridad a 
la satisfacción de las necesidades mínimas para la supervivencia de la población, para 
permitirle que, al menos sobreviva: aquí no cabe la mínima discusión. En el nivel de la 
pobreza y por debajo de ella, la cantidad es, naturalmente, esencial, tanto en los ingresos 
como en los servicios. Es evidente que tiene que existir una cierta cantidad mínima antes 
de poder hablar de “calidad de vida”. Pero por encima del nivel de supervivencia, la 
cantidad conserva todavía su importancia en la medida en que contribuye a la calidad 
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de la existencia, cuando ayuda a reducir o a suprimir las diferencias entre los individuos 
(una búsqueda excesiva de la cantidad puede abocar al fracaso e incluso conducir a un 
deterioro de la calidad de vida).

Asegurar la sostenibilidad no debe limitar los horizontes de los países en desarrollo a 
satisfacer sólo las necesidades elementales, ni tampoco frenar la evolución de los procesos 
de industrialización y de consumo. No implica un estado final estable para los países 
industrializados, ni continuar por la vía del “cada vez más”. La sostenibilidad no es ni un 
techo que hay que imponer a las masas, ni un espacio abierto reservado a unos pocos. Por 
el contrario, autoriza a todos -a todas las naciones y a todas las personas- una calidad de 
vida en constante perfeccionamiento.

La calidad de vida supone numerosos elementos. Se funda en el gozo tranquilo y 
seguro: de la salud y de la educación, de una alimentación suficiente y de una vivienda 
digna, de un medio ambiente estable y sano, de la justicia, de la igualdad entre los sexos, 
de la participación en las responsabilidades de la vida cotidiana, de la dignidad y de la 
seguridad. Cada uno de estos elementos es importante en sí mismo, y la ausencia de uno 
solo de éstos puede alterar el sentimiento subjetivo de “calidad de vida”.

La protección adecuada de la salud de las personas. La salud tiene una importancia 
vital para todos los seres humanos. Una persona con mala salud no podrá estudiar o 
trabajar adecuadamente y no podrá disfrutar completamente de su vida.

Por lo tanto, el derecho a la salud constituye un derecho fundamental de todos los seres 
humanos. Un nuevo informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) presenta 
las últimas tendencias en materia de seguridad social y constata que la mayoría de las 
personas no tiene una protección social adecuada en el momento en que más la necesitan.

La protección social es una herramienta política fundamental para reducir la pobreza y 
las desigualdades al mismo tiempo que estimular el crecimiento inclusivo al mejorar la salud 
y fortalecer la capacidad de los segmentos más vulnerables de la sociedad, incrementar 
su productividad, apoyar la demanda interna y facilitar la transformación estructural de 
las economías nacionales. La necesidad de protección social es aún más apremiante en 
estos tiempos de incertidumbre económica, bajo crecimiento y crecientes desigualdades. 
Además es un tema que la comunidad internacional debería incluir de manera prominente 
en la agenda de desarrollo post 2015.

10.b. PREVENCIÓN DE RIESGOS Y DAÑOS AMBIENTALES, ASÍ COMO LA 
PREVENCIÓN Y EL CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL, PRINCIPALMENTE 
EN LAS FUENTES EMISORAS. EN PARTICULAR, LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO 
Y USO DE TECNOLOGÍAS, MÉTODOS, PROCESOS Y PRÁCTICAS DE PRODUCCIÓN, 
COMERCIALIZACIÓN Y DISPOSICIÓN FINAL MÁS LIMPIAS.

Prevención de riesgos y daños ambientales. Existe la obligación de prevenir y evitar los 
riesgos y daños ambientales, los mismos que afectan a todos los operadores económicos o 
profesionales. Estando obligados de prevenir, evitar y reparar los operadores, de actividades 
de contempladas en la normatividad ambiental, si media dolo, culpa o negligencia

Prevención y el control de la contaminación ambiental. Los gobiernos han adoptado 
medidas de carácter normativo y político para minimizar los efectos negativos y garantizar 
el cumplimiento de las normas sobre calidad ambiental.
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A medida que se intensifico el ritmo de la actividad industrial y se fueron conociendo 
los efectos acumulativos, se impuso el paradigma del control de la contaminación como 
principal estrategia para proteger el medio ambiente.

Dos conceptos sirvieron de base para este control: Primero: El concepto de capacidad 
de asimilación que reconoce la existencia de un cierto nivel de emisiones al medio ambiente 
sin efectos apreciables en la salud humana y ambiental. Y en segundo término: El concepto 
del principio de control, que supone que el daño ambiental puede evitarse controlando la 
forma, la duración y la velocidad de la emisión de contaminantes al medio ambiental. 

Como parte de la estrategia de control de la contaminación, los intentos de proteger 
el medio ambiente han consistido principalmente en aislar los contaminantes del medio 
ambiente y en utilizar depuradoras y filtros en las fuentes emisoras. Estas soluciones, 
orientadas a objetivos de calidad ambiental o límites de emisión específicos para un medio, 
se han dirigido especialmente a eliminar los puntos de vertido de residuos o determinado 
medio (aire, agua, tierra). 

Los métodos para controlar la contaminación han demostrado una gran eficacia 
especialmente los de ámbito local. Para su aplicación es preciso analizar de forma 
sistemática la fuente y la naturaleza de la emisión o el vertido en cuestión, su interacción 
con el ecosistema y el problema de contaminación ambiental que debe solucionarse, para 
a continuación elegir las tecnologías más adecuadas que permitan reducir y vigilar estos 
impactos por contaminación

Promoción del desarrollo y uso de tecnologías, métodos, procesos y prácticas de 
producción, comercialización y disposición final más limpias: Una de las estrategias 
básicas para la prevención de la contaminación es la prohibición, eliminación o retirada 
gradual de ciertos productos químicos o grupos de ellos (como alternativa, pueden 
establecerse limitaciones de uso). Este tipo de estrategia se plasma en forma de leyes 
o reglamentos adoptados por los gobiernos nacionales y, con menor frecuencia, por 
organismos internacionales (convenciones o tratados) o administraciones locales. Una 
segunda estrategia consiste en reducir la contaminación, una vez más dentro del contexto 
de la prevención más que del control. Valgan como ejemplos de este tipo de estrategias 
los programas de reducción del uso de sustancias tóxicas (TUR) en Estados Unidos, o los 
“programas de tecnologías limpias” en Europa. 

A diferencia de las prohibiciones y retiradas graduales, que por lo general se aplican 
a todas las industrias (afectadas) comprendidas dentro de una jurisdicción política, los 
programas de reducción de la contaminación sólo afectan a determinados lugares de trabajo 
o categorías de estos. Normalmente son plantas de producción (incluidas las químicas) de 
cierta entidad, aunque los principios básicos de la reducción de la contaminación pueden 
aplicarse con carácter general, por ejemplo, a explotaciones mineras, centrales eléctricas, 
obras, oficinas, agricultura (fertilizantes y plaguicidas químicos) y municipios.

10.c. EL APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS RECURSOS NATURALES, 
INCLUYENDO LA CONSERVACIÓN DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA, A TRAVÉS DE 
LA PROTECCIÓN Y RECUPERACIÓN DE LOS ECOSISTEMAS, LAS ESPECIES Y SU 
PATRIMONIO GENÉTICO. NINGUNA CONSIDERACIÓN O CIRCUNSTANCIA PUEDE 
LEGITIMAR O EXCUSAR ACCIONES QUE PUDIERAN AMENAZAR O GENERAR RIESGO 
DE EXTINCIÓN DE CUALQUIER ESPECIE, SUBESPECIE O VARIEDAD DE FLORA O FAUNA.



INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO AMBIENTAL: Análisis y Comentario de la Ley General del Ambiente100

El desarrollo sostenible, sustentable o perdurable puede ser definido como “un 
desarrollo que satisfaga las necesidades del presente sin poner en peligro la capacidad 
de las generaciones futuras para atender sus propias necesidades”. Esta definición fue 
empleada por primera vez en 1983 gracias a los trabajos de investigación encabezada por 
la doctora Gro Harlem Brundtland. Originalmente, se llamó Nuestro Futuro Común pero fue 
reconocida ante la Comisión Mundial del Medio Ambiente de la ONU en 1987. 

Los límites de los recursos naturales sugieren tres reglas básicas en relación con los 
ritmos de desarrollo sostenibles y su aprovechamiento. 

a. Ningún recurso renovable deberá utilizarse a un ritmo superior al de su generación. 
b. Ningún contaminante deberá producirse a un ritmo superior al que pueda ser recicla-

do, neutralizado o absorbido por el medio ambiente. 
c. Ningún recurso no renovable deberá aprovecharse a mayor velocidad de la necesa-

ria para sustituirlo por un recurso renovable utilizado de manera sostenible.

Conservación de la diversidad biológica: América Latina es una región en la cual 
habita uno de los grandes centros de domesticación de más de 200 plantas nativas y de la 
menos 6 especies de animales, y es considerada uno de los centros mundiales de origen de 
la agricultura y de la ganadería. En este contexto el Perú se convierte en una de las mayores 
potencialidades de América Latina, sin embargo el desarrollo de esta potencialidad sólo de 
llevará a cabo con una decisiva participación de las poblaciones.

Protección y recuperación de los ecosistemas, las especies y su patrimonio 
genético. La conservación de ecosistemas y de especies, la gestión de áreas protegidas 
sigue siendo el instrumento más utilizado. Además, es un ámbito en el que existe mucha 
experiencia internacional, sobre todo en áreas transfronterizas. Se han identificado 20 
áreas protegidas ubicadas en las fronteras entre los países andinos, de las cuales 5 áreas 
representan un potencial de manejo binacional coordinado, porque existen áreas protegidas 
a ambos lados. Entre estos casos están la Zona Reservada de Tambopata Candamo y 
el Parque Nacional Bahuaja Sonene en el Perú que colindan con el Parque Nacional de 
Madidi en Bolivia, y el Parque Nacional Tamá a ambos lados de la frontera entre Colombia y 
Venezuela. Las acciones concretas de gestión compartida de áreas fronterizas se pueden 
considerar incipientes. De otro lado, la mayoría de los ecosistemas de la región andina sufre 
algún grado de degradación y por tanto, las especies más sensibles que habitan en ellos 
están amenazadas.

Extinción de especies, subespecies o variedad de flora o fauna. En biología y 
ecología, extinción es la desaparición de todos los miembros de una especie o un grupo 
de taxones. Se considera extinta a una especie a partir del instante en que muere el 
último individuo de esta. Debido a que su rango de distribución potencial puede ser muy 
grande, determinar ese momento puede ser dificultoso, por lo que usualmente se hace en 
retrospectiva. Estas dificultades pueden conducir a fenómenos como el taxón lázaro, en 
el que una especie que se presumía extinta reaparece abruptamente tras un período de 
aparente ausencia. En el caso de especies que se reproducen sexualmente, la extinción 
es generalmente inevitable cuando sólo queda un individuo de la especie, o únicamente 
individuos del mismo sexo.

Según los conservacionistas, la depredación de la fauna ha crecido vertiginosamente y 
se estima actualmente que una especie desaparece cada 15 minutos.  Para la naturaleza, 
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lo peor que le puede suceder es la extinción de las especies, ya que con eso se pone en 
peligro el equilibrio necesario en todo ecosistema. En esta cadena natural, cada especie 
necesita de la otra para sobrevivir.  La acelerada destrucción del hábitat es pretexto de un 
desarrollo sin parámetros de sustentabilidad, condena a la extinción a una biodiversidad 
en cuyas potencialidades se basa la vida del futuro. Y aunque esta actitud represente a 
simple vista una postura antropocéntrica, el hombre en su afán de búsqueda de nuevas 
alternativas no puede apartarse de esa visión, pues de lo contrario la misma existencia no 
tendría razón de ser.137

10.d. EL DESARROLLO SOSTENIBLE DE LAS ZONAS URBANAS Y RURALES, 
INCLUYENDO LA CONSERVACIÓN DE LAS ÁREAS AGRÍCOLAS PERIURBANAS Y 
LA PRESTACIÓN AMBIENTALMENTE SOSTENIBLE DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS, 
ASÍ COMO LA CONSERVACIÓN DE LOS PATRONES CULTURALES, CONOCIMIENTOS 
Y ESTILOS DE VIDA DE LAS COMUNIDADES TRADICIONALES Y LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS.

Desarrollo sostenible de las zonas urbanas y rurales: El objetivo actual de las políticas 
de desarrollo rural consiste en compatibilizar una agricultura competitiva en el mercado 
internacional y respetuoso, a su vez, con el medioambiente y con el mantenimiento de las 
áreas rurales. 

La pérdida de importancia relativa de la agricultura en el contexto de las economías 
nacionales y, por tanto, en las decisiones políticas, la dificultad para organizar y defender 
adecuadamente los intereses de los agricultores contribuyen a reducir el atractivo de las 
áreas rurales más agrarias causando su envejecimiento y despoblamiento. El resurgimiento 
del concepto de desarrollo sostenible y el creciente movimiento ambientalista, a través de la 
idea de la multifuncionalidad de la agricultura, pueden contribuir a cambiar esta tendencia. 

El objetivo actual de las políticas de desarrollo rural consiste en compatibilizar 
una agricultura competitiva en el mercado internacional y respetuoso, a su vez, con el 
medioambiente y con el mantenimiento de las áreas rurales (cada vez más despobladas y 
marginadas). La reorientación de los mecanismos de apoyo a la agricultura de la política 
agraria común, debe tener en cuenta este objetivo.138 

Así, la gestión de los impactos ambientales de la agricultura y su sostenibilidad 
adquieren especial relevancia debido a la globalización de los mercados y de los problemas 
ambientales, la concienciación de los consumidores y aumento de las posibilidades de 
mercado de los productos ecológicos, y el incremento de la demanda de actividades de 
ocio relacionadas con el medioambiente y el paisaje agrario.139 

La reorientación de los mecanismos de apoyo a la agricultura de la PAC debe tener 
en cuenta este objetivo, así como los resultados de las negociaciones comerciales en la 
OMC y la necesidad de cohesión económica de los nuevos países. Las distintas revisiones 
de las políticas medioambientales europeas reflejan la necesidad de acelerar el ritmo de 

137.	 http://www.monografias.com/trabajos55/especies-en-extincion-y-peligro/especies-en-extincion-y-peligro.
shtml#ixzz38QpFBXu6

138.	 FLORES ASENJO, M. Pilar; Técnicas para el desarrollo sostenible de las áreas rurales en peligro de despoblamiento o 
en conversión urbana: características y objetivos. PFlores@pdi.ucam.edu

139.	 FLORES ASENJO, M. Pilar; ob.cit.
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aplicación de la legislación ambiental, crear indicadores efectivos de las presiones sobre 
el medioambiente, buscar la coherencia política y analizar las causas de la dificultad de 
aplicación de las mismas, para cumplir los compromisos.140  

Las políticas medioambientales y agrícolas deben de implementarse de forma adecuada 
para lograr los objetivos que persiguen. La dificultad en el diseño de estrategias es mayor 
en el sector agrario debido a que, por ejemplo, las emisiones contaminantes son de origen 
no localizado o difusas y, por tanto, su control y evaluación es difícil y costosa. 

Conservación de las áreas agrícolas periurbanas. Parece que la mayor dificultad 
a la hora de fomentar el desarrollo sostenible agrícola y favorecer, al mismo tiempo, la 
conservación de las áreas agrícolas en peligro por despoblamiento o cercanas a las 
áreas urbanas, es buscar las medidas adecuadas que tengan en cuenta tanto los factores 
internacionales de comercio, como los determinantes de participación en los programas 
ambientales, la duración de las medidas y el grado de descentralización de las mismas. 

Es decir, es necesaria o bien una innovación en las técnicas a aplicar o buscar la 
combinación más adecuada de instrumentos y medidas políticas agroambientales y de 
estructura económica.

Prestación ambientalmente sostenible de los servicios públicos: Al finalizar la 
Década Internacional del Agua Potable y Saneamiento Ambiental (1981-1990), diversos 
estudios evaluaron el impacto de las inversiones realizadas en sistemas de agua potable 
y saneamiento, y concluyeron que para alcanzar las metas crecientes de coberturas de 
los servicios, no resulta suficiente invertir en infraestructura, sino que es necesario tomar 
acciones con una visión más integral. En rasgos generales, los sistemas presentaban un 
rápido deterioro y deficiencias en su funcionamiento y las entidades prestadoras de servicios 
denotaban debilidad institucional. Esta situación llevó a dirigir el enfoque de desarrollo y 
las políticas sectoriales, hacia el logro de la sostenibilidad en la prestación de los servicios, 
más allá de su mera implementación. Es decir, realizar no sólo más inversiones, sino 
mejores inversiones, lo cual se alcanza mediante acciones diversas y complementarias, 
en un enfoque integral y holístico, para sostener a largo plazo los impactos positivos de los 
grandes esfuerzos financieros, dirigidos a mejorar tanto la salud, como el bienestar general 
de la población.141   

 
Ya en la Declaración de Nueva Delhi (1990), se asumió que “el acceso al agua potable 

y al saneamiento no es simplemente una tarea técnica de construcción de infraestructura, 
sino un componente decisivo del desarrollo social y económico de la población. En esta 
perspectiva, es posible brindar servicios sostenibles y aceptables mediante el adecuado 
uso de tecnologías apropiadas, la gestión comunitaria y la calificación de los recursos 
humanos”. En base a esta interpretación y en adelante, se entenderá por sostenibilidad, 
a la capacidad de generar y mantener un desarrollo integrado de los sistemas y servicios 
de agua potable y saneamiento, basado en el equilibrio de intereses, la corresponsabilidad 
de los actores político-sociales contemporáneos en la toma de decisiones, y el aporte 
financiero, preservando el medio ambiente y los intereses de generaciones venideras.

140.	 Ob.cit.
141.	 Informe Mundial de Desarrollo 2003, Banco Mundial, 2004
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Conservación de los patrones culturales, conocimientos y estilos de vida de las 
comunidades tradicionales y los pueblos indígenas: Las manifestaciones culturales de 
los pueblos son una de las riquezas del país, e identifican a la nación y a los grupos locales 
dentro del mismo. El Perú, donde el hombre ha actuado desde hace al menos 25 000 años 
y se ha adaptado al ambiente natural, es de una gran heterogeneidad cultural, lo que 
constituye una de sus riquezas más preciadas.

Para desarrollar el concepto de patrimonio biocultural de los pueblos indígenas es 
imprescindible clarificar la dimensión de la territorialidad de los pueblos indígenas en un 
espacio determinado. Así, desglosamos el patrimonio biocultural de los pueblos indígenas 
en los siguientes componentes: recursos naturales bióticos intervenidos en distintos 
gradientes de intensidad por el manejo diferenciado y el uso de los recursos naturales 
según patrones culturales, los agro ecosistemas tradicionales, la diversidad biológica 
domesticada con sus respectivos recursos fitogenéticos desarrollados y/o adaptados 
localmente. Estas actividades se desarrollan alrededor de prácticas productivas 
organizadas bajo un repertorio de conocimientos tradicionales y relacionando la 
interpretación de la naturaleza con ese quehacer, el sistema simbólico en relación con el 
sistema de creencias ligados a los rituales y mitos de origen. En las regiones bioculturales 
se generan diversos paisajes entre la vegetación natural y los agro-ecosistemas a veces 
itinerantes de la actividad agrícola.

Si consideramos que la mayoría de los agricultores a nivel mundial practican la agricultura 
tradicional, no se trata de un tema irrelevante en el problema de la crisis ambiental nacional 
y mundial provocada por la sociedad dominante y que involucra decididamente a las 
sociedades subalternas. Revisando la importancia biológica de los principales territorios 
indígenas, se estima que alcanzan entre 12 y 20 por ciento de las áreas del planeta bajo 
manejo humano. 

Los grupos locales han desarrollado una gama de conocimientos, prácticas y sistemas 
de mane o de recursos muy adecuadas a las condiciones locales mismas que, por lo 
general, no son tenidas en cuenta, a pesar de ser muy eficientes. 

10.e. LA PROMOCIÓN EFECTIVA DE LA EDUCACIÓN AMBIENTAL Y DE UNA 
CIUDADANÍA AMBIENTAL RESPONSABLE, EN TODOS LOS NIVELES, ÁMBITOS 
EDUCATIVOS Y ZONAS DEL TERRITORIO NACIONAL.

La educación no escapa al impacto de la crisis ambiental planetaria, pero sus enfoques 
críticos e innovadores actuales permiten que nuevos contenidos se incluyan en las aulas 
y en la demanda de los alumnos y que, por ello, haya nuevas oportunidades para actuar 
frente a los desafíos contemporáneos.

La educación ambiental es un proceso de concientización y promoción sociales para 
la resolución de problemas ambientales en pos de la sustentabilidad, dirigido a todos 
los sectores de la población, incluyendo el sistema educativo formal, el no formal y la 
comunidad toda.

“La educación ambiental es el proceso que consiste en reconocer los valores y aclarar 
conceptos con objeto de fomentar las aptitudes y actitudes necesarias para comprender y 
apreciar las interrelaciones entre el hombre, su cultura y su medio biofísico. La educación 
ambiental entraña también la práctica en la toma de decisiones y en la propia elaboración 
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de un código de comportamiento con respecto a las cuestiones relacionadas con la calidad 
del medio ambiente.” 142 

Ciudadanía ambiental responsable: La Educación Ambiental es el proceso permanente 
de carácter integral destinado a la formación ciudadanos y ciudadanas que reconozcan 
valores, aclaren conceptos desarrollen las habilidades y actitudes necesarias para una 
convivencia armónica entre seres humanos, su cultura y su medio biofísico circundante. 
Un proceso adecuado de Educación Ambiental debe facilitar que las personas concreten 
lo aprendido en compromisos de acción, basados en valores humanistas y en una ética 
ambiental, que los motive a participar individual o colectivamente en la búsqueda de 
soluciones a problemas ambientales existentes, evitar que otros se presenten en el futuro y 
contribuir a la construcción de una ciudad sostenible.

10.f. FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN AMBIENTAL

El fortalecimiento de la gestión ambiental, por lo cual debe dotarse a las autoridades 
de recursos, atributos y condiciones adecuados para el ejercicio de sus funciones. Las 
autoridades ejercen sus funciones conforme al carácter transversal de la gestión ambiental, 
tomando en cuenta que las cuestiones y problemas ambientales deben ser considerados 
y asumidos integral e intersectorialmente y al más alto nivel, sin eximirse de tomar 
en consideración o de prestar su concurso a la protección del ambiente incluyendo la 
conservación de los recursos naturales.

Carácter transversal de la gestión ambiental. La Transversalidad. Consiste en 
incorporar a la educación formal contenidos de educación ambiental que no son exclusivos 
de una sola disciplina académica, sino que pueden estar asociados a todas o muchas 
de ellas. Este carácter transversal aporta un enfoque nuevo a los conocimientos y a los 
problemas ambientales.

Protección del ambiente incluyendo la conservación de los recursos naturales. El 
Perú es un país megadiverso y posee ecosistemas, especies y recursos genéticos muy 
importantes, que en algunos casos son únicos en todo el mundo. Nuestras posibilidades 
de desarrollo se asocian a nuestra oferta ambiental, basada en la diversidad de recursos 
humanos, la pesquería, la forestería, la agricultura diversificada, la ganadería de camélidos, 
la biotecnología, la minería, la hidroenergía, el turismo y los econegocios.

Pero estamos perdiendo nuestras bases productivas debido a gravísimos procesos 
de deterioro, entre ellos: la contaminación de las aguas y deterioro de las cuencas, la 
erosión y salinización de los escasos suelos con aptitud agropecuaria; la depredación de 
la cobertura vegetal; la erosión genética: la degradación de ecosistemas importantes, la 
contaminación de la atmósfera y de los ambientes urbanos. La pobreza y el desempleo, 
verdaderos flagelos sociales, reflejan en parte esta situación. No es justo que los 
costos sociales y ambientales de las prácticas depredatorias tengan que ser cargados 
precisamente por los peruanos más pobres. Asistimos pues a una situación en la que, 
paradójicamente, mientras nuestras riquezas naturales son un potencial de desarrollo, 
también pueden ser la causa de nuestra pobreza y tragedia debido a la forma destructiva, 
irresponsable y egoísta como son explotados. Esta perspectiva se ve acentuada por 

142.	 Comisión de Educación y Comunicación de la UICN, Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza y sus 
Recursos, 1970.
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la vigencia de un modelo neo - liberal primario exportador, que viene mostrando su 
incapacidad de producir el bienestar, la abundancia y la distribución justa de la riqueza. 
Nuestros problemas ambientales se agravan por las características de nuestra gestión 
ambiental. Lejos de privilegiar una cultura de prevención y de uso racional de los recursos 
naturales prevalece el enfoque tradicional de priorizar la atención de los problemas una vez 
que estos se presentan.

10.g. ARTICULACIÓN E INTEGRACIÓN DE LAS POLÍTICAS Y PLANES DE 
LUCHA CONTRA LA POBREZA, ASUNTOS COMERCIALES, TRIBUTARIOS Y DE 
COMPETITIVIDAD DEL PAÍS CON LOS OBJETIVOS DE LA PROTECCIÓN AMBIENTAL 
Y EL DESARROLLO SOSTENIBLE.

La problemática de la contaminación provocada por la sociedad industrial se remonta 
al siglo XIX, pero la magnitud del deterioro del ambiente adquiere una dimensión planetaria 
hacia la segunda mitad del siglo XX. Por esa causa, el esfuerzo de conservación de 
la naturaleza que se había iniciado en el siglo anterior con la creación de parques 
naturales, progresivamente se convierte hacia el desarrollo sostenible, entendido 
como el mantenimiento del ecosistema viviente mundial. La ecología política, con la 
proliferación de movimientos militantes ecologistas y el inicio del gran debate de las 
últimas décadas del siglo XX sobre los límites del crecimiento, da lugar a la discusión 
de las estructuras de dominación social y su impacto sobre la biosfera y los grandes 
problemas ambientales.

10.h. INFORMACIÓN CIENTÍFICA, QUE ES FUNDAMENTAL PARA LA TOMA DE 
DECISIONES EN MATERIA AMBIENTAL

El desarrollo de la ciencia y el uso de la tecnología le han permitido al hombre transformar 
el medio ambiente. La explotación desmedida e irracional de los recursos naturales, el 
empleo de los mismos en la satisfacción de las necesidades, la demanda sin precedentes 
a la que el rápido crecimiento de la población humana, está produciendo un declive cada 
vez más acelerado en la calidad de éste y en su capacidad para sustentar la vida. La 
protección del medio ambiente se ha convertido en una prioridad, en una necesidad de 
primer orden para garantizar el desarrollo económico y social y, sobre todo, para la salud y 
la supervivencia de la especie humana en todo el planeta.143

Los seres humanos, con la Revolución Industrial, empezaron realmente a cambiar la 
faz del planeta, la naturaleza de su atmósfera, y la calidad de su agua. Hoy, la demanda 
sin precedentes a la que el rápido crecimiento de la población humana, y el desarrollo 
tecnológico someten al medio ambiente, está produciendo un declive cada vez más 
acelerado en la calidad de éste y en su capacidad para sustentar la vida.

La protección del medio ambiente se ha convertido en una prioridad, en una necesidad 
de primer orden para garantizar el desarrollo económico y social y, sobre todo, para la 
salud y la supervivencia de la especie humana en todo el planeta.

La ciencia y la tecnología son procesos sociales que están estrechamente vinculados 
entre sí, e inciden, directamente, sobre la sociedad. La influencia que estos procesos 

143.	 http://www.monografias.com/trabajos82/ciencia-tecnologia-impacto-medio-ambiente/ciencia-tecnologia-impacto-
medio-ambiente.shtml#ixzz395MLGwf4
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ejercen sobre la vida del hombre no siempre es positiva, de lo que se deriva la importancia 
que tiene el conocimiento profundo de sus interrelaciones.144 

Como resultado de la erosión de los suelos, provocada por el uso intensivo de los mismos, 
y la aplicación científico – técnica desmedida, se pierden cada año 16 millones de hectáreas 
de tierras agrícolas, alcanzando sus valores más elevados en África y América del Sur. En 
el llamado “continente negro”, se talan 37 millones de hectáreas; en el cono sur americano, 
18.4 millones de hectáreas. Estos datos, sumados al Asia, donde se talan 12.2 millones de 
hectáreas, suman 50 000 Km2 de bosques, que representan 1/3 de los suelos expuestos a la 
erosión, sin que existan voluntad, responsabilidad ni sensibilidad para repoblarlos.

Esto ha traído como consecuencia que se hayan extinguido 30 millones de especies 
biológicas, de las que más del 80% son de las zonas tropicales.

La destrucción de las selvas tropicales, la actividad industrial, y el crecimiento 
demográfico, han creado una acumulación de gases que atrapan la luz solar. El problema 
del calentamiento global ha provocado el aumento de la temperatura mundial, y, sobre 
todo, en los trópicos y subtrópicos (países del sur). En el siglo XX, la temperatura media 
del planeta aumentó 0,6 ºC, y los científicos prevén que la temperatura media de la Tierra 
subirá entre 1,4 y 5,8 ºC entre 1990 y el 2100.

10.i. DESARROLLO DE TODA ACTIVIDAD EMPRESARIAL Y RESPONSABILIDAD SOCIAL

En la responsabilidad social y sostenibilidad empresarial el aspecto medioambiental 
es de aplicación a cualquier tipo de organización y no solo a aquellas cuya actividad tiene 
una clara relación con el uso de recursos naturales. Algunas industrias, como por ejemplo 
la energética, tienen un impacto obvio medioambiental, pero en realidad toda organización 
genera impactos medioambientales.

Estos impactos pueden ser negativos, cuando su actividad produzca efectos adversos 
en el medio ambiente (como por ejemplo, la generación de residuos), pero también positivos 
(como por ejemplo, el proceso de reforestación de un bosque después de un incendio). Las 
empresas responsables son aquellas que integran la gestión ambiental en la gestión de la 
empresa con el objetivo de eliminar, o al menos minimizar y mitigar sus impactos negativos 
en el medio ambiente y potenciar los positivos.

Una organización responsable enfoca su actividad de tal forma que potencia sus 
impactos medioambientales positivos y elimina o mitiga los negativos, lo cual mejorará su 
competencia y sostenibilidad.

Los temas que una empresa debería considerar referente a aspectos medioambientales 
y las acciones que puede tomar al respecto, se pueden resumir como sigue:

• 	 Eficiencia en el consumo de recursos: Desde una perspectiva solidaria, una empre-
sa responsable debe esforzarse en eliminar o minimizar su consumo de recursos, 
especialmente aquellos que actualmente son limitados o de los que, para el futuro 
se prevé una creciente escasez. 

144.	 http://www.monografias.com/trabajos82/ciencia-tecnologia-impacto-medio-ambiente/ciencia-tecnologia-impacto-
medio-ambiente.shtml#ixzz395Mppcpq
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• 	 Las empresas responsables ponen en práctica acciones más allá de sus obligacio-
nes legales para adaptarse al cambio climático y reducir sus emisiones de efecto 
invernadero.

• 	 La generación de residuos es la otra cara de la moneda del consumo de recursos. 
La empresa responsable intentará minimizar la generación de residuos como con-
secuencia de su actividad, y gestionará los que se produzcan de la forma menos 
dañina y más respetuosa para el medio ambiente.

• 	 Conservar la biodiversidad existente en el planeta no sólo es importante desde el 
punto de vista ecológico, sino también desde el punto de vista económico, al ser 
fuente de materias primas. Por eso, el uso de los recursos naturales debería hacerse 
de una manera sostenible, es decir, de manera que permita nuestro desarrollo sin 
comprometer el desarrollo de las generaciones futuras. Una estrategia para preser-
var la biodiversidad debe integrar elementos tanto de prevención y gestión, como 
de restauración de daños, provocados por las actividades de la empresa.

• 	 Eco-diseño y análisis de ciclo de vida: El eco-diseño es aquel diseño que considera 
los impactos ambientales en todas las etapas del proceso de diseño y desarrollo de 
productos (y servicios) para lograr productos (y servicios) que generen el mínimo 
impacto ambiental posible a lo largo de todo su ciclo de vida. 

• 	 Sensibilización y educación ambiental: La formación y sensibilización ambiental son 
elementos claves para que una empresa pueda mejorar continuamente su compor-
tamiento ambiental. Es un tema transversal, es decir, que afectará en mayor o menor 
grado a todas las personas que forman parte de la empresa, y por eso es recomen-
dable elaborar un plan de formación a partir de la detección de las necesidades de 
formación de todo el personal, que debe estar relacionado, además, con aquellos 
aspectos que la empresa haya identificado como significativos y que pretenda me-
jorar.

11. POLÍTICA EXTERIOR EN MATERIA AMBIENTAL 

Sin perjuicio de lo establecido en la Constitución Política, en la legislación vigente y en 
las políticas nacionales, la Política Exterior del Estado en materia ambiental se rige por los 
siguientes lineamientos (art. 12 de la LGA):

A) 	La promoción y defensa de los intereses del Estado, en armonía con la Política Na-
cional Ambiental, los principios establecidos en la presente Ley y las demás normas 
sobre la materia.

B) 	La generación de decisiones multilaterales para la adecuada implementación de 
los mecanismos identificados en los acuerdos internacionales ambientales ratifica-
dos por el Perú.

C) 	El respeto a la soberanía de los Estados sobre sus respectivos territorios para con-
servar, administrar, poner en valor y aprovechar sosteniblemente sus propios recur-
sos naturales y el patrimonio cultural asociado, así como para definir sus niveles 
de protección ambiental y las medidas más apropiadas para asegurar la efectiva 
aplicación de su legislación ambiental.

D) 	La consolidación del reconocimiento internacional del Perú como país de origen y 
centro de diversidad genética. 

E) 	 La promoción de estrategias y acciones internacionales que aseguren un adecua-
do acceso a los recursos genéticos y a los conocimientos tradicionales respetando 
el procedimiento del consentimiento fundamentado previo y autorización de uso; 
las disposiciones legales sobre patentabilidad de productos relacionados a su uso, 
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en especial en lo que respecta al certificado de origen y de legal procedencia; y, 
asegurando la distribución equitativa de los beneficios.

F) 	 La realización del principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas de 
los estados y de los demás principios contenidos en la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo. 

G) La búsqueda de soluciones a los problemas ambientales globales, regionales y 
subregionales mediante negociaciones internacionales destinadas a movilizar re-
cursos externos, promover el desarrollo del capital social, el desarrollo del conoci-
miento, la facilitación de la transferencia tecnológica y el fomento de la competiti-
vidad, el comercio y los econegocios, para alcanzar el desarrollo sostenible de los 
estados. 

H) 	La cooperación internacional destinada al manejo sostenible de los recursos natu-
rales y a mantener las condiciones de los ecosistemas y del ambiente a nivel trans-
fronterizo y más allá de las zonas donde el Estado ejerce soberanía y jurisdicción, 
de conformidad con el derecho internacional. Los recursos naturales transfronte-
rizos se rigen por los tratados sobre la materia o en su defecto por la legislación 
especial. El Estado promueve la gestión integrada de estos recursos y la realización 
de alianzas estratégicas en tanto supongan el mejoramiento de las condiciones de 
sostenibilidad y el respeto de las normas ambientales nacionales.

I) 	 Cooperar en la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica marina en 
zonas más allá de los límites de la jurisdicción nacional, conforme al derecho inter-
nacional. 

J) 	 El establecimiento, desarrollo y promoción del derecho internacional ambiental.
 



ROXANA ELIZABETH BECERRA URBINA 109

CAPÍTULO CUARTO: 
GESTIÓN AMBIENTAL

1. CONCEPTO GESTIÓN AMBIENTAL  

La gestión ambiental es un proceso permanente y continuo, constituido por el 
conjunto estructurado de principios, normas técnicas, procesos y actividades, orientado 
a administrar los intereses, expectativas y recursos relacionados con los objetivos de la 
política ambiental y alcanzar así, una mejor calidad de vida y el desarrollo integral de la 
población, el desarrollo de las actividades económicas y la conservación del patrimonio 
ambiental y natural del país (art 13 de la LGA). 

La inserción de la gestión ambiental en la estructura administrativa del Estado – por lo 
general, en la Administración Central del Estado – se ha dificultado enormemente por la 
sectorización que caracteriza a esa estructura. En efecto, la gestión ambiental tiene una 
naturaleza eminentemente transectorial, que no guarda ninguna relación con los criterios 
de sectorización o sub-sectorización que han determinado la organización jurídico-
administrativa del Estado.

La necesidad de una estructura jurídico-administrativa que permita un tipo de gestión 
integral del medio ambiente, que comprenda el manejo de todos los elementos que inciden 
de una manera efectiva y directa en el manejo sostenible de los ecosistemas, ha conducido 
al establecimiento de diversos modelos administrativos. 

2. PRINCIPIOS DE LA GESTIÓN AMBIENTAL

La gestión ambiental se rige por los principios establecidos en la presente Ley y en las 
leyes y otras normas sobre la materia. Siendo los mismos antes indicados.

La gestión medioambiental y no debe verse de manera aislada sino como un factor 
integral de todas las actividades, como por ejemplo, la organización del medio físico, los 
estudios forestales, la agricultura, el manejo del ganado, el agua y la higiene. Adoptar, 
tan pronto sea posible, todas las medidas necesarias para reducir al mínimo cualquier 
problema de gran escala o consecuencias irreversibles que puedan suscitarse, es uno de 
los principios fundamentales. Una planificación efectiva puede contribuir a aminorar tanto 
el deterioro ambiental como los costos (recursos humanos y financieros) que supone la 
rehabilitación de un lugar.

Podemos sintetizar estos principios de la siguiente forma:
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* CORRESPONSABILIDAD: Es el deber tanto del estado y todo el colectivo a 
comprometerse en pro de la protección del cuidado y mantenimiento del ambiente y los 
recursos naturales de la nación.

* PREVENCION: Todas aquellas acciones que deben ser realizadas tanto por los 
órganos del poder público como por la ciudadanía para anticiparse a cualquier situación 
que vulnere o ponga en peligro su ambiente, para lograr este fin se puede recurrir a 
diferentes medidas.

* PRECAUCION: es un concepto que respalda la adopción de medidas protectoras 
cuando no existe certeza científica de las consecuencias para el medio ambiente de una 
acción determinada; esta falta de certeza científica no excluye en ningún caso la ejecución 
de medidas que se consideren necesarias en pro del menor impacto ambiental posible. 

* PARTICIPACION CIUDADANA:  Responden a la necesidad de disminuir las 
afectaciones ambientales globales producidas por los imperantes patrones de producción 
y de consumo, al tiempo de promover un aprovechamiento más equitativo de los recursos 
naturales, como factor fundamental de los esfuerzos por combatir la pobreza, ampliar la 
seguridad alimentaria y proteger los conocimientos ancestrales. 

* TUTELA EFECTIVA: Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de 
administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos 
o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión 
correspondiente”, debiendo este proceso ser realizado de manera rápida y eficaz. 

* EDUCACION AMBIENTAL: Impulsar en la educación ambiental para crear una 
conciencia ambientalista a todos los niveles del proceso educativo, siendo  la educación la 
base fundamental para la protección del ambiente para beneficio colectivo.

* LIMITACION DE LOS DERECHOS INDIVIDUALES: Los derechos ambientales 
prevalecen sobre cualquier intención individual que se pueda tener sea de índole social, 
individual o cualquier otra, esto se puede ver fácilmente en las prácticas de algunas 
compañías con fines lucrativos.

* RESPONSABILIDAD EN LOS DAÑOS AMBIENTALES: este principio estipula que 
toda acción que ocasione un daño al ambiente será castigada y el encargado de cumplir 
con este castigo será aquella organización, persona natural o institución responsable del 
acto dañoso. 

* EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL: Existen actividades que a pesar de brindar 
algún beneficio pueden también ser capaces de producir un impacto ambiental, por lo 
tanto las mismas deben ser sometidas a evaluación previa a su aprobación.

* DAÑOS AMBIENTALES: Todo aquello que dañe el ambiente será considerado como 
un daño al patrimonio público, y toda persona natural o jurídica que incurra entonces en 
daño al ambiente puede ser responsable penal civil y administrativamente por su acto u 
omisión.

3. SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN AMBIENTAL
 
El Sistema Nacional de Gestión Ambiental tiene a su cargo la integración funcional y 

territorial de la política, normas e instrumentos de gestión, así como las funciones públicas 
y relaciones de coordinación de las instituciones del Estado y de la sociedad civil, en 
materia ambiental.

3.1. POLÍTICA AMBIENTAL

Se entiende por política de Estado aquella que adopta un país mediante el consenso de 
sus representantes políticos y de los actores sociales, para que de manera permanente y 
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programática sea ejecutada por quienquiera que ejerza el gobierno, a efectos de garantizar 
en el largo plazo la realización de una visión de futuro común.

Al respecto debemos indicar que existe la necesidad impostergable de elaborar una 
política de desarrollo coherente con las necesidades sociales y ambientales.

Esta nueva política debe romper con los supuestos que sustentaron la acción oficial 
anterior. Es decir no debe priorizarse el crecimiento económico, el fomento de las 
exportaciones primarias y la apertura al comercio internacional como únicos ejes del 
desarrollo.

La nueva propuesta tiene que estar imbuida de conceptos y premisas ambientales tales 
como, el uso sostenido de los recursos, tecnología adecuada al medio y el ordenamiento 
territorial.

Se debe buscar el desarrollo sostenible de la región. Los objetivos de esta política de 
desarrollo debe ser el aprovechamiento óptimo de los recursos de la región, así como la 
conservación del medio ambiente a fin de elevar el nivel de vida de la Nación. Esta nueva 
política debe contar con instrumentos como la planificación y el ordenamiento ambiental, 
la promoción de la investigación, los estudios de impacto ambiental, la utilización de 
bancos genéticos y áreas naturales protegidas, así como la revaloración de tecnologías 
tradicionales y tecnologías adecuadas al medio ambiente. 

3.2. NORMAS AMBIENTALES

El derecho ambiental, en tanto derecho positivo o “legislación ambiental”, está constituido 
por el conjunto de normas jurídicas que regulan las conductas humanas que pueden influir de 
una manera relevante en los procesos de interacción que tienen lugar entre los sistemas de los 
organismos vivos y sus sistemas de ambiente, mediante la generación de efectos de los que se 
esperan una modificación significativa de las condiciones de existencia de dichos organismos.

A) BASES CONSTITUCIONALES
La Constitución peruana de 1979 estableció que todos tienen derecho a gozar de un 

ambiente saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida 
y la preservación del paisaje y la naturaleza… “(artículo 123), 

En términos ambientales, el artículo 2, numeral 22 de la Constitución peruana de 1993 
establece que ‘toda persona tiene derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y 
al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida’. 

Esta Carta Magna señala en el artículo 67 lo siguiente: “El Estado determina la política 
nacional del ambiente. Promueve el uso sostenible de sus recursos naturales.

Este mandato del artículo 67 se complementa con lo establecido en el artículo 66 
que termina de plantear los elementos de lo que es la figura compleja de un orden público 
ambiental que otorga el acceso a sus recursos naturales, siempre dentro del marco de un 
uso sostenible de los mismos. En estas condiciones, una vez planteado el reconocimiento 
constitucional de un orden publico ambiental, lo que se reconoce es la definición de una 
materia cuya regulación es de orden público y no privado, por tanto sus normas son de 
orden público y no pueden ser pactadas en contrario.
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El Artículo 66 define “Los recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio 
de la Nación. El Estado es soberano en su aprovechamiento. Por Ley Orgánica se fijan las 
condiciones de su utilización y de su otorgamiento particular. La concesión otorga a su 
titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal.”

Se regula además una norma constitucional específica para la región de la Amazonía 
peruana que es consciente de lo singular que dicha región plantea: “Artículo 69°.- El 
Estado promueve el desarrollo sostenible de la Amazonía con una legislación adecuada.”

Se busca un desarrollo normativo que acerque la legislación y la política ambiental en la 
Amazonía a los objetivos de un desarrollo sostenible y no de cualquier explotación cotidiana 
de los recursos naturales. Mandato valido tanto dentro de un área natural protegida como 
fuera de esta siendo un mandato constitucional que orienta la acción del Estado a todo nivel.

Entrando ya al terreno especifico de las áreas naturales protegidas, el artículo 68 
del mismo cuerpo constitucional dispone la necesidad de un sistema de áreas naturales 
protegidas, señalando además la obligación del Estado, no de una parte de él sino de todo 
el Estado, de promover la conservación de la diversidad biológica y las áreas naturales 
protegidas. Así dice: “Artículo 68°.- El Estado está obligado a promover la conservación de 
la diversidad biológica y de las áreas naturales protegidas.”

Medida que se sitúa dentro marco conceptual planteado en el concepto de desarrollo 
sostenible que el texto constitucional establece. Implantando el desarrollo sostenible con 
un cuidado general en todo el territorio nacional, estableciendo adicionalmente áreas 
naturales protegidas en donde como excepción se dan  una regulaciones especiales que 
varían la jurisdicción cotidiana de las respectivas circunscripciones políticas locales y 
permite concentrar el poder y la capacidad de acción en las manos de la Intendencia de 
Áreas Naturales Protegidas del Instituto Nacional de Recursos Naturales, a través de la 
administración del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas. Dirigidas a las áreas 
destinadas a conservar y, eventualmente, aprovechar sosteniblemente las características 
ecológicas de dichas espacios.

Con esta variación de lo que han sido las practicas del ejercicio de la jurisdicción político 
administrativa de los gobiernos locales y provinciales, permite separar efectivamente una 
porción de territorio para mantenerlo bajo el ejercicio de la jurisdicción de un Jefe de Área 
y sus guarda parques, llama tanto la atención que distrae la atención del área primordial de 
la acción en perjuicio de la zona de amortiguamiento.

B) EVOLUCIÓN NORMATIVA

B.1. Semillas de la normativa de recursos naturales: Gran parte de la legislación 
sobre manejo de recursos naturales se originó en la década de 1970 cuando se dictó la 
Ley Forestal y de Fauna Silvestre, la Ley de Aguas, la Ley de Reforma Agraria y las Leyes de 
Comunidades Nativas, en estos textos se definía a los recursos naturales como patrimonio 
de la Nación y se asignaba un régimen de manejo con fuerte presencia del Estado. 

B.2. Primera regulación constitucional: La experiencia de manejo y los principios 
legales consagrados en esta legislación sirvieron de inspiración al constituyente de 1979, 
lo cual quedó plasmado en el texto constitucional de aquel entonces. 
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B.3. Desarrollo sostenido ambiental y segunda regulación constitucional: Con 
la Constitución Política de 1993 el contexto económico y social del país había variado. 
Reduciéndose la presencia del Estado en la economía y se favoreció la existencia de un 
mercado libre de restricciones y subsidios. Paralelamente, el sustento doctrinario de la 
legislación sobre manejo de recursos naturales había cambiado de una propuesta de 
conservación de recursos naturales que existía en la década de 1970 a una propuesta de 
integración de la conservación dentro del desarrollo y la promoción del desarrollo sostenido 
como política del Estado. 

B.4. Codificación ambiental: Como parte de este proceso se dictó el Código del Medio 
Ambiente y los Recursos Naturales el 7 de setiembre de 1990. Dicho cuerpo normativo 
propuso las bases para el diseño de una política ambiental sólida en los diferentes sectores 
de las actividades productivas y de servicios. Reafirmándose  el principio constitucional 
establecido en la Constitución de 1979 del derecho irrenunciable de la persona a gozar de 
un ambiente saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la 
vida, así como, a la conservación del paisaje y la naturaleza.

El Código derogado contó con un Título Preliminar y 22 capítulos que regulan, en ese 
orden, las siguientes materias: política ambiental; planificación ambiental; protección del 
ambiente; medidas de seguridad; evaluación, vigilancia y control; ciencia y tecnología; 
acción educativa, medios de comunicación y participación ciudadana; patrimonio natural; 
diversidad genética y ecosistemas; áreas naturales protegidas; patrimonio natural cultural; 
recursos mineros; recursos energéticos; población y ambiente; prevención de los desastres 
naturales; infraestructura económica y de servicios; salubridad pública; limpieza pública; 
agua y alcantarillado;sanciones administrativas; delitos y penas; y sistema nacional del 
ambiente. La parte final del Código contiene un conjunto de disposiciones especiales, 
finales y transitorias. 

Como disposiciones más importantes de este Código mencionaremos las siguientes: 
Título Preliminar que reconoce a toda persona el “derecho a exigir una acción rápida 
y efectiva ante la justicia en defensa del medio ambiente y de los recursos naturales y 
culturales”;  la definición de la política ambiental como aquélla que tiene por objeto la 
protección y conservación del medio ambiente y los recursos naturales, para garantizar 
una adecuada calidad de vida y, en consecuencia, hacer posible el desarrollo integral 
de la persona. También establece el Código que el régimen tributario deberá garantizar 
la efectiva conservación de los recursos naturales, su recuperación y la promoción del 
desarrollo sustentable. 

B.5. Políticas ambientales y suscripción de normativa internacional: Desde que se 
dictó el código ambiental de 1990, el estado peruano inició un proceso de establecimiento 
de políticas ambientales en los diferentes sectores productivos y de servicios, al mismo 
tiempo que asumió compromisos internacionales que refuerzan la incorporación de la 
variable ambiental en el desarrollo.

El proceso de desarrollo de la legislación ambiental ocurrió en por lo menos tres fases: 
Una primera fase se caracterizó por la no existencia de legislación sobre los impactos 
ambientales y sociales de los proyectos de desarrollo petrolero. Es decir, estos temas no 
habían logrado el estatus de asunto político todavía, y la burocracia no había intervenido 
para otorgar y exigir responsabilidades por estas materias. De hecho el inversionista privado 
no tenía ninguna responsabilidad por estas materias (década de 1960).
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Una segunda fase se caracterizó por la incorporación de las materias ambientales 
como un problema político en sí. La legislación introdujo algunas declaraciones generales 
pero no existían mecanismos concretos de monitoreo y evaluación. Este fue el caso del 
desarrollo petrolero en la Amazonía peruana en la década de 1970.

El proceso de institucionalización de las materias ambientales fue resultado del inicio 
de una tercera fase en la que el Estado asume el control sobre cierta porción de problemas 
políticos no legislados previamente y prepara las condiciones legales e institucionales para 
hacer el monitoreo y evaluación y supervisa el cumplimiento de la ley, la promulgación de 
regulaciones, la introducción de estándares y límites permisibles, y la regulación de un 
proceso debido para la revisión y apelación de casos ambientales (década de 1990).145 

C. TIPOS DE NORMATIVA AMBIENTAL

En todo sistema de derecho ambiental es posible distinguir tres tipos de normas jurídicas, cuyas 
diferencias se explican por el proceso de su formación histórica: 1. Normativa común de relevancia 
ambiental; 2. Legislación sectorial de relevancia ambiental; y, 3. Legislación propiamente ambiental.

C.1. LA LEGISLACIÓN COMÚN DE RELEVANCIA AMBIENTAL 

Conocida también como “legislación de relevancia ambiental casual”, integrada por las 
normas jurídicas expedidas sin ningún propósito ambiental, pero que regulan conductas 
que inciden significativamente en la protección del medio ambiente. La legislación común 
de relevancia ambiental está constituida por los códigos y leyes del orden civil, penal, 
procesal y administrativo, que se aplican a los asuntos ambientales, a falta de disposiciones 
especiales sobre la materia, en temas tales como la propiedad y el uso de los elementos 
ambientales, la responsabilidad por el daño ambiental y la manera de hacerla efectiva, el 
deterioro grave del patrimonio ambiental, las contravenciones administrativas, y muchos 
otros. Ellas no tienen ningún propósito ambiental, pero inciden en los asuntos ambientales 
en la medida que generan efectos que les conciernen, como es el caso especialmente de 
ciertas normas civiles, penales y procesales. Su relevancia ambiental es “casual”, porque 
operan sobre los asuntos ambientales sin que estos efectos hayan sido buscados como 
consecuencias previstas de sus prescripciones normativas.146

C.2. LA LEGISLACIÓN SECTORIAL DE RELEVANCIA AMBIENTAL

 Integrada por las normas jurídicas expedidas para la protección de ciertos elementos 
ambientales o para proteger el medio ambiente de los efectos de algunas actividades. La 
legislación sectorial de relevancia ambiental se ocupa básicamente de tres grandes temas: 
1) la protección de recursos naturales como el agua, el suelo, los recursos forestales, la flora 
y fauna silvestres, el mar y los recursos pesqueros, los minerales y los recursos energéticos, 
y otros; 2) la ordenación del ambiente construido por el hombre, como los asentamientos 
humanos y las actividades que se realizan en su interior; y 3) la protección de la salud 
humana de los efectos ambientales.

145.	 SORIA, Carlos; MCS. Lecciones de política ambiental en Ecuador y Perú, en Programa de estudios ibéricos y latino 
americanos Universidad Flinders de Australia del Sur, 1990s. petroleras, áreas naturales protegidas y pueblos 
indígenas en la Amazonía. p. 1 al 41.

146.	  VALENZUELA, Rafael; El derecho ambiental ante la enseñanza y la investigación, en Revista de Ciencias Sociales, 
Facultad de Ciencias Jurídicas, Económicas y Sociales de la Universidad Católica de Valparaíso (Chile), núm. 23, 
segundo semestre, 1983, pp. 179 a 200.
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C.3. LA LEGISLACIÓN PROPIAMENTE AMBIENTAL

Constituida por las normas jurídicas expedidas con arreglo a la moderna concepción 
que visualiza al medio ambiente como un todo organizado a la manera de un sistema. La 
legislación propiamente ambiental está integrada por las disposiciones constitucionales 
expedidas últimamente para proteger el medio ambiente y promover el desarrollo 
sostenible, así como por las leyes generales o leyes marco sobre la materia promulgadas 
con las mismas finalidades y por las leyes que ajustan a ellas o derivan de las mismas. En 
consecuencia, este concepto comprende las Constituciones Políticas de los países de la 
región y los Códigos que contienen este tipo de disposiciones y las leyes ambientales para 
la protección del medio ambiente en su conjunto.

3.3. INSTRUMENTOS DE GESTIÓN

Los Instrumentos de Gestión son mecanismos orientados a la ejecución de la política 
ambiental, sobre la base de los principios establecidos en la presente Ley, y en lo señalado en 
sus normas complementarias y reglamentarias. Son mecanismos orientados a la ejecución 
de la política ambiental, sobre la base de los principios establecidos en la LGA y en lo 
señalado en sus normas complementarias y reglamentarias. Constituyen medios operativos 
que son diseñados, normados y aplicados con carácter funcional o complementario, para 
efectivizar el cumplimiento de la política nacional ambiental y las normas ambientales que 
rigen en el país (artículo 16 de la LGA).

En el diseño y aplicación de los instrumentos de gestión ambiental se incorporan 
los mecanismos para asegurar su cumplimiento incluyendo, entre otros, los plazos y el 
cronograma de inversiones ambientales, así como los demás programas y compromisos 
(artículo 18 de la LGA).

Los instrumentos de gestión ambiental pueden ser de planificación, promoción, 
prevención, control, corrección, información, financiamiento, participación, fiscalización, 
entre otros, rigiéndose por sus normas legales respectivas y los principios contenidos en 
LGA (artículo 17.1 de la LGA).

Constituyen instrumentos de gestión ambiental los sistemas de gestión  ambiental, 
nacional, sectoriales,  regionales o locales;  el ordenamiento territorial ambiental; la 
evaluación  del impacto  ambiental;  los planes  de cierre; los planes de contingencias; 
los estándares nacionales de calidad ambiental; los límites máximos permisibles; la 
certificación ambiental, las garantías ambientales; los sistemas de información ambiental; 
los instrumentos económicos, la contabilidad ambiental, estrategias, planes y programas 
de prevención, adecuación, control y remediación; los mecanismos de participación 
ciudadana; los planes integrales de gestión de residuos; los instrumentos orientados a 
conservar los  recursos  naturales;   los  instrumentos  de  fiscalización  ambiental  y  
sanción; la clasificación de especies, vedas y áreas de  protección y conservación; y, en 
general, todos aquellos orientados al cumplimiento de los objetivos señalados en el acápite 
precedente  (artículo  17.2 de la LGA).

3.4. FUNCIONES PÚBLICAS 

La aplicación administrativa de la legislación ambiental es una tarea que corresponde 
a los organismos globales y/o sectoriales que integran la administración pública del medio 
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ambiente. En algunos casos, sin embargo, se han creado organismos especializados en 
esta función.

4. ROL DEL ESTADO EN LA GESTIÓN AMBIENTAL

Desde el siglo XIX, como resultado del proceso ‘de la expansión comercial’ que articuló 
a nuestros países en una estrategia de comercio internacional basada en las materias 
primas, han existido normas con relevancia ambiental. Así se exportó, caucho, quinina 
y guano en unas condiciones y volúmenes que destruyeron la base productiva. Esta 
preocupación derivó en la expedición de normas de protección de los recursos naturales 
que no significaron nunca una protección real de los mismos.

El papel del Estado en la conducción política del desarrollo nacional, se traduce en 
las políticas estatales y sus normas legales, que a su vez reflejan la tendencia de construir 
una base económica capitalista, cuyas posibilidades de implementación no se integran 
fácilmente con la realidad e impacta de manera desigual en los distintos sectores sociales. 

Las posibilidades de articulación a la economía nacional y desarrollo económico que 
brinda la realidad y aquéllas que se plantea el modelo económico estatal son causantes 
directas de la destrucción de la naturaleza. Las condiciones económicas, que son inducidas 
por el modelo político y en las que se encuentran grandes sectores sociales, llevan al 
aprovechamiento descontrolado de recursos como única base de subsistencia.

En este contexto la interacción entre sociedad y naturaleza se presenta como una relación 
en la que la sociedad explota la naturaleza en un grado tal que no garantiza su permanencia. 

El hecho que no se reconozca el control y manejo de recursos naturales por comunidades 
locales y se favorezca el acceso descontrolado de cualquier usuario con el argumento de 
que son recursos de la Nación constituye una política de estado a favor de la degradación 
y el deterioro de los recursos. 

En tal sentido, la distinción entre recursos naturales renovables y no renovables pierde 
sentido cuando aquellos llamados renovables no pueden contar con condiciones objetivas 
que permitan su renovabilidad, lo cual no es posible por las características en las que se 
plantea esta relación.

Si el ciudadano no tiene derecho a accionar judicialmente entonces de qué vale saber 
que la ley prohíbe arrojar desechos tóxicos a los cursos de agua si no se puede exigir a la 
justicia que la industria que causa el perjuicio cese de verter residuos químicos al río del 
cual se sirven varios poblados. 

El derecho de la población a participar en la formulación de la política ambiental, es 
mucho más rico y complejo que atender una audiencia pública y poder hacer una pregunta. 
Hoy la participación ciudadana se expresa en instrumentos como la veeduría social y 
ambiental, la elaboración de propuestas de política ambiental y el acceso a los beneficios.

4.1. COMPETENCIAS AMBIENTALES DEL ESTADO 

Las competencias ambientales del Estado son ejercidas por organismos 
constitucionalmente autónomos, autoridades del gobierno nacional, gobiernos regionales 
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y gobiernos locales; de conformidad con la Constitución y las leyes que definen sus 
respectivos ámbitos de actuación, funciones y atribuciones, en el marco del carácter 
unitario del Estado. El diseño de las políticas y normas ambientales de carácter nacional es 
una función exclusiva del gobierno nacional (art 52º de la LGA). 

Existen muchas críticas sobre la capacidad de respuesta de los sistemas administrativos 
existentes en América Latina para la gestión ambiental, críticas que casi siempre se 
fundamentan en el hecho de la creciente gravedad que presentan los problemas 
ambientales, no obstante la presencia de dichos sistemas administrativos. Esas críticas 
olvidan que también la gestión ambiental ha mostrado ciertos logros en la solución de 
algunos problemas y en la prevención de otros, lo que pone en evidencia que la solución 
de estos problemas es factible en ciertas circunstancias.

Sin embargo, la verdad es que estas insuficiencias existen y es importante indagar 
sus causas. En ese sentido, nos parece claro que una de las razones más profundas de 
las insuficiencias de la gestión ambiental en la región tiene que ver con cómo ha sido 
concebida. En efecto, muchas veces su cometido ha sido diseñado de una manera limitada,  
que no tiene en consideración las complejidades de los ecosistemas y las interrelaciones 
de sus componentes, así como las vinculaciones que existen entre el medio ambiente y el 
desarrollo. En consecuencia, las actividades de las administraciones ambientales se han 
reducido al tratamiento sectorial de algunos problemas ambientales, mediante soluciones 
que por otra parte son puramente remediales.

Otra de las razones más profundas de las insuficiencias de la gestión ambiental en la 
región, ha consistido en que los organismos públicos creados o adecuados para ese efecto, 
por lo general han carecido de la fuerza política necesaria y de los recursos humanos, 
materiales y financieros indispensables: es un hecho que la crisis de los años ochenta 
y, en especial, la crisis financiera del Estado, ha afectado gravemente a los organismos 
públicos que tienen a su cargo la gestión ambiental del Estado, dado que casi siempre 
son los eslabones más débiles de la administración pública y, por ende, sobre ellos han 
repercutido de una manera más significativa las políticas de ajuste.

4.2. ROLES DE CARÁCTER TRANSECTORIAL 

Las entidades que ejercen funciones en materia de salud ambiental, protección de 
recursos naturales   renovables, calidad de las aguas, aire o suelos y otros aspectos de 
carácter transectorial ejercen funciones de vigilancia, establecimiento de criterios y de ser 
necesario, expedición de opinión técnica previa, para evitar los riesgos y daños de carácter 
ambiental que comprometan la protección de los bienes bajo su responsabilidad. Dichas 
autoridades deben evaluar periódicamente las políticas, normas y resoluciones emitidas por 
las entidades públicas de nivel sectorial, regional y local, a fin de determinar su consistencia 
con sus políticas y normas de protección de los bienes bajo su responsabilidad, caso 
contrario deben reportar sus hallazgos a la Autoridad Ambiental Nacional, a las autoridades 
involucradas y a la Contraloría General de la República; para que cada una de ellas ejerza 
sus funciones conforme a ley.

Toda autoridad pública de nivel nacional, regional y local debe responder a los 
requerimientos que formulen las entidades señaladas en el primer párrafo de este artículo, 
bajo responsabilidad.
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4.3. CONFLICTOS DE COMPETENCIA

Los Conflictos de Competencia se producen cuando alguno de los poderes del Estado 
o de las entidades públicas toma decisiones que no le corresponden o rehúye actuaciones 
que son propias de su competencia, interfiriendo en las atribuciones de otros órganos que 
las tienen asignadas por la Constitución o las Leyes Orgánicas.

La Autoridad Ambiental Nacional es competente siempre que la función o atribución 
específica en conflicto no haya sido asignada directamente por la Constitución o por 
sus respectivas Leyes Orgánicas, en cuyo caso la controversia la resuelve el Tribunal 
Constitucional.

En el caso de las entidades de competencia ambiental, cuando en un caso particular, 
dos o más entidades públicas se atribuyan funciones ambientales de carácter normativo, 
fiscalizador o sancionador sobre una misma actividad, le corresponde a la Autoridad  
Ambiental Nacional  a  través  de  su  Tribunal  de  Solución  de  Controversias Ambientales, 
determinar cuál de ellas debe actuar como la autoridad competente. La resolución de la 
Autoridad Ambiental Nacional es de observancia obligatoria y agota la vía administrativa. 

Siendo esta disposición aplicable en caso de conflicto entre: a) Dos o más entidades del 
Poder Ejecutivo. b) Una o más de una entidad del Poder Ejecutivo y uno o más gobiernos 
regionales o gobiernos locales; y c) Uno o más gobiernos regionales o gobiernos locales.

4.4. DEFICIENCIAS EN LA ASIGNACIÓN DE ATRIBUCIONES AMBIENTALES 

Corresponde a la Autoridad Ambiental Nacional ejercer funciones de coordinación 
y normativas, de fiscalización y sancionadoras, para corregir vacíos, superposición o 
deficiencias en el ejercicio de funciones y atribuciones ambientales nacionales, sectoriales, 
regionales y locales en materia ambiental.

4.5. EL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN AMBIENTAL

El Sistema Nacional de Gestión Ambiental se constituye sobre la base de las 
instituciones estatales, órganos y oficinas de los distintos ministerios, organismos públicos 
descentralizados e instituciones públicas a nivel nacional, regional y local que ejercen 
competencias y funciones sobre el ambiente y los recursos naturales; así como por los 
Sistemas Regionales y Locales de Gestión Ambiental, contando con la participación del 
sector privado y la sociedad civil. Tiene a su cargo la integración funcional y territorial de la 
política, normas e instrumentos de gestión

4.6. RELACIONES DE COORDINACIÓN DE LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO Y DE 
LA SOCIEDAD CIVIL, EN MATERIA AMBIENTAL.

El Sistema Nacional de Gestión Ambiental, tiene a su cargo las funciones públicas y relaciones 
de coordinación de las instituciones del Estado y de la sociedad civil, en materia ambiental.

5. AUTORIDAD AMBIENTAL NACIONAL 

El Consejo Nacional del Ambiente es la Autoridad Ambiental Nacional, ente rector del 
Sistema Nacional de Gestión Ambiental.
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5.1. CONSEJO NACIONAL DEL AMBIENTE - CONAM

El Consejo Nacional del Ambiente – CONAM es la Autoridad Ambiental Nacional y ente 
rector del Sistema Nacional de Gestión Ambiental. Sus funciones y atribuciones específicas 
se establecen por ley (26410) y se desarrollan en su Reglamento de Organización y 
Funciones (Decreto Supremo Nº 022-2001-PCM).

El CONAM tiene como misión institucional promover el desarrollo sostenible propiciando 
un equilibrio entre el crecimiento económico, la protección del ambiente y el bienestar social.

El CONAM tiene por finalidad planificar, promover, coordinar, controlar y velar por el 
ambiente y el Patrimonio Natural, dentro del marco de la promoción y respeto del derecho 
constitucional de habitar en un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida.

El CONAM conducirá el proceso de coordinación intersectorial con el Gobierno Central, 
Gobiernos Regionales y Locales y el de elaboración de estrategias y concertación de 
políticas, normas, plazos y metas con las instituciones y organizaciones de la sociedad 
civil, con miras a promover el Desarrollo Sostenible. Asimismo promoverá experiencias y 
proyectos bajo ese enfoque, a través de la difusión multiplicación de los mismos.

El CONAM, en concordancia con la Ley Nº 27104, es la instancia de coordinación en 
materia de conservación y aprovechamiento sostenible de la diversidad biológica. 

El CONAM tiene las siguientes funciones:

a) 	 Proponer, coordinar, dirigir y evaluar la Política Nacional Ambiental y aprobar el Plan 
Nacional de Acción Ambiental, velando por su cumplimiento y ejecutando las accio-
nes necesarias para su aplicación;

b) Coordinar y promover el carácter transectorial de la gestión ambiental a cargo de 
los organismos del nivel nacional, regional y local con competencias y funciones 
ambientales;

c) 	 Aprobar normas, directrices y acciones para operativizar el carácter transectorial 
de la gestión ambiental, diseñar el funcionamiento de los instrumentos de gestión 
ambiental y el ejercicio de las funciones ambientales contenidas en el presente Re-
glamento;

d) Supervisar el cumplimiento de la Política Nacional Ambiental y el Plan Nacional de 
Acción Ambiental y de sus directivas, por parte de las entidades del Gobierno Cen-
tral, Gobiernos Regionales y Locales;

e) 	 Coordinar la aplicación de instrumentos de gestión ambiental, de acuerdo con lo 
previsto en el Artículo 21 del presente Reglamento.

f) 	 Proponer y opinar sobre las propuestas normativas con implicancias ambientales.
g) 	 Fomentar la investigación y la educación ambiental, así como la participación ciu-

dadana en todos los niveles e incentivar los estudios en ciencia y tecnología con-
ducentes a la forja de tecnologías ambientalmente compatibles que fortalezcan el 
Desarrollo Sostenible.

h) 	 Fomentar la investigación y documentación sobre los conocimientos y tecnologías 
nativas relativas al ambiente;

i) 	 Promover y consolidar la información ambiental en los distintos organismos públi-
cos;
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j) 	 Resolver, en última instancia administrativa, los recursos impugnativos interpuestos 
contra resoluciones o actos administrativos relacionados con el ambiente, en los 
casos señalados en el capítulo de los Procedimientos del presente Reglamento;

k) Resolver, en última instancia administrativa, a pedido de parte, sobre la inaplica-
ción de resoluciones o actos administrativos que contravengan los principios de la 
gestión ambiental establecidos en el Artículo 9 y, en particular, los lineamientos de 
política y demás disposiciones establecidos en la Ley General de Residuos Sólidos, 
aprobada mediante Ley Nº 27314;

l) 	 Demandar el inicio de las acciones administrativas, civiles y/o penales correspon-
dientes, en los casos de incumplimiento de las políticas, normas y/o directivas de 
gestión ambiental;

m) Conducir la elaboración de la estrategia nacional de diversidad biológica, y coor-
dinar la elaboración del reporte anual del estado actual de la diversidad biológica 
en el país;

n) 	 Conducir la elaboración de la estrategia nacional de cambios climáticos, y coordi-
nar la elaboración de las comunicaciones e informes nacionales sobre la materia;

o) Promover la coordinación entre las autoridades sectoriales competentes en asuntos 
referidos a la seguridad de la biotecnología,

p) Actuar como punto focal nacional en tratados internacionales de protección ambien-
tal, tales como los Convenios sobre Cambio Climático, Diversidad Biológica, Fondo 
para el Medio Ambiente Mundial, en coordinación con el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y las autoridades que ejercen funciones ambientales en el país.

q) Proponer mecanismos que faciliten la cooperación técnica internacional para al-
canzar los objetivos de la Política Nacional Ambiental y el Plan Nacional de Acción 
Ambiental;

r) 	 Las demás que se le asignen por ley.

5.2. ALCANCE DE LAS DISPOSICIONES TRANSECTORIALES

En el ejercicio de sus funciones, la Autoridad Ambiental Nacional establece disposiciones 
de alcance transectorial sobre la gestión del ambiente y sus componentes, sin perjuicio 
de las funciones específicas a cargo de las autoridades sectoriales, regionales y locales 
competentes.

5.3. EJERCICIO SECTORIAL DE LAS FUNCIONES AMBIENTALES 

Los ministerios y sus respectivos organismos públicos descentralizados, así como los 
organismos regulatorios o de fiscalización, ejercen funciones y atribuciones ambientales 
sobre las actividades y materias señaladas en la ley. Las autoridades sectoriales con 
competencia ambiental, coordinan y consultan entre sí y con las autoridades de los 
gobiernos regionales y locales, con el fin de armonizar sus políticas, evitar conflictos o 
vacíos de competencia.

5.4. EJERCICIO DESCENTRALIZADO DE LAS FUNCIONES AMBIENTALES

Los gobiernos regionales y locales ejercen sus funciones y atribuciones de conformidad 
con lo que establecen sus respectivas leyes orgánicas y lo dispuesto en la presente Ley.

		
Para el diseño y aplicación de políticas, normas e instrumentos de gestión ambiental 

de nivel regional   y local, se tienen en cuenta los principios, derechos, deberes, mandatos 
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y responsabilidades establecidos en la presente Ley y las normas que regulan el Sistema 
Nacional de Gestión Ambiental; el proceso de descentralización; y aquellas de carácter 
nacional referidas al ordenamiento ambiental, la protección de los recursos naturales, la 
diversidad biológica, la salud y la protección de la calidad ambiental.

Las autoridades regionales y locales con competencia ambiental, coordinan y consultan 
entre sí, y con las autoridades nacionales, con el fin de armonizar sus políticas, evitar 
conflictos o vacíos de competencia.

5.5. EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS Y FUNCIONES

Las normas regionales y municipales en materia ambiental guardan concordancia con 
la legislación de nivel nacional. Los gobiernos regionales y locales informan y realizan 
coordinaciones con las entidades con las que compartan competencias y funciones, antes 
de ejercerlas.

5.6. CONCERTACIÓN EN LA GESTIÓN AMBIENTAL REGIONAL 

Los Gobiernos Regionales, a través de sus Gerencias de Recursos Naturales y Gestión 
del Medio Ambiente, y en coordinación con las Comisiones Ambientales Regionales y la 
Autoridad Ambiental Nacional, implementan un Sistema Regional de Gestión Ambiental, 
integrando a las entidades públicas y privadas que desempeñan funciones ambientales o 
que inciden sobre la calidad del medio ambiente, así como a la sociedad civil, en el ámbito 
de actuación del gobierno regional.

5.7. CONCERTACIÓN EN LA GESTIÓN AMBIENTAL LOCAL 

Los Gobiernos Locales organizan el ejercicio de sus funciones ambientales, considerando 
el diseño y la estructuración de sus órganos internos o comisiones, en base a sus recursos, 
necesidades y el carácter transversal de la gestión ambiental. Deben implementar un 
Sistema Local de Gestión Ambiental, integrando a las entidades públicas y privadas que 
desempeñan funciones ambientales o que inciden sobre la calidad del medio ambiente, así 
como a la sociedad civil, en el ámbito de actuación del gobierno local. 

6. INSTRUMENTOS  DE  GESTIÓN  AMBIENTAL

Los instrumentos de gestión ambiental son mecanismos orientados a la ejecución de 
la política ambiental, sobre la base de los principios establecidos en la Ley General del 
Ambiente, y en lo señalado en sus normas complementarias y reglamentarias. Constituyen 
medios operativos que son diseñados, normados y aplicados con carácter funcional o 
complementario, para efectivizar el cumplimiento de la Política Nacional Ambiental y las 
normas ambientales que rigen en el país.

Se entiende  que  constituyen  instrumentos  de  gestión  ambiental,  los  sistemas  
de  gestión ambiental, nacional, sectoriales, regionales o locales; el ordenamiento 
territorial ambiental; la evaluación del impacto ambiental; los Planes de Cierre; los Planes 
de Contingencias; los estándares  nacionales  de  calidad  ambiental;   la   certificación   
ambiental,   las   garantías ambientales; los sistemas de información  ambiental;  los  
instrumentos  económicos,  la contabilidad ambiental, estrategias, planes y programas 
de prevención, adecuación, control y remediación; los mecanismos de participación 
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ciudadana; los planes integrales de gestión de residuos;  los instrumentos orientados a 
conservar los recursos naturales; los instrumentos de fiscalización  ambiental y sanción; 
la clasificación de especies, vedas y áreas de protección y conservación; y, en  general, 
todos aquellos orientados al cumplimiento  de  los  objetivos señalados para la ejecución 
de la política ambiental. El Estado debe asegurar la coherencia y la complementariedad en 
el diseño y aplicación de los instrumentos de gestión ambiental. 

7. TIPOS DE INSTRUMENTOS DE LA GESTIÓN AMBIENTAL

Los instrumentos de gestión ambiental podrán ser de planificación, promoción, 
prevención, control,   corrección, información, financiamiento, participación, fiscalización, 
entre otros, rigiéndose por sus normas legales respectivas y los principios contenidos en 
la presente Ley.

7.1. INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN. 

Son instrumentos de la Política Nacional Ambiental las normas, estrategias, planes y 
acciones que establece el CONAM y las que proponen y disponen, según sea el caso, en 
cada nivel -nacional, regional y local- las entidades del Sector Público, del sector privado 
y la sociedad civil.

El Plan Nacional de Acción Ambiental se sustenta en la Agenda Ambiental Nacional, 
las Agendas Ambientales Regionales y el Plan Nacional de Ordenamiento Ambiental. El 
alcance y la periodicidad de la formulación de estos instrumentos de planeamiento es 
competencia del Consejo Directivo del CONAM.

La elaboración de la Agenda Ambiental Nacional es participativa, en concertación 
con el sector privado y la sociedad civil. Las instituciones públicas con competencias 
ambientales deben remitir, previamente, sus propuestas de metas y compromisos para 
su incorporación en la Agenda. Las Agendas Ambientales Regionales son elaboradas 
concertada y participativamente por las Comisiones Ambientales Regionales. Son de 
obligatorio cumplimiento por las autoridades nacionales, regionales y locales, bajo 
responsabilidad, la Política Nacional Ambiental, el Plan Nacional de Acción Ambiental, 
las Agendas Ambientales Nacional y Regionales, así como las normas que apruebe el 
CONAM, para el cumplimiento de lo dispuesto en estos instrumentos.

El Informe Nacional sobre el Estado del Ambiente del Perú es elaborado anualmente por 
el CONAM. Contendrá la identificación y caracterización del estado del ambiente en el país, 
de los principales problemas ambientales, evaluación de las medidas adoptadas para cumplir 
con los lineamientos de política ambiental y los preceptos contenidos en el Código, así como la 
medición en términos económicos, sociales y ambientales del patrimonio natural de la Nación.

Planeación del uso del suelo: Este es un proceso mediante el cual se establecen 
restricciones o prohibiciones sobre el desarrollo de proyectos potencialmente contaminantes 
en zonas ambientalmente sensibles o para proteger la salud humana. Este instrumento 
también se emplea para concentrar a las instalaciones industriales en zonas o parques 
industriales en los que instala la infraestructura necesaria para mitigar sus impactos.

La planeación del uso del suelo también se emplea para concentrar a las instalaciones 
industriales en zonas o parques industriales que tienen infraestructura para mitigar sus 
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impactos. La evaluación del impacto ambiental (EIA) está íntimamente relacionada con 
la planeación del uso del suelo y ocasionalmente se traslapan. En Latinoamérica, se está 
aplicando con frecuencia creciente la planeación integrada del uso del suelo y la gestión 
de las aguas, mediante la gestión integral de cuencas.

7.2. INSTRUMENTOS DE PROMOCIÓN. 

En materia de promoción del cumplimiento y aplicación de la legislación ambiental se 
pueden dar las siguientes acciones:

Los ministerios de salud y de agricultura y ganadería pueden realizar inspecciones 
o visitas para verificar el cumplimiento de la legislación correspondiente, pueden emitir 
órdenes sanitarias y aplicar medidas especiales como la confiscación o destrucción de 
bienes, el cierre de instalaciones y la cancelación de permisos y licencias. Si el infractor no 
corrige la violación, el inspector puede iniciar un juicio ante un tribunal o emitir una orden 
de clausura.

El CONAM promoverá la educación sobre la protección ambiental y la conservación de 
los recursos naturales en todos los niveles de educación formal y no formal, empleando, 
cuando sea necesaria, los medios de comunicación social masivos. La educación ambiental 
contribuye a la formación ética y cívica de la población, así como para la capacitación 
e investigación técnicas y científicas orientadas a forjar conciencia y conductas 
ambientalmente responsables y promover una cultura ambiental en el país. La obligación 
de incorporar la dimensión ambiental en el proceso educativo también comprende el deber 
de los Poderes del Estado de organizar programas de capacitación y especialización de 
las autoridades y funcionarios públicos.

La promoción coordinada y concertada de la participación ciudadana, a través de 
mecanismos formales y no formales.

7.3. INSTRUMENTOS DE PREVENCIÓN 

El Sistema de Evaluación Impacto Ambiental es un instrumento significativo para la 
prevención del deterioro ambiental, este permite introducir la dimensión ambiental en el 
diseño y ejecución de proyectos y actividades que se realizan en nuestro país; por medio de 
él se evalúa y certifica que las iniciativas, tanto en el sector público como en el privado, se 
encuentren en condiciones de cumplir con los requisitos ambientales que le sean aplicables.

Los estándares también pueden establecer los criterios de calidad del aire ambiente 
o del agua, regular el desempeño ambiental mediante límites máximos de descarga o 
emisión de contaminantes al agua o al aire (ya sea por concentración o por cantidades 
totales) y limitar los desechos o regular los productos. Los estándares normalmente se 
emplean conjuntamente con licencias o permisos que indican las condiciones bajo las 
cuales se debe cumplir el estándar, y con sanciones aplicables en caso de violaciones al 
estándar o a las condiciones de la licencia o permiso.

Los instrumentos regulatorios pueden diseñarse de muy diversas maneras, incluyendo: 
prohibiciones, control de emisiones al medio ambiente, control de alimentación de procesos, 
control de insumos, control de precios, estándares, licencias, permisos, sanciones, 
requerimientos de monitoreo y evaluación del impacto ambiental.
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7.4. INSTRUMENTOS DE CONTROL

Instrumentos regulatorios: Estos instrumentos, también llamados de comando y 
control, se basan en el establecimiento de requerimientos y estándares obligatorios que 
la comunidad regulada debe cumplir bajo la vigilancia de las autoridades ambientales. 
Los instrumentos regulatorios incluyen prohibiciones, control de emisiones, estándares de 
desempeño, licencias, permisos, sanciones, requerimientos de monitoreo y la evaluación 
del impacto ambiental.

7.5. INSTRUMENTOS DE CORRECCIÓN

Estos instrumentos procuran que los contaminadores cumplan con su obligación 
de restaurar o compensar el daño ambiental que resulte de derrames accidentales de 
contaminantes, y que asuman el costo de degradación ambiental que causan, además de 
ser un incentivo importante para que los contaminadores tomen medidas preventivas más 
allá de los requerimientos regulatorios aplicables.

7.6. INSTRUMENTOS DE INFORMACIÓN

Son instrumentos basados en la información: Son aquellos que reconocen el desempeño 
ambiental implícito en ciertos productos o servicios a través de la certificación (ISO 14000) 
y el etiquetado; o aquellos que presionan a los contaminadores para que cumplan con la 
ley o para que mejoren su desempeño ambiental, mediante la publicación de inventarios 
de contaminantes y de contaminadores, la calificación y comparación del desempeño de 
distintas fuentes contaminantes, la divulgación pública de las violaciones a la ley ambiental, 
etc.

7.7. INSTRUMENTOS DE FINANCIAMIENTO
Los instrumentos económicos son instrumentos que a los contaminadores y a los 

consumidores a tomar decisiones que ayudan a lograr los objetivos ambientales. Estos 
incluyen los permisos comerciables, los sistemas de depósito-reembolso, los subsidios 
gubernamentales y los impuestos, cargos y tarifas, entre otros.

7.8. INSTRUMENTOS DE PARTICIPACIÓN

Son mecanismos voluntarios, incluyen los acuerdos ambientales negociados entre la 
industria y las autoridades reguladoras, los programas públicos voluntarios desarrollados por 
las autoridades en los que se invita a la comunidad regulada a participar y los compromisos 
unilaterales por parte de los contaminadores sin la intervención gubernamental.

7.9. INSTRUMENTOS DE FISCALIZACIÓN

Los mecanismos principales de aplicación de la ley son las inspecciones, las órdenes 
judiciales o administrativas, las sanciones y las medidas de remediación. Además, existen 
respuestas informales y otros medios que permiten a los infractores restablecer su situación 
de cumplimiento y que son importantes para lograr los objetivos ambientales de que se trate.

Independientemente de la importancia de la verificación del cumplimiento y de las demás 
actividades de aplicación, estas son por lo regular costosas y pueden ser complejas. Por 
ello, y dado que la credibilidad de un régimen ambiental puede debilitarse si sus medidas 
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no son aplicadas de manera efectiva, el diseño de los instrumentos de gestión ambiental 
debe incluir la consideración de la viabilidad operativa de las medidas de aplicación que 
se requieren para su funcionamiento.

7.10. SISTEMAS DE GESTIÓN AMBIENTAL

Se entiende  que  constituyen  instrumentos  de  gestión  ambiental,  los  sistemas  de  
gestión ambiental, nacional, sectoriales, regionales o locales.

7.11. ORDENAMIENTO TERRITORIAL AMBIENTAL.

El ordenamiento territorial ambiental constituye un instrumento de gestión ambiental, que 
permite planificar una armoniosa distribución de los seres humanos y sus actividades en 
un espacio territorial determinado, así como el aprovechamiento sostenible de los recursos. 
Se trata de prever la correcta asignación de los distintos usos de los diversos espacios y 
sus recursos naturales, teniendo en cuenta las necesidades de las colectividades y los 
condicionantes de orden natural, social, cultural y económico. Es parte de la planificación 
prospectiva que se realiza de manera intersectorial, descentralizada y participativa, con el 
objeto de construir escenarios ideales o deseados pero que sean posibles.

El ordenamiento territorial ambiental y la Zonificación Ecológica Económica son 
instrumentos que forman parte de la Política del Ordenamiento del Territorio. El primero 
orienta la definición de  criterios e indicadores ambientales que condicionan la asignación 
de usos territoriales y la ocupación  ordenada del territorio, y el segundo constituirá una 
base de datos de información primaria y  secundaria que contribuirá de conocimiento para 
la planificación ambiental (consigna las  características biofísicas y socio económicas 
presentes en un territorio) 

A) PLANIFICACIÓN SOBRE EL USO DEL TERRITORIO

La planificación sobre el uso del territorio es un proceso de anticipación y toma de 
decisiones relacionadas con las acciones futuras en el territorio, el cual incluye los 
instrumentos, criterios y aspectos para su ordenamiento ambiental.

B) ORDENAMIENTO  TERRITORIAL AMBIENTAL

El ordenamiento territorial ambiental es un instrumento que forma parte de la política 
de ordenamiento territorial. Es un proceso técnico-político orientado a la definición de 
criterios e indicadores ambientales que condicionan la asignación de usos territoriales y la 
ocupación ordenada del territorio.

El Ordenamiento Territorial como instrumento de gestión ambiental contribuiría a 
cumplir la obligación del estado de respetar el derecho fundamental a vivir en un ambiente 
equilibrado. 

 La importancia de contar con la Ley de Ordenamiento Territorial es tal que permitiría una 
gestión ambiental de los procesos de desarrollo en forma adecuada, integral y efectiva, así 
como la articulación de los procesos de desarrollo nacionales con los procesos de desarrollo 
subnacionales (Gobiernos Regionales, provinciales y distritales). Si bien existe un conjunto 
de normas que han regulado el tema de los procesos de ordenamiento territorial tal como 
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podemos constatar, esta legislación es dispersa, contradictoria, y no establece el carácter 
obligatorio de lo establecido en el OT para otros sectores (público y privados), en lo referido 
a la asignación de los usos de los recursos del territorio establecido en los ordenamientos 
territoriales realizados por los Gobierno Regionales y Locales. Esta situación (ausencia de 
una ley que dé un carácter vinculante) hace que los procesos de Ordenamiento Territoriales 
en los ámbitos subnacionales carezcan de sentido y de efecto útil, todo lo cual se traduce 
en una desprotección del derecho constitucional a vivir en un medio ambiente adecuado 
y equilibrado. 

 A nivel de América Latina, los beneficios encontrados de la relación entre el Ordenamiento 
Territorial y la gestión ambiental han permitido la inclusión de temas ambientales en la 
agenda de la planificación. 

El OT exige una mirada multidimensional inherente al territorio, que ponga en el mismo nivel 
las dimensiones económica, política, social, ambiental, cultural e institucional, y que sea capaz 
de articularlas. El sesgo sectorial del OT, sin negar la importancia sustantiva de la dimensión 
ambiental en este campo, debilita la visión integral que demanda este tipo de procesos. 

C) OBJETIVOS DE LA PLANIFICACIÓN Y EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Las experiencias y conceptualizaciones sobre ordenamiento territorial en el mundo 
permiten colegir que se trata de una política de Estado y un proceso planificado de 
naturaleza política, técnica y administrativa, cuyo objeto central es el de organizar, armonizar 
y administrar la ocupación y uso del espacio, de modo que éstos contribuyan al desarrollo 
humano ecológicamente sostenible, espacialmente armónico y socialmente justo.

La planificación y el ordenamiento territorial tienen por finalidad complementar la 
planificación económica, social y ambiental con la dimensión territorial, racionalizar las 
intervenciones sobre el territorio y orientar su conservación y aprovechamiento sostenible. 

Tiene los siguientes objetivos:

C.1. Orientar la formulación, aprobación y aplicación de políticas nacionales, sectoriales, 
regionales y locales en materia de gestión ambiental y uso sostenible de los recursos 
naturales y la ocupación ordenada del territorio, en concordancia con las características 
y potencialidades de los ecosistemas, la conservación del ambiente, la preservación del 
patrimonio cultural y el bienestar de la población.

C.2. Apoyar el fortalecimiento de capacidades de las autoridades correspondientes 
para conducir la gestión de los espacios y los recursos naturales de su jurisdicción, 
promoviendo la participación ciudadana y fortaleciendo a las organizaciones de la sociedad 
civil involucradas en dicha tarea.

C.3. Proveer información técnica y el marco referencial para la toma de decisiones sobre 
la ocupación del territorio y el aprovechamiento de los recursos naturales; así como orientar, 
promover y potenciar la inversión pública y privada; sobre la base del principio de sostenibilidad.

C.4. Contribuir a consolidar e impulsar los procesos de concertación entre el Estado y 
los diferentes actores económicos y sociales, sobre la ocupación y el uso adecuado del 
territorio y el aprovechamiento de los recursos naturales, previniendo conflictos ambientales.
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C.5. Promover la protección, recuperación y/o rehabilitación de los ecosistemas 
degradados y frágiles.

C.6. Fomentar el desarrollo de tecnologías limpias y responsabilidad social.

D) ASIGNACIÓN DE USOS 

Las zonificaciones se basan en categorías espaciales para las cuales se establecen 
los usos permitidos, prohibidos o restringidos, acompañados de instrumentos coercitivos 
o estimulantes y normas que dan soporte legal a los planes y definen mecanismos para 
resolver los conflictos generados por la intervención.

La asignación de usos se basa en la evaluación de las potencialidades y limitaciones del 
territorio utilizando, entre otros, criterios físicos, biológicos, ambientales, sociales, económicos 
y culturales, mediante el proceso de zonificación ecológica y económica. Dichos instrumentos 
constituyen procesos dinámicos y flexibles y están sujetos a la Política Nacional Ambiental.

A escala regional, los planes constituyen un marco de referencia para la planificación 
de los niveles inferiores y se concentran en problemas intrarregionales dentro del contexto 
nacional e internacional, cuyo énfasis es determinado por la política nacional de desarrollo. 
Los planes regionales se pueden orientar hacia el desarrollo de la competitividad regional 
en los mercados internacionales, a equilibrar el desarrollo urbano-regional, a mejorar la 
integración económica-regional, etc.

E) ORDENAMIENTO TERRITORIAL AMBIENTAL Y LA DESCENTRALIZACIÓN 

En los planes de ordenamiento territorial se articulan de manera armónica, objetivos de 
desarrollo económico, social, cultural y ambiental, desde una perspectiva espacial, de lo 
cual se desprende su carácter multidimensional.

El ordenamiento territorial ambiental es un objetivo de la descentralización en materia 
de gestión ambiental. En el proceso de descentralización se prioriza la incorporación de 
la dimensión ambiental en el ordenamiento territorial de las regiones y en las áreas de 
jurisdicción local, como parte de sus respectivas estrategias de desarrollo sostenible.

A escala municipal o local se elaboran planes de ordenamiento urbano y planes de 
ordenamiento rural, sin descuidar las relaciones campo-ciudad. Los planes de ordenamiento 
urbano buscan organizar y controlar los usos residenciales, comerciales, industriales y 
recreativos del espacio urbano, así como la expansión futura de las ciudades, los riesgos 
o amenazas de desastres por fenómenos naturales, el transporte público, la prestación 
de servicios etc. Los planes de ordenamiento rural se concentran en la organización y 
control de la localización de actividades agrícolas, extractivas, forestales, industriales, 
etc., buscando que éstas se desarrollen de manera ecológicamente sostenible. Asimismo, 
estos planes se proponen elevar las condiciones de vida de la población campesina, la 
desconcentración de la propiedad sobre la tierra y el acceso a la misma de los pequeños 
productores, la accesibilidad a centros de mercado, entre otros.

El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Autoridad Ambiental Nacional y en coordinación 
con los niveles descentralizados de gobierno, establece la política nacional en materia de 
ordenamiento territorial ambiental, la cual constituye referente obligatorio de las políticas 
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públicas en todos los niveles de gobierno. Los gobiernos regionales y locales coordinan 
sus políticas de ordenamiento territorial, entre sí y con el gobierno nacional, considerando 
las propuestas que al respecto formule la sociedad civil.

F) ORDENAMIENTO URBANO Y RURAL 

La planificación territorial es un proceso fundamental en la gestión de la conservación y 
uso sostenible de la biodiversidad y en promover un desarrollo regional y local sostenible. 
Con planificación se promueve un uso y manejo de los recursos naturales del territorio 
más sostenible, equitativo y ordenado, así como previene conflictos sociales y conflictos 
de interés. Con la planificación territorial se incluyen criterios sociales, económicos y 
ambientales (por ejemplo ecosistémicos y de biodiversidad) en los planes de desarrollo 
municipal, provincial, nacional y subregional. Se trata de un proceso que debe involucrar 
activa participación de los actores públicos, privados y sociedad civil.

La legitimación social es otra de las características destacadas en las políticas de 
ordenamiento. Esta legitimación se busca dando al proceso de ordenamiento un carácter 
participativo, especialmente en la formulación de planes de OT locales y subregionales, 
escalas en las cuales la sensibilidad de los grupos sociales es mayor frente a los cambios 
que se establezca en el uso u ocupación del territorio o frente a los planes de inversión 
mediante los cuales se quiere inducir el orden territorial futuro.

El carácter prospectivo y coordinado se evidencia en el énfasis de largo plazo que 
tienen los planes de OT y en el interés por el diseño y construcción de escenarios futuros, 
concebidos en un horizonte de tiempo determinado (15 a 30 años), hacia los cuales 
se orienta la política ordenadora. Alrededor de la construcción de estos escenarios se 
formulan los planes de desarrollo territorial y/o de uso y ocupación del territorio, buscando 
siempre una coordinación vertical, horizontal y temporal. La coordinación vertical hace 
referencia a la acción concurrente y armónica entre los distintos niveles territoriales que 
tienen jurisdicción administrativa sobre el territorio. La coordinación horizontal, se refiere 
a la concurrencia y armonía de las distintas políticas sectoriales que se desarrollan en el 
territorio. La coordinación temporal, tiene que ver con la continuidad en el tiempo de la 
política ordenadora aunque cambien los gobiernos, de modo que la construcción de los 
escenarios prospectivos o futuros sea posible.

Corresponde a los gobiernos locales, en el marco de sus funciones y atribuciones, 
promover, formular y ejecutar planes de ordenamiento urbano y rural, en concordancia 
con la Política Nacional Ambiental y con las normas urbanísticas nacionales, considerando 
el crecimiento planificado de las ciudades, así como los diversos usos del espacio de 
jurisdicción, de conformidad con la legislación vigente, los que son evaluados bajo criterios 
socioeconómicos y ambientales.

Fortalecer las capacidades en ordenamiento territorial de los gobiernos regionales y 
locales de la Amazonía peruana, que permita la toma de decisiones concertadas en la 
planificación de la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad.

Los gobiernos locales deben evitar que actividades o usos incompatibles, por razones 
ambientales, se desarrollen dentro de una misma zona o en zonas colindantes dentro de 
sus jurisdicciones. También deben asegurar la preservación y la ampliación de las áreas 
verdes urbanas y periurbanas de que dispone la población.
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En el caso peruano esto es bastante evidente dada la combinación de un ritmo 
acelerado de inversión y crecimiento durante la última década, junto con lo que parecen 
ser irreversibles consecuencias del calentamiento global, lo que ha generado una serie 
de movilizaciones sociales por el acceso y control de recursos naturales y ha hecho cada 
vez más urgente la necesidad de avanzar en la implementación de los instrumentos de 
zonificación y ordenamiento territorial.

Las instalaciones destinadas a la fabricación, procesamiento o almacenamiento 
de sustancias químicas peligrosas o explosivas deben ubicarse en zonas industriales, 
conforme a los criterios de la zonificación aprobada por los gobiernos locales. 

7.12. EVALUACIÓN DEL IMPACTO AMBIENTAL.

Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental la evaluación del 
impacto ambiental (art.  17.2 de la LGA).

Se llama Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) al procedimiento técnico-administrativo 
que sirve para identificar, prevenir e interpretar los impactos ambientales que producirá 
un proyecto en su entorno en caso de ser ejecutado, todo ello con el fin de que la 
administración competente pueda aceptarlo, rechazarlo o modificarlo. Este procedimiento 
jurídico administrativo se inicia con la presentación de la memoria resumen por parte del 
promotor, sigue con la realización de consultas previas a personas e instituciones por parte 
del órgano ambiental, continúa con la realización del EsIA (Estudio de Impacto Ambiental) 
a cargo del promotor y su presentación al órgano sustantivo. Se prolonga en un proceso 
de participación pública y se concluye con la emisión de la DIA (Declaración de Impacto 
Ambiental) por parte del Órgano Ambiental.

La evaluación del impacto ambiental surge en el fin de los años 60 en Estados Unidos 
con el nombre de “environmental impact assessment” (E.I.A.) – en algunos casos en lugar 
de “Assessment” se puede encontrar Analysis o Statement). El EIA introduce las primeras 
formas de control de las interacciones de las intervenciones humanas con el ambiente 
(ya sea en forma directa o indirecta), mediante instrumentos y procedimientos dirigidos 
a prever y evaluar las consecuencias de determinadas intervenciones. Todo esto con la 
intención de reducir, mitigar, corregir y compensar los impactos.

Uno de los conceptos cuya comprensión genera muchas dificultades es el de “daño 
ambiental”. La Ley General del Ambiente, lo define como “…todo menoscabo material que 
sufre el ambiente y/o alguno de sus componentes, que puede ser causado contraviniendo 
o no disposición jurídica, y que genera efectos negativos actuales o potenciales” (Artículo 
142.2).147

El daño ambiental lo sufre el ambiente o sus componentes, y representa por lo tanto un 
“menoscabo material”. Sus efectos pueden incluir daños “no materiales”, pero, nuevamente, 
ellos no forman parte de aquel.

El ambiente y sus componentes lo comprenden “…los elementos físicos, químicos 
y biológicos de origen natural o antropogénico que, en forma individual o asociada, 

147.	   LANEGRA, Iván; El daño ambiental, http://blog.pucp.edu.pe/item/77336/el-dano-ambiental
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conforman el medio en el que se desarrolla la vida”. Pero son muchos los elementos 
que conforman el medio. Por ello la Ley precisa que son “…los factores que aseguran la 
salud individual y colectiva de las personas y la conservación de los recursos naturales, la 
diversidad biológica y el patrimonio cultural asociado a ellos, entre otros.” (Artículo 2.3). Así, 
cuando uno introduce un contaminante al ambiente que tuviera la posibilidad de modificar 
el medio humano y dañar su salud, está generando un daño ambiental. También lo hará 
si contamina una laguna, destruyendo un ecosistema, aunque no se afecte la salud de 
ninguna persona.148 

El daño ambiental es independiente del hecho que se contravenga o no alguna 
disposición jurídica. En primer lugar, esta disposición es coherente con la posibilidad de 
admitir la responsabilidad objetiva frente al daño ambiental. En segundo lugar, el daño 
al ambiente pudiera resultar, a pesar de su existencia, no indemnizable, debido a la 
inexistencia de un marco legal que garantice dicha reparación.149

7.12.1. SISTEMA NACIONAL DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL - SEIA 

Los estudios de impacto ambiental son desarrollados con información bibliográfica 
disponible que reemplaza al EIA en aquellos casos en que las actividades no involucran 
un uso intensivo ni extensivo del terreno, tales como la aerofotografía, aeromagnetometría, 
geología de superficie, o se trate de actividades de reconocido poco impacto a desarrollarse 
en ecosistemas no frágiles.

Las alteraciones ambientales que acontecen alrededor de un Programa de desarrollo 
socio-económico, que ha condicionado su dinámica en base a la ejecución de obras de 
ingeniería, merecen ser estudiadas para prevenirlas antes de su construcción, así como 
para asesorar a los órganos encargados de la toma de decisiones y se pronuncien con los 
suficientes elementos de juicio sobre la conveniencia o no de su realización, asegurando 
así la continuidad y eficiencia de su funcionamiento.

Así en muchos casos la construcción de grandes obras de ingeniería han causado 
serias modificaciones en el hábitat de especies de fauna y flora, desequilibrios estructurales 
a nivel socio-económico (enfermedades, desempleo, pérdidas de cultivos, cambios 
culturales); y otras modificaciones ecológicas que han significado la pérdida irreparable 
de bienes y servicios que la naturaleza prodiga a ciertas zonas de los territorios donde se 
han planificado la implementación de este tipo de obras.

Son estudios que el proponente elabora para contrastar la acción con los criterios de 
protección ambiental y que le ayuda a decidir los alcances del análisis ambiental más detallado.

Toda actividad humana que implique construcciones, obras, servicios y otras 
actividades, así como las políticas, planes y programas públicos susceptibles de causar 
impactos ambientales de carácter significativo, está sujeta, de acuerdo a ley, al Sistema 
Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental – SEIA, el cual es administrado por la 
Autoridad Ambiental Nacional. La ley y su reglamento desarrollan los componentes del 
Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental.

148.	   LANEGRA, ob.cit.
149.	   El daño ambiental y su caracterización en Brasil http://orbita.starmedia.com/jurifran/ajdamb2.html



ROXANA ELIZABETH BECERRA URBINA 131

Desafortunadamente el desarrollo de grandes obras de ingeniería implica casi siempre 
la modificación irreversible del medio ambiente donde se ubican dichas obras. Muchas 
veces esta modificación es positiva para los objetivos sociales económicos que se tratan 
de alcanzar; pero en muchas otras ocasiones, la falta de un debido planeamiento en su 
ubicación, fase de construcciones y etapa de operación puede conducir a serios desajustes 
debido a la alteración del medio.

Los proyectos o actividades que no están comprendidos en el Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental, deben desarrollarse de conformidad con las normas de 
protección ambiental específicas de la materia.

7.12.2. ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL – EIA 

La gestión ambiental de proyectos implica necesariamente recurrir a cierto instrumental 
que se ha desarrollado durante las últimas dos décadas, denominados Estudios de Impacto 
Ambiental (EIA). 

Por años, en todos los países del mundo, esta herramienta ha sido utilizada en 
la formulación y evaluación ambiental de proyectos. Su mayor aplicación ha sido en el 
desarrollo de proyectos termoeléctricos, hidroeléctricos, mineros, industriales, viales, 
urbanos y petroleros, entre otros.

La definición de impacto ambiental (I.A.) está dada como el cambio o alteración que se 
produce sobre la salud y bienestar del hombre al llevar a cabo el desarrollo de un proyecto. 
Un ejemplo de impacto ambiental, bastante conocido es lo que sucedió a la Represa de 
Asuán, Egipto, donde el almacenamiento de agua llegó a la proliferación de un caracol que 
es agente transmisor de un parásito acuático que causa la esquistosomiosis, enfermedad 
llamada también bilharzia y que ha sido la responsable durante muchos años de la muerte 
de millares de personas, al no haberse tomado en cuenta los efectos perniciosos de las 
aguas desarrollo de las larvas que producen dicha enfermedad. Indudablemente, que 
esto ha generado en el ecosistema donde se ubica dicha obra una pérdida de calidad de 
vida de los pobladores locales; y en todo caso medidas correctivas son aplicables para 
controlar los brotes de esta enfermedad.

Los Estudios de Impacto Ambiental – EIA, son instrumentos de gestión que contienen 
una descripción de la actividad propuesta y de los efectos directos o indirectos previsibles 
de dicha actividad en el medio ambiente físico y social, a corto y largo plazo, así como 
la evaluación técnica de los mismos. Deben indicar las medidas necesarias para evitar o 
reducir el daño a niveles tolerables e incluirá un breve resumen del estudio para efectos de 
su publicidad. La ley de la materia señala los demás requisitos que deban contener los EIA.

Algunas obras de ingeniería que se reconoce tienen serias implicancias ambientales, se 
enumeran a continuación:

A. ACTIVIDADES DE TRANSFORMACION Y USO DE LA TIERRA: Desarrollo de 
proyectos urbanos, industriales, agrícola; construcción de aeropuertos, puertos, presas, 
carreteras, líneas de transmisión, vías férreas.

B. ACTIVIDADES VINCULADAS AL APROVECHAMIENTO Y RECURSOS NATURALES 
RENOVABLES Y NO RENOVABLES: Extracción de madera. Actividades de caza y pesca. 
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Minería, perforación, explosiones. Programas de reforestación. Programas de conservación 
de especies (Fauna). Fertilización, reciclaje de desechos y control de avenidas.

C. ACTIVIDADES RELACIONADAS A PROCESOS AGRICOLAS: Programa de 
desarrollo agrícola y pecuario. Asentamientos humanos. Desarrollo de agroindustrias.

D. ACTIVIDADES RELACIONADAS A PROCESOS INDUSTRIALES: Establecimiento de 
industria petroquímica, plantas siderúrgicas, refinerías fundiciones, plantas de papel y pulpa, etc.

E. DESARROLLO DE OBRAS DE INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE. 
Construcción de autopistas, instalaciones portuarias, aéreas y terrestres. Tránsito de 
automóviles, camiones, ferrocarriles, etc.

F. CONSTRUCCION DE OBRAS PARA GENERACION DE ENERGIA: Lagos artificiales, 
presas, estaciones térmicas y nucleares, etc.

G. DESECHOS DE AGUA Y TRATAMIENTO: Control de vertimientos de sustancias 
tóxicas, emisiones biológicas, rellenos de tierra, etc.

H. TRATAMIENTO QUIMICO: Control de plagas (pesticidas), control de mala hierba 
(herbicidas), etc.

I. RECREACION: Áreas de caza, parques, santuarios, etc.

Esta clasificación si bien resume las obras de ingeniería más comunes, no considera el 
crecimiento de las ciudades, que cada vez se extienden más hacia el campo, ocupando 
las tierras más productivas y en muchos casos generando una competencia de uso de 
recursos, como el agua para consumo doméstico y agrícola.

En general, se considera que es interés de la ciudadanía y de la población en general, llevar 
a efecto la realización de una evaluación ambiental dentro de los rigores propios que plantean la 
secuencia de actividades a ejecutarse. De allí la importancia que merece los estudios de impacto 
ambiental como una evaluación previa para identificar, predecir e interpretar los impactos.

7.12.3. PROGRAMAS DE ADECUACIÓN Y MANEJO AMBIENTAL - PAMA 

La autoridad ambiental competente puede establecer y aprobar Programas de 
Adecuación y Manejo  Ambiental – PAMA, para facilitar la adecuación de una actividad 
económica  a obligaciones  ambientales nuevas, debiendo asegurar su debido cumplimiento 
en plazos que establezcan las  respectivas normas, a través de objetivos de desempeño 
ambiental explícitos, metas y un cronograma  de avance de cumplimiento, así como las 
medidas de prevención, control, mitigación, recuperación  y eventual compensación que 
corresponda (art. 26.1. de la LGA). 

El PAMA, es solo la aplicación de medidas correctivas para aminorar el deterioro 
ambiental, y no para resarcir a la sociedad y al estado la deuda ecológica que ciertos 
sectores de la actividad económica han ocasionado en varios ecosistemas de nuestro 
territorio. En este sentido, en nuestro concepto, llevar a la práctica un PAMA es olvidarse del 
daño ecológico ocasionado a la Sociedad. La aplicación en nuestro país de los Programas 
de Adecuación y Manejo Ambiental (PAMA), el cual ha surgido en nuestra legislación 
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ambiental, y que se presenta según nuestra opinión como un paliativo ambiental para evitar 
que los costos ambientales sean debidamente tomados en cuenta.

Los programas de Adecuación y Manejo Ambiental (PAMA), que conllevan un 
análisis parcial de la problemática ambiental generada por los agentes que deterioran 
el medio ambiente, marginando los costos sociales y ambientales que han producido. 
Constituyéndose así en una herramienta práctica y aliada de las empresas contaminantes, 
para salir airosos de los problemas ambientales ocasionados. En los EIA, se toma en cuenta 
los efectos ambientales que han originado, o puedan causar, los proyectos en sus etapas de 
planeamiento, ejecución y operación, evaluando todas las implicancias socioeconómicas, 
culturales, físico-biológicas y estéticas del entorno de influencia del proyecto. En cambio, 
los PAMA consideran tangencialmente estas implicancias, centrándose en la corrección de 
los efectos ambientales generados en la etapa de operación de los proyectos, y dejando de 
lado la evaluación de las externalidades de los proyectos, tanto positivas como negativas, 
que no se consideraron inicialmente en el estudio de factibilidad y estudio definitivo del 
proyecto. Por ejemplo, que sucederá con los daños a los recursos naturales y al hombre que 
causa la minería o la explotación de hidrocarburos, cuando sólo se le exige la aplicación de 
un PAMA, y con lo cual se hace creer que existe un Estado fuerte que exige su aplicación 
en defensa del medio ambiente, cuando la realidad es otra, puesto que el Estado está 
dejando una carga social y ambiental que este tipo de instrumento no evalúa, ni resuelve.

El incumplimiento de las acciones definidas en los PAMA, sea durante su vigencia o 
al final de éste, se sanciona administrativamente, independientemente de las sanciones 
civiles o penales a que haya lugar.

Los informes sustentatorios de la definición de plazos y medidas de adecuación, los 
informes de seguimiento y avances en el cumplimiento del PAMA, tienen carácter público y 
deben estar a disposición de cualquier persona interesada.

7.13. PLANES DE CIERRE

Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental los Planes de Cierre. Los 
titulares de todas las actividades económicas deben garantizar que al cierre de actividades 
o instalaciones no subsistan impactos ambientales negativos de carácter significativo, 
debiendo considerar tal aspecto al diseñar y aplicar los instrumentos de gestión ambiental 
que les correspondan de conformidad con el marco legal vigente. 

La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con las autoridades ambientales 
sectoriales, establece disposiciones específicas sobre el cierre, abandono, post- cierre y 
post-abandono de actividades o instalaciones, incluyendo el contenido de los respectivos 
planes y las condiciones que garanticen su adecuada aplicación.

7.14. PLANES DE CONTINGENCIAS

Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental los Planes de 
Contingencias. Contingencia es la posibilidad de que una cosa suceda o no suceda. Cosa 
que puede suceder o no suceder. Riesgo (Contingencia o proximidad de un daño).150 

150.	   Real Academia Española: http://buscon.rae.es/drae/srv/search?val=contingencias
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Los planes de contingencia son instrumentos de gestión que definen los objetivos, 
estrategias y programas que orientan las actividades institucionales para la prevención, 
la reducción de riesgos, la atención de emergencias y la rehabilitación en casos de 
desastres permitiendo disminuir o minimizar los daños, víctimas y pérdidas que podrían 
ocurrir a consecuencia de fenómenos naturales, tecnológicos o de la producción industrial, 
potencialmente dañinos.

Todas las personas naturales y jurídicas de derecho privado o público que conducen 
y/o administran empresas, instalaciones, edificaciones y recintos tienen la obligación 
de elaborar y presentar, para su aprobación ante la autoridad competente, planes de 
contingencia para cada una de las operaciones que desarrolle.

La elaboración del plan de contingencia se formula siguiendo la guía que para estos 
efectos propone el Instituto Nacional de Defensa Civil - INDECI, previa opinión favorable de 
los sectores correspondientes, y se aprueba mediante decreto supremo refrendado por el 
Presidente del Consejo de Ministros,

Las autoridades competentes para sancionar, conforme lo establecido en el artículo 
precedente, multarán:

a) 	 El incumplimiento de actualizar o reformular el plan, con no menos de uno (1) ni más 
de tres (3) Unidades Impositivas Tributarias;

b) 	 La presentación incompleta del plan, con no menos de dos (2) ni más de cuatro (4) 
Unidades Impositivas Tributarias;

c) 	 El incumplimiento de la presentación del Plan de Contingencia o de Prevención y 
Atención de Desastres, con no menos de tres (3) ni más de cinco (5) Unidades Im-
positivas Tributarias.

7.14.1. DECLARATORIA DE EMERGENCIA AMBIENTAL 

En caso de ocurrencia de algún daño ambiental súbito y significativo ocasionado por causas 
naturales o tecnológicas, el CONAM, en coordinación con el Instituto Nacional de Defensa 
Civil y el Ministerio de Salud u otras entidades con competencia ambiental, debe declarar la 
Emergencia Ambiental y establecer planes especiales en el marco de esta Declaratoria. 

La Declaratoria de Emergencia Ambiental está regulada por la Ley Nº 28804 y su 
reglamento, será declarada en una determinada área geográfica del territorio nacional, en 
caso de ocurrencia de algún daño ambiental súbito y significativo ocasionado por causas 
naturales, humanas o tecnológicas que deteriore el ambiente, ocasionando un problema 
de salud pública como consecuencia de la contaminación del aire, el agua o el suelo; que 
amerite la acción inmediata sectorial a nivel local o regional.

Usualmente suele catalogarse a los desastres como naturales o tecnológicos, cuando en 
realidad, no son ni una cosa ni la otra. Los que pueden ser naturales o tecnológicos son los 
fenómenos que dan paso a la formación de un desastre, digamos un sismo, inundaciones 
o la explosión de una instalación industrial. El desastre en sí es algo que tiene más que 
ver con nosotros como seres humanos, con las pérdidas que pueden causarnos dichos 
fenómenos y su gran significado para nuestro funcionamiento vital. En tal sentido no importa 
si las cosechas se perdieron por un huracán o a causa de un derrame de químicos (si 
bien cada caso tiene peculiaridades propias), la situación se percibe igualmente como una 
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amenaza para la vida. Dicho de esta forma, los desastres son una construcción psicosocial 
y solo existen donde hay personas que se sientan afectadas por un determinado fenómeno. 
Las inundaciones en zonas deshabitadas no se consideran un desastre, tampoco una 
explosión en la luna. No obstante, y alejándonos de cuestiones teóricas, la realidad es que 
con uno u otro nombre constituyen un factor que ha estado presente en el devenir histórico 
de la humanidad y que seguirá haciéndole compañía en el futuro, ahora con el agravante 
del calentamiento global. Para ilustrar los daños no será necesario un serio esfuerzo de la 
imaginación ni una investigación histórica profunda pues desgraciadamente todos los años 
tenemos muestras recientes de sus efectos: la erupción del volcán Nevado del Ruiz en 
Colombia (1985), el accidente nuclear de Chernóbil en Ucrania (1986), las inundaciones en 
Venezuela (1999), los huracanes Ike, Gustav, y Paloma en Cuba (2008), los terremotos de 
Haití y Chile (2010), la lista sería extensa.151

Los criterios para la elaboración y aprobación de los indicadores necesarios para la 
declaratoria de emergencia ambiental, son los siguientes:

a) 	 Nivel de concentración de contaminantes por encima de los Estándares de Calidad 
Ambiental o Límites Máximos Permisibles, aprobados en el país; o por las institucio-
nes de derecho público internacional que sean aplicables, como la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), en forma referencial, cuando no existan estándares 
nacionales, verificados por la autoridad competente.

b) 	 Contaminación de la población y el ambiente por sustancias peligrosas por encima 
de los niveles que internacionalmente se considera aceptables para la salud huma-
na, verificado por las autoridades de salud.

c) 	 Alto riesgo para poblaciones vulnerables.
d) 	 Ocurrencia de accidentes que generen emisión de vertimientos de sustancias peli-

grosas que, a pesar de no estar establecidas en la legislación nacional, están con-
sideradas en los estándares o límites de instituciones u organismos internacionales, 
en forma referencial.

e) 	 Impactos a largo plazo en la salud humana.
 f) 	 Ausencia de instrumentos de gestión ambiental que involucren planes de recupera-

ción del área materia de la declaración.
g) 	 La protección de la vulnerabilidad y singularidad de los espacios naturales. Son 

indicadores para la declaratoria de Emergencia Ambiental: Parámetros aprobados 
por el Consejo Nacional del Ambiente, en adelante CONAM, en coordinación con el 
Ministerio de Salud, en adelante MINSA, los cuales son utilizados para determinar 
la viabilidad de la Declaratoria de Emergencia Ambiental.

Sin perjuicio de otras causas que puedan ser identificadas en cada caso particular, la 
Emergencia Ambiental puede tener las siguientes: 

* 	 Derrames, fugas, vertimientos o explosiones de sustancias químicas peligrosas.
* 	 Contaminación con tendencia a su incremento progresivo.
* 	 Desastres naturales con efectos ambientales tales como sismos, inundaciones, 

erupción volcánica, incendio forestal, entre otras.
* 	 Situación de conflictos con consecuencias ambientales.

151.	 RUBIO RAMÍREZ, Liobanis - LOURDES MARTÍN, Oneida - TORRES PÉREZ, Dorys Eglis; COMPRENDIENDO LOS 
DESASTRES. MÁS ALLÁ DE LA PRIMERA IMPRESIÓN, Revista OIDLES - Vol 5, Nº 10, http://www.eumed.net/rev/
oidles/10/rmp.htm
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Los efectos que pueden producirse en el ambiente y la salud son: 

* 	 Destrucción o daño de hábitats frágiles, raros o de sustento de especies en peligro 
de extinción.

* 	 Contaminación de fuentes de agua para consumo doméstico, aguas subterráneas, 
aguas superficiales, etc.

* 	 Contaminación atmosférica.
* 	 Afectación a humedales, tierras de cultivo, plantaciones o actividades productivas.
* 	 Afectación a la salud pública en general.

Daño Ambiental: Es todo menoscabo material que sufre el ambiente o alguno de sus 
componentes, que puede ser causado contraviniendo o no disposiciones jurídicas, y que 
genera efectos negativos actuales o potenciales. El daño ambiental es súbito cuando ocurre 
de manera inesperada o con tendencia a su incremento abrupto y es significativo cuando 
supera ciertos niveles de afectación establecidos por norma específica o por el CONAM.

Los niveles de afectación ambiental que permiten evaluar la Declaratoria de Emergencia 
Ambiental son los siguientes: 

* 	 Daño Leve (nivel amarillo): cuando el daño al ambiente es mínimo, de acuerdo a los 
indicadores básicos y a los indicadores complementarios para la Declaratoria de 
Emergencia Ambiental que apruebe el CONAM en coordinación con el MINSA, y 
cuyo efecto puede ser controlado con los recursos disponibles.

* 	 Daño Moderado (nivel anaranjado): cuando el daño al ambiente es importante pero 
no llega a ser significativo, de acuerdo a los indicadores básicos y a los indicadores 
complementarios para la Declaratoria de Emergencia Ambiental que apruebe el 
CONAM en coordinación con el MINSA, debiendo disponerse los recursos necesa-
rios para su atención y el monitoreo respectivo para intervenir en caso se convierta 
en significativo.

* Daño Significativo (nivel rojo - Emergencia Ambiental): cuando el daño al ambiente 
es considerado como tal, de acuerdo a los indicadores básicos y a los indicadores 
complementarios para la Declaratoria de Emergencia Ambiental aprobados por el 
CONAM, en coordinación con el MINSA, y por tanto constituye una amenaza para 
la vida, salud, propiedad y ambiente, requiriéndose una movilización de recursos 
necesarios para controlar la situación y recuperar las condiciones ambientales de 
la zona afectada.

Las consecuencias humanas de cualquiera de estos fenómenos, es decir, cuán profundas 
o complejas son, están en muchos casos asociadas a las condiciones preexistentes en las 
poblaciones afectadas y no es absurdo decir que éstas están entrelazadas con el país o 
lugar donde se vive, la clase social a la que se pertenece, el sexo, o incluso las creencias 
políticas o religiosas que se practiquen.

Plan de Acción: Documento que contiene las acciones específicas, metas, responsables, 
supervisión, monitoreo, plazos y financiamiento necesarios para atender la Emergencia Ambiental. 

7.15. ESTÁNDARES  NACIONALES  DE  CALIDAD  AMBIENTAL.

Se entiende  que  constituyen  instrumentos  de  gestión  ambiental los estándares  
nacionales  de  calidad  ambiental. 
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7.15.1. NORMAS TRANSITORIAS DE CALIDAD AMBIENTAL DE CARÁCTER 
ESPECIAL 

La Autoridad Ambiental Nacional en coordinación con las autoridades competentes, 
puede dictar normas ambientales transitorias de aplicación específica en zonas 
ambientalmente críticas o afectadas por desastres, con el propósito de contribuir a su 
recuperación o superar las situaciones de emergencia. Su establecimiento, no excluye 
la aprobación de otras normas, parámetros, guías o directrices, orientados a prevenir el 
deterioro ambiental, proteger la salud o la conservación de los recursos naturales y la 
diversidad biológica y no altera la vigencia de los ECA y LMP que sean aplicables.

7.15.2. ESTANDAR DE CALIDAD AMBIENTAL – ECA 

El Estándar de Calidad Ambiental – ECA, es la medida que establece el nivel de 
concentración o del  grado de elementos, sustancias o parámetros físicos, químicos y 
biológicos, presentes en el aire, agua o suelo, en su condición de cuerpo receptor, que 
no representa riesgo significativo para la salud de las  personas ni al ambiente. Según el 
parámetro en particular a que se refiera, la concentración o grado podrá ser expresada en 
máximos, mínimos o rangos (art. 31.1. de la LGA).

El ECA es obligatorio en el diseño de las normas legales y las políticas públicas. Es 
un referente obligatorio en el diseño y aplicación de todos los instrumentos de gestión 
ambiental.

No se otorga la certificación ambiental establecida mediante la Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental, cuando el respectivo EIA concluye que la 
implementación de la actividad implicaría el incumplimiento de algún Estándar de Calidad 
Ambiental. Los Programas de Adecuación y Manejo  Ambiental  también  deben  considerar  
los  Estándares de Calidad Ambiental al momento de establecer los compromisos 
respectivos.

Ninguna autoridad judicial o administrativa podrá hacer uso de los estándares nacionales 
de calidad ambiental, con el objeto de sancionar bajo forma alguna a personas jurídicas 
o naturales, a menos que se  demuestre que existe causalidad entre su actuación y la 
transgresión de dichos estándares. Las sanciones deben basarse en el incumplimiento de 
obligaciones a cargo de las personas naturales o jurídicas, incluyendo las contenidas en los 
instrumentos de gestión ambiental.

     
7.15.3. ELABORACIÓN  DE ECA 

La Autoridad Ambiental Nacional dirige el proceso de elaboración y revisión de ECA 
y LMP y, en coordinación con los sectores correspondientes, elabora o encarga, las 
propuestas de ECA y LMP, los que serán remitidos a la Presidencia del Consejo de Ministros 
para su aprobación mediante Decreto Supremo.

La Autoridad Ambiental Nacional, en el proceso de elaboración de los ECA, LMP y otros 
estándares o parámetros para el control y la protección ambiental debe tomar en cuenta 
los establecidos por la Organización Mundial de la Salud (OMS) o de las entidades de nivel 
internacional especializadas en cada uno de los temas ambientales.
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La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con los sectores correspondientes, 
dispondrá la aprobación y registrará la aplicación de estándares internacionales o de nivel 
internacional en los casos que no existan ECA o LMP equivalentes aprobados en el país.

En el proceso de revisión de los parámetros de contaminación ambiental, con la 
finalidad de determinar nuevos niveles de calidad, se aplica el principio de la gradualidad, 
permitiendo ajustes progresivos a dichos niveles para las actividades en curso.

7.15. 4. LÍMITE MÁXIMO PERMISIBLE

El Límite Máximo Permisible – LMP, es la medida de la concentración o grado de 
elementos, sustancias o parámetros físicos, químicos y biológicos, que caracterizan a un 
efluente o una emisión, que al ser excedida causa o puede causar daños a la salud, al 
bienestar humano y al ambiente. Su determinación corresponde al Ministerio del Ambiente. 
Su cumplimiento es exigible legalmente por el Ministerio del Ambiente y los organismos que 
conforman el Sistema Nacional de Gestión Ambiental. Los criterios para la determinación 
de la supervisión y sanción serán establecidos por dicho Ministerio.152

El LMP guarda coherencia entre el nivel de protección ambiental establecido para una 
fuente determinada y los niveles generales que se establecen en los ECA. La implementación 
de estos instrumentos debe asegurar que no se exceda la capacidad de carga de los 
ecosistemas, de acuerdo con las normas sobre la materia.

7.16. CALIDAD  AMBIENTAL 

 La calidad ambiental representa, por definición, las características cualitativas y/o 
cuantitativas inherentes al ambiente en general o medio particular, y su relación con 
la capacidad relativa de éste para satisfacer las necesidades del hombre y/o de los 
ecosistemas.

Toda persona natural o jurídica, pública o privada, tiene el deber de contribuir a prevenir, 
controlar y recuperar la calidad del ambiente y de sus componentes.

La calidad del aire depende de la presencia en la atmósfera de algunos contaminantes, 
que en concentraciones superiores a los niveles límite establecidos pueden resultar 
peligrosos para la salud y/o el bienestar de las personas, o para la calidad de los 
ecosistemas naturales. El diseño de las ciudades es de gran importancia en cuanto a la 
calidad del aire local se refiere, ya que los elementos que lo configuran (principalmente 
aspectos relacionados con la movilidad y los procesos industriales) determinan, junto con 
las condiciones meteorológicas, la emisión, la distribución y la difusión de los contaminantes 
atmosféricos. Los principales contaminantes atmosféricos son el dióxido de azufre, el 
dióxido de nitrógeno, el monóxido de carbono, los compuestos orgánicos volátiles, las 
partículas en suspensión y el plomo.

La contaminación lumínica es el resplandor o brillo de la luz en el cielo nocturno 
producido por la reflexión y difusión de la luz artificial en el aire. Parte de luz que proyectan 
las instalaciones de alumbrado público y las de publicidad se dirigen innecesariamente 
hacia el cielo. Además, la luz reflejada por las superficies iluminadas también se proyecta 

152.	 Modificada por el Decreto Legislativo Nº 1055 (publicada el 27 de junio del 2008).
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hacia arriba y contribuyen a esta contaminación lumínica. Por ello, reducir la contaminación 
lumínica no implica necesariamente poner menos puntos de luz o iluminar con menos 
intensidad, sino iluminar mejor, dirigiendo la luz hacia donde realmente es necesario 
iluminar, hacia el suelo. El mal diseño de las instalaciones de alumbrado y el exceso de 
iluminación en algunos casos suponen además un gasto de energía importante. 

A) OBJETIVOS DE LA GESTIÓN AMBIENTAL EN MATERIA DE CALIDAD AMBIENTAL

Son objetivos de la gestión ambiental en materia de calidad ambiental:

A1. Preservar, conservar, mejorar y restaurar, según corresponda, la calidad del aire, 
el agua y los suelos y demás componentes del ambiente identificando y controlando los 
factores de riesgo que la afecten.

A2. Prevenir, controlar, restringir y evitar según sea el caso, actividades que generen 
efectos significativos, nocivos o peligrosos para el ambiente y sus componentes, en 
particular cuando ponen en riesgo la salud de las personas.

A3. Recuperar las áreas o zonas degradadas o deterioradas por la contaminación 
ambiental.

A4. Prevenir, controlar y mitigar los riesgos y daños ambientales procedentes de la 
introducción, uso, comercialización y consumo de bienes, productos, servicios o especies 
de flora y fauna.

A5. Identificar y controlar los factores de riesgo a la calidad del ambiente y sus 
componentes.

A6. Promover el desarrollo de la investigación científica y tecnológica, las actividades 
de transferencia de conocimientos y recursos, la difusión de experiencias exitosas y otros 
medios para el mejoramiento de la calidad ambiental. 

B) AGUA PARA CONSUMO HUMANO 

El agua es un elemento necesario para la vida. En la naturaleza el agua no se encuentra 
en estado puro sino que suele contener en disolución diferentes sustancias.

Lo que conocemos por agua es en realidad una disolución de diversas sales en agua. Así, 
cuando bebemos agua de diferentes zonas podemos percibir diferentes sabores que son 
debidos a las sales que contiene. La presencia de estas sales no significa necesariamente 
que el agua esté contaminada, pues para que ello ocurra tienen que alterarse ciertos 
parámetros físico-químicos y biológicos y tener consecuencias negativas para la salud o 
el medio ambiente en general. Para que el agua pueda ser consumida por la población 
humana debe cumplir unas condiciones especiales de calidad que la hagan salubre. No 
debe contener microorganismos patógenos ni sustancias químicas contaminantes que 
puedan afectar adversamente la salud de la población.

Para conseguirlo es necesario que el agua pase antes por un tratamiento de potabilización 
y un exhaustivo control sanitario. Las exigencias sanitarias están reguladas por normativas, 
existiendo en España el Real Decreto 140/2003, que establece los criterios sanitarios de la 
calidad del agua de consumo humano.

El acceso al agua para consumo humano es un derecho de la población. Corresponde 
al Estado asegurar la vigilancia y protección de aguas que se utilizan con fines de 
abastecimiento poblacional, sin perjuicio de las responsabilidades que corresponden a los 
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particulares. En caso de escasez, el Estado asegura el uso preferente del agua para fines 
de abastecimiento de las necesidades poblacionales, frente a otros usos.

En el proceso de potabilización y distribución del agua de consumo humano a una 
población intervienen diversos agentes, como los municipios, las empresas abastecedoras, 
los laboratorios de control y las administraciones sanitarias competentes. Todos ellos deben 
velar para que el suministro de agua sea de buena calidad, sin riesgos para la salud. Los 
municipios, o en su caso las empresas distribuidoras, son responsables de la calidad del 
agua que recibimos en nuestras casas. Sin embargo, esta responsabilidad llega solo hasta 
la llave de paso general, siendo las instalaciones interiores de los inmuebles responsabilidad 
de sus propietarios.

C) RUIDOS  Y VIBRACIONES 

La contaminación acústica toma relevancia en los últimos años debido a la creciente 
sensibilización de los ciudadanos.

El ruido es el conjunto de sonidos no deseados que resulta desagradable y molesto 
al oído humano, generalmente por su impetuosidad, aunque no siempre es así. El ruido 
tiene una componente subjetiva, no todas las personas reaccionan de la misma manera 
ante un mismo ruido. Sin embargo, con independencia de esta subjetividad el ruido tiene 
connotaciones negativas según la Organización Mundial de la Salud.

Las autoridades sectoriales son responsables de normar y controlar los ruidos y las 
vibraciones de las actividades que se encuentran bajo su regulación, de acuerdo a lo 
dispuesto en sus respectivas leyes de organización y funciones.

 La realización de un control efectivo de los niveles de contaminación sonora y de planificación 
adecuada de la lucha contra el ruido ambiental en una determinada ciudad o zona urbana se 
suele basar en la elaboración de los llamados mapas de ruido o mapas sonoros.

Los  gobiernos  locales  son  responsables  de  normar  y  controlar  los  ruidos  y  
vibraciones originados por las actividades domésticas y comerciales, así como por las 
fuentes móviles, debiendo establecer la normativa respectiva sobre la base de los ECA.

D) RADIACIONES 

Radiación es el proceso de trasmisión de ondas o partículas a través del espacio o de 
algún medio; el término también se emplea para las propias ondas o partículas. Las ondas 
y las partículas tienen muchas características comunes; no obstante, la radiación suele 
producirse predominantemente en una de las dos formas: en ondas o en partículas.

La radiación mecánica corresponde a ondas que sólo se trasmiten a través de la materia, 
como las ondas de sonido.

La radiación electromagnética es independiente de la materia para su propagación; sin 
embargo, la velocidad, intensidad y dirección de su flujo de energía se ven influidos por la 
presencia de materia. Esta radiación abarca una gran variedad de energías. La radiación 
electromagnética con energía suficiente para provocar cambios en los átomos sobre los 
que incide se denomina radiación ionizante. La radiación de partículas también puede ser 
ionizante si tiene suficiente energía.
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El Estado a través de medidas normativas, de difusión, capacitación, control, incentivo 
y sanción, protege la salud de las personas ante la exposición a radiaciones tomando en 
consideración el nivel de peligrosidad de las mismas. El uso y la generación de radiaciones 
ionizantes y no ionizantes están sujetos al estricto control de la autoridad competente, 
pudiendo aplicar de acuerdo al caso, el principio precautorio.

Efectos biológicos de la radiación son las consecuencias de la acción de una radiación 
ionizante sobre los tejidos de los organismos vivos. La radiación transfiere energía a las 
moléculas de las células de estos tejidos. Como resultado de esta interacción las funciones 
de las células pueden deteriorarse de forma temporal o permanente y ocasionar incluso la 
muerte de las mismas. La gravedad de la lesión depende del tipo de radiación, de la dosis 
absorbida, de la velocidad de absorción y de la sensibilidad del tejido frente a la radiación. 
Los efectos de la radiación son los mismos, tanto si ésta procede del exterior como si 
procede de un material radiactivo situado en el interior del cuerpo.

Los efectos biológicos de una misma dosis de radiación varían de forma considerable 
según el tiempo de exposición. Los efectos que aparecen tras una irradiación rápida se 
deben a la muerte de las células y pueden hacerse visibles pasadas horas, días o semanas.

Dosis altas de radiación sobre todo el cuerpo, producen lesiones características. La 
radiación absorbida se mide en grays (1 gray equivale a 1 julio de energía absorbido por 
kilogramo de material; su símbolo es Gy).

Una cantidad de radiación superior a 40 Gy produce un deterioro severo en el sistema 
vascular humano, que desemboca en edema cerebral, trastornos neurológicos y coma 
profundo. El individuo muere en las 48 horas siguientes.

Cuando el organismo absorbe entre 10 y 40 Gy de radiación, los trastornos vasculares 
son menos serios, pero se produce la pérdida de fluidos y electrolitos que pasan a los 
espacios intercelulares y al tracto gastrointestinal. El individuo muere en los diez días 
siguientes a consecuencia del desequilibrio osmótico, del deterioro de la médula ósea y de 
la infección terminal.

E) CONTROL DE EMISIONES

Existe una gran diversidad de estándares de calidad de aire y emisiones en las diferentes 
jurisdicciones. Además, existen estándares emitidos por entidades de nivel supranacional, 
tales como el Grupo del Banco Mundial y la Organización Mundial de la Salud (OMS). 

Los estándares de calidad del aire de la OMS y el Grupo del Banco Mundial han sido 
diseñados para alcanzar una calidad del aire que proteja la salud pública en diversos 
contextos y como tal no reflejan necesariamente los estándares de calidad del aire ambiental 
de los países en forma individual.

El control de las emisiones se realiza a través de los LMP y demás instrumentos de 
gestión ambiental establecidos por las autoridades competentes.

La infracción de los LMP es sancionada de acuerdo con las normas correspondientes a 
cada autoridad sectorial competente.
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F) PROTECCIÓN DE LA CALIDAD DEL AIRE 

Los criterios para la evaluación de la calidad del aire están dados por dos tipos de 
instrumentos legales. Los Estándares de Calidad Ambiental (ECA) proporcionan los 
criterios de calidad que se aplican al aire ambiental en su condición de cuerpo receptor de 
emisiones de contaminantes atmosféricos (emisiones gaseosas o de material particulado). 
Los Límites Máximos Permisibles (LMP) proporcionan los criterios de calidad exigidos para 
las fuentes puntuales de emisión de contaminantes atmosféricos.

Las autoridades públicas, en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, adoptan 
medidas para la prevención, vigilancia y control ambiental y epidemiológico, a fin de 
asegurar la conservación, mejoramiento y recuperación de la calidad del aire, según sea el 
caso, actuando prioritariamente en las zonas en las que se superen los niveles de alerta por 
la presencia de elementos contaminantes, debiendo aplicarse planes de contingencia para 
la prevención o mitigación de riesgos y daños sobre la salud y el ambiente. 

7.17. CERTIFICACIÓN   AMBIENTAL.

Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental la   certificación   
ambiental.

La certificación ambiental es el instrumento previo que todo proyecto de inversión debe 
elaborar antes de ser ejecutado, previendo los impactos ambientales negativos significativos 
que podría generar. Equivale a la hoja de ruta del proyecto, donde están contenidos los 
requisitos y obligaciones del titular, así como las actividades que deberá llevar a cabo para 
remediar los impactos negativos.

Toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjera, que 
pretenda desarrollar un proyecto de inversión en el Perú que sea susceptible de generar 
impactos ambientales negativos de carácter significativo, debe gestionar una certificación 
ambiental ante la autoridad correspondiente.

No podrá iniciarse la ejecución de los proyectos ni las actividades de servicios y 
comercio y ninguna autoridad nacional, sectorial, regional o local podrá aprobarlas, 
autorizarlas, permitirlas, concederlas o habilitarlas si previamente no cuentan con la 
certificación ambiental.

A) LÍMITE MÁXIMO PERMISIBLE- LMP 

El Límite Máximo Permisible (LMP) es la medida de la concentración o grado de 
elementos, sustancias o parámetros físicos, químicos y biológicos, que caracterizan a un 
efluente o una emisión, que al ser excedida causa o puede causar daños a la salud, al 
bienestar humano y al ambiente. Su determinación corresponde al Ministerio del Ambiente 
y los organismos que conforman el Sistema Nacional de Gestión Ambiental. Los criterios 
para la determinación de la supervisión y sanción son establecidos por dicho Ministerio. 

El LMP guarda coherencia entre el nivel de protección ambiental establecido para una 
fuente determinada y los niveles generales que se establecen en los Estándares de Calidad 
Ambiental (ECA). La implementación de estos instrumentos debe asegurar que no se exceda 
la capacidad de carga de los ecosistemas, de acuerdo con las normas sobre la materia. 
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Los LMP sirven para el control y fiscalización de los agentes que producen efluentes y 
emisiones, a efectos de establecer si se encuentran dentro de los parámetros considerados 
inocuos para la salud, el bienestar humano y el ambiente. Excederlos acarrea responsabilidad 
administrativa, civil o penal, según el caso. 

La falta de LMP es realmente preocupante, sólo el Subsector Minería cuenta con dos 
de tres LMP aplicables a dicha actividad, correspondientes a calidad de agua y de aire. 
Los demás sectores no cuentan a la fecha con parámetros de medición y control de 
emisiones, efluentes y ruidos. La consecuencia es la pérdida de eficacia del marco jurídico 
y administrativo fiscalizador y represivo ambiental, ya que las sanciones administrativas y 
penales a los potenciales infractores están generalmente referenciadas a los parámetros 
de medición de contaminantes. Es por ello fundamental acometer con urgencia la tarea de 
aprobación de los LMP correspondientes a todos los sectores productivos.

B) ELABORACIÓN  DE LMP 

La Autoridad Ambiental Nacional dirige el proceso de elaboración y revisión de ECA 
y LMP y, en coordinación con los sectores correspondientes, elabora o encarga, las 
propuestas de ECA y LMP, los que serán remitidos a la Presidencia del Consejo de Ministros 
para su aprobación mediante Decreto Supremo. La Autoridad Ambiental Nacional, en el 
proceso de elaboración de los ECA, LMP y otros estándares o parámetros para el control y 
la protección ambiental debe tomar en cuenta los establecidos por la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) o de las entidades de nivel internacional especializadas en cada uno de 
los temas ambientales.

La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con los sectores correspondientes, 
dispondrá la aprobación y registrará la aplicación de estándares internacionales o de nivel 
internacional en los casos que no existan ECA o LMP equivalentes aprobados en el país.

En el proceso de revisión de los parámetros de contaminación ambiental, con la 
finalidad de determinar nuevos niveles de calidad, se aplica el principio de la gradualidad, 
permitiendo ajustes progresivos a dichos niveles para las actividades en curso. 

7.18. GARANTÍAS AMBIENTALES

Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental las garantías ambientales.

Tratándose de actividades ambientalmente riesgosas o peligrosas, la autoridad sectorial 
competente podrá exigir, a propuesta de la Autoridad Ambiental Nacional, un sistema de 
garantía que cubra las indemnizaciones que pudieran derivar por daños ambientales.

La autoridad competente para la aprobación de un instrumento de gestión ambiental  
que contenga compromisos   de  inversión  ambiental es la  competente  para  aprobar  el  
otorgamiento  de  la  respectiva   garantía ambiental.  Las acciones de fiscalización, control 
y sanción que corresponda están a cargo de la autoridad a la que por ley le corresponde 
estas funciones.

Los compromisos de inversión ambiental se garantizan a fin de cubrir los costos de 
las medidas de rehabilitación para los períodos de operación de cierre, post cierre, 
constituyendo garantías a favor de la autoridad competente, mediante una o varias de las 
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modalidades contempladas en la Ley del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y 
Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros u otras que establezca la ley de la 
materia. Concluidas las medidas de rehabilitación, la autoridad competente procede, bajo 
responsabilidad, a la liberación de la garantía.

7.19. SISTEMAS DE INFORMACIÓN  AMBIENTAL (SINIA)

Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental los sistemas de 
información ambiental. El Sistema Nacional de Información Ambiental – SINIA, constituye 
una red de integración tecnológica, institucional y técnica para facilitar la sistematización, 
acceso y distribución de la información ambiental, así como el uso e intercambio de 
información para los procesos de toma de decisiones y de la gestión ambiental.

La Autoridad Ambiental Nacional administra el SINIA. A su solicitud, o de conformidad 
con lo establecido en las normas legales vigentes, las instituciones públicas generadoras 
de información, de nivel nacional, regional y local, están obligadas a brindarle la información 
relevante para el SINIA, sin perjuicio de la información que está protegida por normas 
especiales.

A) ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL 

 Conforme al derecho de acceder adecuada y oportunamente a la información pública 
sobre el ambiente, sus componentes y sus implicancias en la salud, toda entidad pública, 
así como las personas jurídicas sujetas al régimen privado que presten servicios públicos, 
facilitan el acceso a dicha información, a quien lo solicite, sin distinción de ninguna índole, 
con sujeción exclusivamente a lo dispuesto en la legislación vigente.

El derecho a la información ambiental es el indispensable correlato de la participación 
social, porque para que ésta sea eficiente es menester que sea informada. 

El derecho a la información, en general, fue escasamente reconocido y, por tanto, 
regulado, hasta hace poco tiempo. En el campo ambiental se encuentran, probablemente, 
sus desarrollos más importantes.

B) OBLIGACION DE INFORMAR

Las entidades públicas con competencias ambientales y las personas jurídicas que 
presten servicios públicos, conforme a lo señalado en el artículo precedente, tienen las 
siguientes obligaciones en materia de acceso a la información ambiental:

B1. Establecer mecanismos para la generación, organización y sistematización de la 
información ambiental relativa a los sectores, áreas o actividades a su cargo.

B2. Facilitar el acceso directo a la información ambiental que se les requiera y que se 
encuentre en el ámbito de su competencia, sin perjuicio de adoptar las medidas necesarias 
para cautelar el normal desarrollo de sus actividades y siempre que no se esté incurso en 
excepciones legales al acceso de la información.

B3. Establecer criterios o medidas para validar o asegurar la calidad e idoneidad de la 
información ambiental que poseen.
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B4. Difundir la información gratuita sobre las actividades del Estado y en particular, la 
relativa a su organización, funciones, fines, competencias, organigrama, dependencias, 
horarios de atención y procedimientos administrativos a su cargo, entre otros.

B5. Eliminar las exigencias, cobros indebidos y requisitos de forma que obstaculicen, 
limiten o impidan el eficaz acceso a la información ambiental.

B6. Rendir cuenta acerca de las solicitudes de acceso a la información recibidas y de 
la atención brindada.

B7. Entregar al Ministerio del Ambiente-MINAM la información ambiental que ésta 
genere, por considerarla necesaria para la gestión ambiental, la cual deberá ser 
suministrada al Ministerio en el plazo que éste determine, bajo responsabilidad del máximo 
representante del organismo encargado de suministrar la información. Sin perjuicio de ello, 
el incumplimiento del funcionario o servidor público encargado de remitir la información 
mencionada, será considerado como falta grave.

B8. El MINAM solicitará la información a las entidades generadoras de información 
con la finalidad de elaborar los informes nacionales sobre el estado del ambiente. Dicha 
información deberá ser entregada en el plazo que determine el Ministerio, pudiendo ser 
éste ampliado a solicitud de parte, bajo responsabilidad del máximo representante del 
organismo encargado de suministrar la información. Sin perjuicio de ello, el funcionario o 
servidor público encargado de remitir la información mencionada, será considerado como 
falta grave.

C) INFORMACIÓN  SOBRE DENUNCIAS PRESENTADAS  

Toda persona tiene derecho a conocer el estado de las denuncias que presente ante 
cualquier entidad pública respecto de infracciones a la normatividad ambiental, sanciones 
y reparaciones ambientales, riesgos o daños al ambiente y sus demás componentes, en 
especial aquellos vinculados a daños o riesgos a la salud de personas. 

Las entidades públicas deben establecer en sus Reglamentos de Organización y 
Funciones, Textos Únicos de Procedimientos Administrativos u otros documentos de 
gestión, los procedimientos para la atención de las citadas denuncias y sus formas de 
comunicación al público, de acuerdo con los parámetros y criterios que al respecto fije el 
Ministerio del Ambiente y bajo responsabilidad de su máximo representante. Las entidades 
deberán enviar anualmente un listado con las denuncias recibidas y soluciones alcanzadas, 
con la finalidad de hacer pública esta información a la población a través del SINIA.

En caso de que la denuncia haya sido trasladada a otra autoridad, en razón de las 
funciones y atribuciones legalmente establecidas, se debe dar cuenta inmediata de tal 
hecho al denunciante.

D) INCORPORACIÓN  DE INFORMACIÓN AL SINIA 

Los informes y documentos resultantes de las actividades científicas, técnicas y de 
monitoreo de la calidad del ambiente y de sus componentes, así como los que se generen 
en el ejercicio de las funciones ambientales que ejercen las entidades públicas, deben ser 
incorporados al SINIA, a fin de facilitar su acceso para las entidades públicas y privadas, 
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en el marco de las normas y limitaciones establecidas en las normas de transparencia y 
acceso a la información pública 

E) ESTADÍSTICAS AMBIENTALES Y CUENTAS NACIONALES 

El Estado incluye en las estadísticas nacionales, información sobre el estado del 
ambiente y sus componentes. Asimismo, debe incluir en las cuentas nacionales el valor del 
Patrimonio Natural de la Nación y la degradación de la calidad del ambiente, informando 
periódicamente a través de la Autoridad Ambiental Nacional acerca de los incrementos y 
decrementos que lo afecten.

7.20. INSTRUMENTOS ECONÓMICOS.

Los Instrumentos Económicos constituyen instrumentos de gestión  ambiental y 
son aquellos basados en mecanismos propios del mercado que buscan incentivar o 
desincentivar determinadas conductas con el fin de promover el cumplimiento de los 
objetivos de política ambiental.

Una categorización ya tradicional diferencia los instrumentos de manejo ambiental entre 
aquéllos de regulación directa y aquéllos de regulación indirecta. Los primeros incluyen 
el ordenamiento territorial, la expedición de normativas sobre conservación y de normas 
técnicas con impacto ambiental tal como la evaluación de impacto ambiental y el consecuente 
sistema de otorgamiento de licencias ambientales. Los instrumentos de regulación indirecta 
pueden clasificarse en instrumentos fiscales y financieros, derechos de propiedad y uso, y 
cuotas o derechos negociables. Los primeros pueden estar orientados a reducir subsidios 
que puedan tener efectos ambientales nocivos y establecerlos para actividades con 
impacto positivo; a pagar explícitamente los servicios ecológicos; a establecer cargos por 
aprovechamiento o derechos de uso de los recursos naturales y encarecer las actividades 
nocivas; a financiar, ya sea con estos recursos o con otras fuentes, fondos dirigidos a invertir, 
ya sea directamente por el Estado o por entidades privadas, comunitarias o solidarias, en 
activos y servicios ambientalmente favorables, y en investigación y adopción de tecnologías 
limpias. La del patrimonio natural y, en general, la generación de información estadística 
sobre el estado del medio ambiente, es un instrumento necesario en cualquier estrategia.

La necesidad de impulsar políticas ambientales eficaces han conducido, en los últimos 
años, a otorgar un énfasis relativo al uso de los instrumentos de regulación indirecta, o 
económicos. En ello ha incidido, sin duda, el desprestigio en que han caído normas de 
regulación directa que, por falta de un control efectivo en buena parte de los países de 
la región, han perdido eficacia. La eficacia de las regulaciones indirectas depende, sin 
embargo, de la eficiencia en el funcionamiento de los mercados y éstos, a su vez, del grado 
de desarrollo institucional alcanzado. 

A) FINANCIAMIENTO DE LA GESTIÓN AMBIENTAL

El Poder Ejecutivo establece los lineamientos para el financiamiento de la gestión 
ambiental del sector público. Sin perjuicio de asignar recursos públicos, el Poder Ejecutivo 
debe buscar, entre otras medidas, promover el acceso a los mecanismos de financiamiento 
internacional, los recursos de la cooperación internacional y las fuentes destinadas 
a cumplir con los objetivos de la política ambiental y de la Agenda Ambiental Nacional, 
aprobada de conformidad con la legislación vigente.
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B) ROL  DEL SECTOR PRIVADO EN EL FINANCIAMIENTO

El sector privado contribuye al financiamiento de la gestión ambiental sobre la base de 
principios de internalización de costos y de responsabilidad ambiental, sin perjuicio de 
otras acciones que emprendan en el marco de sus políticas de responsabilidad social, así 
como de otras contribuciones de carácter voluntario.

Los instrumentos económicos y, especialmente, la fiscalidad ambiental son intensivos 
en gestión de intereses socio-económicos. Su éxito, es decir, su capacidad para alcanzar 
los objetivos ambientales con los menores efectos indeseables, se basa en la integración 
cooperativa de intereses entre el sector público y privado y los agentes sociales. 

La fiscalidad ambiental se considera un instrumento económico de actuación ambiental 
válido y necesario, siempre que se integre en el conjunto de instrumentos económicos y 
no económicos que impulsan la política ambiental y se integre también como un impuesto 
más en el sistema fiscal del país, respetando sus objetivos concretos de justicia social, 
nivel recaudatorio, etc., con medidas compensatorias cuando sea necesario. En el ámbito 
macroeconómico, la fiscalidad ambiental no supone una barrera significativa para la 
competitividad del país en su conjunto. 

Por ello, es necesario potenciar los canales de comunicación ambiental fundamentados 
en la credibilidad y legitimidad de los agentes elaboradores y difusores de la información.

Los gobiernos empezaron desarrollando políticas económicas de promoción de cambio 
de tecnologías en la industria y otros sectores, ligadas a subvenciones y ayudas. Con el paso 
del tiempo estas políticas económicas se han ampliado y han comportado el desarrollo de 
impuestos y tasas ambientales puntuales a corto plazo.

Así, los incentivos económicos a la ambientalización de las empresas han de responder 
a unos objetivos concretos de mejora ambiental y han de ser limitados a un periodo de 
transición hacia esos objetivos, de forma que se evite la cultura de la subvención. 

Siendo una etapa importante en este camino los acuerdos voluntarios entre las 
administraciones públicas y las empresas privadas se destacan como un buen marco para 
la aplicación de incentivos económicos.

Además, las empresas consideran también que para potenciar la innovación de base 
ambiental y la dotación de incentivos económicos no es suficiente por sí sola y ha de 
complementarse con medidas de tipo organizativo: potenciar la cooperación de las empresas 
con la universidad u otros centros de conocimiento, elaborar informaciones detalladas y 
fácilmente accesibles sobre los avances tecnológicos para la ecoeficiencia, etc.

Los incentivos públicos deben dirigirse también al propio sector ambiental, a fin de impulsar 
el desarrollo de soluciones específicas que no se crean espontáneamente: instalaciones de 
valorización de determinados residuos, estudios específicos para optimizar la adaptación de 
las PyMEs a la directiva IPPC, nuevas tecnologías de valorización energética, etc.153 

153.	 Fundación Fórum Ambiental: Instrumentos Económicos de Gestión Ambiental, ponencias y conclusiones; En el marco 
de las IV Jornadas Fórum Ambiental - 2001 Barcelona (España)
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La reducción de subsidios a los servicios públicos que ha tenido lugar en América 
Latina y el Caribe en las dos últimas décadas, aunque determinada esencialmente por 
razones fiscales, ha tenido, sin duda, efectos ambientales positivos. Estos son, sin 
embargo, indirectos y, por ello, generalmente pequeños. Para ampliar este efecto, puede 
ser conveniente, por lo tanto, obligar a las empresas a realizar actividades ambientales con 
sus mayores ingresos, obligando, por ejemplo, a las empresas energéticas a invertir en las 
fuentes de agua (en el caso de las hidroeléctricas) o en producción limpia (termoeléctricas). 

Sin embargo, la posibilidad de eliminar los subsidios en su totalidad (incluidos aquellos 
asociados al pago incompleto de los servicios ambientales) presenta barreras quizás 
insuperables. El caso del agua es el más evidente. Su costo debería incluir, no sólo el costo 
del servicio propiamente dicho, sino también el del procesamiento de las aguas servidas 
y, el de mantenimiento de las fuentes naturales de dicho recurso. En condiciones, como las 
de muchos países latinoamericanos, donde no se alcanza la cobertura total del servicio 
de acueducto y, especialmente de alcantarillado, donde el tratamiento de aguas servidas 
es todavía incipiente y donde las fuentes vienen experimentando un grado considerable 
de deterioro, las necesidades de financiamiento son considerables. Por este motivo, 
se requieren, sin duda, otro tipo de mecanismos para proteger el medio ambiente y de 
recursos para financiar plenamente las actividades con efectos ambientales más positivos: 
la protección de las fuentes naturales y el procesamiento de aguas servidas.154

C) FONDOS DE INTERÉS PÚBLICO

La aplicación de los recursos financieros que administran los fondos de interés público 
en los que participa el Estado, sean de derecho público o privado, se realiza tomando 
en cuenta los principios establecidos en la Ley General del Ambiente y propiciando la 
investigación científica y tecnológica, la innovación productiva, la facilitación de la 
producción limpia y los bionegocios, así como el desarrollo social, sin perjuicio de los 
objetivos específicos para los cuales son creados. 

7.21. CONTABILIDAD AMBIENTAL.

El término contabilidad ambiental hace referencia a la inclusión, dentro de las cuentas 
de una compañía o de un país, de elementos que hacen referencia al impacto ambiental 
de sus acciones. De esta manera, se extiende el concepto de “beneficios” o “pérdidas” 
sacándolo de un ámbito puramente monetario. Se puede saber así de una forma rigurosa y 
estandarizada si las actuaciones corporativas o estatales son beneficiosas o perjudiciales 
para el medio ambiente.

La contabilidad medioambiental identifica y mide el uso de recursos, su impacto y sus 
costes. Los costes pueden incluir la limpieza de lugares contaminados, multas de carácter 
medioambiental, impuestos, compra de tecnología verde, tratamiento de residuos y en 
última instancia la integración de externalidades ambientales. Un sistema de contabilidad 
medioambiental se compone de una cuenta ecológica, y de una cuenta convencional 
adaptada. La cuenta convencional adaptada mide los impactos en el medioambiente en 
términos monetarios. 

154.	 OCAMPO,   José Antonio; Políticas e instituciones para el desarrollo sostenible en América Latina y el Caribe, CEPAL, 
División de medioambiente y Asentamientos Humanos, Santiago de Chile, 1999. p. 17.
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La contabilidad ambiental busca medir los impactos financieros y no financieros que 
tiene sobre una empresa el cuidado que ésta tenga de sus procesos sean respetuosos con 
el medio ambiente. Dicho de otro modo, mide que tanto le cuesta a la empresa cuidar (o no 
cuidar) el ambiente. Los costos ambientales pueden dividirse en las siguientes categorías:

a) Costos de prevención.
b) Costos de detección.
c) Costos de fallas internas.
d) Costos por fallas externas.

Estos costos darán el parámetro para ver las erogaciones hechas en cada una de ellas. 
Aquellos costos ambientales que no estén incluidos en los libros contables de la empresa 
se denominan externalidades y son costos soportados por el resto de la sociedad.

La contabilidad ambiental, al igual que la contabilidad convencional, puede aplicarse en 
distintos ámbitos. Hay tres ámbitos donde actualmente se aplica: la contabilidad ambiental 
global, la contabilidad ambiental estatal y la contabilidad ambiental corporativa. La 
contabilidad ambiental global se refiere a la que se aplica a escala planetaria. Contempla 
aspectos energéticos, ecológicos y económicos. La contabilidad ambiental estatal 
contempla indicadores de los recursos naturales, emisiones, generación de residuos, etc., 
en una determinada área geográfica o país. Los recursos naturales quedan incluidos en 
esta contabilidad, y ayudan a la toma de decisiones políticas que afecten a la economía. La 
contabilidad ambiental a nivel corporativo se aplica en el ámbito de una empresa. Consiste 
en la identificación, análisis y uso de información relativa a los flujos de energía, agua, 
materiales y residuos e información monetaria relacionada con los costes asociados.

La Contabilidad Ambiental constituye un instrumento de gestión ambiental. El Ministerio 
de Economía y Finanzas informa acerca del gasto y la inversión en la ejecución de la 
Contabilidad ambiental.

7.22. ESTRATEGIAS, PLANES Y PROGRAMAS DE PREVENCIÓN, ADECUACIÓN, 
CONTROL Y REMEDIACIÓN.

Se entiende  que  constituyen  instrumentos  de  gestión  ambiental las estrategias, planes 
y programas de prevención, adecuación, control y remediación. La Autoridad Ambiental 
Nacional coordina con las autoridades competentes, la formulación, ejecución y evaluación 
de los planes destinados a la mejora de la calidad ambiental o la prevención de daños 
irreversibles en zonas vulnerables o en las que se sobrepasen los ECA, y vigila según sea 
el caso, su fiel cumplimiento. Con tal fin puede dictar medidas cautelares que aseguren la 
aplicación de los señalados planes, o establecer sanciones ante el incumplimiento de una 
acción prevista en ellos, salvo que dicha acción constituya una infracción a la legislación 
ambiental que debe ser resuelta por otra autoridad de acuerdo a ley.

Las entidades públicas establecen medidas para promover el debido cumplimiento de las 
normas ambientales y mejores niveles de desempeño ambiental, en forma complementaria 
a los instrumentos económicos o de sanción que establezcan, como actividades de 
capacitación, difusión y sensibilización ciudadana, la publicación de promedios de 
desempeño ambiental, los reconocimientos públicos y la asignación de puntajes especiales 
en licitaciones públicas a los proveedores ambientalmente más responsables.
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7.23. MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA.

Constituyen instrumentos de gestión ambiental. La participación ciudadana en 
materia ambiental se puede definir como un proceso mediante el cual se integra al 
ciudadano, en forma individual o colectiva, en la toma de decisiones, la fiscalización, 
control y ejecución de las acciones que incumben a la gestión ambiental. Ello permitirá 
al ciudadano ejercer otros derechos, puesto que solo informado puede tener conciencia 
de su realidad, sus oportunidades y su problemática ambiental.  Este derecho se 
ejercerá de la siguiente manera:

• 	 Participación de manera responsable, ello implica por ejemplo que para asumir una 
posición u opinión esta debería estar sustentada en información veraz o documen-
tadamente avalada o haber estado participando activamente en el tema ambiental 
objeto de la intervención. 

 • 	 Debe actuarse con buena fe, transparencia y veracidad, evidentemente la parti-
cipación ciudadana se hace de honesta, leal El deber de participación responsa-
ble es vulnerada cuando se transgreden disposiciones legales sobre participación 
ciudadana toda acción o medida que tomen las autoridades o los ciudadanos que 
impida u obstaculice el inicio, desarrollo o término de un proceso de participación 
ciudadana conforme lo señala el numeral 2 del artículo 47º de la Ley General del 
Ambiente. En ningún caso constituirá transgresión a las normas de participación 
ciudadana la presentación pacífica de aportes, puntos de vista o documentos per-
tinentes y ajustados a los fines o materias objeto de la participación ciudadana, ello 
entendemos que ello resulta tener su fundamento en la libertad de expresión en el 
contexto del derecho a la participación ciudadana. 

La norma establece que: “Toda persona natural o jurídica, en forma individual o 
colectiva, puede presentar opiniones, posiciones, puntos de vista, observaciones u 
aportes, en los procesos de toma de decisiones de la gestión ambiental y en las políticas 
y acciones que incidan sobre ella, así como en su posterior ejecución, seguimiento y 
control. El derecho a la participación ciudadana se ejerce en forma responsable” (art. 46 
de la LGA). 

El grado de participación social de los sistemas de administración para la gestión 
ambiental está determinado por las oportunidades que legalmente se les conceden a los 
ciudadanos para intervenir en la gestión que el Estado lleva a cabo para la protección del 
medio ambiente, así como por los alcances jurídicos de esas intervenciones.

Pudiendo distinguir, entre la participación política y la participación administrativa 
en la gestión ambiental. La primera comprende todas las formas de participación 
directa de los ciudadanos en los asuntos públicos establecidas en la Constitución 
Política, como son la iniciativa popular, el referéndum, el plebiscito, la consulta y otras 
que se han venido estableciendo en muchas partes, incluidos los países de América 
Latina. La segunda abarca los mecanismos que le permiten a los administrados 
intervenir en los procesos de toma de decisiones a cargo de la administración pública, 
de acuerdo con las leyes que rigen las materias ambientales, como son la consulta 
obligatoria a las comunidades afectadas, la constitución de consejos asesores, la 
denuncia popular, la participación en el procedimiento de evaluación del impacto 
ambiental y otros.
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A) DEBER DE PARTICIPACIÓN RESPONSABLE 

Hablar de participación ciudadana en nuestro medio, en la toma de decisiones en materia 
ambiental, sin lugar a dudas nos remite a la colectivización de la información científica 
generada a raíz del recrudecimiento de los grandes problemas ambientales, situación 
que trajo aparejada la aparición de nuevos actores sociales: los grupos ecologistas, hoy 
denominados ambientalistas. Siendo su motivación principal: 

a) 	 El interés colectivo por frenar desde distintas perspectivas el deterioro ambiental;
b) 	 La acción colectiva que se presenta en forma de lucha ecologista en contra de los 

proyectos que atentan contra el medio ambiente, y
c) 	 La multiplicidad de proyectos políticos e ideológicos que plantean formas alternati-

vas de sobrevivencia ante la crisis ambiental. 

El Derecho a la Participación se basa en la información para luego buscar la participación 
en la toma de decisiones en materia ambiental. Siendo la principal herramienta para la 
participación pública en la protección ambiental la información.

Ponerla al alcance de todos cuando se habla de bienes comunes ambientales como 
el agua limpia o el aire puro, acarrea modificaciones importantes en la actitud de los 
ciudadanos que los disfrutan y en los responsables de las fuentes de emisiones que pueden 
contaminarlos, de tal manera que la información ambiental contribuye a propiciar la acción 
convergente de la sociedad hacia fines comunes y, además, ensanchar los márgenes de 
maniobra de la autoridad conforme se documentan y asumen consensos sociales.

La norma ambiental establece que toda persona, natural o jurídica, tiene el deber de 
participar responsablemente en la gestión ambiental, actuando con buena fe, transparencia y 
veracidad conforme a las reglas y procedimientos de los mecanismos formales de participación 
establecidos y a las disposiciones de la presente Ley y las demás normas vigentes.

B) MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

Las autoridades públicas establecen mecanismos formales para facilitar la efectiva 
participación ciudadana en la gestión ambiental y promueven su desarrollo y uso por las 
personas naturales o jurídicas relacionadas, interesadas o involucradas con un proceso 
particular de toma de decisiones en materia ambiental o en su ejecución, seguimiento 
y control; asimismo promueven, de acuerdo a sus posibilidades, la generación de 
capacidades en las organizaciones dedicadas a la defensa y protección del ambiente y los 
recursos naturales, así como alentar su participación en la gestión ambiental.

Siendo la Autoridad Ambiental Nacional quien establece los lineamientos para el diseño 
de mecanismos de participación ciudadana ambiental, que incluyen consultas y audiencias 
públicas, encuestas de opinión, apertura de buzones de sugerencias, publicación de 
proyectos normativos, grupos técnicos y mesas de concertación, entre otros. 

C) EXIGENCIAS ESPECÍFICAS
 
Las entidades públicas promueven mecanismos de participación de las personas 

naturales y jurídicas en la gestión ambiental estableciendo, en particular, mecanismos de 
participación ciudadana en los siguientes procesos: 
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C1. Elaboración y difusión de la información ambiental. 

C2. Diseño y aplicación de políticas, normas e instrumentos de la gestión ambiental, así 
como de los planes, programas y agendas ambientales. 

C3. Evaluación y ejecución de proyectos de inversión pública y privada, así como de 
proyectos de manejo de los recursos naturales.

C4. Seguimiento, control y monitoreo ambiental, incluyendo las denuncias por infracciones 
a la legislación ambiental o por amenazas o violación a los derechos ambientales. 

D) DEBERES DEL ESTADO EN MATERIA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

Las entidades públicas tienen las siguientes obligaciones en materia de participación 
ciudadana:

D1. Promover el acceso oportuno a la información relacionada con las materias objeto 
de la participación ciudadana.

D2. Capacitar, facilitar asesoramiento y promover la activa participación de las entidades 
dedicadas a la defensa y protección del ambiente y la población organizada, en la gestión ambiental.

D3. Establecer mecanismos de participación ciudadana para cada proceso de 
involucramiento de las personas naturales y jurídicas en la gestión ambiental.

D4. Eliminar las exigencias y requisitos de forma que obstaculicen, limiten o impidan la 
eficaz participación de las personas naturales o jurídicas en la gestión ambiental.

D5. Velar por que cualquier persona natural o jurídica, sin discriminación de ninguna 
índole, pueda acceder a los mecanismos de participación ciudadana.

D6. Rendir cuenta acerca de los mecanismos, procesos y solicitudes de participación 
ciudadana, en las materias a su cargo.

E) CRITERIOS A SEGUIR EN LOS PROCEDIMIENTOS DE PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA 

En todo proceso de participación ciudadana se deben seguir los siguientes criterios:

E1. La autoridad competente pone a disposición del público interesado, principalmente 
en los lugares de mayor afectación por las decisiones a tomarse, la información y 
documentos pertinentes, con una anticipación razonable, en formato sencillo y claro; y 
en medios adecuados. En el caso de las autoridades de nivel nacional, la información 
es colocada a disposición del público en la sede de las direcciones regionales y en la 
municipalidad provincial más próxima al lugar indicado en el literal precedente. Igualmente, 
la información debe ser accesible mediante Internet.

E2. La autoridad competente convoca públicamente a los procesos de participación 
ciudadana, a través de medios que faciliten el conocimiento de dicha convocatoria, 
principalmente a la población probablemente interesada.
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E3. Cuando la decisión a adoptarse se sustente en la revisión o aprobación de 
documentos o estudios de cualquier tipo y si su complejidad lo justifica, la autoridad 
competente debe facilitar, por cuenta del promotor de la decisión o proyecto, versiones 
simplificadas a los interesados.

E4. La autoridad competente debe promover la participación de todos los sectores 
sociales probablemente interesados en las materias objeto del proceso de participación 
ciudadana, así como la participación de los servidores públicos con funciones, atribuciones 
o responsabilidades relacionadas con dichas materias.

E5. Cuando en las zonas involucradas con las materias objeto de la consulta habiten 
poblaciones que practican mayoritariamente idiomas distintos al castellano, la autoridad 
competente garantiza que se provean los medios que faciliten su comprensión y 
participación.

E6. Las audiencias públicas se realizan, al menos, en la zona donde se desarrollará el 
proyecto de inversión, el plan, programa o en donde se ejecutarán las medidas materia 
de la participación ciudadana, procurando que el lugar elegido sea aquel que permita la 
mayor participación de los potenciales afectados.

E7. Cuando se realicen consultas públicas u otras formas de participación ciudadana, 
el sector correspondiente debe publicar los acuerdos, observaciones y recomendaciones 
en su portal institucional.

Si las observaciones o recomendaciones que sean formuladas como consecuencia 
de los mecanismos de participación ciudadana que no son tomadas en cuenta, el sector 
correspondiente deberá fundamentar por escrito las razones para ello, en un plazo no 
mayor de treinta (30) días útiles. 

E8. Cuando las observaciones o recomendaciones que sean formuladas como 
consecuencia de los mecanismos de participación ciudadana no sean tomados en cuenta, 
se debe informar y fundamentar la razón de ello, por escrito, a quienes las hayan formulado. 

7.24. PLANES INTEGRALES DE GESTIÓN DE RESIDUOS.

Los planes integrales de gestión de residuos constituyen instrumentos de gestión 
ambiental.

La gestión de residuos, es la recolección, transporte, procesamiento o tratamiento, 
reciclaje o disposición de material de desecho,1 generalmente producida por la actividad 
humana, en un esfuerzo por reducir los efectos perjudiciales en la salud humana y la estética 
del entorno, aunque actualmente se trabaja no solo para reducir los efectos perjudiciales 
ocasionados al medio ambiente sino para recuperar los recursos del mismo. La gestión de 
residuos puede abarcar sustancias sólidas, líquidas o gaseosas con diferentes métodos 
para cada uno.

Los residuos se pueden clasificar en: domiciliarios, industriales, agropecuarios y 
hospitalarios, cada uno de estos residuos se gestiona de modo distinto. La gestión de 
residuos abarca también la gestión de residuos peligrosos.
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La gestión de residuos difiere para países desarrollados y en desarrollo, para zonas 
urbanas y rurales, residenciales, industriales y productores comerciales. La gestión de 
desechos no peligrosos para zonas residenciales y/o en áreas metropolitanas generalmente 
es responsabilidad del gobierno local, mientras que para desechos no-peligrosos 
provenientes de la industria es responsabilidad del propio generador de residuos.

La eficiencia de la gestión de este tipo de residuos consiste entre otras acciones, en 
reducir al mínimo la cantidad de desechos enviados al vertedero. Estos esfuerzos incluyen 
el reciclaje, convertir los desechos en energía, diseñando productos que usen menos 
material, y la legislación que confiere por mandato a los fabricantes se hagan responsables 
de los gastos de disposición de productos y del embalaje.

A) PLANES DE DESCONTAMINACIÓN Y EL TRATAMIENTO DE PASIVOS 
AMBIENTALES 

Los planes de descontaminación y de tratamiento de pasivos ambientales están 
dirigidos a remediar impactos ambientales originados por uno o varios proyectos de 
inversión o actividades, pasados o presentes. El Plan debe considerar su financiamiento y 
las responsabilidades que correspondan a los titulares de las actividades contaminantes, 
incluyendo la compensación por los daños generados, bajo el principio de responsabilidad 
ambiental. Las entidades con competencias ambientales promueven y establecen planes 
de descontaminación y recuperación de ambientes degradados. La Autoridad Ambiental 
Nacional establece los criterios para la elaboración de dichos planes.

La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con la Autoridad de Salud, puede 
proponer al Poder Ejecutivo el establecimiento y regulación de un sistema de derechos 
especiales que permita restringir las emisiones globales al nivel de las normas de calidad 
ambiental. 

La contaminación de nuestro aire, agua y suelos por parte de la industria es una realidad 
que un alto porcentaje de la sociedad ha asumido como una realidad necesaria para que se 
genere un desarrollo económico. Principalmente, las empresas han instaurado esta situación 
y ejercen presión sobre los ecologistas con argumentos que simplifican las opciones a decidir 
entre aceptar “cierto grado” de contaminación o quedarse sin fuentes de trabajo.

El aumento de la contaminación también tiene una relación directa con un aumento de 
determinadas dolencias como el cáncer y otras enfermedades del sistema reproductor.

Sin lugar a dudas, la industria química, es una de las más contaminantes y para evitar sus 
nefastas consecuencias se exigen por parte de las autoridades oficiales del gobierno que 
están responsabilizadas de su control, una serie de condiciones y normas de seguridad. 
Desde que esta industria tuvo un crecimiento exponencial, se calcula que se han producido 
y diseminado en el medio ambiente 100.000 nuevas sustancias químicas. Esto implica que 
el ambiente natural, ideal para la vida en el Planeta se ve afectado de diferentes formas 
con estas nuevas sustancias. Lo más preocupante es que el conocimiento del impacto de 
estas sustancias sobre el medio ambiente y la salud humana es escaso y, en la mayoría de 
los casos, no existe.

Existen diversos sistemas de medición y control de las emisiones. La elección de un 
método u otro depende principalmente del tipo de contaminante a analizar y de todos 
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aquellos factores que pueden afectar a la exactitud y precisión de los resultados, como por 
ejemplo, las condiciones particulares de la instalación, el tipo de proceso que se realiza, 
las condiciones de emisión, etc.

El referido sistema debe tener en cuenta:

A. Los tipos de fuentes de emisiones existentes.  
B. Los contaminantes específicos;
C. Los instrumentos y medios de asignación de cuotas; 
D. Las medidas de monitoreo; y
E. La fiscalización del sistema y las sanciones que correspondan.

Dentro de las industrias más contaminantes cabe destacar algunas que en su ciclo 
productivo aportan medio ambiente contaminante persistente, tóxico o radiactivos. Por 
ejemplo la industria del cloro y las plantas de PVC, se destaca la contaminación con dioxinas 
y con mercurio. Las dioxinas son sustancias persistentes y con tendencia a bioacumularse 
en toda la cadena alimentaria, de forma que su concentración aumenta en los eslabones 
superiores, donde se encuentra el ser humano. Por este motivo y por su elevada toxicidad, 
las dioxinas se encuentran entre el grupo de 12 sustancias (docena sucia) que el Convenio 
de Estocolmo sobre Compuestos Orgánicos Persistentes establece como prioritarias para 
su eliminación.

La metalúrgica, la petrolera y la industria papelera, también son industrias consideradas 
de alto impacto ambiental y deben ser monitoreada con planes sistemáticos y diarios para 
evitar que los productos químicos utilizados en sus procesos industriales se incorporen al 
medio ambiente en proporciones que afecten la salud humana, la vida animal y el reine 
vegetal.

A.1. PRINCIPALES CONTAMINANTES DEL AIRE155

Monóxido de Carbono (CO): Es un gas inodoro e incoloro. Cuando se lo inhala, sus 
moléculas ingresan al torrente sanguíneo, donde inhiben la distribución del oxígeno. En 
bajas concentraciones produce mareos, jaqueca y fatiga, mientras que en concentraciones 
mayores puede ser fatal. Se produce como consecuencia de la combustión incompleta de 
combustibles a base de carbono, tales como la gasolina, el petróleo y la leña, y de la de 
productos naturales y sintéticos, como por ejemplo el humo de cigarrillos. Se lo halla en 
altas concentraciones en lugares cerrados, como por ejemplo garajes y túneles con mal 
ventilados, e incluso en caminos de tránsito congestionado.

Dióxido de Carbono (CO2): Es el principal gas causante del efecto invernadero. Se 
origina a partir de la combustión de carbón, petróleo y gas natural. En estado líquido o 
sólido produce quemaduras, congelación de tejidos y ceguera. La inhalación es tóxica si 
se encuentra en altas concentraciones, pudiendo causar incremento del ritmo respiratorio, 
desvanecimiento e incluso la muerte.

Clorofluorocarbonos (CFC): Son substancias químicas que se utilizan en gran cantidad 
en la industria, en sistemas de refrigeración y aire acondicionado y en la elaboración de 

155.	 http://www.monografias.com/trabajos42/contaminacion-tumbes/contaminacion-tumbes2.shtml#ixzz39T18a5wh
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bienes de consumo. Cuando son liberados a la atmósfera, ascienden hasta la estratosfera. 
Una vez allí, los CFC producen reacciones químicas que dan lugar a la reducción de la 
capa de ozono que protege la superficie de la Tierra de los rayos solares. La reducción 
de las emisiones de CFC y la suspensión de la producción de productos químicos que 
destruyen la capa de ozono constituyen pasos fundamentales para la preservación de la 
estratosfera.

Contaminantes atmosféricos peligrosos (HAP): Son compuestos químicos que 
afectan la salud y el medio ambiente. Las emanaciones masivas –como el desastre que 
tuvo lugar en una fábrica de agroquímicos en Bhopal, India– pueden causar cáncer, 
malformaciones congénitas, trastornos del sistema nervioso y hasta la muerte Las emisiones 
de HAP provienen de fuentes tales como fábricas de productos químicos, productos para 
limpieza en seco, imprentas y vehículos (automóviles, camiones, autobuses y aviones).

Plomo: Es un metal de alta toxicidad que ocasiona una diversidad de trastornos, 
especialmente en niños pequeños. Puede afectar el sistema nervioso y causar problemas 
digestivos. Ciertos productos químicos que contienen plomo son cancerígenos. El plomo 
también ocasiona daños a la fauna y flora silvestres.

El contenido de plomo de la gasolina se ha ido eliminando gradualmente, lo que ha 
reducido considerablemente la contaminación del aire. Sin embargo, la inhalación e 
ingestión de plomo puede tener lugar a partir de otras fuentes, tales como la pintura para 
paredes y automóviles, los procesos de fundición, la fabricación de baterías de plomo, 
los señuelos de pesca, ciertas partes de las balas, algunos artículos de cerámica, las 
persianas venecianas, las cañerías de agua y algunas tinturas para el cabello.

Ozono (O3): Este gas es una variedad de oxígeno, que, a diferencia de éste, contiene tres 
átomos de oxígeno en lugar de dos. El ozono de las capas superiores de la atmósfera, donde 
se forma de manera espontánea, constituye la llamada “capa de ozono”, la cual protege la 
tierra de la acción de los rayos ultravioletas. Sin embargo, a nivel del suelo, el ozono es un 
contaminante de alta toxicidad que afecta la salud, el medio ambiente, los cultivos y una 
amplia diversidad de materiales naturales y sintéticos. El ozono produce irritación del tracto 
respiratorio, dolor en el pecho, tos persistente, incapacidad de respirar profundamente y un 
aumento de la propensión a contraer infecciones pulmonares. A nivel de medio ambiente, 
es perjudicial para los árboles y reduce la visibilidad. El ozono que se halla a nivel del suelo 
proviene de la descomposición (oxidación) de los compuestos orgánicos volátiles de los 
solventes, de las reacciones entre substancias químicas resultantes de la combustión del 
carbón, gasolina y otros combustibles y de las substancias componentes de las pinturas y 
spray para el cabello. La oxidación se produce rápidamente a alta temperatura ambiente. 
Los vehículos y la industria constituyen las principales fuentes del ozono a nivel del suelo.

Óxido de nitrógeno (NOx): Proviene de la combustión de la gasolina, el carbón y otros 
combustibles. Es uno de las principales causas del smog y la lluvia ácida. El primero se 
produce por la reacción de los óxidos de nitrógeno con compuestos orgánicos volátiles. En 
altas concentraciones, el smog puede producir dificultades respiratorias en las personas 
asmáticas, accesos de tos en los niños y trastornos en general del sistema respiratorio. La 
lluvia ácida afecta la vegetación y altera la composición química del agua de los lagos y 
ríos, haciéndola potencialmente inhabitable para las bacterias, excepto para aquellas que 
tienen tolerancia a los ácidos.
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Partículas: En esta categoría se incluye todo tipo de materia sólida en suspensión en 
forma de humo, polvo y vapores. Además, de reducir la visibilidad y la cubierta del suelo, 
la inhalación de estas partículas microscópicas, que se alojan en el tejido pulmonar, es 
causante de diversas enfermedades respiratorias. Las partículas en suspensión también 
son las principales causantes de la neblina, la cual reduce la visibilidad.

Las partículas de la atmósfera provienen de diversos orígenes, entre los cuales podemos 
mencionar la combustión de diésel en camiones y autobuses, los combustibles fósiles, 
la mezcla y aplicación de fertilizantes y agroquímicos, la construcción de caminos, la 
fabricación de acero, la actividad minera, la quema de rastrojos y malezas y las chimeneas 
de hogar y estufas a leña.

Dióxido de azufre (SO2): Es un gas inodoro cuando se halla en bajas concentraciones, 
pero en alta concentración despide un olor muy fuerte. Se produce por la combustión 
de carbón, especialmente en usinas térmicas. También proviene de ciertos procesos 
industriales, tales como la fabricación de papel y la fundición de metales. Al igual que los 
óxidos de nitrógeno, el dióxido de azufre es uno de los principales causantes del smog y la 
lluvia ácida. Está estrechamente relacionado con el ácido sulfúrico, que es un ácido fuerte. 
Puede causar daños en la vegetación y en los metales y ocasionar trastornos pulmonares 
permanentes y problemas respiratorios

Compuestos orgánicos volátiles (VOC): Son substancias químicas orgánicas. Todos 
los compuestos orgánicos contienen carbono y constituyen los componentes básicos de 
la materia viviente y de todo derivado de la misma. Muchos de los compuestos orgánicos 
que utilizamos no se hallan en la naturaleza, sino que se obtienen sintéticamente. Los 
compuestos químicos volátiles emiten vapores con gran facilidad. La emanación de vapores 
de compuestos líquidos se produce rápidamente a temperatura ambiente.156 

B) MANEJO DE LOS RESIDUOS SÓLIDOS

La gestión de los residuos sólidos de origen doméstico, comercial o que siendo de 
origen distinto presenten características similares a aquellos, son de responsabilidad de 
los gobiernos locales. Ley General de Residuos Sólidos (LEY Nº 27314) regula el régimen 
de gestión y manejo de los residuos sólidos municipales.

La gestión de los residuos sólidos en el país tiene como finalidad su manejo integral y sostenible, 
mediante la articulación, integración y compatibilización de las políticas, planes, programas, 
estrategias y acciones de quienes intervienen en la gestión y el manejo de los residuos sólidos.

La gestión y el manejo de los residuos sólidos de origen industrial, agropecuario, 
agroindustrial o de instalaciones especiales, que se realicen dentro del ámbito de las áreas 
productivas e instalaciones industriales o especiales utilizadas para el desarrollo de dichas 
actividades, son regulados, fiscalizados y sancionados por los ministerios u organismos 
regulatorios o de fiscalización correspondientes.

Las municipalidades provinciales son responsables por la gestión de los residuos 
sólidos de origen domiciliario, comercial y de aquellas actividades que generen residuos 

156.	 http://www.monografias.com/trabajos42/contaminacion-tumbes/contaminacion-tumbes2.shtml#ixzz39T18a5wh
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similares a éstos, en todo el ámbito de su jurisdicción. Los gobiernos regionales promueven la 
adecuada gestión y manejo de los residuos sólidos en el ámbito de su jurisdicción. Priorizan 
programas de inversión pública o mixta, para la construcción, puesta en valor o adecuación 
ambiental y sanitaria de la infraestructura de residuos sólidos en el ámbito de su jurisdicción, 
en coordinación con las municipalidades provinciales correspondientes.

Las municipalidades distritales son responsables por la prestación de los servicios 
de recolección y transporte de los residuos sólidos indicados en el artículo anterior y de 
la limpieza de vías, espacios y monumentos públicos en su jurisdicción. Los residuos 
sólidos en su totalidad deberán ser conducidos directamente a la planta de tratamiento, 
transferencia o al lugar de disposición final autorizado por la Municipalidad Provincial, 
estando obligados los municipios distritales al pago de los derechos correspondientes. Las 
municipalidades provinciales son responsables por la gestión de los residuos sólidos de 
origen domiciliario, comercial y de aquellas actividades que generen residuos similares a 
éstos, en todo el ámbito de su jurisdicción, efectuando las coordinaciones con el gobierno 
regional al  que corresponden, para promover la ejecución, revalorización o adecuación, 
de infraestructura para el manejo de los residuos sólidos, así como para la erradicación de 
botaderos que pongan en riesgo la salud de las personas y del ambiente.  La gestión de los 
residuos sólidos distintos a los señalados en el párrafo precedente son de responsabilidad 
del generador hasta su adecuada disposición final, bajo las condiciones de control y 
supervisión establecidas en la legislación vigente.

C) PROTECCIÓN DE LA CALIDAD DE LAS AGUAS 

El Estado, a través de las entidades señaladas en la Ley, está a cargo de la protección de la 
calidad del recurso hídrico del país. El Estado promueve el tratamiento de las aguas residuales 
con fines de su reutilización, considerando como premisa la obtención de la calidad necesaria 
para su reúso, sin afectar la salud humana, el ambiente o las actividades en las que se reutilizarán.

El Estado protege, supervisa y fiscaliza el agua en sus fuentes naturales o artificiales y 
en el estado en que se encuentre: líquido, sólido o gaseoso, y en cualquier etapa del ciclo 
hidrológico. El agua tiene valor sociocultural, valor económico y valor ambiental, por lo 
que su uso debe basarse en la gestión integrada y en el equilibrio entre estos. El agua es 
parte integrante de los ecosistemas y renovable a través del ciclo hidrológico. El acceso al 
agua para la satisfacción de las necesidades primarias de la persona humana es prioritario 
por ser un derecho fundamental sobre cualquier uso, inclusive en épocas de escasez. El 
Estado crea mecanismos para la participación de los usuarios y de la población organizada 
en la toma de decisiones que afectan el agua en cuanto a calidad, cantidad, oportunidad 
u otro atributo del recurso. Fomenta el fortalecimiento institucional y el desarrollo técnico 
de las organizaciones de usuarios de agua. Promueve programas de educación, difusión y 
sensibilización, mediante las autoridades, del sistema educativo y la sociedad civil, sobre la 
importancia del agua para la humanidad y los sistemas ecológicos, generando conciencia 
y actitudes que propicien su buen uso y valoración.

El Estado consagra un régimen de derechos para el uso del agua. Promueve y vela por 
el respeto de las condiciones que otorgan seguridad jurídica a la inversión relacionada con 
su uso, sea pública o privada o en coparticipación.

El Estado promueve y controla el aprovechamiento y conservación sostenible de los 
recursos hídricos previniendo la afectación de su calidad ambiental y de las condiciones 
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naturales de su entorno, como parte del ecosistema donde se encuentran. El uso y gestión 
sostenible del agua implica la integración equilibrada de los aspectos socioculturales, 
ambientales ‘y económicos en el desarrollo nacional, así como la satisfacción de las 
necesidades de las actuales y futuras generaciones.

Para una efectiva gestión pública del agua, la conducción del Sistema Nacional de 
Gestión de los Recursos Hídricos es de responsabilidad de una autoridad única y 
desconcentrada.  La gestión pública del agua comprende también la de sus bienes 
asociados, naturales o artificiales.

La gestión integrada de los recursos hídricos se sustenta en el aprovechamiento 
eficiente y su conservación, incentivando el desarrollo de una cultura de uso eficiente, entre 
los usuarios y operadores.  El uso del agua debe ser óptimo y equitativo, basado en su valor 
social, económico y ambiental, y su gestión debe ser integrada por cuenca hidrográfica 
y con participación activa de la población organizada. El agua constituye parte de los 
ecosistemas y es renovable a través de los procesos del ciclo hidrológico.

D) VERTIMIENTO DE AGUAS RESIDUALES 

Las aguas servidas o aguas negras son los desechos líquidos provenientes del uso 
doméstico, comercial e industrial. Llevan disueltas o en suspensión una serie de materias 
orgánicas e inorgánicas. Provienen de la descarga de sumideros, fregaderos, inodoros, 
cocinas, lavanderías (detergentes), residuos de origen industrial (aceites, grasas, 
curtiembres, etc.). Donde existen sistemas de alcantarillado todas confluyen a un sistema 
colector de aguas cloacales, que debería terminar en una planta de tratamiento.

La ausencia de certeza absoluta sobre el peligro de daño grave o irreversible que 
amenace las fuentes de agua no constituye impedimento para adoptar medidas que 
impidan su degradación o extinción.

En el Perú las plantas de tratamiento son escasas y, por lo general, las aguas servidas son vertidas 
al mar, los ríos o los lagos, dando origen a una seria contaminación de las aguas por saturación de 
materia orgánica y por los patógenos contenidos (bacterias, virus, huevos de parásitos, etc.).

Las aguas servidas deben tratarse antes de ser vertidas en el ambiente, y para esto 
existen sistemas adecuados.

El Estado emite en base a la capacidad de carga de los cuerpos receptores, una 
autorización previa para el vertimiento de aguas residuales domésticas, industriales o de 
cualquier otra actividad desarrollada por personas naturales o jurídicas, siempre que dicho 
vertimiento no cause deterioro de la calidad de las aguas como cuerpo receptor, ni se afecte 
su reutilización para otros fines, de acuerdo a lo establecido en los ECA correspondientes 
y las normas legales vigentes

E) TRATAMIENTO DE RESIDUOS LÍQUIDOS 

El tratamiento de las aguas servidas se divide en cuatro etapas principales:

• Tratamiento primario: consiste en la separación dé la materia suspendida por medios 
mecánicos (cribado, coagulación, floculación y sedimentación). Se obtiene una purificación 
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del 30 al 50%. Se puede hacer mediante una laguna artificial, donde converja el agua 
servida.

• Tratamiento secundario: después del tratamiento primario, las aguas son sometidas 
a la acción de microorganismos a través de Iodos activados, filtros percoladores y del lecho 
de contacto o lecho bacteriano. La eficiencia lograda oscila entre 85 y 93%, eficiencia en 
la eliminación de sales minerales (fósforo, nitrógeno) es baja. En poblados pequeños y 
medianos se puede lograr esto con una segunda laguna artificial a continuación de una 
primera.

• Tratamiento terciario o tratamiento avanzado: es el procedimiento final, capaz 
de remover contaminantes reacios como las sales solubles (fosfatos y nitratos). Se usan 
diversos procedimientos, según el uso posterior que se quiera dar al agua. La adición 
de alúmina férrica y cloración produce agua limpia, libre de bacterias, adecuada para la 
industria. Con filtros rápidos y coaguladores (sulfato de aluminio, polielectrolitos, sustancias 
orgánicas poliméricas) se logran eliminar las sales minerales. Este proceso es capaz de 
eliminar el 98% de los contaminantes.

• Tratamiento de los lodos: los restos sedimentados o Iodos, provenientes de las aguas 
servidas, deben ser tratados y transformados en abonos orgánicos.

Hoy en día existen tecnologías muy adecuadas para estos tratamientos. Para poblados 
pequeños bastan tres lagunas contiguas, en lugares especiales y seguros. En esas lagunas 
se dejan crecer plantas (totora, carrizo, lirio de agua) que ayudan a purificar el agua.

Corresponde a las entidades responsables de los servicios de saneamiento la 
responsabilidad por el tratamiento de los residuos líquidos domésticos y las aguas pluviales.

El sector Vivienda, Construcción y Saneamiento es responsable de la vigilancia y sanción 
por el incumplimiento de LMP en los residuos líquidos domésticos, en coordinación con las 
autoridades sectoriales que ejercen funciones relacionadas con la descarga de efluentes 
en el sistema de alcantarillado público.

Las cifras oficiales nos dicen que en el Perú solo un 25% de las aguas residuales son 
tratadas, el resto se arroja a los mares, lagos y ríos provocando un impacto negativo en el 
medio ambiente y en la salud de las personas.

El crecimiento de la población generará cada vez más demanda por agua dulce, pero 
también más desechos. Ante esta situación el rehúso de aguas residuales tratadas surge 
como una alternativa que puede traer enormes beneficios.

Los beneficios no solo serán para el medio ambiente y la salud de las personas, sino 
también para la economía. Las aguas residuales seguras tienen un alto contenido de 
nutrientes que sustituyen la necesidad de fertilizantes que demandan los cultivos.

Las empresas  o  entidades  que  desarrollan  actividades  extractivas,  productivas,  de 
comercialización u otras que generen aguas residuales o servidas, son responsables de su 
tratamiento, a fin de reducir sus niveles de contaminación hasta niveles compatibles con los 
LMP, los  ECA y  otros estándares  establecidos  en  instrumentos  de gestión  ambiental,  
de conformidad  con  lo establecido en las normas legales vigentes. El manejo de las 
aguas residuales o servidas de origen industrial puede ser efectuado directamente por 
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el generador, a través de terceros debidamente autorizados a o a través de las entidades 
responsables de los servicios de saneamiento, con sujeción al marco legal vigente sobre 
la materia. 

7.25. ÁREAS DE PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN. 

Constituyen también instrumentos de gestión ambiental. Un área de conservación es un 
área protegida determinada al que se le ha otorgado alguna medida de protección legal a 
fin de mantener o preservar sus valores, ya sean características o formaciones naturales, 
de patrimonio cultural o la biota. Entre ellas encontramos, en general, reservas naturales, 
parques(nacional, natural, etc.), un proyecto de rehabilitación o rescate de terrenos (por 
ejemplo, de ex uso industrial), etc.

A) RESERVAS DE BIOSFERA

Las Reservas de Biosfera son los ecosistemas terrestres o marinos, o ambos, 
reconocidos por la UNESCO en el marco del “Programa sobre el Hombre y la Biosfera” – 
MaB. Las Reservas de Biosfera constituyen modelos de gestión del territorio que integran el 
mantenimiento de la diversidad biológica con su aprovechamiento sostenible. Cumplen tres 
funciones básicas: de conservación, de desarrollo y logística como base para la ciencia y 
la investigación. 

B) SITIOS DE PATRIMONIO MUNDIAL

Los Sitios de Patrimonio Mundial Natural son ANP reconocidos en la “Lista del Patrimonio 
Mundial” administrada por el Comité del Patrimonio Mundial de la UNESCO a proposición de 
INRENA.  Para Sitios de Patrimonio Mundial Natural y Cultural, debe presentarse expediente 
en coordinación con el Instituto Nacional de Cultura 

En la década de 1990 se propone la creación de áreas de protección de la naturaleza y 
su manejo a través de la participación de las poblaciones locales, especialmente indígenas, 
como gestores de la conservación.  

Esta nueva perspectiva supone un alejamiento de la visión de las poblaciones locales 
como infractores y su incorporación como gestores del manejo de los recursos naturales. 

C). ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS 

Son los espacios continentales y/o marinos del territorio nacional, expresamente 
reconocidos y declarados como tales, incluyendo sus categorías y zonificaciones, para 
conservar la diversidad biológica y demás valores asociados de interés cultural, paisajístico 
y científico, así como por su contribución al desarrollo sostenible del país.157

Las Áreas Naturales Protegidas tienen como objetivos:

a) 	 Asegurar la continuidad de los procesos ecológicos y evolutivos, dentro de áreas suficien-
temente extensas y representativas de cada una de las unidades ecológicas del país;

157.	 http://cdc.lamolina.edu.pe/Area_Trabajo/anp.htm
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b) 	 Mantener muestras de los distintos tipos de comunidad natural, paisajes y formas fisiográ-
ficas, en especial de aquellos que representen la diversidad única y distintiva del país;

c) 	 Evitar extinción de flora y fauna silvestre, en especial aquellas de distribución res-
tringida o amenazadas;

d) 	 Evitar la pérdida de la diversidad genética;
e) 	 Manejar la flora silvestre, asegurando una producción estable y sostenible;
f) 	 Manejar la fauna silvestre, recursos hidrobiológicos, para alimentos y actividades 

económicas, incluyendo las recreativas y deportivas;
g) 	 Mantener de recursos, incluyendo los genéticos, para mejorar sistemas producti-

vos, adaptaciones frente a cambios climáticos perniciosos y sustentar investigacio-
nes científicas, tecnológicas e industriales;

h) 	 Mantener y manejar cuencas hidrográficas asegurando captación, flujo y calidad 
del agua, y control de la erosión y sedimentación;

i) 	 Para actividades educativas, así como para investigación científica;
j) 	 Proporcionar monitoreo del estado del ambiente;
k) 	 Proporcionar recreación y esparcimiento al aire libre, así como turismo basado en 

las características naturales y culturales del país;
l) 	 Mantener el entorno natural de recursos culturales, arqueológicos e históricos;
m)  Restaurar ecosistemas deteriorados;
n)  	Proteger, cuidar o mejorar sitios de reproducción o de refugio, ru	 tas de migra-

ción, fuentes de agua o de alimento en épocas críticas;
o)  	Proteger sitios frágiles;
p) 	 Proteger monumentos y sitios históricos;
q) 	 Conservar formaciones geológicas y geomorfológicas; y,
r) 	 Asegurar continuidad de servicios ambientales.
	
Según sus objetivos de manejo pueden ser:

a) Áreas de Uso Indirecto:
•	 Parques Nacionales;
•	 Santuarios Nacionales; y,
•	 Santuarios Históricos.

b) Áreas de Uso Directo:
•	 Reservas Nacionales;
•	 Reservas Paisajísticas;
•	 Refugios de Vida Silvestre;
•	 Reservas Comunales;
•	 Bosques de Protección, y;
•	 Cotos de Caza. 

c) Áreas donde los usos son muy restringidos y el impacto mínimo: AREAS DE USO 
INDIRECTO (Parques Nacionales, Santuarios Nacionales y Santuarios Históricos). “Son áreas 
protegidas de uso indirecto, las que permiten la investigación científica no manipulativa, la 
recreación y el turismo, en zonas apropiadamente designadas y manejadas para ello. En 
estas áreas no se permite la extracción de recursos naturales, así como modificaciones y 
transformaciones del ambiente natural”. (Ley de ANP 1997); y

d) Áreas donde el uso de recursos y el impacto sobre los ecosistemas son más o menos 
intensos: ÁREAS DE USO DIRECTO (Reservas Comunales, Reservas Nacionales, Cotos de 
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Caza, Refugios de Vida Silvestre, Reservas Paisajísticas, Bosques de Protección y Áreas de Conservación 
Regionales). “Áreas protegidas de uso directo son aquellas que permiten el aprovechamiento o 
extracción de recursos, prioritariamente por las poblaciones locales, en aquellas zonas y lugares y para 
aquellos recursos, definidos por el plan de manejo del área. Otros usos y actividades que se desarrollen 
deberán ser compatibles con los objetivos del área”. (Ley de ANP 1997)

Adicionalmente existen reservas de tierras de carácter transitorio o temporal, las 
Zonas Reservadas: “Áreas que, reuniendo las condiciones para ser consideradas como 
ANP, requieren la realización de estudios complementarios para determinar, entre otras, la 
extensión y categoría que les corresponderá como tales”.

D) PARQUES NACIONALES

Según la Ley de ANP (1997) se definen como: “Áreas que constituyen muestras 
representativas de la diversidad natural del país y de sus grandes unidades ecológicas. En 
ellas se protege con carácter intangible la integridad ecológica de uno o más ecosistemas, 
las asociaciones de la flora y fauna silvestre y los procesos sucesionales y evolutivos, así 
como otras características paisajísticas y culturales de la región”.

E) SANTUARIOS NACIONALES

Definidos en la Ley de ANP (1997) como: “Áreas donde se protege con carácter 
intangible el hábitat de una especie o una comunidad de la flora y fauna, así como las 
formaciones naturales de interés científico y paisajístico.”

F) SANTUARIOS HISTÓRICOS

Definidos en la Ley de ANP (1997) como: “Áreas que protegen con carácter de intangible 
espacios que contienen valores naturales relevantes y constituyen el entorno de sitios de especial 
significación nacional, por contener muestras del patrimonio monumental y arqueológico o por 
ser lugares donde se desarrollaron hechos sobresalientes de la historia del país”.

G) REFUGIOS DE VIDA SILVESTRE

En la Ley de ANP (1997) se definen como: “Áreas que requieren intervención activa con 
fines de manejo, para garantizar el mantenimiento de los hábitats, así como para satisfacer 
las necesidades particulares de determinadas especies, como sitios de reproducción y 
otros sitios críticos para recuperar o mantener las poblaciones de tales especies”.

H) RESERVAS NACIONALES

Definidas por la Ley de ANP (1997) como: “Áreas destinadas a la conservación de la 
diversidad biológica y la utilización sostenible de los recursos de flora y fauna silvestre, acuática o 
terrestre. En ellas se permite el aprovechamiento comercial de los recursos naturales bajo planes 
de manejo, aprobados, supervisados y controlados por la autoridad nacional competente”.

I) RESERVAS COMUNALES

Han sido definidas en la Ley de ANP (1997) como: “Áreas destinadas a la conservación 
de la flora y fauna silvestre, en beneficio de las poblaciones rurales vecinas. El uso y 
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comercialización de recursos se hará bajo planes de manejo, aprobados y supervisados 
por la autoridad y conducidos por los mismos beneficiarios. Pueden ser establecidas sobre 
suelos de capacidad de uso mayor agrícola, pecuario, forestal o de protección y sobre 
humedales”.

J) BOSQUES DE PROTECCIÓN

En la Ley de ANP (1997) se definen como: “Áreas boscosas que se establecen con el 
objeto de garantizar la protección de las cuencas altas o colectoras, las riberas de los ríos 
y de otros cursos de agua y en general, para proteger contra la erosión a las tierras frágiles 
que así lo requieran. En ellos se permite el uso de recursos y el desarrollo de aquellas 
actividades que no pongan en riesgo la cobertura vegetal del área”.

K) COTOS DE CAZA

Definidos por la Ley de ANP (1997) como: “Áreas destinadas al aprovechamiento de la 
fauna silvestre a través de la práctica regulada de la caza deportiva”.

L) RESERVAS PAISAJÍSTICAS

En el Perú las Reservas Paisajísticas, como categoría del SINANPE, han sido 
recientemente reconocidas por la Ley de ANP (1997), incluyendo “áreas donde se protege 
ambientes cuya integridad geográfica muestra una armoniosa relación entre el hombre y la 
naturaleza y que albergan importantes valores naturales, estéticos y culturales”.

M) ZONAS RESERVADAS

Las Zonas Reservadas son áreas naturales, establecidas por el Ministerio de Agricultura, 
que reúnen las condiciones necesarias para ser consideradas como un área natural 
protegida. Son reservas de tierras cuyo estado legal es transitorio o provisional, en tanto se 
realizan los estudios pertinentes para definir su extensión y la categoría más conveniente 
según los objetivos a cumplir. Forman parte del Sistema Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas por el Estado (SINANPE) y por lo tanto quedan sujetas a las disposiciones que 
corresponden a las áreas naturales protegidas de acuerdo a la Ley Nº26834 (Ley de Áreas 
Naturales Protegidas).

N) ZONAS DE AMORTIGUAMIENTO

Son aquellos espacios adyacentes a las Áreas Naturales Protegidas del SINANPE, 
que por su naturaleza y ubicación, requieren un tratamiento especial que garantice 
la conservación del Área Natural Protegida. Las actividades realizadas en las Zonas 
de Amortiguamiento no deben poner en riesgo el cumplimiento de los fines del Área 
Natural Protegida. Zona de Amortiguamiento es establecida en el Plan Maestro del Área 
Natural Protegida.  La delimitación de la misma se realiza de manera georreferenciada 
utilizando coordenadas Universal Transversal Mercator (UTM) y descriptiva utilizando 
en lo posible, accidentes geográficos de fácil identificación en el terreno. El INRENA 
mediante Resolución Jefatural, en aplicación del principio precautorio, puede establecer 
de manera temporal la extensión de la Zona de Amortiguamiento en tanto no se apruebe 
el Plan Maestro correspondiente.
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O) DERECHOS DE PROPIEDAD Y POSESIÓN

El ejercicio del derecho de propiedad preexistente a la creación de un Área Natural 
Protegida debe ser compatible con su carácter de Patrimonio de la Nación.

Las limitaciones y restricciones al uso de predios de propiedad privada ubicados al 
interior de un Área Natural Protegida, cuya existencia es posterior a la propiedad, son 
establecidas en el dispositivo legal de su creación, en el respectivo Plan Maestro o 
mediante Resolución Jefatural específica del INRENA.  En este último caso se debe tomar 
en consideración la categoría del Área Natural Protegida, la situación legal del titular y 
el contenido de los instrumentos de planificación. No se permite el establecimiento de 
nuevos asentamientos humanos dentro de las Áreas Naturales Protegidas posteriores a 
su creación.  Son inscribibles las limitaciones y restricciones de uso sobre derechos que 
consten en cualquier registro público.

7.24.1. LINEAMIENTOS PARA POLÍTICAS SOBRE DIVERSIDAD BIOLÓGICA

La política sobre diversidad biológica se rige por los siguientes lineamientos:

A. 	 La conservación de la diversidad de ecosistemas, especies y genes, así como el 
mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales de los que depende la su-
pervivencia de las especies.

B. 	 El rol estratégico de la diversidad biológica y de la diversidad cultural asociada a 
ella, para el desarrollo sostenible.

C. 	 El enfoque ecosistémico en la planificación y gestión de la diversidad biológica y los 
recursos naturales.

D. 	 El reconocimiento de los derechos soberanos del Perú como país de origen sobre 
sus recursos biológicos, incluyendo los genéticos.

E. 	 El reconocimiento del Perú como centro de diversificación de recursos genéticos y biológicos.
F. 	 La prevención del acceso ilegal a los recursos genéticos y su patentamiento, me-

diante la certificación de la legal procedencia del recurso genético y el consenti-
miento informado previo para todo acceso a recursos genéticos, biológicos y cono-
cimiento tradicional del país.

G. 	La inclusión de mecanismos para la efectiva distribución de beneficios por el uso de 
los recursos genéticos y biológicos, en todo plan, programa, acción o proyecto rela-
cionado con el acceso, aprovechamiento comercial o investigación de los recursos 
naturales o la diversidad biológica.

H. 	La protección de la diversidad cultural y del conocimiento tradicional.
I. 	 La valorización de los servicios ambientales que presta la diversidad biológica.
J. 	 La promoción del uso de tecnologías y un mayor conocimiento de los ciclos y proce-

sos, a fin de implementar sistemas de alerta y prevención en caso de emergencia.
K. 	 La promoción de políticas encaminadas a mejorar el uso de la tierra.
L. 	 El fomento de la inversión pública y privada en la conservación y el aprovechamien-

to sostenible de los ecosistemas frágiles.
M. 	La implementación de planes integrados de explotación agrícola o de cuenca hi-

drográfica que prevean, estrategias sustitutivas de cultivo y promoción de técnicas 
de captación de agua, entre otros.

N. 	 La cooperación en la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica mari-
na en zonas más allá de los límites de la jurisdicción nacional, conforme al Derecho 
Internacional.
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7.25.2. CONSERVACIÓN DE ECOSISTEMAS  

La conservación de los ecosistemas se orienta a conservar los ciclos y procesos 
ecológicos, a prevenir procesos de su fragmentación por actividades antrópicas y a dictar 
medidas de recuperación y rehabilitación, dando prioridad a ecosistemas especiales o 
frágiles.

7.25.3. ECOSISTEMAS FRÁGILES

En el ejercicio de sus funciones, las autoridades públicas adoptan medidas de protección 
especial para los ecosistemas frágiles, tomando en cuenta sus características y recursos 
singulares; y su relación con condiciones climáticas especiales y con los desastres naturales.

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo – 
conocida como CNUMAD o Cumbre de la Tierra –, se llevó a cabo en Río de Janeiro, 
Brasil, del 3 al 14 de junio de 1992establece que: “Los ecosistemas frágiles son sistemas 
importantes, con características y recursos singulares”, dice el punto 12.1 de la Agenda 21, 
agregando que ellos “comprenden los desiertos, las tierras semiáridas, las montañas, las 
marismas, las islas pequeñas y ciertas zonas costeras.”

El capítulo 12 de la Agenda 21 trata de los recursos de tierras en los desiertos, en las zonas 
áridas y semiáridas y en las zonas subhúmedas secas, mientras que el capítulo 13 se refiere a 
la cuestión del desarrollo sostenible de las montañas y el capítulo 17 a las islas pequeñas y las 
zonas costeras, dentro del tema de la protección de los océanos y mares de todo tipo.

El capítulo 12 propone programas destinados a diversos fines, algunos de los cuales 
incluyen de manera explícita cambios jurídicos. Estos programas consisten en: (i) el 
fortalecimiento de la base de conocimientos y elaboración de sistemas de información 
y observación sistemática respecto de las regiones propensas a la desertificación y la 
sequía, y de los aspectos económicos y sociales de esos sistemas; (ii) la lucha contra la 
degradación de las tierras mediante, entre otras cosas, la intensificación de las actividades 
de conservación de suelos, forestación y reforestación; (iii) la elaboración y fortalecimiento 
de programas integrados para la erradicación de la pobreza y la promoción de sistemas 
de subsistencia distintos en las zonas propensas a la desertificación; (iv) el fomento de los 
programas amplios de lucha contra la desertificación e integración de esos programas en los 
planes nacionales de desarrollo y en la planificación ecológica nacional; (v) la elaboración 
de planes amplios de preparación para la sequía y de socorro en casos de sequía, incluidos 
arreglos de autoayuda, para las zonas propensas a la sequía, y formulación de programas 
para hacer frente al problema de los refugiados ecológicos; y (vi) el fomento

Los ecosistemas frágiles comprenden, entre otros, desiertos, tierras semiáridas, 
montañas, pantanos, bofedales, bahías, islas pequeñas, humedales, lagunas alto andinas, 
lomas costeras, bosques de neblina y bosques relictos. El Estado reconoce la importancia 
de los humedales como hábitat de especies de flora y fauna, en particular de aves 
migratorias, priorizando su conservación en relación con otros usos.

A) DESIERTOS

El desierto costero del Perú se ubica en la mayor parte de la costa del Perú, desde 
Piura por el norte hasta Tacna y la frontera con Chile por el sur. Es una ecorregión de 
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desierto costero de clima subtropical muy árido, alta humedad atmosférica y muy escasa 
vegetación, salvo por los 52 valles que descienden de los Andes atravesando el desierto.

La región es una franja estrecha de ecosistemas desde el desierto extremo al matorral 
xerófilo, y delimitada entre el Océano Pacífico y la cordillera de los Andes. Es estrecha pero 
se va ampliando mucho en los departamentos de Piura e Ica, con un ancho variable entre 
unos pocos kilómetros y los 100 km. Limita al norte con el Bosque seco ecuatorial y al sur 
con el desierto costero de Chile. 

B) TIERRAS SEMIÁRIDAS

Las Tierras áridas constituyen un ambiente natural de baja productividad, donde el 
agua suele ser el principal factor limitante para la producción biológica.

Estas tierras son particularmente sensibles a la amenaza a la producción agrícola 
proveniente de plagas de insectos (es decir, langostas, saltamontes, etc.), especialmente 
donde se reduce el valor del control natural de las plagas, propio de la temporada seca, en 
el caso que se intervenga con la implantación de sistemas de riego.

La reciente degradación y hambruna en las tierras áridas, en conjunto con frecuentes 
problemas económicos, físicos y de salud en los principales planes de riego implantados 
hace décadas, han demostrado la dificultad que implica el establecimiento de mecanismos 
adecuados de desarrollo y la necesidad de acciones concertadas que contemplen la 
totalidad de las variables ambientales. Sin embargo, las tierras áridas y semiáridas se han 
mantenido notablemente adaptables a través de las generaciones, produciendo magníficas 
civilizaciones, así como una indecible miseria humana.

C) MONTAÑAS

Otras características fundamentales para considerar un terreno montañoso son el clima 
y la vegetación. El clima de montaña es más frío y húmedo que el del llano, puesto que la 
temperatura desciende a un ritmo aproximado de 5 °C cada 1 km de altitud y las lluvias van 
aumentado con la altura, debido al llamado «efecto pantalla», si bien es frecuente encontrar 
en las zonas montañosas vertientes más húmedas (expuestas a vientos húmedos), frente a las 
más secas, en las que esos mismos vientos han perdido la humedad por elevación y tienden a 
absorber la existente en el suelo, fenómeno conocido como «efecto Föhn»; tal es el fenómeno 
que se produce en los Pirineos, donde su vertiente norte es más húmeda que la española o sur.

La vegetación en montaña se encuentra escalonada o en pisos térmicos. En los pisos 
inferiores podemos encontrar vegetación similar a la del llano circundante pero a medida 
que se asciende van apareciendo especies más higrófilas y más resistentes al frío; tras las 
últimas especies arbóreas aparece la pradera alpina seguida del roquedo e incluso la nieve 
perpetua. Las especies presentes en cada uno de estos pisos y la altitud a la que podemos 
encontrarlas varían según los continentes y también con la latitud, pues no es lo mismo una 
zona montañosa en zonas subpolares que en zonas tropicales.

D) PANTANOS

Un pantano es una capa de aguas estancadas y poco profundas en la cual crece una 
vegetación acuática que puede llegar a ser muy densa.
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La mayoría de las veces, el pantano ocupa, en un valle, la parte abandonada por las 
aguas de un río, como antiguos meandros, lechos antes muy anchos y luego reducidos por 
alguna causa que haya afectado al caudal del río. En las regiones semidesérticas no es 
raro que el endorreísmo dé lugar a la formación de extensos pantanos cuya área esté sujeta 
a enormes variaciones estacionales. Los pantanos pueden ser de agua dulce o de agua 
salada y de marea o sin ella.

Entendido como ecosistema, en los pantanos conviven distintas plantas sumergidas 
y flotantes como: algas, lirio de agua, el junco, el arroz silvestre y la enea. Cuando los 
sedimentos rellenan el fondo del pantano, la vegetación acuática va siendo reemplazada 
gradualmente por matorrales y, otras veces, por especies propias de tierra firme con 
gramíneas y árboles de mayor tamaño que hunden sus raíces en el fondo rico en depósitos 
orgánicos. Los pantanos de agua dulce o salada proporcionan hábitats donde anidar y 
pasar el invierno a aves marinas, pequeños mamíferos, ranas, cocodrilos, insectos y muchas 
otras especies hidrofilacios.

E) BOFEDALES

Las características ecológicas de las zonas del macizo andino, ubicadas arriba de 
la cota 4,000 m.s.n.m., donde se extienden amplias zonas planas y depresionadas, que 
almacenan el recurso hídrico, proveniente de las precipitaciones, del derretimiento del hielo 
y de las filtraciones de las aguas almacenadas en los acuíferos, forman suelos hidromórficos 
que poseen un gran potencial forrajero, de naturaleza singular, con una gran biodiversidad, 
comúnmente conocidas con el nombre de “bofedales”.

Áreas típicas con estas características, que no son aprovechadas apropiadamente, 
se presentan en las zonas altoandinas de los departamentos de Apurímac, Huancavelica, 
cusco, Puno, Moquegua y Tacna, principalmente; donde además por la falta de una política 
nacional para un real aprovechamiento de estos ecosistemas, los niveles de pobreza 
extrema de sus poblaciones, están llegando a comprometer la propia sostenibilidad 
ambiental de los “bofedales”.

En los “bofedales”, la diversidad de especies vegetales y de fauna que se desarrollan, 
hacen posible el sostenimiento de la vida humana en estos parajes; que si no existieran 
constituidos por los bofedales es muy probable que los ciclos esenciales de la vida que 
se dan en ellas se reemplazarían por la soledad de inmensas extensiones de tierra, 
improductivas y despobladas, como ocurre actualmente sobre muchas zonas que otrora 
fueron fértiles pastizales.

En los últimos años, la desaparición de los bofedales se ha acentuado. Muchos peruanos 
no conocen la riqueza genética que ellos encierran, ni le dan la importancia debida los 
cambios bruscos que están sucediendo. La mayor parte de los bofedales está poblada 
por habitantes donde la pobreza está generalizada; la pérdida conocimientos autóctonos 
contribuye a que el deterioro ambiental se acentúe y que los procesos de erosión de suelos, 
empobrecimiento de la diversidad genética y del hábitat, sea un acontecimiento habitual. 
En este sentido hay que entender que los bofedales son muy vulnerables al desequilibrio 
ecológico por factores humanos y culturales. surge entonces la gran necesidad de conservar 
el ecosistema altoandino, que nos provee del agua en calidad y cantidad necesaria para 
el desarrollo de las zonas donde este recurso es escaso, específicamente, los valles de la 
costa, en cuyo beneficio para mejorar la dotación de agua para riego, consumo humano y 
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generación de electricidad, el balance hidrológico en los bofedales está siendo afectado, 
por no considerar en su verdadera dimensión la importancia de estos ecosistemas 
singulares en el mantenimiento del equilibrio ecológico y en la política nacional de nuestro 
propio desarrollo sostenible, incomparable por la potencialidad de sus recursos, como en 
este caso que hemos expuesto sobre los bofedales. 

F) BAHÍAS

Una bahía es una entrada a un mar, océano o lago, rodeada por tierra excepto por una 
apertura, que suele ser más ancha que el resto de la penetración en tierra adentro. Es decir, 
una concavidad en la línea costera formada por los movimientos del mar o del lago. La 
bahía es el concepto geográfico opuesto a un cabo o a una península. Las grandes bahías 
suelen considerarse golfos, pero no hay un límite exacto entre lo que es una bahía y lo que 
es un golfo;1 mientras que las bahías más estrechas se catalogan como fiordos.

Suelen ser de gran importancia económica y estratégica para un país, ya que son los 
lugares ideales para la construcción de puertos. Las operaciones de dragado, eliminación 
de materiales, desarrollo de la zona playera, mayor tránsito marítimo y vehicular en el puerto, 
pueden resultar en la liberación de contaminantes naturales y antropogénicos en el medio 
ambiente. Puesto que existen numerosos métodos de dragado, eliminación de materiales 
y construcción, para el establecimiento de instalaciones en puertos y bahías, variarán las 
combinaciones de efectos físicos, químicos y biológicos sobre el medio de interés. 

G) ISLAS PEQUEÑAS

Hoy se abre una posibilidad para la conservación de las aves guaneras y su entorno 
natural. Una singular iniciativa interinstitucional que propone la incorporación de la red de 
islas y puntas guaneras.

Estudios recientes han determinado que las aguas de la Corriente Fría Peruana o 
Corriente de Humboldt constituyen el sistema productivo más importante del mundo. Una 
consecuencia de ello es que sea reconocido como el de mayor productividad primaria de 
la Tierra. Resulta irónico pensar que el Perú, poseedor del mar más rico del planeta, hasta 
el momento no ha hecho prácticamente nada para protegerlo con miras al futuro.

Guanayes, pelícanos, piqueros, camayanes. Las aves guaneras fueron antaño la base 
de una industria millonaria que dio al Perú una riqueza tan desmedida como efímera. Hoy 
sus escasos refugios naturales se encuentran a un paso de ser protegidos de manera 
definitiva con la creación de la primera Gran Reserva marina del Perú.

H) HUMEDALES

El carácter distintivo de los humedales está en la escasa profundidad del nivel freático, 
con la consecuente alteración del régimen del suelo. La vegetación específicamente 
adaptada a estas condiciones se denomina hidrófita, cuando se ubica sobre zonas 
inundadas de agua; y freatofita cuando estas zonas se ubican sobre zonas de agua oculta 
(criptohumedales); en estos casos se reemplaza a las especies terrestres normales. Las 
peculiaridades del entorno hacen que la fauna presente sea por lo general endémica y 
netamente diferenciada de las zonas adyacentes; grandes familias de aves y reptiles están 
únicamente adaptadas a entornos de este tipo.
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Además de su gran valor escénico, estos humedales son de alto interés científico, en 
particular, a nivel regional porque pueden ser utilizados para monitorear cambios climáticos 
globales. El conjunto de humedales presentes en el sitio es un conjunto de lagunas 
endorreicas alto andinas y comprende desde lagunas someras hipersalinas, a lagunas 
mesosalinas y otras más profundas y oligosalinas.

I) LAGUNAS ALTO ANDINAS

Algunas de las lagunas naturales alto andinas en Perú son una belleza natural, pero 
también una bomba de tiempo en cuanto a la seguridad de las poblaciones asentadas en 
las laderas de los cauces. Hay que tener presente el peligro asociado a fenómenos naturales 
extremos, identificar las zonas vulnerables e intentar minimizar este estado de vulnerabilidad 
y hacer una gestión eficiente de este riesgo inminente para la vida de muchos peruanos.158

J) LOMAS COSTERAS

Es un ecosistema particular, único de la zona del litoral del Pacífico, en la denominada 
provincia biogeográfica “Desierto de Atacama” en la zona comprendida entre el norte 
chileno y el norte peruano, se encuentra relegado desde siempre de los planes de inversión 
agropecuaria y forestal.

Su destrucción y en consecuencia la pérdida de su rico potencial biológico constituye 
una irreparable disminución del stock de capital natural de su país. Su extensión es en 
territorio peruano de 800 mil Ha.; es decir un poco mayor que las 750 mil Ha. de tierra 
agrícola que dispone la costa peruana.

Por años, antes de la época de la civilización pre-hispánica, estas tierras fueron el hábitat 
de numerosas especies de vegetación y fauna, gracias a la bondad de la madre naturaleza 
que surte incansablemente gotas de agua a estas tierras productivas. Los historiadores 
mencionan que el Inca en su recorrido del Cuzco hasta las costas del Pacífico, lo hacía a 
través de la loma de Atiquipa, donde se observa al pie del mar un asiento de piedra, así 
como un camino del mismo material que lo comunicaba con el mar.

Característico es el pasto tierno, y de los brotes de arbustos y árboles que empiezan a 
aparecer como resultado del ciclo biológico que cumplen en este ecosistema.

K) BOSQUES DE NEBLINA 

Cubierto por un abrigo eterno de niebla, un mundo misterioso y desconocido viste 
las abruptas laderas de la cordillera. Un territorio siempre verde donde la constante 
humedad es la pieza principal del intrincado engranaje natural. Aquí cobran fuerza los 
ríos, descendiendo espumosos hacia el este y arrancándole sedimentos a las montañas. 
Es la tierra de cascadas cristalinas y criaturas tan bellas como esquivas donde los incas 
levantaron la ciudad sagrada de Machu Picchu.159

El páramo es una suerte de puna húmeda. Una tierra de clima frío y muy lluvioso, 
generalmente cubierta por un manto neblina que confiere al paisaje un toque de misterio.

158.	 http://www.larepublica.pe/regionales/17/05/2010/lagunas-bellas-y-peligrosas
159.	 http://www.machupicchu360.org/machu-picchu/entorno/flora-machu-picchu/bosque-neblina.php
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Más de la mitad del territorio peruano está cubierto por estos bosques naturales, lo 
cual coloca al Perú como el segundo país en América Latina y el séptimo en el mundo 
en términos de cubierta forestal (INRENA 1999: 7). Los bosques constituyen uno de los 
recursos naturales más importantes del país por su valor de producción, fundamentalmente, 
por los servicios que éstos proveen. Madera, plantas medicinales, alimentos, leña, son 
algunos de los usos directos de estos bosques. Estos bosques proveen los recursos para 
la supervivencia de un gran número de poblaciones rurales incluyendo pueblos indígenas 
y campesinos pobres en recursos. El nivel de vida de esta población depende largamente 
en mantener la vitalidad de los bosques, la diversidad y la cobertura de éstos.160

L) BOSQUES RELICTO.

Los bosques relictos son aquellos que quedan como vestigio de algún tipo de 
flora que alguna vez hubo en la zona y que en el presente sólo está dicha muestra de 
vegetación de lo que en el pasado fue. El Bosque Esclerófilo corresponde a una formación 
vegetal característica de la zona central de nuestro país, donde encontramos un clima 
mediterráneo, el cual se caracteriza por poseer inviernos lluviosos y veranos secos. Se les 
conoce también como “Los Bosques Siempre Verdes” ya que las formas arbóreas que lo 
componen son de del tipo persistente (no presentan una pérdida de sus hojas durante la 
estación desfavorable) además de poseer hojas coráceas o “duras”, recubiertas por una 
gruesa capa de ceras llamada cutícula, la cual impide la pérdida del agua durante la época 
de sequedad. 

7.25.4. ECOSISTEMAS  DE MONTAÑA    
  
Es el hogar y refugio de una quinta parte de la población mundial, y el 80% de la 

reserva total de agua dulce que existe sobre el globo terrestre. En el Perú la tercera parte 
de nuestro territorio- 39 millones de hectáreas está cubierta por los montes andinos; con 
7 millones de habitantes se configura en el 30% de la población del país. Santuarios para 
especies únicas de plantas y animales e inmensos laboratorios naturales de la dieta básica 
de la mayoría de los habitantes del planeta; por la gran variedad de cultivos que albergan, 
las montañas constituyen entre el 20 y el 25% de la superficie total terrestre.

Durante, miles de años las montañas son fuente de recursos básicos y valiosísimos: el 
agua, la energía, la diversidad biológica; y en la época contemporánea centros de cultura y 
de recreo. Los procesos socio económicos como la globalización, el incremento del turismo, 
el urbanismo y las actividades extractivas, son un alto riesgo para las comunidades de las 
montañas y los recursos para su subsistencia.

El Estado protege los ecosistemas de montaña y promueve su aprovechamiento 
sostenible. En el ejercicio de sus funciones, las autoridades públicas adoptan medidas 
para:

A. 	 Promover el aprovechamiento de la diversidad biológica, el ordenamiento territorial 
y la organización social.

B. 	 Promover el desarrollo de corredores ecológicos que integren las potencialidades 
de las diferentes vertientes de las montañas, aprovechando las oportunidades que 
brindan los conocimientos tradicionales de sus pobladores.

160.	 INSTITUTO NACIONAL DE RECURSOS NATURALES-INRENA, 1999 Perú: Forests For The New Millenium. Action Plan, Lima.
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C. 	 Estimular la investigación de las relaciones costo-beneficio y la sostenibilidad eco-
nómica, social y ambiental de las diferentes actividades productivas en las zonas 
de montañas.

D. 	 Fomentar sistemas educativos adaptados a las condiciones de vida específicas en 
las montañas.

E. 	 Facilitar y estimular el acceso a la información y al conocimiento articulando ade-
cuadamente conocimientos y tecnologías tradicionales con conocimientos y tecno-
logías modernas. 

7.25.5. ECOSISTEMAS MARINOS Y COSTEROS 

Los ecosistemas terrestres costeros interactúan con los marinos en un flujo constante 
de materia y energía, que se expresa en sedimentos orgánicos e inorgánicos arrastrados 
al mar; fauna que tiene partes de su ciclo de vida en ambos espacios; agua dulce que al 
mezclarse con salada crea condiciones especiales de estuario, que influye en la dinámica 
del agua de mar cerca de la costa y sus características físico químicas. La topografía del 
fondo del mar condiciona el sustrato sobre el cual vivirán las diferentes especies e influye 
sobre el comportamiento dinámico de las masas de agua. Las corrientes marinas, cuyas 
causas son diversas y obedecen, algunas de ellos, a fenómenos de escala planetaria, 
también condicionan las particularidades de los ecosistemas marinos y ecosistemas 
costeros. De este modo, los ecosistemas marinos están definidos por los tipos de corrientes 
y la topografía submarina, y se ubican sobre la plataforma continental y más allá. Hay varias 
clasificaciones en función de las principales corrientes (ecosistema de la corriente de 
Humboldt, del giro central del Pacífico, etc.), o bien por la profundidad: pelágicos, neríticos, 
bentopelágicos, abisales, etc. Los ecosistemas costeros están definidos por la topografía 
y corrientes costeras, se ubican en las proximidades de la costa hasta los 30 metros de 
profundidad, y están altamente influenciados por la tierra (no solo aportes de agua dulce 
sino las actividades antrópicas). Ejemplos de clasificaciones son por la topografía: bahías, 
fiordos, desembocaduras de ríos, frentes de costa expuestos, etc.; o por distribución/
agregación de especies (biogeografía), etc.

El Estado promueve la conservación de los ecosistemas marinos y costeros, como 
espacios proveedores de recursos naturales, fuente de diversidad biológica marina y de 
servicios ambientales de importancia nacional, regional y local.

El Estado, respecto de las zonas marinas y costeras, es responsable de:

A. 	 Normar el ordenamiento territorial de las zonas marinas y costeras, como base para 
el aprovechamiento sostenible de estas zonas y sus recursos.

B. 	 Promover el establecimiento de áreas naturales protegidas con alto potencial de 
diversidad biológica y servicios ambientales para la población.

C. 	 Normar el desarrollo de planes y programas orientados a prevenir y proteger los 
ambientes marinos y costeros, a prevenir o controlar el impacto negativo que gene-
ran acciones como la descarga de efluentes que afectan el mar y las zonas costeras 
adyacentes.

D. 	 Regular la extracción comercial de recursos marinos y costeros productivos consi-
derando el control y mitigación de impactos ambientales.

E. 	 Regular el adecuado uso de las playas, promoviendo su buen mantenimiento.
F. 	 Velar por que se mantengan y difundan las condiciones naturales que permiten el 

desarrollo de actividades deportivas, recreativas y de ecoturismo.
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El Estado y el sector privado promueven el desarrollo de investigación científica y 
tecnológica, orientada a la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos 
marinos y costeros.

7.25.6. SISTEMA NACIONAL DE ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS POR EL 
ESTADO SINANPE

El Estado asegura la continuidad de los procesos ecológicos y evolutivos así como 
la historia y cultura del país, mediante la protección de espacios representativos de la 
diversidad biológica y de otros valores asociados de interés cultural, paisajístico y científico 
existentes en los espacios continentales y marinos del territorio nacional, a través del 
Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado – SINANPE, regulado de 
acuerdo a su normatividad específica (art. 107 de la LGA).

7.25.7. ÁREAS  NATURALES PROTEGIDAS POR EL ESTADO ANP 

Las áreas naturales protegidas – ANP son los espacios continentales y/o marinos del 
territorio nacional, expresamente reconocidos, establecidos y protegidos  legalmente por el 
Estado, debido a su importancia para conservar la diversidad biológica y demás valores 
asociados de interés cultural, paisajístico y científico, así como por su contribución al 
desarrollo sostenible del país. Son de dominio público y se establecen con carácter definitivo.

La sociedad civil tiene derecho a participar en la identificación, delimitación y resguardo 
de las ANP y la obligación de colaborar en la consecución de sus fines; y el Estado promueve 
su participación en la gestión de estas áreas, de acuerdo a ley.

7.25.8. INCLUSIÓN  DE LAS ANP EN EL SINIA

Las ANP deben figurar en las bases de datos del SINIA y demás sistemas de información, 
que utilicen o divulguen cartas, mapas y planos con fines científicos, técnicos, educativos, 
turísticos y comerciales para el otorgamiento de concesiones y autorizaciones de uso y 
conservación de recursos naturales o de cualquier otra índole.

7.25.9. DERECHOS DE PROPIEDAD DE LAS COMUNIDADES CAMPESINAS Y 
NATIVAS EN LAS ANP 

Una comunidad campesina surge de tres elementos: un territorio, construido como 
colectivo a lo largo de la historia; una población, que se identifica como colectivo y con 
el territorio; y un proceso de reconocimiento, en el que este grupo es reconocido como 
tal por los vecinos, por el Estado y por otros agentes. Se reconoce como comunidades 
campesinas especialmente a los grupos de costa y sierra, incluso algunas en ceja de selva.

El Estado reconoce el derecho de propiedad de las comunidades campesinas y 
nativas ancestrales sobre las tierras que poseen dentro de las ANP y en sus zonas de 
amortiguamiento. Promueve la participación de dichas comunidades de acuerdo a los fines 
y objetivos de las ANP donde se encuentren.

“Las comunidades campesinas son organizaciones de interés público, con existencia 
legal y personería jurídica, integradas por familias que habitan y controlan determinados 
territorios, ligadas por vínculos ancestrales, sociales, económicos y culturales, expresados en 
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la propiedad comunal de la tierra, el trabajo comunal, la ayuda mutua, el gobierno democrático 
y el desarrollo de actividades multisectoriales, cuyos fines se orientan a la realización plena 
de sus miembros y del país”, indica la Ley 24656, Ley de Comunidades Campesinas.

7.25.10. PAISAJE COMO RECURSO NATURAL 

.El paisaje es un recurso natural porque posee valores estéticos, culturales y educativos, 
por ello debe ser bien gestionado, protegido y conservado, o restaurado si se introducen 
alteraciones en él.

Para interpretar un paisaje es imprescindible conocer los elementos que lo constituyen, 
sus componentes y sus interacciones.

Para analizar un paisaje se pueden tener en cuenta también las unidades paisajísticas, 
que son las entidades distintas que lo conforman y que quedan definidas por características 
como formas de relieve, usos del territorio o de los impactos que estén presentes.

El Estado promueve el aprovechamiento sostenible del recurso paisaje mediante el 
desarrollo de actividades educativas, turísticas y recreativas.

7.26. INSTRUMENTOS ORIENTADOS A CONSERVAR LOS RECURSOS NATURALES.

La política de conservación de las especies implica la necesidad de establecer 
condiciones mínimas de supervivencia de las mismas, la recuperación de poblaciones y el 
cuidado y evaluaciones por el ingreso y dispersión de especies exóticas.

A) RECURSOS GENÉTICOS 

El Convenio sobre la Diversidad Biológica ha definido a los recursos genéticos como 
a todo aquel material de origen vegetal, animal o microbiano que contiene unidades 
funcionales de la herencia o genes y que presente valor real o potencial. 

Los recursos genéticos de las plantas cultivadas y de los animales domésticos 
constituyen la base biológica de la seguridad alimentaria mundial. Corresponden al 
concepto de agrobiodiversidad.  Estos recursos son la materia prima más importante 
de los mejoradores de plantas y animales y la aportación más imprescindibles para los 
agricultores. Por consiguiente, son fundamentales para una producción agrícola sostenible. 
La conservación, utilización sostenible y la distribución justa y equitativa de los beneficios 
derivados de su uso, son objeto de preocupación nacional e internacional.

Para el acceso a los recursos genéticos del país se debe contar con el certificado 
de procedencia del material a acceder y un reconocimiento de los derechos de las 
comunidades de donde se obtuvo el conocimiento tradicional, conforme a los procedimientos 
y condiciones que establece la ley.

B) PROTECCIÓN  DE LOS CONOCIMIENTOS TRADICIONALES 

Conocimiento tradicional es el saber culturalmente compartido y común a todos los 
miembros que pertenecen a una misma sociedad, grupo o pueblo, y que permite la 
aplicación de los recursos del entorno natural de modo directo.
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Los saberes tradicionales son un recurso no solamente para las comunidades locales, 
sino para toda la humanidad, en cuanto permiten preservar la diversidad cultural. 
Según la “Declaración de la UNESCO sobre protección y promoción de las expresiones 
culturales” del 2005, la diversidad cultural es patrimonio humano y debe ser reconocida 
y promovida a beneficio de las actuales y futuras generaciones; la diversidad cultural es 
necesaria para la supervivencia de la humanidad así como la biodiversidad es necesaria 
para la supervivencia de la naturaleza. Todas las formas de conocimiento son recursos 
extremamente importantes para enfrentar desafíos globales tan difíciles como, por 
ejemplo, el cambio climático.161

El Estado reconoce y protege los derechos patrimoniales y los conocimientos, 
innovaciones y prácticas tradicionales de las comunidades campesinas, nativas y locales en 
lo relativo a la diversidad   biológica. El Estado establece los mecanismos para su utilización 
con el consentimiento   informado de dichas comunidades, garantizando la distribución de 
los beneficios derivados de la utilización. 

El Estado establece las medidas necesarias para la prevención y sanción de la biopiratería.

C) PROMOCIÓN DE LA BIOTECNOLOGÍA

La biopiratería es una práctica mediante la cual investigadores o empresas utilizan 
ilegalmente la biodiversidad de países en desarrollo y los conocimientos colectivos de 
pueblos indígenas o campesinos para realizar productos y servicios que se explotan 
comercial y/o industrialmente sin la autorización de sus creadores o innovadores. 

Se considera biopiratería a la explotación, manipulación, exportación y/o comercialización  
internacional de recursos biológicos que contrarían las normas de la Convención sobre 
Diversidad Biológica de 1992. Es un tipo de piratería moderna. No es sólo el contrabando 
de diversas formas de vida de la flora y fauna, sino, principalmente, la apropiación y 
monopolización de los conocimientos de las poblaciones tradicionales en lo que se refiere 
al uso de los recursos naturales. Esta situación no es nueva en la Amazonia ni en otras 
zonas ricas en biodiversidad del planeta, especialmente en las áreas tropicales.

La biopiratería se considera una actividad potencialmente delictiva, ya que podría 
perjudicar a la biodiversidad, al sustraer especies de fauna y flora de sus hábitats 
característicos. En cualquier caso, los conocimientos de un grupo de individuos acumulados 
por años son un bien colectivo, y no simplemente una mercancía que se pueda comercializar 
como cualquier otro objeto de mercado.

El Estado promueve el uso de la biotecnología de modo consistente con la conservación 
de los recursos biológicos, la protección del ambiente y la salud de las personas.

D) CONSERVACIÓN IN SITU 

La conservación in situ significa “conservación en el propio sitio”. Es el proceso de 
proteger una especie en peligro de extinción planta o animal en su hábitat natural, con o sin 
proteger o limpiar el hábitat en sí mismo, o defendiendo a esas especies de predadores. El 

161.	 UNESCO (2005) Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural.
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beneficio de la conservación in-situ es que se mantienen las poblaciones en recuperación 
en el propio ambiente donde se desarrollan sus propiedades distintivas. Como una última 
oportunidad, la conservación ex situ se puede usar en parte o en toda la población, cuando 
la conservación in situ presenta dificultades insalvables, o imposibles.

La conservación de la vida silvestre se basa mayormente en la conservación in situ. 
Así se involucra la protección de los hábitats de vida silvestre. También, las reservas 
suficientemente grandes se mantienen para unir las especies en cuestión en números 
más importantes. El tamaño poblacional debe ser lo suficientemente grande como para 
reunir la necesaria variabilidad genética para sobrevivir las subpoblaciones, de tal 
modo que tengan buena chance de continuar su adaptación biológica y su evolución 
en el tiempo. Ese tamaño de reserva puede calcularse para la especie en cuestión 
examinando la densidad poblacional en situaciones naturales. La reserva deberá luego 
ser bien protegida de intrusiones, o destrucción antrópica, y también contra otras 
catástrofes.

En agricultura las técnicas de “conservación in situ” realizan de manera efectiva el 
mejoramiento, la permanencia y la utilización de las variedades tradicionales o nativas 
de los cultivos agrícolas. Estas metodologías integran los resultados de la investigación 
científica con la experiencia y el trabajo de campo de los agricultores. 

El Estado promueve el establecimiento e implementación de modalidades de 
conservación in situ de la diversidad biológica.

E) CONSERVACIÓN EX SITU 

La conservación ex situ consiste en el mantenimiento de algunos componentes de la 
biodiversidad fuera de sus hábitats naturales.

Este tipo de conservación incluye tanto el almacenamiento de los recursos genéticos en 
bancos de germoplasma, como el establecimiento de colecciones de campo y el manejo 
de especies en cautiverio. El objetivo primordial de la conservación ex situ es mantener la 
supervivencia de las especies en su medio natural, por lo que debe ser considerada como 
un complemento para la conservación de especies y recursos genéticos in situ, sobre todo 
cuando tratamos con especies críticamente amenazadas.

Existen dos tipos de conservación ex situ:

•	 Bancos de germoplasma en donde se conservan las especies para la alimentación 
y la agricultura.

•	 Centros con especies que se dividen en centros de fauna (zoológicos, centros de 
rescate, museos) y centros de flora (jardines botánicos, viveros).

El Estado promueve el establecimiento e implementación de modalidades de 
conservación ex situ de la  diversidad biológica, tales como bancos de germoplasma, 
zoológicos, centros de rescate, centros de custodia temporal, zoocriaderos, áreas de 
manejo de fauna silvestre, jardines botánicos, viveros y herbarios. El objetivo principal de la 
conservación ex situ es apoyar la supervivencia de las especies en su hábitat natural, por 
lo tanto debe ser considerada en toda estrategia de conservación como un complemento 
para la conservación in situ.
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F) CLASIFICACIÓN DE ESPECIES.

En taxonomía, se denomina especie (del latín species), o más exactamente especie 
biológica, a cada uno de los grupos en que se dividen los géneros. Una especie es la 
unidad básica de la clasificación biológica. Para su denominación se utiliza la nomenclatura 
binomial, es decir, cada especie queda inequívocamente definida con dos palabras, por 
ejemplo, Homo sapiens, la especie humana.

Una especie se define a menudo como grupo de organismos capaces de entrecruzarse 
y de producir descendencia fértil. Es un grupo de poblaciones naturales cuyos miembros 
pueden cruzarse entre sí, pero no pueden hacerlo —o al menos no lo hacen habitualmente— 
con los miembros de poblaciones pertenecientes a otras especies; por tanto, el aislamiento 
reproductivo respecto de otras poblaciones es crucial. En muchos casos, los individuos 
que se separan de la población original y quedan aislados del resto pueden alcanzar una 
diferenciación suficiente como para convertirse en una nueva especie (véase especiación). 
En definitiva, una especie es un grupo de organismos reproductivamente homogéneo, 
aunque muy cambiante a lo largo del tiempo y del espacio.

7.27. VEDAS. 

Veda es la acción y efecto de vedar (prohibir algo por ley o mandato). El término también 
se utiliza para nombrar al espacio de tiempo en que están prohibidas (vedadas) la caza y la 
pesca. En este sentido, la veda suele aplicarse para evitar la depredación de los recursos 
naturales y para permitir la reproducción (y, por lo tanto, la subsistencia) de los animales.162

  
La veda es el procedimiento mediante el cual el Estado protege una especie animal, o 

vegetal, por medio de impedimento legal de recolectarla o cazarla durante el tiempo que 
se considere adecuado. La veda se puede declarar para proteger la especie en peligro 
de extinción, para permitir una mejor reproducción y garantizar su sobrevivencia, para no 
permitir que la población de la especie entre en crisis por el escaso número de individuos, 
para permitirle a la especie que se desarrolle adecuadamente y sea más rentable a la hora 
de su explotación comercial. 

Hay vedas que son estacionales, o sea se declaran cada año al llegar la estación,  
otras son esporádicas y se declaran solo cuando se considera necesario. La duración de 
las vedas depende del tipo de especie a proteger y puede abarcar incluso varios años y 
posteriormente se abre la explotación en forma restringida, es decir se mantiene una veda 
parcial. 

7.28. INSTRUMENTOS DE FISCALIZACIÓN  AMBIENTAL Y SANCIÓN.

Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental los instrumentos de 
fiscalización ambiental y sanción.  La Dirección de Fiscalización, Sanción y Aplicación 
de Incentivos está encargada de dirigir, coordinar y controlar el proceso de fiscalización, 
sanción y aplicación de incentivos que resulten de su competencia. A fin de cumplir sus 
funciones a nivel nacional, desarrolla las mismas a través del personal asignado a las 
oficinas desconcentradas.

162.	 Definición de veda - Qué es, Significado y Concepto http://definicion.de/veda/#ixzz39Ukw2zqn
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7.28.1. CUMPLIMIENTO  DE LOS INSTRUMENTOS  

En el diseño y aplicación de los instrumentos de gestión ambiental se incorporan 
los mecanismos para asegurar su cumplimiento incluyendo, entre otros, los plazos y el 
cronograma de inversiones ambientales, así como los demás programas y compromisos.
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CAPÍTULO QUINTO: 
POBLACION, EMPRESA Y AMBIENTE

1. POBLACIÓN Y AMBIENTE

1.1. ASENTAMIENTOS POBLACIONALES 

Durante este último siglo y particularmente en los últimos decenios, las relaciones entre la 
población y el medio ambiente ha aumentado considerablemente, perturbando gravemente 
los ecosistemas a consecuencia de una creciente presión demográfica sobre la tierra y una 
rápida expansión de la urbanización y de la industrialización. Esta perturbación presenta 
matices diferentes: en los países industrialmente adelantados como resultado de un nivel 
elevado de desarrollo económico y, en los países del Tercer Mundo, como consecuencia de 
la pobreza y de su mismo proceso de desarrollo.

En general, el hombre al intensificar sus actividades sobre los ecosistemas, con 
frecuencia persiguiendo objetivos económicos y sociales utiliza su medio ambiente de 
múltiples manera, sin saber cuál es su productividad potencial, ni cuáles son las bases 
científicas de su ordenación y manipulación radical de los ecosistemas.

Así, las actividades desarrolladas por el hombre como la pesca, la caza, la recolección 
de alimentos, el pastoreo, la agricultura de subsistencia y la agricultura comercial inciden en 
la modificación de su medio rural, y como requiere también de establecimientos urbanos, 
industriales y redes de transporte, modifica también su medio urbano.

En el diseño y aplicación de políticas públicas relativas a la creación, desarrollo 
y reubicación de asentamientos poblacionales, en sus respectivos instrumentos de 
planificación y en las decisiones relativas al acondicionamiento territorial y el desarrollo 
urbano, se consideran medidas de protección ambiental, en base a lo dispuesto en la 
presente Ley y en sus normas complementarias y reglamentarias, de forma que se aseguren 
condiciones adecuadas de habitabilidad en las ciudades y poblados del país, así como 
la protección de la salud, la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales y la diversidad biológica y del patrimonio cultural asociado a ellas. 

1.2. POLÍTICAS POBLACIONALES Y GESTIÓN AMBIENTAL 

El crecimiento de la población y su ubicación dentro del territorio son variables que 
se consideran en las políticas ambientales y de promoción del desarrollo sostenible. Del 
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mismo modo, las políticas de desarrollo urbano y rural deben considerar el impacto de la 
población sobre la calidad del ambiente y sus componentes.

1.3. SALUD AMBIENTAL 

El rápido crecimiento de la población y la pobreza intensifican las amenazas a la 
salubridad ambiental. El agua contaminada por excrementos sigue siendo en todo el 
mundo una de las más importantes causas de muerte; y el paludismo abate cada año a 
millones de personas. El hacinamiento y el humo de cocinas y estufas en el interior de los 
hogares contribuyen a infecciones de las vías respiratorias que se cobran las vidas de 
muchos millones más, mayormente niños.

De las defunciones que se producen cada año debido a la contaminación del aire, 
estimadas en 2,7 millones, 2,2 millones pueden atribuirse a la contaminación del aire 
dentro de los hogares y de ellas, un 80% corresponden a campesinos pobres de países 
en desarrollo. Los pobres son los más expuestos a la contaminación del aire y de los ríos, y 
quienes están en peores condiciones para protegerse a sí mismos.

Según se estima, en 1994 había 1.100 millones de personas que carecían de acceso a 
agua de beber apta para el consumo y 2.800 millones de personas que carecían de acceso 
a servicios de saneamiento. Las enfermedades transmitidas por el agua infectan cada año 
a 250 millones de personas, de las cuales unos 10 millones mueren.

La prevención de riesgos y daños a la salud de las personas es prioritaria en la gestión 
ambiental. Es responsabilidad del Estado, a través de la Autoridad de Salud y de las 
personas naturales  y jurídicas dentro del territorio nacional, contribuir a  una  efectiva  
gestión  del ambiente y de los factores que generan riesgos a la salud de las personas.

La Política Nacional de Salud incorpora la política de salud ambiental como área 
prioritaria, a fin de velar por la minimización de riesgos ambientales derivados de las 
actividades y materias comprendidas bajo el ámbito de este sector.

1.4. SANEAMIENTO BÁSICO 

El servicio básico adecuado de agua potable y de alcantarillado permite reducir 
las enfermedades de origen hídrico y elevan las condiciones vida de la población. Sin 
embargo, aún existe una importante diferencia en la cobertura y calidad de los servicios 
que son orientados hacia las zonas rurales (localidades o centros poblados de hasta 
2,000 habitantes) sean significativamente incrementados en los próximos años. Para 
ello, es fundamental que se disponga de herramientas apropiadas para la identificación, 
formulación y evaluación de proyectos de agua potable y saneamiento para el ámbito rural 
y que la ejecución de dichos proyectos de inversión así como las decisiones en torno a ellos 
y sus características estén sustentadas en los estudios previos necesarios.

Las autoridades públicas de nivel nacional, sectorial, regional y local priorizan medidas 
de saneamiento básico que incluyan la construcción y administración de infraestructura 
apropiada; la gestión y manejo adecuado del agua potable, las aguas pluviales, las 
aguas subterráneas, el sistema de alcantarillado público, el reúso de aguas servidas, la 
disposición de excretas y los residuos sólidos, en las zonas urbanas y rurales, promoviendo 
la universalidad, calidad y continuidad de los servicios de saneamiento, así como el 
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establecimiento de tarifas adecuadas y consistentes con el costo de dichos servicios, su 
administración y mejoramiento.

1.5. PLANES DE DESARROLLO 

Los planes de acondicionamiento territorial de las municipalidades consideran, según 
sea el caso, la disponibilidad de fuentes de abastecimiento de agua, así como áreas o 
zonas para la localización de infraestructura sanitaria, debiendo asegurar que se tomen en 
cuenta los criterios propios del tiempo de vida útil de esta infraestructura,  la  disposición  de  
áreas  de amortiguamiento para reducir  impactos negativos sobre la salud de las personas 
y la calidad ambiental, su protección frente a desastres naturales, la prevención de riesgos 
sobre las aguas superficiales y subterráneas y los demás elementos del ambiente.

En los instrumentos de planificación y acondicionamiento territorial debe considerarse 
necesariamente la identificación de las áreas para la localización de la infraestructura de 
saneamiento básico.

1.6. RELACIÓN ENTRE CULTURA Y AMBIENTE

La reducción de la pobreza reviste importancia crucial para la sustentabilidad 
económica y ambiental a largo plazo. La cooperación Norte-Sur tiene importancia vital para 
lograr eliminar la pobreza absoluta, y también procurar la equidad de los mercados, mitigar 
la deuda, prestar asistencia para el desarrollo y efectuar inversiones extranjeras directas. 
La meta, en última instancia, es la sustentabilidad en todas las esferas de la actividad 
económica, inclusive la agricultura, la industria, la silvicultura, la pesca, los transportes y el 
turismo.

La meta es compartida por millones: una vida mejor, con un más alto nivel de vida, 
educación, atención de la salud y oportunidad económica, no sólo para sí mismos en el día 
de hoy, sino también para sus hijos en el futuro. En la actualidad, hay unos 1.300 millones 
de personas que viven en absoluta pobreza. Si no se elevan los niveles de vida, un quinto 
de la población mundial (incluidos niños) seguirán padeciendo desnutrición, enfermedades 
y analfabetismo. El reto consiste en elevar los niveles de vida sin destruir el ambiente.

El 20% de la población mundial residente en los países de más altos ingresos es 
responsable del 86% del total del consumo privado, en comparación con el 20% más 
pobre, al cual corresponde sólo un 1,3% de dicho consumo.

Al quinto más rico de la población corresponde el 53% de las emisiones de anhídrido 
carbónico y al quinto más pobre, el 3%.

Un niño nacido en el mundo industrializado acumula a lo largo de toda su vida más 
consumo y contaminación que 30 a 50 niños nacidos en países en desarrollo.

La relación entre los seres humanos y el ambiente en el cual viven constituye parte de 
la cultura de los pueblos. 

Vivimos del aire, del agua, del calor, de la flora, de la fauna que lo conforma. De cada 
partícula que emana de él. Por ello, en cada partecita que hemos ocupado de él hemos 
inventado nuestros dioses protectores, nuestros mitos, nuestras creencias, nuestros miedos, 
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nuestras alegrías, nuestras leyendas, nuestras costumbres, nuestras instituciones, nuestros 
valores; es decir, hemos creado nuestra propia cultura.

Las autoridades públicas alientan aquellas expresiones culturales que contribuyan a la 
conservación y protección del ambiente y desincentivan aquellas contrarias a tales fines.

Por ello, aquí, en nuestra Amazonía, en esta unidad ecológica denominada bosque húmedo 
tropical, hemos hecho nuestras propias creaciones en una íntima relación con nuestro ambiente. 
A tal punto de intimidad que, todas las culturas de los pueblos originarios asentados en estas 
latitudes tropicales, han tenido y tienen como centro de referencia al bosque.

Bosque al que respetan hasta límites de la reverencia. Respeto, por cierto, nacido de 
una evidente toma de conciencia de la necesidad de una relación armoniosa como requisito 
para asegurar la pervivencia del grupo humano, en la más contundente demostración de 
una praxis social de sustentabilidad. 163 

1.7. PUEBLOS INDÍGENAS, COMUNIDADES CAMPESINAS Y NATIVAS

Los derechos indígenas fueron reconocidos en el Perú a través de la Constitución de 
1920. Durante las primeras décadas del siglo XX la emergencia de una fuerte corriente 
indigenista en el Perú influyó sobre parte del pensamiento intelectual peruano. Un ejemplo 
de ello es el ensayo de José Carlos Mariátegui sobre el problema del indio, en su obra 
titulada ‘7 Ensayos De Interpretación De La Realidad Peruana’ (1981). Así como Mariátegui 
otros pensadores analizaron los problemas planteados por la realidad multicultural del Perú. 
Estos análisis estaban fundamentalmente centrados en la relación entre el mundo andino y 
la sociedad nacional, sin embargo, muy poco se hablaba o se pensaba en términos de las 
poblaciones amazónicas.

Ello a pesar de que la cuenca amazónica peruana ocupa una extensión de 956,751 
Km.2. Es decir, ocupa el 74.44% de la superficie del país. Sin embargo, el área conocida 
como los bosques amazónicos peruanos ocupa una extensión de 676,347.63 Km.2. Estos 
bosques se dividen en dos áreas bastante diferentes: Amazonía Alta y Amazonía Baja. La 
Amazonía Baja comprende hasta los 800 metros sobre el nivel del mar. La Amazonía Alta 
comprende por encima de los 800 metros hasta los 3000 o 3400 metros de altura sobre el 
nivel del mar. 164 

La articulación entre una economía occidental y moderna y aquellas porciones de 
economías tradicionales que coexisten son difíciles para cualquier gobierno. Los grupos 
indígenas son reconocidos como culturalmente diferentes pero económicamente ellos son 
percibidos como parte del sector agrícola, ubicados en algún lugar entre lo tradicional y lo 
moderno, y no como una realidad económica separada.165  

En el diseño y aplicación de la política ambiental y, en particular, en el proceso de 
ordenamiento territorial ambiental, se deben salvaguardar los derechos de los pueblos 

163.	 http://www.unapiquitos.edu.pe/menus/ima/mariovargasllosa/El%20medio%20ambiente%20y%20la%20creacion%20cultural.pdf
164.	 SORIA, Carlos; ‘Aportes para el Análisis de la Normatividad para el Desarrollo Sostenible de la Amazonía en la Década 

Fujimori’ en Coordinadora Agroforestal Indígena y Campesina del Perú, Foro Ecológico y Red Perú de Iniciativas de 
Concertación para el Desarrollo Local, Desarrollo Sostenible y Descentralizado de la Amazonía Peruana. I Encuentro 
Macro-regional de Organizaciones Indígenas y Campesinas, 2002, Lima, OTI.

165.	  SORIA, Carlos; MCS. LECCIONES DE POLÍTICA AMBIENTAL EN ECUADOR Y PERÚ, ob.cit.
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indígenas, comunidades campesinas y nativas reconocidos en la Constitución Política y en 
los tratados internacionales ratificados por el Estado. Las autoridades públicas promueven 
su participación e integración en la gestión del ambiente (art 70 de la LGA).

El discurso del “desarrollo sostenible” preconiza un futuro común para la humanidad, 
mas no incluye adecuadamente las visiones diferenciadas de los diferentes grupos sociales 
involucrados, y en particular, de las poblaciones indígenas que a lo largo de la historia han 
convivido material y espiritualmente en armonía con la naturaleza. La sustentabilidad debe estar 
basada en un principio de integridad de los valores humanos y las identidades culturales, con 
las condiciones de productividad y regeneración de la naturaleza, principios que emanan de 
la relación material y simbólica que tienen las poblaciones con sus territorios, con los recursos 
naturales y el ambiente. Las cosmovisiones de los pueblos ancestrales están asentadas en y 
son fuente inspiradora de prácticas culturales de uso sustentable de la naturaleza.

Es un hecho que las realidades de una sociedad pluriétnica y los diferentes modos de 
producción han sido largamente ignoradas por el Estado en América Latina. El Estado y sus 
representantes han estado interesados en el desarrollo de una sociedad capitalista y Perú 
no es ninguna excepción. La política de desarrollo nacional es establecer una economía 
capitalista capaz de competir en el mercado mundial.166

 
Los autores identifican entre 42 y 48 grupos étnicos que pertenecen a 12 familias 

lingüísticas con una población estimada de aproximadamente 300,000 habitantes en la 
Amazonía peruana donde la mayor parte de las áreas protegidas del país se encuentran. 
Identificándose 65 grupos étnicos que pertenecen a 14 familias lingüísticas. El censo 
de 1993 identifica 299,218 habitantes miembros de pueblos indígenas viviendo en 930 
comunidades, sobre un área de 7’379,941 has. más unas 344,887 has. adicionales a favor 
de los pueblos nómades.167

 
Para las tierras de la Amazonía Baja se promulgó, el 24 de Junio de 1974, el Decreto Ley 

20653, Ley de Comunidades Nativas y de Promoción Agropecuaria de las Regiones de Selva 
y Ceja de Selva, que promovió la organización de los pueblos indígenas en comunidades 
nativas y buscó consolidar su acceso a la tierra y al bosque. Si bien el Decreto Ley 20653 
reconoció un conjunto de derechos indígenas y creó el concepto de comunidad nativa; 
esta ley era también una ley de promoción de la colonización. García Hierro señala que al 
optar por crear el concepto de comunidad nativa el gobierno estaba dejando de lado el 
concepto de pueblo. Esta fue la estrategia para reducir a los pueblos indígenas a la porción 
agrícola del territorio y liberar en favor de los frentes de expansión de la sociedad nacional 
el resto del territorio en particular, los madereros y petroleros.168 

Durante la década de 1970 las comunidades fueron tituladas sólo respecto de la 
porción agrícola sin considerar los patrones de uso extensivo de recursos naturales de 
éstos pueblos.169

166.	 PAZMIÑO, P. y C. Soria; ‘Apuntes para un análisis de la política forestal en la Amazonía’ en Ruiz, Lucy, Compiladora, 
1993 Amazonia. Escenarios y conflictos, Quito, CEDIME, FLACSO, ILDIS, ABYA YALA, V CENTENARIO. 1993: 4).

167.	 BRACK, Antonio et al, 1997 Amazonía Peruana. Comunidades Indígenas, Conocimientos y Tierras Tituladas. Atlas y 
Base de Datos, Lima, GEF-PNUD-UNOPS.

168.	 GARCÍA HIERRO, 1995 Territorios indígenas y la nueva legislación agraria en el Perú, Lima, Doc IW6IA 17, IWGIA y 
Racimos de Ungurahui. (1995)  P.38

169.	 BENAVIDES, Margarita y SMITH, Richard Chase; 2000 ‘El bien común y la gestión sostenible de la biodiversidad 
amazónica: la geomática aplicada a los territorios indígenas’ en SEPIA VIII El Problema agrario en debate, p. 545-578. 
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De manera que las superficies tituladas fueron pequeñas y el crecimiento poblacional 
contribuyó al deterioro de éstas áreas por el sobreuso, agudizando el conflicto por la tierra 
y sus recursos. Entre los aspectos positivos está el hecho que estableció los conceptos 
de inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad, estos conceptos sobrevivirían al 
Decreto Ley 20653 y serían elevados a nivel constitucional por la Asamblea Constituyente 
de 1978-1979.

En este contexto se elaboró la Constitución de 1993, habíamos pasado del modelo de 
desarrollo liderado por el Estado hacia un modelo de privatización del desarrollo, la economía 
y el Estado, donde las corporaciones privadas tienen un mayor control del mercado. Así, 
por ejemplo, el artículo 89 de la Constitución de 1993 estableció que las comunidades 
campesinas y nativas son autónomas en su organización, en su trabajo comunal, en el uso 
y disposición de sus tierras. En general, el artículo 89 es muy similar al artículo 161 de la 
Constitución de 1979 con el único añadido de la frase ‘y la libre disposición de sus tierras’. 
Elemento característico de la economía liberal que incorporó las tierras de las comunidades 
nativas al libre mercado.170

1.8. CONOCIMIENTOS COLECTIVOS 

Conocimiento colectivo es el conocimiento acumulado y transgeneracional desarrollado 
por los pueblos y comunidades indígenas respecto a las propiedades, usos y características 
de la diversidad biológica.  El componente intangible contemplado en la Decisión 391 de la 
Comisión del Acuerdo de Cartagena incluye este tipo de conocimiento colectivo. 

El Estado reconoce, respeta, registra, protege y contribuye a aplicar más ampliamente los 
conocimientos colectivos, innovaciones y prácticas de los pueblos indígenas, comunidades 
campesinas y nativas, en tanto ellos constituyen una manifestación de sus estilos de 
vida tradicionales y son consistentes con la conservación de la diversidad biológica y la 
utilización sostenible de los recursos naturales. 

El Estado promueve su participación, justa y equitativa, en los beneficios derivados 
de dichos conocimientos y fomenta su participación en la conservación y la gestión del 
ambiente y los ecosistemas.

Los interesados en acceder a los conocimientos colectivos con fines de aplicación 
científica, comercial e industrial deberán solicitar el consentimiento informado previo de 
las organizaciones representativas de los pueblos indígenas que posean un conocimiento 
colectivo. 

Consentimiento informado previo es la autorización otorgada, dentro del marco del 
presente  régimen de protección, por la organización representativa de los pueblos 
indígenas poseedores  de un conocimiento colectivo, de conformidad con las normas por 
ellos reconocidas, para la realización de determinada actividad que implique acceder y 
utilizar dicho conocimiento  colectivo, previo suministro de suficiente información relativa a 
los propósitos, riesgos o  implicancias de dicha actividad, incluyendo los eventuales usos 
del conocimiento y, de ser el  caso, el valor del mismo. 

170.	 SORIA, MCS. Lecciones de política ambiental en Ecuador y Perú, en Programa de estudios ibéricos y latino 
americanos  universidad flinders de Australia del Sur, 1990. petroleras, áreas naturales protegidas y pueblos indígenas 
en la Amazonía. p. 1 al 41.
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La organización representativa de los pueblos indígenas, cuyo consentimiento informado 
previo haya sido solicitado, deberá informar que está entrando en una negociación al mayor 
número posible de pueblos indígenas poseedores del conocimiento y tomar en cuenta sus 
intereses e inquietudes, en particular aquellas vinculadas con sus valores espirituales o 
creencias religiosas. 

Contrato de licencia de uso de conocimientos colectivos.- Acuerdo expreso celebrado 
entre la organización representativa de los pueblos indígenas poseedores de un 
conocimiento colectivo y un tercero que incorpora términos y condiciones sobre el uso de 
dicho conocimiento colectivo.

La información que proporcione se limitará al recurso biológico sobre el cual versa el 
conocimiento colectivo objeto de la negociación en curso, en salvaguarda de los intereses 
de la contraparte en mantener secretos los detalles de la negociación.

Los conocimientos colectivos forman parte del patrimonio cultural de los pueblos indígenas. 

Por ser parte de su patrimonio cultural, los derechos de los pueblos indígenas sobre sus 
conocimientos colectivos son inalienables e imprescriptibles. 

Entendiéndose que un conocimiento colectivo se encuentra en el dominio público 
cuando haya sido accesible a personas ajenas a los pueblos indígenas, a través de medios 
de comunicación masiva, tales como publicaciones, o cuando se refiera a propiedades, 
usos o características de un recurso biológico que sean conocidos masivamente fuera del 
ámbito de los pueblos y comunidades indígenas.

1.9. APROVECHAMIENTO DE RECURSOS NATURALES Y PUEBLOS INDÍGENAS, 
COMUNIDADES CAMPESINAS Y NATIVAS

En el Perú, se ha obtenido el reconocimiento y protección jurídica de estos conocimientos, 
a través de la dación de la Ley 27811, del 24 de Julio del 2002, Ley que establece el régimen 
de protección de los conocimientos colectivos de los pueblos indígenas vinculados a los 
recursos biológicos. Así en el artículo primero de la mencionada ley se establece que: “El 
Estado peruano reconoce el derecho y la facultad de los pueblos y comunidades indígenas 
de decidir sobre sus conocimientos colectivos.”

Asimismo, en el artículo segundo, literal b), se señala que un conocimiento colectivo es un: 
“Conocimiento acumulado y transgeneracional desarrollado por los pueblos y comunidades 
indígenas respecto a las propiedades, usos y características de la diversidad biológica. (…)”.

Es importante señalar que en el Acuerdo de Promoción Comercial con los Estados de 
Unidos de América, se ha dado la posibilidad de reconocimiento de estos derechos, no 
ocurriendo lo que se sustentaba en el sentido de que dicho país desconocería todo tipo de 
protección sui géneris a estos conocimientos.

Como sabemos, las comunidades indígenas tienen una serie de conocimientos 
colectivos ancestrales sobre las propiedades, usos y características de la diversidad 
biológica, que han sido aprovechados por empresas transnacionales para desarrollar 
patentes muy exitosas y sin embargo las comunidades indígenas no han obtenido ningún 
provecho de esta actividad.
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Tal vez lo más importante aquí es que se está incluyendo a una comunidad indígena 
que normalmente está aislada y empobrecida dentro del circuito económico del mercado, 
relacionándola con los agentes económicos más característicos y exitosos del sistema 
como son las empresas transnacionales. Este es otro ejemplo verdaderamente significativo 
de cómo el derecho con un diseño adecuado y reconociendo el valor creatividad, puede 
generar bienestar y riqueza para nuestros pueblos.

La protección de los conocimientos colectivos de las comunidades indígenas se 
traduce en la norma (art. 72.1. LGA) “Los estudios y proyectos de exploración, explotación 
y aprovechamiento de recursos naturales que se autoricen en tierras de pueblos indígenas, 
comunidades campesinas y nativas, adoptan las medidas necesarias para evitar el 
detrimento a su integridad cultural, social, económica ni a sus valores tradicionales.”

Los pueblos indígenas pueden registrar sus conocimientos tradicionales en tres tipos de 
registros.  El primero de ellos es el Registro Nacional Público de Conocimientos Colectivos de 
los Pueblos Indígenas, que contiene los conocimientos colectivos de dichos pueblos, que se 
encuentren en el dominio público. Este es un registro importante pues se trata de una manera de 
organizar y clasificar información valiosa, que puede servir de base para el desarrollo de otros 
conocimientos, y además para que los conocimientos ya obtenidos no se pierdan en el tiempo.

El segundo registro es el Registro Nacional Confidencial de Conocimientos Colectivos 
de los Pueblos Indígenas, el cual como es obvio contiene una serie de conocimientos que 
eventualmente pueden generar mayor valor a un producto. Este registro no puede ser 
consultado por terceros (art. 18 de la Ley).

El tercer registro lo constituyen los Registros Locales de Conocimientos Colectivos de 
los Pueblos Indígenas. El artículo 24 de la ley establece que los pueblos indígenas podrán 
organizar Registros Locales de Conocimientos Colectivos, de conformidad con sus usos y 
costumbres. El Indecopi prestará asistencia técnica para la organización de estos registros,  
a solicitud de los pueblos indígenas.

En caso de proyectos o actividades a ser desarrollados dentro de las tierras de 
poblaciones indígenas, comunidades campesinas y nativas, los procedimientos de consulta 
se orientan preferentemente a establecer acuerdos con los representantes de éstas, a fin 
de resguardar sus derechos y costumbres   tradicionales,  así  como  para  establecer  
beneficios  y  medidas  compensatorias por el uso de los recursos, conocimientos o tierras 
que les corresponda según la legislación pertinente.

La Ley N° 29785, reconocido en el convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) desarrolla el contenido, los principios y el procedimiento del derecho 
a la consulta previa a los pueblos indígenas u originarios respecto a las medidas 
legislativas o administrativas que les afecten directamente. Es el derecho de los pueblos 
indígenas u originarios a ser consultados de forma previa sobre las medidas legislativas 
o administrativas que afecten directamente sus derechos colectivos, sobre su existencia 
física, identidad cultural, calidad de vida o desarrollo. También corresponde efectuar la 
consulta respecto a los planes, programas y proyectos de desarrollo nacional y regional 
que afecten directamente estos derechos. 

La finalidad de la consulta es alcanzar un acuerdo o consentimiento entre el Estado y 
los pueblos indígenas u originarios respecto a la medida legislativa o administrativa que les 
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afecten directamente, a través de un diálogo intercultural que garantice su inclusión en los 
procesos de toma de decisión del Estado y la adopción de medidas respetuosas de sus 
derechos colectivos.  Los principios rectores del derecho a la consulta son los siguientes:

1. 	 Oportunidad. El proceso de consulta se realiza de forma previa a la medida legisla-
tiva o administrativa a ser adoptada por las entidades estatales.

2. 	 Interculturalidad. El proceso de consulta se desarrolla reconociendo, respetando y 
adaptándose a las diferencias existentes entre las culturas y contribuyendo al reco-
nocimiento y valor de cada una de ellas.

3. 	 Buena fe. Las entidades estatales analizan y valoran la posición de los pueblos indí-
genas u originarios durante el proceso de consulta, en un clima de confianza, colabo-
ración y respeto mutuo. El Estado y los representantes de las instituciones y organiza-
ciones de los pueblos indígenas u originarios tienen el deber de actuar de buena fe, 
estando prohibidos de todo proselitismo partidario y conductas antidemocráticas.

4. 	 Flexibilidad. La consulta debe desarrollarse mediante procedimientos apropiados 
al tipo de medida legislativa o administrativa que se busca adoptar, así como to-
mando en cuenta las circunstancias y características especiales de los pueblos 
indígenas u originarios involucrados.

5. 	 Plazo razonable. El proceso de consulta se lleva a cabo considerando plazos ra-
zonables que permitan a las instituciones u organizaciones representativas de los 
pueblos indígenas u originarios conocer, reflexionar y realizar propuestas concretas 
sobre la medida legislativa o administrativa objeto de consulta.

6. 	 Ausencia de coacción o condicionamiento. La participación de los pueblos indí-
genas u originarios en el proceso de consulta debe ser realizada sin coacción o 
condicionamiento alguno.

7. 	 Información oportuna. Los pueblos indígenas u originarios tienen derecho a recibir 
por parte de las entidades estatales toda la información que sea necesaria para que 
puedan manifestar su punto de vista, debidamente informados, sobre la medida 
legislativa o administrativa a ser consultada. El Estado tiene la obligación de brindar 
esta información desde el inicio del proceso de consulta y con la debida anticipa-
ción.

Los pueblos indígenas u originarios participan en los procesos de consulta a través 
de sus instituciones y organizaciones representativas, elegidas conforme a sus usos y 
costumbres tradicionales. El diálogo intercultural se realiza tanto sobre los fundamentos de 
la medida legislativa o administrativa, sus posibles consecuencias respecto al ejercicio de 
los derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, como sobre las sugerencias 
y recomendaciones que estos formulan, las cuales deben ser puestas en conocimiento 
de los funcionarios y autoridades públicas responsables de llevar a cabo el proceso de 
consulta.

Las opiniones expresadas en los procesos de diálogo deben quedar contenidas en 
un acta de consulta, la cual contiene todos los actos y ocurrencias realizados durante su 
desarrollo. De conformidad con la ley, los pueblos indígenas y las comunidades nativas y 
campesinas, pueden   beneficiarse  de  los  recursos  de  libre  acceso  para  satisfacer  sus  
necesidades  de subsistencia y  usos rituales. Asimismo, tienen derecho preferente para el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales dentro de sus tierras, debidamente 
tituladas, salvo reserva del Estado o derechos exclusivos o excluyentes de terceros, en cuyo 
caso tienen derecho a una participación justa y equitativa de los beneficios económicos 
que pudieran derivarse del aprovechamiento de dichos recursos.
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2. EMPRESA Y AMBIENTE

Una empresa es un sistema que interacciona con su entorno materializando una idea, 
de forma planificada, dando satisfacción a unas demandas y deseos de clientes, a través 
de una actividad económica.

Se entiende por medio ambiente al entorno que afecta y condiciona especialmente las 
circunstancias de vida de las personas o la sociedad en su vida. Comprende el conjunto de 
valores naturales, sociales y culturales existentes en un lugar y un momento determinado, 
que influyen en la vida del ser humano y en las generaciones venideras. Es decir, no se 
trata sólo del espacio en el que se desarrolla la vida sino que también abarca seres vivos, 
objetos, agua, suelo, aire y las relaciones entre ellos, así como elementos tan intangibles 
como la cultura. 

No se puede ignorar lo que representa actualmente el rol de las empresas, su operatividad 
en el entorno, medio ambiente en donde se desenvuelve, Se requiere que realmente se cumpla 
con la responsabilidad social a la que están obligada, entre ello preservar el medio ambiente, 
evitar su contaminación, todo lo que pueda deteriorar con la operatividad de la empresa.

Hay que tener presente, que la vida del hombre se ve afectada por su medio ambiente, 
en la medida en la que su supervivencia y desarrollo dependen de éste, y como las 
monedas, tiene dos caras: por una parte el medio ambiente le suministra los recursos y la 
energía para su sustento, el hábitat en el que se desarrollan sus actividades y el vertedero 
donde se depositan los residuos que genera; por otra, la vida del hombre también está 
expuesta a las agresiones de la naturaleza, que tienen manifestaciones de diversa índole: 
enfermedades, privación de recursos, inclemencias climáticas, plagas, inundaciones, etc. 
El problema estriba, en que cuanto más se produce más recursos se necesitan y cuanto 
más se consume más desperdicios se generan.

2.1. ÁMBITO 

Se refiere a los proyectos  de  inversión,  de investigación y a toda actividad susceptible 
de generar impactos negativos en el ambiente, en tanto  sean aplicables, de acuerdo a las 
disposiciones que determine la respectiva autoridad competente proyectos  de  inversión. 
El término “titular de operaciones” empleado en los artículos siguientes de este capítulo 
incluye a todas las personas naturales y jurídicas.

2.2. RESPONSABILIDAD GENERAL 

Todo titular de operaciones es responsable por las emisiones, efluentes, descargas 
y demás impactos negativos que se generen sobre el ambiente, la salud y los recursos 
naturales, como consecuencia de sus actividades. Esta responsabilidad incluye los riesgos 
y daños ambientales que se generen por acción u omisión.

2.3. MANEJO INTEGRAL Y PREVENCIÓN EN LA FUENTE 

El titular de operaciones debe adoptar prioritariamente medidas de prevención del 
riesgo y daño  ambiental en la fuente generadora de los mismos, así como las demás 
medidas de conservación y  protección ambiental que corresponda  en  cada  una  de  las  
etapas  de  sus operaciones, bajo el concepto de ciclo de vida de los bienes que produzca 
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o los servicios que provea, de conformidad con los principios establecidos en el Título 
Preliminar de la LGA y las demás normas legales vigentes.

Los estudios para proyectos de inversión a nivel de pre – factibilidad, factibilidad y definitivo, 
a cargo de entidades públicas o privadas, cuya ejecución pueda tener impacto en el ambiente 
deben considerar los costos necesarios para preservar el ambiente de la localidad en donde 
se ejecutará el proyecto y de aquellas que pudieran ser afectadas por éste.

Todo proyecto de inversión genera efectos o impactos de naturaleza diversa, directos, 
indirectos, externos e intangibles. 

El PROYECTO DE INVERSION es una propuesta de acción técnico económica 
para resolver una necesidad utilizando un conjunto de recursos disponibles, los cuales 
pueden ser, recursos humanos, materiales y tecnológicos entre otros. Es un documento 
por escrito formado por una serie de estudios que permiten al emprendedor que 
tiene la idea y a las instituciones que lo apoyan saber si la idea es viable, se puede 
realizar y dará ganancias. Tiene como objetivos aprovechar los recursos para mejorar 
las condiciones de vida de una comunidad, pudiendo ser a corto, mediano o a largo 
plazo. Comprende desde la intención o pensamiento de ejecutar algo hasta el término o 
puesta en operación normal. Responde a una decisión sobre uso de recursos con algún 
o algunos de los objetivos, de incrementar, mantener o mejorar la producción de bienes 
o la prestación de servicios.171

 
PROYECTO DE INVERSIÓN PÚBLICA O SOCIAL: Busca cumplir con objetivos 

sociales a través de metas gubernamentales o alternativas, empleadas por programas de 
apoyo. Los terminas evolutivos estarán referidos al termino de las metas bajo criterios de 
tiempo o alcances poblacionales.

PREINVERSION: Es la fase preliminar para la ejecución de un proyecto que permite, 
mediante elaboración de estudios, demostrar las bondades técnicas, económicas-
financieras, institucionales y sociales de este, en caso de llevarse a cabo. En la etapa de 
preparación y evaluación de un proyecto, o etapa de análisis de preinversión, se deben 
realizar estudios de mercado, técnicos, económicos y financieros. Conviene abordarlos 
sucesivamente en orden, determinado por la cantidad y la calidad de la información 
disponible, por la profundidad del análisis realizado, y por el grado de confianza de los 
estudios mencionados. 

FASES EN LA ETAPA DE PREINVERSION: La selección de los mejores proyectos 
de inversión, es decir, los de mayor bondad relativa y hacia los cuales debe destinarse 
preferentemente los recursos disponibles constituyen un proceso por fases.

Se entiende así las siguientes:

1. Generación y análisis de la idea del proyecto.
2. Estudio del nivel de perfil.
3. Estudio de prefactibilidad.
4. Estudio de factibilidad.

171.	 Leer más: http://www.monografias.com/trabajos16/proyecto-inversion/proyecto-inversion.shtml#ixzz39XFMwz5D
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ESTUDIO DEL NIVEL DE PERFIL: En esta fase correspondiente estudiar todos los 
antecedentes que permitan formar juicio respecto a la conveniencia y factibilidad técnico 
–económico de llevar a cabo la idea del proyecto. En la evaluación se deben determinar 
y explicitar los beneficios y costos del proyecto para lo cual se requiere definir previa y 
precisamente la situación “sin proyecto”, es decir, prever que sucederá en el horizonte 
de evaluación si no se ejecuta el proyecto. El perfil permite, en primer lugar, analizar su 
viabilidad técnica de las alternativas propuestas, descartando las que no son factibles 
técnicamente. En esta fase corresponde además evaluar las alternativas técnicamente 
factibles. En los proyectos que involucran inversiones pequeñas y cuyo perfil muestra la 
conveniencia de su implementación, cabe avanzar directamente al  diseño o anteproyecto 
de ingeniería de detalle.

ESTUDIO DE LA PREFACTIBILIDAD: En esta fase se examinan en detalles las 
alternativas consideradas más convenientes, las que fueron determinadas en general en la 
fase anterior. Para la elaboración del informe de prefactibilidad del proyecto deben analizarse 
en detalle los aspectos identificados en la fase de perfil, especialmente los que inciden 
en la factibilidad y rentabilidad de las posibles alternativas. Conviene plantear primero el 
análisis en términos puramente técnica, para después seguir con los económicos. Ambos 
analizas permiten calificar las alternativas u opciones de proyectos y como consecuencia 
de ello, elegir la que resulte más conveniente con relación a las condiciones existentes.

ESTUDIO DE FACTIBILIDAD: Esta última fase de aproximaciones sucesivas iniciadas 
en la preinversión, se bordan los mismos puntos de la prefactibilidad. Además de 
profundizar el análisis el estudio de las variables que inciden en el proyecto, se minimiza la 
variación esperada de sus costos y beneficios. Para ello es primordial la participación de 
especialistas, además de disponer de información confiable.

Sobre la base de las recomendaciones hechas en el informe de prefactibilidad, y que han 
sido incluidas en los términos de referencia para el estudio de factibilidad, se deben definir 
aspectos técnicos del proyecto, tales como localización, tamaño, tecnología, calendario de 
ejecución y fecha de puesta en marcha. El estudio de factibilidad debe orientarse hacia 
el examen detallado y preciso de la alternativa que se ha considerado viable en la etapa 
anterior. Además, debe afinar todos aquellos aspectos y variables que puedan mejorar el 
proyecto, de acuerdo con sus objetivos, sean sociables o de rentabilidad.

Una vez que el proyecto ha sido caracterizado y definido deben ser optimizados. Por 
optimización se entiende la inclusión de todos los aspectos relacionados con la obra física, 
el programa de desembolsos de inversión, la organización por crear, puesta en marcha y 
operación del proyecto. El analizas de la organización por crear para la implementación del 
proyecto debe considerar el tamaño de la obra física, la capacidad empresarial y financiera 
del inversionista, el nivel técnico y administrativo que su operación requiere las fuentes y los 
plazos para el financiamiento.

Con la etapa de factibilidad finaliza el proceso de aproximaciones sucesivas en la 
formulación y preparación de proyectos, proceso en el cual tiene importancia significativa 
la secuencia de afinamiento y análisis de la información. El informe de factibilidad es la 
culminación de la formulación de un proyecto, y constituye la base de la decisión respecto 
de su ejecución. Sirve a quienes promueven el proyecto, a las instituciones financieras, a los 
responsables de la implementación económica global, regional y sectorial.
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ETAPAS DE INVERSIÓN172  . Esta etapa de un proyecto se inicia con los estudios 
definitivos y termina con la puesta en marcha. Sus fases son:

FINANCIAMIENTO: Se refiere al conjunto de acciones, trámites y demás actividades 
destinadas a la obtención de los fondos necesarios para financiar a la inversión, en forma o 
proporción definida en el estudio de pre-inversión correspondiente. Por lo general se refiere 
a la obtención de préstamos.

ESTUDIO DEFINITIVOS: Denominado también estudio de ingeniería, es el conjunto de 
estudios detallados para la construcción, montaje y puesta en marcha. Generalmente se 
refiere a estudios de diseño de ingeniería que se concretan en los planos de estructuras, 
planos de instalaciones eléctricas, planos de instalaciones sanitarias, etc., documentos 
elaborados por arquitectos e ingenieros civiles, eléctricos y sanitarios, que son requeridos 
para otorgar la licencia de construcción. Dichos estudios se realizan después de la fase 
de pre-inversión, en razón de su elevado costo y a que podrían resultar inservibles en 
caso de que el estudio salga factible, otra es que deben ser lo más actualizados posibles 
al momento de ser ejecutados. La etapa de estudios definitivos, no solo incluye aspectos 
técnicos del proyecto sino también actividades financieras, jurídicas y administrativas.

EJECUCIÓN Y MONTAJE: Comprende al conjunto de actividades para la implementación 
de la nueva unidad de producción, tales como compra del terreno, la construcción física 
en sí, compra e instalación de maquinaria y equipos, instalaciones varias, contratación del 
personal, etc. Esta etapa consiste en llevar a ejecución o a la realidad el proyecto, el que 
hasta antes de ella, solo eran planteamientos teóricos.

PUESTA EN MARCHA: Denominada también “Etapa De Prueba” consiste en el conjunto 
de actividades necesarias para determinar las deficiencias, defectos e imperfecciones de 
la instalación de la instalación de la infraestructura de producción, a fin de realizar las 
correcciones del caso y poner “a punto” la empresa, para el inicio de su producción normal.

2.4. SISTEMAS DE GESTIÓN AMBIENTAL Y MEJORA CONTINUA 

El Estado promueve que los titulares de operaciones adopten sistemas de gestión 
ambiental acordes con la naturaleza y magnitud de sus operaciones, con la finalidad de 
impulsar la mejora continua de sus niveles de desempeño ambiental.

2.5. PROMOCIÓN DE LA PRODUCCIÓN LIMPIA 

Producción Limpia o Producción Más Limpia son conceptos hermanos que están 
relacionados con el desarrollo sostenible y la Ecoeficiencia; la Producción Limpia surge 
desde la ingeniería de procesos como producto de los procesos de mejoramiento continuo, 
de control de la calidad y de reingeniería de la década de los ochentas, y consiste en 
la revisión de las operaciones y procesos unitarios que hacen parte de una actividad 
productiva o de servicios, con miras a encontrar las diversas posibilidades de mejoramiento 
u optimización en el uso de los recursos.

La Producción limpia es definida como una estrategia de gestión empresarial preventiva 
aplicada a productos, procesos y organización del trabajo, cuyo objetivo es minimizar 

172.	 Leer más: http://www.monografias.com/trabajos16/proyecto-inversion/proyecto-inversion.shtml#ixzz39XFwCUlF
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emisiones y/o descargas en la fuente, reduciendo riesgos para la salud humana y ambiental, 
y elevando simultáneamente la competitividad. Ello resulta de 5 acciones, sean éstas 
combinadas o no: (i) la minimización y el consumo eficiente de insumos, agua y energía; 
(ii) la minimización del uso de insumos tóxicos; (iii) la minimización del volumen y toxicidad 
de todas las emisiones que genere el proceso productivo; (iv) el reciclaje de la máxima 
proporción de residuos en la planta y si no, fuera de ella; (v) y la reducción del impacto 
ambiental de los productos en su ciclo de vida (desde la planta hasta su disposición final).173 

Las autoridades nacionales, sectoriales, regionales y locales promueven, a través 
de acciones normativas, de  fomento  de  incentivos  tributarios,  difusión,  asesoría  y  
capacitación,  la producción limpia en el desarrollo de los proyectos de inversión y las 
actividades empresariales en  general, entendiendo que la producción limpia constituye la 
aplicación continua de una estrategia  ambiental preventiva e integrada para los procesos, 
productos y servicios, con el objetivo de incrementar la eficiencia, manejar racionalmente 
los recursos y reducir los riesgos sobre la población humana y el ambiente, para lograr el 
desarrollo sostenible.

Las medidas de producción limpia que puede adoptar el titular de operaciones incluyen, 
según sean aplicables, control de inventarios y del flujo de materias primas e insumos, 
así como la sustitución de  éstos; la revisión, mantenimiento y sustitución de equipos y la 
tecnología aplicada; el control o sustitución de combustibles y otras fuentes energéticas; 
la reingeniería de procesos, métodos y prácticas de producción; y la reestructuración o 
rediseño de los bienes y servicios que brinda, entre otras.

2.6. RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LA EMPRESA

El Estado promueve, difunde y facilita la adopción voluntaria de políticas, prácticas y 
mecanismos de responsabilidad social de la empresa, entendiendo que ésta constituye un 
conjunto de acciones orientadas al establecimiento de un adecuado ambiente de trabajo, 
así como de relaciones de cooperación y buena vecindad impulsadas por el propio titular 
de operaciones.

2.7. PROMOCIÓN DE NORMAS VOLUNTARIAS

En las últimas dos décadas, las empresas compradoras han respondido a los desafíos 
en torno a las condiciones laborales en sus cadenas de suministro mediante el desarrollo 
de códigos de conducta, sistemas de normas voluntarias1 y sistemas de control, de forma 
individual o en grupos.

Se definen como “sistemas de normas voluntarias” (voluntary standard systems) a 
aquellos estándares / conjuntos de requisitos normas y procedimientos específicos para 
su aplicación. 

Se definen como “propietarios de sistemas de normas voluntarias” (voluntary standard 
systems owners) a aquellas organizaciones responsables del desarrollo,  la gestión y el 
mantenimiento de los dichos sistemas.

173.	 Comité Interministerial Fomento Productivo. «Política de Fomento a la Producción limpia» (en español). Consultado 
el 6 de noviembre de 2013.
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Código de Referencia de GSCP: Objetivos: Este código de referencia es un compromiso 
entre empresas líderes para facilitar la consecución de condiciones laborales justas en toda 
la cadena de suministro en el pleno cumplimiento de las normas laborales internacionales 
y los principios de empleo digno. Esta iniciativa tiene por cometido movilizar al comercio 
minorista, la distribución y la industria manufacturera de todo el mundo. Se trata de una 
iniciativa liderada por empresas, que trabaja con transparencia y en consulta con las partes 
interesadas.   Este código de referencia no sustituye a los códigos o sistemas existentes, 
sino que recoge los estándares y las mejores prácticas que deben aplicarse. Se puede 
integrar en los sistemas existentes o ser utilizado por las empresas o iniciativas como 
referencia para comparar o revisar sus propios instrumentos. El objetivo de este código 
de referencia consiste en proporcionar a todos los proveedores de bienes de consumo un 
conjunto claro de requisitos en materia de condiciones laborales justas en la cadena de 
suministro global.   

El Estado, en coordinación con los gremios y organizaciones empresariales, promueve 
la elaboración y adopción de normas voluntarias, así como la autorregulación por los 
titulares de operaciones, para mejorar su desempeño ambiental, sin perjuicio del debido 
cumplimiento de la normatividad vigente (art. 79 de la LGA).

2.8. NORMAS TÉCNICAS NACIONALES, DE CALIDAD Y ECOETIQUETADO 

El Estado promueve la adopción de normas técnicas nacionales para estandarizar 
los procesos de producción y las características técnicas de los bienes y servicios 
que se ofrecen en el país o se exportan, propiciando la gestión de su calidad, la 
prevención de riesgos y daños ambientales en los procesos de su producción 
o prestación, así como prácticas de etiquetado, que salvaguarden los derechos 
del consumidor a conocer la información relativa a la salud, el ambiente y a los 
recursos naturales, sin generar obstáculos innecesarios o injustificados al libre 
comercio, de conformidad con las normas vigentes y los tratados internacionales 
ratificados por el Estado Peruano (art. 80 de la LGA). 

Mediante la estandarización y control estadístico de los procesos, establecemos la 
mejor forma de hacer las cosas y reducimos la variación ambos elementos básicos para la 
mejorar nuestra gestión. El principal objetivo de la estandarización es la conversión de las 
materias primas en productos terminados a través de los esfuerzos de las personas a cargo 
de ello y del uso de los equipos de producción, de lo cual se espera ejecutar los procesos 
de la mejor manera de forma que se obtengan los siguientes objetivos al involucrar una 
estandarización de procesos. La implantación de un Sistema de Gestión de Calidad supone 
obtener estabilidad de los resultados con procesos repetitivos, construyendo estructuras 
antes que hombres sobresalientes. La estandarización es una actividad sistemática, es 
decir nunca termina.

En las empresas de bienes y servicios se ofrecen ventajas que conducen a su adopción 
como técnicas: dichas ventajas son: 174 

• Facilitar la producción 
• Evitar una costosa duplicación 

174.	 MYRO INTERNACIONAL PTY. LTDA. Historia de la estandarización. (Internet) México: 2004. (Citado) 11/08/2006.
Disponible en Internet  http://www.eveliux.com/index.php?option=content&task=view&id=9&Itemid=>
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• Mejorar la información 
• Encontrar soluciones estándar a problemas repetitivos 
• Ahorro de tiempo, dinero y duplicación de esfuerzos.

De otro lado el término Gestión de Calidad tiene significados específicos dentro de 
cada sector del negocio. Así, una organización o un producto son consistentes cuando 
tiene cuatro componentes:

A. Planeamiento de la calidad
B. Control de la calidad
C. Aseguramiento de la calidad
D. Mejoras en la calidad.

La gestión de calidad se centra no solo a la calidad de un producto o servicio, sino que 
a los medios para obtenerla. Por lo tanto, la gestión de calidad utiliza al aseguramiento de 
la calidad y el control de los procesos para obtener una calidad más consistente.

A toda organización le gustaría mejorar el modo en que opera tanto si supone aumentar 
su participación en el mercado, reducir los costes, gestionar los riesgos con mayor eficacia 
como mejorar la satisfacción de los clientes. Un sistema de gestión de la calidad proporciona 
el marco necesario para supervisar y mejorar el rendimiento de cualquier área que se elija.

ISO 9001 es con diferencia el marco de calidad más sólido del mundo. En la actualidad, 
la utilizan más de 750.000 organizaciones de 161 países y establece las pautas no sólo para 
los sistemas de gestión de la calidad, sino para los sistemas de gestión en general. Ayuda 
a todo tipo de organizaciones a alcanzar el éxito por medio de una mayor satisfacción del 
cliente, motivación de los empleados y mejora continua.175 

2.9. TURISMO SOSTENIBLE 

El turismo sostenible o turismo sustentable es una forma de turismo que sigue los 
principios de sostenibilidad. El turismo sostenible es una industria comprometida a hacer 
un bajo impacto sobre el medio ambiente y cultura local, al tiempo que contribuye a generar 
ingresos y empleo para la población local.

El turismo solidario se entiende como una forma de viajar que se basa en el respeto 
de los viajeros hacia las personas y lugares que se visitan mediante un acercamiento 
más profundo a la realidad del país y un intercambio cultural positivo entre ambas partes. 
Además de contribuir al desarrollo económico de la zona con el alojamiento en lugares 
gestionados por la comunidad, consumiendo productos de comercio justo y visitando y 
colaborando en proyectos solidarios que allí se lleven a cabo. En definitiva una manera 
de viajar que tenga un impacto positivo tanto en las comunidades que visitan como en el 
propio viajero. 

El término ecoturismo empezó a usarse hace alrededor de veinte años, pero sólo en 
años recientes empieza a representar una opción viable de conservación del patrimonio 

175.	 http://www.bsigroup.es/certificacion-y-auditoria/Sistemas-de-gestion/estandares-esquemas/Gestion-de-Calidad-
ISO9001/
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natural y cultural de los pueblos, fomentando al mismo tiempo la noción de desarrollo 
económico sustentable.

Consiste en viajar por áreas naturales sin perturbarlas, con el fin de disfrutar, apreciar 
y estudiar tanto sus atractivos naturales (paisajes, flora y fauna silvestres), como las 
manifestaciones culturales que allí puedan encontrarse.

Esto se logró a través de un proceso que promueve la conservación de áreas naturales y que 
es de bajo impacto ambiental y cultural, con la participación activa de las comunidades locales.

Siendo beneficiados con ello la conservación de recursos y áreas naturales en todo el 
mundo. La creación de áreas protegidas, o reservas, reconocidas internacionalmente. El 
desarrollo económico sustentable de las poblaciones involucradas.

Las entidades públicas en coordinación con el sector privado adoptan medidas efectivas 
para prevenir, controlar y mitigar el deterioro del ambiente y de sus componentes, en 
particular, los recursos naturales y los bienes del Patrimonio Cultural de la Nación asociado 
a ellos, como consecuencia del desarrollo de infraestructuras y de las actividades turísticas 
y recreativas, susceptibles de generar impactos negativos sobre ellos. 

2.10. CONSUMO RESPONSABLE

El Estado, a través de acciones educativas de difusión y asesoría, promueve el consumo 
racional y sostenible, de forma tal que se incentive el aprovechamiento de recursos 
naturales, la producción de bienes, la prestación de servicios y el ejercicio del comercio en 
condiciones ambientales adecuadas.

Consumo responsable es un concepto defendido por organizaciones ecológicas, 
sociales y políticas que consideran que los seres humanos harían bien en cambiar sus 
hábitos de consumo ajustándolos a sus necesidades reales y optando en el mercado por 
opciones que favorezcan la conservación del medio ambiente y la igualdad social.

Para la autora y activista Esther Vivas “como consumidores podemos optar por llevar 
a cabo un consumo responsable, comprar en los mercados locales y en las tiendas de 
barrio, pero más allá de nuestra opción individual es muy importante actuar colectivamente 
implicándonos en campañas de boicot y participando en cooperativas de consumidores de 
productos ecológicos que establecen relaciones de compra directas con los productores 
de su entorno. Asimismo es necesario trabajar en campañas más amplias como en 
el movimiento altermundialista, ecologista, feminista… en una perspectiva de lucha y 
transformación social y política global.” 176

Las normas, disposiciones  y  resoluciones  sobre  adquisiciones  y  contrataciones  
públicas consideran lo señalado en la norma (LGA), en la definición de los puntajes de los 
procesos de selección de proveedores del Estado.

La organización Ecologistas en Acción ha publicado una serie de consejos para un 
consumo responsable; los mismos son:

176.	 Los pequeños actos son importantes, pero se debe de ir más allá” (Entrevista a Esther Vivas, en The Ecologist, n.º 33
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A. 	 Ser ecologista y evitar la contaminación.
B. 	 Antes de comprar algo, reflexiona detenidamente si realmente se necesita comprar-

lo o si solo te estás guiando por la publicidad.
C. 	 Si te decides a comprar algo, averigua muy bien de qué materia prima se fabrica, de 

qué manera su proceso de manufacturación impacta al medio ambiente y si genera 
algún daño o injusticia social.

D. 	 También considera qué impacto al medio ambiente y al entorno social (especial-
mente el cercano a ti) tiene el uso de lo que piensas comprar.

E. 	 Cada vez que compres algo, debes considerar también el impacto causado por los 
residuos y la basura que genera.

F. 	 Evita los productos de “usar y tirar”, si no son estrictamente necesarios.
G. 	Rechaza las bolsas de plástico que dan en supermercados y comercios. Si puedes, 

al hacer la compra, lleva tus propias bolsas de tela, de papel, de cartón o, incluso, 
las de plástico usadas anteriormente hasta que sean inservibles.

H. 	Compra el contenido y no el envase. Muchas veces se paga más por todo lo que 
implica la fabricación y la eliminación de los envoltorios, que se tiran directamente a 
la basura, que por el contenido.

I. 	 Recicla antes que comprar, muchas de las cosas que están para tirar pueden volver 
a utilizarse de otras maneras y formas (usa tu imaginación).

J. 	 Evita las latas y los productos muy envasados. Las fiambreras y los tarros de cristal 
son una forma más ecológica que guardar los alimentos en plástico y aluminio.

K. 	 Dar prioridad a productos con envases retornables o reutilizables.
L. 	 Si utilizas artículos desechables, que sean de materiales compostables, biodegra-

dables o, en todo caso, reciclables. Por ejemplo platos, vasos, cubiertos, bolsas, 
bolígrafos desechables de materiales compostables, como bioplásticos, en lugar 
de plásticos.

2.11. CONTROL DE MATERIALES Y SUSTANCIAS PELIGROSAS 

Los materiales peligrosos se dividen en:

Sustancias Peligrosas: todo material con características corrosivas, reactivas, 
radioactivas, explosivas, tóxicas, inflamables o con actividad.

Residuos peligrosos: materiales que revisten características peligrosas, que después 
de servir a un propósito específico todavía conservan propiedades físicas y químicas 
útiles, y por lo tanto pueden ser reutilizados, reciclados, regenerados o aprovechados con 
el mismo propósito u otro diferente.

Desechos peligrosos: cualquier material sin uso directo o descartado permanentemente 
que por su actividad química o por sus características corrosivas, reactivas, inflamables, 
tóxicas, explosivas, combustión espontánea, oxidante, infecciosas, bioacumulativas, 
ecotóxicas o radioactivas u otras características, que ocasionen peligro o ponen en riesgo 
la salud humana o el ambiente, ya sea por si solo o al contacto con otro desecho.

De conformidad con los principios establecidos  en  la LGA las empresas adoptan 
medidas para el efectivo control  de  los  materiales  y  sustancias  peligrosas  intrínsecas  
a  sus  actividades,  debiendo prevenir,  controlar, mitigar eventualmente, los impactos 
ambientales negativos que aquellos generen (art. 83.1. de la LGA). 
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El Estado adopta medidas normativas, de control, incentivo y sanción, para asegurar el 
uso, manipulación y manejo adecuado de los materiales y sustancias peligrosas, cualquiera 
sea su origen, estado o destino, a fin de prevenir riesgos y daños sobre la salud de las 
personas y el ambiente. (Art. 83.1. de la LGA).
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CAPÍTULO SEXTO: 
FISCALIZACIÓN Y CONTROL, RESOLUCIÓN Y GESTIÓN DE 

CONFLICTOS Y RESPONSABILIDAD POR EL DAÑO AMBIENTAL

1. FISCALIZACIÓN Y SANCIÓN AMBIENTAL 

La fiscalización ambiental  comprende  las  acciones  de  vigilancia,  control,  seguimiento, 
verificación y otras similares,  que realiza  la Autoridad  Ambiental  Nacional y las demás 
autoridades competentes a fin de asegurar el cumplimiento de las normas y obligaciones 
establecidas en la presente Ley, así como en sus normas complementarias y reglamentarias. 
La autoridad competente puede solicitar información, documentación u otra similar para 
asegurar el cumplimiento de las normas ambientales.

La vigilancia es el monitoreo del comportamiento. La vigilancia por sistema es el proceso 
de monitoreo de personas, objetos o procesos dentro de sistemas para la conformidad 
de normas esperadas o deseadas en sistemas confiables para control de seguridad o 
social. Control es la dirección o dominio de una organización o sistema. Seguimiento es 
la observación minuciosa de la evolución y el desarrollo de un proceso. Verificación es la 
comprobación de algo.

Toda persona, natural o jurídica, está sometida a las acciones de fiscalización que 
determine la Autoridad   Ambiental Nacional y las demás autoridades competentes. El 
Estado promueve la participación ciudadana en las acciones de fiscalización ambiental. La 
vigilancia ciudadana es una forma de participación de la población en los asuntos públicos

1.1. RÉGIMEN  DE FISCALIZACIÓN Y CONTROL AMBIENTAL 

Toda persona natural o jurídica que genere impactos ambientales significativos está 
sometida a las  acciones de fiscalización y control ambiental que determine la Autoridad 
Ambiental Nacional y las demás autoridades competentes. 

1.2. INSPECCIONES 

La autoridad ambiental competente realiza las inspecciones que considere necesarias 
para el cumplimiento de sus atribuciones, bajo los principios establecidos en la LGA y las 
disposiciones de los regímenes de fiscalización y control.
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1.3. VIGILANCIA  Y MONITOREO AMBIENTAL

La vigilancia y el monitoreo ambiental tiene como fin generar la información que permita 
orientar la adopción de medidas que aseguren el cumplimiento de los objetivos de la 
política y normativa ambiental. La Autoridad Ambiental Nacional establece los criterios para 
el desarrollo de las acciones de vigilancia y monitoreo.

1.4. VIGILANCIA CIUDADANA 

Las autoridades  competentes  dictan  medidas  que  faciliten  el  ejercicio  de  la  
vigilancia ciudadana y el desarrollo y difusión de los mecanismos de denuncia frente a 
infracciones a la normativa ambiental.

La participación ciudadana puede adoptar las formas siguientes:

A. 	 Fiscalización y control visual de procesos de contaminación.
B. 	 Fiscalización y control por medio de mediciones, muestreo o monitoreo ambiental.
C. 	 Fiscalización y control vía la interpretación o aplicación de estudios o evaluaciones 

ambientales efectuadas por otras instituciones.

Los resultados de las acciones de fiscalización y control efectuados como resultado de la 
participación ciudadana pueden ser puestos en conocimiento de la autoridad ambiental local, 
regional o  nacional, para el efecto de su registro y denuncia correspondiente. Si la autoridad 
decidiera que la denuncia no es procedente ello debe ser notificado, con expresión de causa, 
a quien proporciona la información, quedando a salvo su derecho de recurrir a otras instancias.

2. MEDIOS PARA LA RESOLUCIÓN Y GESTIÓN DE CONFLICTOS AMBIENTALES

Es deber del Estado fomentar el conocimiento y uso de los medios de resolución y gestión 
de conflictos ambientales, como el arbitraje, la conciliación, mediación, concertación, mesas 
de concertación, facilitación entre otras, promoviendo la transmisión de conocimientos, el 
desarrollo de habilidades y destrezas y la formación de valores democráticos y de paz. 
Promueve la incorporación de esta temática en el currículo escolar y universitario.

A. ARBITRAJE: Es una forma de resolver un litigio sin acudir a la jurisdicción ordinaria. Las 
partes, de mutuo acuerdo, deciden nombrar a un tercero independiente, denominado árbitro, 
y que será el encargado de resolver el conflicto. El árbitro, a su vez, se verá limitado por lo 
pactado entre las partes para dictar el laudo arbitral. Deberá hacerlo conforme a la legislación 
que hayan elegido las partes, o incluso basándose en la simple equidad, si así se ha pactado. 

B. CONCILIACIÓN: Es un medio alternativo para solucionar conflictos, a través del cual 
las partes resuelven directamente un litigio con la intervención o colaboración de un tercero.

C. MEDIACIÓN: Es un mecanismo de resolución de conflictos, en cual un tercero 
imparcial busca facilitar la comunicación para que las partes por sí mismas sean capaces 
de resolver un conflicto. 

D. CONCERTACIÓN: Es el proceso por el cual partes con diferentes intereses llegan a 
acuerdos sobre determinado fin. Concertar es buscar el entendimiento, teniendo en cuenta 
a la vez las diferencias de los participantes involucrados en el proceso. 
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E. MESAS DE CONCERTACIÓN: Es el mecanismo de dialogo de la autoridad con la 
sociedad que busca el acuerdo de las políticas sociales en una perspectiva de desarrollo 
humano con enfoque de equidad y de género. Lograr mayor eficiencia en la ejecución de 
los programas comprendidos en la lucha contra la pobreza. Institucionalizar la participación 
de la ciudadanía en el diseño, toma de decisiones y fiscalización de la política social del 
Estado. Maximizar la transparencia e integridad en la gestión de los programas de lucha 
contra la pobreza.

F. FACILITACIÓN: Son los mecanismos que ocasionan que conductas que no existen 
se manifiesten o aquellas que existen de manera débil se amplifiquen, por el hecho de que 
un individuo entre en interacción con otro.  Es una relación interespecífica (entre individuos 
de especies diferentes) dentro de un ecosistema donde al menos una de las especies se 
ayuda de crecer junto a otra.

3. RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD POR EL DAÑO AMBIENTAL

3.1. RÉGIMEN DE SANCIONES

El incumplimiento de las normas de la presente Ley es sancionado por la autoridad 
competente en base  al Régimen Común de Fiscalización y Control Ambiental. Las 
autoridades pueden establecer normas complementarias siempre que no se opongan al 
Régimen Común. (Art. 135.1. de la LGA). 

En el caso de los gobiernos regionales y locales, los regímenes de fiscalización y control 
ambiental se aprueban de conformidad con lo establecido en sus respectivas leyes orgánicas.

3.2. SANCIONES Y MEDIDAS CORRECTIVAS 

Las personas naturales o jurídicas que infrinjan las disposiciones contenidas en la 
LGA y en las disposiciones complementarias y reglamentarias sobre la materia, se harán 
acreedoras, según la gravedad de la infracción, a sanciones o medidas correctivas.

3.2.1. SANCIONES COERCITIVAS

Son sanciones coercitivas: Amonestación; multa; decomiso; paralización o restricción 
de la actividad causante de la infracción; suspensión o cancelación del permiso, licencia, 
concesión; clausura parcial o total, temporal o definitiva, del local. 

A. Amonestación, en su sentido más genérico, es una crítica hecha con la intención 
de evitar que se repita un comportamiento indeseable. En los negocios, es la primera 
herramienta con la que cuenta una empresa para sancionar las faltas e incumplimientos 
leves o graves por parte de un trabajador.

Hay dos tipos de amonestaciones:

La amonestación verbal: es una sanción por falta leve con la que se advierte al trabajador 
de la posibilidad de ser sancionado más gravemente si persiste en su conducta infractora.

La amonestación por escrito: es una sanción por falta más grave, que debe ser notificada 
expresando el serio descontento de la empresa y haciendo constar la fecha y los hechos que 
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la motivan. A diferencia de la amonestación verbal, que siempre se prescribe para las faltas 
leves, los convenios colectivos incluyen esta modalidad sancionadora simultáneamente 
tanto para las faltas leves como graves.

B. Una multa (del latín multa) o multa pecuniaria es la sanción administrativa o 
penal consistente en un pago en dinero, Una vez dictado un acto administrativo que 
establezca una obligación personal frente al incumplimiento por parte de la persona 
obligada, la administración puede tomar diversas medidas: ejecución subsidiaria, multa 
coercitiva, compulsión sobre las personas, y la más general y utilizada: el apremio 
sobre el patrimonio.

La imposición o pago de la multa no exime del cumplimiento de la obligación. De persistir 
el incumplimiento éste se sanciona con una multa proporcional a la impuesta en cada caso, 
de hasta 100 UIT por cada mes en que se persista en el incumplimiento transcurrido el 
plazo otorgado por la Autoridad Competente.

C. Decomiso es la pena que consiste en la incautación por parte del Estado de 
mercancías o instrumentos causa de delito. El Decomiso, puede ser temporal o definitivo, 
de los objetos, instrumentos, artefactos o sustancias empleados para la comisión de la 
infracción. 

3.2.2. MEDIDAS CORRECTIVAS: 

Son medidas correctivas: Cursos de capacitación ambiental; adopción de medidas de 
mitigación del riesgo o daño; imposición de obligaciones compensatorias; procesos de 
adecuación; cursos de capacitación ambiental .

Las Acciones Correctivas y Preventivas son herramientas muy útiles a disposición de la 
organización para solucionar problemas.

Acciones Preventivas: Se basan en problemas ficticios que se pueden dar en la 
organización. En muchos casos, derivan de sugerencias de mejora planteadas por el 
personal de la organización.

La principal de las diferencias entre estas acciones, se encuentra, a mi juicio, en 
cuanto a la función específica que desarrolla cada una de ellas: Acciones Correctivas: 
Como su propio nombre indica, sirven para corregir un problema real detectado y evitar 
su repetición. Es decir, la apertura de una Acción Correctiva viene condicionada por la 
detección de una No Conformidad real previa, ya acaecida en la organización. Acciones 
Preventivas: Sirven para prevenir posibles problemas y evitar su probable aparición. Es 
decir, la apertura de una Acción Preventiva viene condicionada por la detección de una 
No Conformidad potencial, que aunque todavía no haya ocurrido en la organización, ésta 
prevé la posibilidad futura de que ocurra.

En cuanto al desarrollo de las mismas: Acciones Correctivas: Se desarrollan a 
partir del análisis de unas causas reales que han originado una no conformidad real 
detectada en la organización. Acciones Preventivas: Se desarrollan a partir del análisis 
de unas causas que la organización piensa que podrían dar origen a no conformidades 
potenciales.
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3.3. MEDIDAS  CAUTELARES 

Las Medidas Cautelares son las dictadas mediante providencias judiciales, con el fin de 
asegurar que cierto derecho podrá ser hecho efectivo en el caso de un litigio en el que se 
reconozca la existencia y legitimidad de tal derecho. Las medidas cautelares no implican 
una respecto de la existencia de un derecho del proceso, pero sí la adopción de medidas 
judiciales tendientes a hacer efectivo el derecho que eventualmente sea reconocido.

Por tanto, son todas aquellas actuaciones o decisiones que, sin prejuzgar del resultado 
final, de contenido positivo o negativo, que un órgano de la Administración Pública o un 
juez o magistrado del poder judicial, puede adoptar para que las resultas de la resolución 
administrativa o judicial surtan plenos efectos para los interesados o para la parte procesal. 
Para ello, se exige la concurrencia de dos requisitos: el fumus boni iuris o apariencia de 
buen Derecho y el periculum in mora o peligro/riesgo por el paso del tiempo.

Iniciado el procedimiento sancionador, la autoridad ambiental competente, mediante 
decisión fundamentada y con elementos de juicio suficientes, puede adoptar, provisoriamente 
y bajo su responsabilidad, las medidas cautelares establecidas en la presente Ley u otras 
disposiciones legales aplicables, si es que sin su adopción se producirían daños ambientales 
irreparables o si se arriesgara la eficacia de la resolución a emitir (art. 137.1. de la LGA). 

Las medidas cautelares podrán ser modificadas o levantadas   durante   el   curso   del 
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o 
que no pudieron ser consideradas en el momento de su adopción.

Las medidas caducan de pleno derecho cuando se emite la resolución que pone fin 
al procedimiento; y cuando haya transcurrido el plazo fijado para su ejecución o para la 
emisión de la resolución que pone fin al procedimiento.

No se podrán dictar medidas que puedan causar perjuicio de imposible reparación a 
los administrados.

3.4. RELACIÓN CON OTROS REGÍMENES DE RESPONSABILIDAD
 
La responsabilidad administrativa establecida dentro del procedimiento correspondiente, es 

independiente de la responsabilidad civil o penal que pudiera derivarse por los mismos hechos.

A. La responsabilidad administrativa es el primer tipo de responsabilidad en que 
pueden incurrir los funcionarios o servidores públicos, la responsabilidad administrativa 
funcional.177 

Se entiende como responsabilidad a las consecuencias de las acciones u omisiones 
que debe asumir un funcionario público en el ejercicio de sus funciones.

La acción u omisión de un funcionario o servidor público puede determinar la existencia 
de responsabilidad civil, penal o administrativa.178

177.	 http://giovannacruzpinares.blogspot.com/2009/01/la-responsabilidad-administrativa-en-la.html
178.	 http://www.cal.org.pe/pdf/diplomados/09respon.pdf
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  Los funcionarios y servidores públicos pueden incurrir en responsabilidad administrativa 
funcional si vulneran el ordenamiento jurídico administrativo, tanto el general como el 
específico de su propia entidad o quehacer profesional.179

La función pública, como actividad, se objetiviza a través de los agentes que la 
desarrollan; existe una diversidad terminológica en nuestra legislación, llámense funcionario 
o servidores públicos, empleados públicos, personas que prestan servicios al Estado o 
en la administración pública. Definir si una persona entra en esta categoría, cualquiera 
que fuera su denominación, es de suma importancia en la medida que será sujeto de 
deberes, obligaciones, prohibiciones e incompatibilidades de las diferentes normas que 
deben cumplirse.

Este tipo de responsabilidad nace de la transgresión de una obligación a un deber 
impuesto a un agente público, sean los deberes de tipo general, los comprendidos en la 
obligación de la función o del servicio, o los derivados de la subordinación jerárquica; su 
aplicación, en virtud del principio de legalidad, exige la existencia de normas establecidas 
respecto de estos deberes cuyo cumplimiento se reclama, así como de sanciones que 
correspondan a tales incumplimientos.

Las infracciones de orden administrativo constituyen el llamado régimen disciplinario, el 
cual tiene como base, de acuerdo al autor, los siguientes fundamentos: a - La necesidad 
de la administración de mantener una disciplina interna, y de asegurar que los agentes 
cumplan con las obligaciones y deberes de su cargo; b - Los deberes, obligaciones, 
prohibiciones e impedimentos que tienen los agentes públicos, trascienden el interés de la 
administración como organización y afectan a principios generales de orden constitucional.

B. Responsabilidad penal es la consecuencia jurídica derivada de la comisión de 
un hecho tipificado en una ley penal por un sujeto imputable, y siempre que dicho hecho 
sea contrario al orden jurídico, es decir, sea antijurídico; además de punible. Generan 
responsabilidad penal todas aquellas acciones humanas (entendidas como voluntarias) 
que lesionen o generen un riesgo de lesión a un bien jurídicamente protegido por el 
ordenamiento jurídico (por ejemplo: vida, integridad física, libertad, honor, orden 
público, etc.) La comisión de un delito o falta generará responsabilidad penal. La 
responsabilidad penal se concreta en la imposición de una pena, que bien puede ser 
de privativa de libertad (como la pena de prisión o la localización permanente), privativa 
de otros derechos (como el derecho a portar armas, el derecho a conducir vehículos a 
motor, el derecho a residir en un lugar determinado, etc.), pudiendo también consistir 
dicha pena en una multa pecuniaria.

C. La responsabilidad civil es la obligación que recae sobre una persona de cumplir 
su obligación (responsabilidad contractual) o de reparar el daño que ha causado a otro 
(responsabilidad extracontractual), sea en naturaleza o bien por un equivalente monetario, 
habitualmente mediante el pago de una indemnización de perjuicios. Díez-Picazo define 
la responsabilidad como «la sujeción de una persona que vulnera un deber de conducta 
impuesto en interés de otro sujeto a la obligación de reparar el daño producido». Aunque la 
persona que responde suele ser la causante del daño, es posible que se haga responsable 
a una persona distinta del autor del daño, caso en el que se habla de «responsabilidad por 

179.	 http://giovannacruzpinares.blogspot.com/2009/01/la-responsabilidad-administrativa-en-la.html
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hechos ajenos»,2 como ocurre, por ejemplo, cuando a los padres se les hace responder de 
los daños causados por sus hijos o al propietario del vehículo de los daños causados por 
el conductor con motivo de la circulación. La responsabilidad civil puede ser contractual o 
extracontractual. Cuando la norma jurídica violada es una ley (en sentido amplio), se habla 
de responsabilidad extracontractual, la cual a su vez puede ser o bien delictual o penal (si el 
daño causado fue debido a una acción tipificada como delito) o cuasi-delictual o no dolosa 
(si el perjuicio se originó en una falta involuntaria). Cuando la norma jurídica transgredida 
es una obligación establecida en una declaración de voluntad particular (contrato, oferta 
unilateral, etcétera), se habla entonces de responsabilidad contractual.

3.5. REGISTRO DE BUENAS PRÁCTICAS Y DE INFRACTORES AMBIENTALES 
 
El Consejo Nacional del Ambiente – CONAM, implementa, dentro del Sistema Nacional 

de Información Ambiental, un Registro de Buenas Prácticas y de Infractores Ambientales, 
en el cual se   registra a toda persona, natural o jurídica, que cumpla con sus compromisos 
ambientales y promueva buenas prácticas ambientales, así como de aquellos que no hayan 
cumplido con sus obligaciones ambientales y cuya responsabilidad haya sido determinada 
por la autoridad competente.

Se considera Buenas Prácticas Ambientales a quien ejerciendo o habiendo ejercido 
cualquier actividad económica o de servicio, cumpla con todas las normas ambientales 
u obligaciones a las que se haya comprometido en sus instrumentos de gestión 
ambiental.

Se considera infractor ambiental a quien ejerciendo o habiendo ejercido cualquier 
actividad económica o de servicio, genera de manera reiterada impactos ambientales 
por incumplimiento de las normas ambientales o de las obligaciones a que se haya 
comprometido en sus instrumentos de gestión ambiental.

Toda entidad pública debe tener en cuenta, para todo efecto, las inscripciones en el 
Registro de Buenas Prácticas y de Infractores Ambientales.

Mediante Reglamento, el CONAM determina el procedimiento de inscripción, el trámite 
especial que corresponde en casos de gravedad del daño ambiental o de reincidencia del 
agente infractor, así como los causales, requisitos y procedimientos para el levantamiento 
del registro.

3.6. RESPONSABILIDAD DE LOS PROFESIONALES Y TÉCNICOS
  
La responsabilidad civil o penal puede ser también solidaria entre los titulares de las 

actividades causantes de la infracción y los profesionales o técnicos responsables de la 
mala elaboración o la inadecuada aplicación de instrumentos de gestión ambiental de los 
proyectos, obras o actividades que causaron el daño.

La responsabilidad civil profesional es la que contraen aquellas personas que en el 
ejercicio de su quehacer profesional incurren en un ilícito o infringen un precepto que produce 
consecuencias perjudiciales para una persona y de cuyas consecuencias deben responder.

La Responsabilidad Civil Profesional es una responsabilidad asegurable y afecta, al  
“quantum” económico con el que el Ingeniero o su aseguradora deban responder. La 
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responsabilidad civil profesional se encuadra en mayor medida dentro de la responsabilidad  
civil extracontractual por los siguientes motivos:180

• 	 Los daños pueden afectar a terceros que no tienen ninguna relación con el inge-
niero; es  decir pueden verse afectados por daños o perjuicios derivados de la 
actividad  profesional del ingeniero sin ser clientes o sin tener relación alguna con 
el profesional. 

• 	 En algunas ocasiones las obligaciones por las que debe responder el ingeniero 
son genéricas y no se recogen en ningún contrato: realizar de forma adecuada los 
cálculos  estructurales, dar las instrucciones correctas en una dirección de obra, 
en  definitiva pueden resumirse estas obligaciones genéricas por las que debe 
responder el  ingeniero en obrar con la diligencia debida de un buen profesional. 
Un aspecto muy importante a reseñar y a tener en cuenta en un proceso de deter-
minación de una posible responsabilidad profesional de un ingeniero, es que si la 
Responsabilidad Civil Profesional, se encuentra encuadrada en mayor medida en el 
ámbito de la responsabilidad civil extracontractual, ante un perjuicio o daño causa-
do a un tercero.

La responsabilidad penal es aquella en que incurre toda persona criminalmente 
responsable de un delito o falta, lo es también civilmente si del hecho se derivasen daños 
o perjuicios. Si son dos o más los responsables de un delito o falta los Jueces o Tribunales 
señalarán la cuota de que deba responder cada uno. La exención de la responsabilidad 
criminal, no comprende la de la responsabilidad civil.

La Responsabilidad Penal no es asegurable salvo en lo que se refiere a la defensa 
y fianzas exigibles. Este tipo de responsabilidades adquiere especial importancia en 
los delitos llamados “de riesgo”. Ha de tenerse en cuenta que en nuestro Código Penal, 
además de los delitos de lesión, surgen otros llamados de peligro.

El delito de peligro es un estado de cosas que, conforme a la ley de la experiencia es 
regularmente causa de lesión, sin que la no producción de la misma pueda explicarse 
mediante una especial ley de imposibilidad. Para su existencia, el legislador exige tan sólo 
el peligro del mismo, es decir, la probabilidad o amenaza de su destrucción o menoscabo. 
Se trata de evitar la destrucción o perjuicio de los bienes jurídicos esenciales a través de 
una actuación preventiva anterior a la acción lesiva: el de la acción peligrosa.

La esencia del delito de peligro es la violación de una norma de cuidado en actividades 
o actuaciones peligrosas, es decir, en una actuación imprudente. Se considera que ciertas 
conductas son intolerables por su sola peligrosidad y esas conductas hay que castigarlas. 

La muerte de un trabajador en la obra, puede suponer para el Ingeniero verse imputado 
en un Procedimiento Penal, con solicitud por parte del Fiscal de pena de cárcel e 
inhabilitación profesional, ante el presunto delito de Homicidio Involuntario.

3.7. PROHIBICIÓN DE LA DOBLE SANCIÓN  

No se puede imponer sucesiva o simultáneamente más de una sanción administrativa por 
el mismo hecho en los casos en que se aprecie la identidad del sujeto, hecho y fundamento. 

180.	 http://www.ingenierosnavales.com/GUIA%20LABORAL%20Y%20FISCAL/download/SRCP.pdf
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Cuando una misma conducta califique como más de una infracción se aplicará la sanción 
prevista para la infracción de mayor gravedad, sin perjuicio de que puedan exigirse las 
demás responsabilidades que establezcan las leyes.

El artículo 14.7  del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del 16 de 
diciembre de 1966,  por ejemplo, preceptúa lo siguiente: “Nadie puede ser procesado 
o penado de nuevo  por una infracción por la cual ya ha sido definitivamente absuelto o 
condenado de  acuerdo con la ley y procedimiento penal de cada país.”

Se ha dicho que el principio non bis in idem constituye un principio general del 
ordenamiento, que configura un derecho fundamental susceptible de amparo constitucional, 
pues, aunque no se encuentra expresamente previsto en el texto  constitucional, 
constituye una manifestación tanto del principio de legalidad – y del  conexo principio de 
proporcionalidad – como del principio de presunción de  inocencia.

Empero, como bien adelantáramos, por la vulneración del principio non bis in idem, no sólo 
se afecta el principio de legalidad, sino que, además los principios de proporcionalidad y de 
presunción de inocencia, incluso el de intervención mínima. Cada vez que el Estado decide 
atacar al sujeto dos veces por la ocurrencia de un mismo hecho, desconoce que la sanción 
que se impone al sujeto debe ser proporcionada a la gravedad del delito, a las circunstancias 
individuales de la persona que lo realizó y a los objetos político criminales perseguidos, 
porque cuando castiga doblemente un comportamiento, lo que uno interpreta del Estado 
es, que no calculó correctamente la primera sanción, y que por ende le queda espacio para 
seguir castigando al individuo sin que todavía la pena impuesta sea desproporcionada.

De acuerdo a la legislación vigente, la Autoridad Ambiental Nacional, dirime en caso de 
que exista más de un sector o nivel de gobierno aplicando una sanción por el mismo hecho, 
señalando la entidad competente para la aplicación de la sanción. La solicitud de dirimencia 
suspenderá los procedimientos administrativos de sanción correspondientes. La autoridad 
competente, según sea el caso, puede imponer  medidas  correctivas, independientemente 
de las sanciones que establezca.

3.8. RESPONSABILIDAD  POR DAÑOS AMBIENTALES  

Aquel que mediante el uso o aprovechamiento de un bien o en el ejercicio de una 
actividad pueda producir un daño al ambiente, a la calidad de vida de las personas, a 
la salud humana o al patrimonio, está obligado a asumir los costos que se deriven de 
las medidas de prevención y mitigación de daño, así como los relativos a la vigilancia y 
monitoreo de la actividad y de las medidas de prevención y mitigación adoptadas.

Se denomina daño ambiental a todo menoscabo material que sufre el ambiente y/o 
alguno de sus componentes, que puede ser causado contraviniendo o no disposición 
jurídica, y que genera efectos negativos actuales o potenciales.

La Responsabilidad Civil, entonces, será concebida como “una consecuencia jurídica 
patrimonial a la que se somete un sujeto por el hecho de haber asumido voluntariamente o 
por imperio de la ley, una obligación.

La Responsabilidad Civil es una institución que se presenta yuxtapuesto a un deber 
y por tanto persigue garantizar una adecuada satisfacción de un sujeto acreedor 
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(contractual o extra-contractual). Cuando se asume un deber jurídico, sea de forma 
voluntaria o involuntaria, se busca lograr la plena satisfacción de la necesidad del sujeto 
acreedor mediante el desarrollo de una prestación, la que se concibe como una “conducta 
orientada a cubrir una necesidad”. Dicha prestación implica una afectación patrimonial 
en la situación jurídica deudora, en tanto el bien (corpóreo, incorpóreo o servicio) egresa 
de su esfera patrimonial, es por ello que podemos afirmar que en todo cumplimiento 
obligacional existe un deber (comportamiento comprometido que implica una situación 
jurídica de desventaja) y una responsabilidad (en tanto consecuencia patrimonial por 
haber asumido una obligación).

En la Doctrina no existe unanimidad respecto a las funciones de la Responsabilidad 
Civil, es así que algunos sostienen que la Responsabilidad persigue “resarcir el daño”, 
otros sostienen que “busca reparar el perjuicio”, entre otras posibilidades.

a) 	 La función satisfactoria: Que busca lograr la adecuada satisfacción del acreedor 
mediante el cumplimiento de la prestación convenida o una justa y equitativa pres-
tación indemnizatoria.

b) 	 La función de equivalencia: Que es aquella que postula la existencia de una ade-
cuada equivalencia patrimonial entre la prestación debida o indemnizatoria y lo que 
egresa del patrimonio del deudor.

c) 	 La función redistributiva: Que se presenta sólo en aquellas situaciones dañosas y 
que explica el traslado del peso económico del daño de la víctima al causante me-
diante la aplicación de los factores atributivos de responsabilidad.

Daño: Es el menoscabo o detrimento que sufre un sujeto en su interés jurídicamente 
tutelado por el obrar de otro. El presente interés conculcado puede ser uno de carácter 
patrimonial o no patrimonial, según la implicancia de la violación. Los daños para ser 
objeto de indemnización requieren cumplir cuatro requisitos: a) que el daño sea cierto; 
b) que exista una relación diádica; c) que el daño sea subsistente y d) que el daño sea 
injusto.

Debemos tener presente que los hechos antijurídicos ambientales pueden suscitarse 
dentro del marco de la responsabilidad por inejecución de obligaciones como en el contexto 
de la responsabilidad civil extracontractual. En el segundo de los casos nos encontramos 
ante los casos más frecuentes en los que se perjudica el equilibrio ecológico y el ambiente 
saludable. Tales hechos afectan no sólo el interés particular de una víctima sino también 
aquel que corresponde a la generalidad de los sujetos dado que en el presente caso se 
suscita un perjuicio a un interés difuso (que es aquel que corresponde a un conjunto de 
sujetos no individualizados).

El hecho antijurídico puede ser un hecho ilícito, uno abusivo o uno nocivo. En el caso de 
los hechos ilícitos estamos ante aquellos que implican la realización de un comportamiento 
doloso o culposo contrario a la ley, el orden público y las buenas costumbres.

3.9. LEGITIMIDAD PARA OBRAR  

La legitimidad para obrar está referida a los sujetos que, ya sea en la posición de 
demandantes o de demandados, la ley autoriza a formular una pretensión determinada o a 
contradecirla, o a ser llamados al proceso para hacer posible una declaración de certeza 
eficaz o a intervenir en el proceso por asistentes un interés en su resultado.



ROXANA ELIZABETH BECERRA URBINA 209

La legitimidad para obrar no tiene dos aspectos: la legitimidad activa y la legitimidad 
pasiva, que corresponde, la una, a la parte que sostiene la pretensión y, la otra, a la parte 
contradictoria. Mención especial merece la legitimidad para la intervención de terceros 
por sus particulares características, aunque en la mayoría de los casos terceros terminen 
integrándose en la legitimidad activa o pasiva.

Cualquier persona, natural o jurídica, está legitimada para ejercer la acción a que 
se refiere la presente Ley, contra quienes ocasionen o contribuyen a ocasionar un daño 
ambiental, de conformidad con lo establecido en el artículo III del Código Procesal Civil.

3.10. RESPONSABILIDAD OBJETIVA 

La responsabilidad derivada del uso o aprovechamiento de un bien ambientalmente 
riesgoso o peligroso; o del ejercicio de una actividad ambientalmente riesgosa o peligrosa, 
es objetiva. Esta responsabilidad obliga a reparar los daños ocasionados por el bien o 
actividad riesgosa, lo que conlleva a asumir los costos contemplados en el artículo 142º 
de la LGA, precedente, y los que correspondan a una justa y equitativa indemnización; los 
de la recuperación del ambiente afectado, así como los de la ejecución de las medidas 
necesarias para mitigar los efectos del daño y evitar que éste se vuelva a producir.

3.11. RESPONSABILIDAD SUBJETIVA  

La responsabilidad en los casos no considerados en el artículo anterior es subjetiva. 
Esta responsabilidad sólo obliga al agente a asumir los costos derivados de una justa y 
equitativa indemnización y los de restauración del ambiente afectado en caso de mediar 
dolo o culpa. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde al agente.

3.12. CAUSAS  EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD 

No existirá responsabilidad en los siguientes supuestos:

A. Cuando concurran una acción u omisión dolosa de la persona que hubiera sufrido un 
daño resarcible de acuerdo con esta Ley;

B. Cuando el daño o el deterioro del medio ambiente tenga su causa exclusiva en un 
suceso inevitable o irresistible; y

C. Cuando el daño o el deterioro del medio ambiente haya sido causado por una acción 
y omisión no contraria a la normativa aplicable, que haya tenido lugar con el previo  
consentimiento  del perjudicado y con conocimiento por su parte del riesgo que co-
rría de sufrir alguna consecuencia dañosa derivada de tal o cual acción u omisión.

3.13. REPARACIÓN DEL DAÑO 
 
La reparación del daño ambiental consiste en el restablecimiento de la situación 

anterior al hecho lesivo al ambiente o sus componentes, y de la indemnización económica 
del mismo. De no ser técnica ni materialmente posible el restablecimiento, el juez deberá 
prever la realización de otras tareas de recomposición o mejoramiento del ambiente o de 
los elementos afectados. La indemnización tendrá por destino la realización de acciones 
que compensen los intereses afectados o que contribuyan a cumplir los objetivos 
constitucionales respecto del ambiente y los recursos naturales.
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3.14. GARANTÍAS

Tratándose de actividades ambientalmente riesgosas o peligrosas,  la  autoridad  
sectorial competente podrá exigir, a propuesta de la Autoridad Ambiental Nacional, 
un sistema de garantía que cubra las indemnizaciones que pudieran derivar por daños 
ambientales. Los compromisos de inversión ambiental se garantizan a fin de cubrir los 
costos de las medidas de rehabilitación para los períodos de operación de cierre, post 
cierre, constituyendo garantías a favor de la autoridad competente, mediante una o varias 
de las modalidades contempladas en la Ley del Sistema Financiero y del Sistema de 
Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros u otras que establezca 
la ley de la materia. Concluidas las medidas de rehabilitación, la autoridad competente 
procede, bajo responsabilidad, a la liberación de la garantía.

3.15. INFORME DE LA AUTORIDAD COMPETENTE SOBRE INFRACCIÓN DE LA 
NORMATIVA AMBIENTAL 

La formalización de la denuncia por los delitos tipificados en el Título Décimo Tercero 
del Libro Segundo del Código Penal, requerirá de las entidades sectoriales competentes 
opinión fundamentada por escrito sobre si se ha infringido la legislación ambiental. El 
informe será evacuado dentro de un plazo no mayor a 30 días. Si resultara competente en 
un mismo caso más de una entidad sectorial y hubiere discrepancias entre los dictámenes 
por ellas evacuados, se requerirá opinión dirimente y en última instancia administrativa al 
Consejo Nacional del Ambiente.

El fiscal debe merituará los informes de las autoridades sectoriales competentes o del 
Consejo Nacional del Ambiente según fuera el caso. Dichos informes deberán igualmente 
ser merituados por el juez o el tribunal al momento de expedir resolución.

En los casos en que el inversionista dueño o titular de una actividad productiva 
contare con programas específicos de adecuación y manejo ambiental – PAMA, esté 
poniendo en marcha dichos programas o ejecutándolos, o cuente con estudio de 
impacto ambiental, sólo se podrá dar inicio a la acción penal por los delitos tipificados 
en el Título XIII del Libro Segundo del Código Penal si se hubiere infringido la legislación 
ambiental por no ejecución de las pautas contenidas en dichos programas o estudios 
según corresponda.

3.16. RÉGIMEN DE INCENTIVOS 

Con el Régimen de Incentivos se busca promover las prácticas empresariales 
conducentes a prevenir y reducir en mayor medida los impactos negativos en el ambiente. 
Constituyen conductas objeto de incentivo:

a) 	 Las medidas o procesos implementados voluntariamente por las empresas para 
prevenir o reducir la contaminación ambiental y la degradación de los recursos 
naturales en mayor medida a lo exigido en la normatividad vigente, los instrumentos 
de gestión ambiental o los mandatos dictados por la autoridad competente.

b) 	 Las medidas de producción limpia implementadas por las empresas para incre-
mentar la eficiencia ecológica, manejar racionalmente los recursos naturales y re-
ducir los riesgos sobre la población y el ambiente.
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Todas ellas conductas más allá de lo exigido por la normatividad aplicable o la autoridad 
competente y que responda a los objetivos de protección ambiental contenidos en la 
Política Nacional, Regional, Local o Sectorial, según corresponda.

Los incentivos constituyen beneficios que permiten fomentar la producción limpia y la 
implementación de medidas o procesos destinados a prevenir o reducir en mayor medida 
impactos negativos en el ambiente.

El otorgamiento de incentivos se realiza en el marco de lo establecido en el artículo 112° 
de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. De manera enunciativa, 
son modalidades de incentivos las siguientes a) Incentivos honoríficos, tales como: (i) La 
incorporación en el ranking de empresas que lograron una mayor prevención o reducción 
de impactos negativos en el ambiente. (ii) El otorgamiento de certificaciones a aquellos 
administrados que estén inscritos en el Registro de Buenas Prácticas Ambientales y, 
además, introduzcan mejoras en su desempeño ambiental. b) Incentivo económico a través 
del otorgamiento de bonos de descuento sobre multas.

Para conceder los incentivos previstos en la presente norma, la entidad de fiscalización 
ambiental competente tomará en cuenta los siguientes criterios: a) La innovación tecnológica 
de los procesos o medidas implementadas. b) La sostenibilidad y la posibilidad de replicar 
las medidas o procesos implementados.  c) El alcance de los beneficios generados a 
favor de la sociedad por las medidas o procesos implementados. d) La magnitud de los 
perjuicios y daños ambientales evitados por las medidas o procesos implementados. e) 
Mejora o recuperación de ambientes degradados.
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CAPÍTULO SETIMO: 
CIENCIA, TECNOLOGÍA Y EDUCACIÓN AMBIENTAL

Se considera la educación ambiental como el proceso que le permite al individuo 
comprender las relaciones de interdependencia con su entorno, a partir del conocimiento 
reflexivo y crítico de su realidad biofísica, social, política, económica y cultural. Este proceso 
debe generar en su comunidad actitudes de valoración y respeto por el ambiente, y de esta 
manera, propiciar un mejoramiento de la calidad de vida, en una concepción de desarrollo 
humano que satisfaga las necesidades de las generaciones presentes, asegurando el 
bienestar de las generaciones futuras.

La Educación Ambiental busca conocer bien lo que te rodea, la naturaleza, los ciclos de 
materia y energía, los procesos químicos y físicos que implica. Es decir, es ciencia en su 
estado más amplio, y mucho más. Por eso el educador ambiental no es solo un científico, 
es algo más. Es una persona multidisciplinar, que saber anexionar todo un mundo científico, 
con el social, con el cultural y económico. Es decir, es un puente perfecto para unir esos dos 
mundos que tanto se repelen, la ciencia y las letras.

El estudio del medio ambiente puede remontarse tan lejos como a unos 300 años a.C., 
a partir de los escritos de un discípulo de Aristóteles (padre de la Biología), Theophrastus, 
sobre las relaciones entre los organismos y el ambiente.  La palabra “ecología”, sin embargo, 
fue utilizada por primera vez por Ernest Haeckel en 1869 para describir el estudio científico 
de las interacciones entre los organismos y su medio ambiente: “... la investigación de todas 
las relaciones de los animales con el medio ambiente inorgánico y orgánico, incluyendo 
sobre todo las relaciones positivas y negativas con aquellos animales y plantas con los que 
interactúa directa o indirectamente, es la Ecología...”.

La educación ambiental es muy importante porque cuidar el ambiente es cuidar la 
vida. En la medida en que protejamos nuestro ambiente inmediato, podemos conservar 
nuestro país y nuestro planeta y garantizar un legado de supervivencia para las futuras 
generaciones. Hoy en día es común hablar sobre la necesidad de conservar y hacer 
mejor uso de nuestros recursos, porque cumplen una función vital para satisfacer nuestras 
necesidades básicas.

El ambiente es de todos, por ello los seres humanos debemos cuidarlo, mejorarlo y 
preservarlo para así tener un presente y un futuro mejor. Siendo la educación ambiental 
responsabilidad de todos.
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Según la LGA la investigación científica y tecnológica está orientada, en forma prioritaria, a:

A. 	 proteger la salud ambiental, 
B. 	 optimizar el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y 
C. 	 prevenir el deterioro ambiental, tomando en cuenta el manejo de los fenómenos y 

factores que ponen en riesgo el ambiente; 
D. 	 aprovechamiento de la biodiversidad, 
E. 	 realización y actualización de los inventarios de recurso naturales y 
F. 	 producción limpia y 
G. 	determinación de los indicadores de calidad ambiental.

Correspondiendo al Estado y a las universidades, públicas y privadas, en cumplimiento 
de sus respectivas funciones y roles, promover:

A. 	 La investigación y el desarrollo científico y tecnológico en materia ambiental.
B. 	 La investigación y sistematización de las tecnologías tradicionales.
C. 	 La generación de tecnologías ambientales.
D. 	 La formación de capacidades humanas ambientales en la ciudadanía.
E. 	 El interés y desarrollo por la investigación sobre temas ambientales en la niñez y 

juventud.
F. 	 La transferencia de tecnologías limpias.
G. 	La diversificación y competitividad de la actividad pesquera, agraria, forestal y otras 

actividades económicas prioritarias.

Se prioriza que el Estado a través de los organismos competentes de ciencia y tecnología, 
aplique  recursos  orientados  a  la  formación  de  profesionales  y  técnicos  para  la 
realización  de estudios científicos y tecnológicos en materia ambiental y el desarrollo de 
tecnologías limpias, principalmente bajo el principio de prevención de contaminación.

De otro lado se crea una red o registro de las investigaciones realizadas en materia 
ambiental, el cual debe estar a disposición del público, además se promoverá el despliegue 
de redes ambientales.

El Estado fomenta la investigación, recuperación y transferencia de los conocimientos 
y las tecnologías tradicionales, como expresión de su cultura y manejo de los recursos 
naturales.

1.1. POLÍTICA NACIONAL DE EDUCACIÓN AMBIENTAL 

La educación ambiental se convierte en un proceso educativo integral, que se da en 
toda la vida del individuo, y que busca generar en éste los conocimientos, las actitudes, los 
valores y las prácticas, necesarios para desarrollar sus actividades en forma ambientalmente 
adecuada, con miras a contribuir al desarrollo sostenible del país.

El Ministerio de Educación y la Autoridad Ambiental Nacional coordinan con las diferentes 
entidades del estado en materia ambiental y la sociedad civil para formular la política 
nacional de educación ambiental, cuyo cumplimiento es obligatorio para los procesos de 
educación y comunicación desarrollados por entidades que tengan su ámbito de acción en 
el territorio nacional, y que tiene como lineamientos orientadores:
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A. 	 El desarrollo de una cultura ambiental constituida sobre una comprensión integrada 
del ambiente en sus múltiples y complejas relaciones, incluyendo lo político, social, 
cultural, económico, científico y tecnológico.

B. 	 La transversalidad de la educación ambiental, considerando su integración en to-
das las expresiones y situaciones de la vida diaria.

C. 	 Estímulo de conciencia crítica sobre la problemática ambiental.
D. 	 Incentivo a la participación ciudadana, a todo nivel, en la preservación y uso soste-

nible de los recursos naturales y el ambiente.
E. 	 Complementariedad de los diversos pisos ecológicos y regiones naturales en la 

construcción de una sociedad ambientalmente equilibrada.
F. 	 Fomento y estímulo a la ciencia y tecnología en el tema ambiental.
G. 	Fortalecimiento de la ciudadanía ambiental con pleno ejercicio, informada y respon-

sable, con deberes y derechos ambientales.
H. 	Desarrollar programas de educación ambiental, como base para la adaptación e 

incorporación de materias y conceptos ambientales, en forma transversal, en los 
programas educativos formales y no formales de los diferentes niveles.

I. 	 Presentar anualmente un informe sobre las acciones, avances y resultados de los 
programas de educación ambiental.

2. DIFUSIÓN DE LA LEY EN EL SISTEMA EDUCATIVO Y PAPEL DE LOS MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN 

El Estado, a través del Sector Educación, en coordinación con otros sectores, difunde la 
presente Ley en el sistema educativo, expresado en actividades y contenidos transversales 
orientados a la conservación y uso racional del ambiente y los recursos naturales, así como 
de patrones de conducta y consumo adecuados a la realidad ambiental nacional, regional 
y local.

Los medios de comunicación social del Estado y los privados en aplicación de los 
principios contenidos en la presente Ley, fomentan y apoyan las acciones tendientes a su 
difusión, con miras al mejoramiento ambiental de la sociedad.
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Capitulo Octavo: 
TEXTO DE LA LEY GENERAL DEL AMBIENTE

Ley Nº 28611 – Ley General del Ambiente
(13 octubre del 2005) 

TÍTULO PRELIMINAR: DERECHOS Y PRINCIPIOS

Artículo I.- Del derecho y deber fundamental

Toda persona tiene el derecho irrenunciable a vivir en un ambiente saludable, equilibrado 
y adecuado para el pleno desarrollo de la vida; y el deber de contribuir a una efectiva 
gestión ambiental y de proteger el ambiente, así como sus componentes, asegurando 
particularmente la salud de las personas en forma individual y colectiva, la conservación 
de la diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y el 
desarrollo sostenible del país.

Artículo II.- Del derecho de acceso a la información

Toda persona tiene el derecho a acceder adecuada y oportunamente a la información 
pública sobre las políticas, normas, medidas, obras y actividades que pudieran afectar, 
directa o indirectamente el ambiente, sin necesidad de invocar justificación o interés que 
motive tal requerimiento.

Toda persona está obligada a proporcionar adecuada y oportunamente a las autoridades 
la información que éstas requieran para una efectiva gestión ambiental, conforme a Ley.

Artículo III.- Del derecho a la participación en la gestión ambiental

Toda persona tiene el derecho a participar responsablemente en los procesos de toma 
de decisiones, así como en la definición y aplicación de las políticas y medidas relativas al 
ambiente y sus componentes, que se adopten en cada uno de los niveles de gobierno. El 
Estado concerta con la sociedad civil las decisiones y acciones de la gestión ambiental.

Artículo IV.- Del derecho de acceso a la justicia ambiental

Toda persona tiene el derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva, ante las entidades 
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administrativas y jurisdiccionales, en defensa del ambiente y de sus componentes, velando 
por la debida protección de la salud de las personas en forma individual y colectiva, la 
conservación de la diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales, así como la conservación del patrimonio cultural vinculado a aquellos.

Se puede interponer acciones legales aun en los casos en que no se afecte el interés 
económico del accionante. El interés moral legitima la acción aun cuando no se refiera 
directamente al accionante o a su familia.

Artículo V.- Del principio de sostenibilidad

La gestión del ambiente y de sus componentes, así como el ejercicio y la protección de 
los derechos que establece la presente Ley, se sustentan en la integración equilibrada de 
los aspectos sociales, ambientales y económicos del desarrollo nacional, así como en la 
satisfacción de las necesidades de las actuales y futuras generaciones.

Artículo VI.- Del principio de prevención

La gestión ambiental tiene como objetivos prioritarios prevenir, vigilar y evitar la degradación 
ambiental. Cuando no sea posible eliminar las causas que la generan, se adoptan las medidas 
de mitigación, recuperación, restauración o eventual compensación, que correspondan.

Artículo VII.- Del principio precautorio

Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza absoluta no debe 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces y eficientes para 
impedir la degradación del ambiente.

Artículo VIII.- Del principio de internalización de costos

Toda persona natural o jurídica, pública o privada, debe asumir el costo de los riesgos 
o daños que genere sobre el ambiente.

El costo de las acciones de prevención, vigilancia, restauración, rehabilitación, 
reparación y la eventual compensación, relacionadas con la protección del ambiente y de 
sus componentes de los impactos negativos de las actividades humanas debe ser asumido 
por los causantes de dichos impactos.

Artículo IX.- Del principio de responsabilidad ambiental

El causante de la degradación del ambiente y de sus componentes, sea una persona 
natural o jurídica, pública o privada, está obligado a adoptar inexcusablemente las medidas 
para su restauración, rehabilitación o reparación según corresponda o, cuando lo anterior 
no fuera posible, a compensar en términos ambientales los daños generados, sin perjuicio 
de otras responsabilidades administrativas, civiles o penales a que hubiera lugar.

Artículo X.- Del principio de equidad

El diseño y la aplicación de las políticas públicas ambientales deben contribuir a 
erradicar la pobreza y reducir las inequidades sociales y económicas existentes; y al 
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desarrollo económico sostenible de las poblaciones menos favorecidas. En tal sentido, el 
Estado podrá adoptar, entre otras, políticas o programas de acción afirmativos, entendidos 
como el conjunto coherente de medidas de carácter temporal dirigidas a corregir la 
situación de los miembros del grupo al que están destinadas, en un aspecto o varios de su 
vida social o económica, a fin de alcanzar la equidad efectiva.

Artículo XI.- Del principio de gobernanza ambiental

El diseño y aplicación de las políticas públicas ambientales se rigen por el principio de 
gobernanza ambiental, que conduce a la armonización de las políticas, instituciones, normas, 
procedimientos, herramientas e información de manera tal que sea posible la participación 
efectiva e integrada de los actores públicos y privados, en la toma de decisiones, manejo 
de conflictos y construcción de consensos, sobre la base de responsabilidades claramente 
definidas, seguridad jurídica y transparencia.

TITULO I: 
POLÍTICA NACIONAL DEL AMBIENTE Y GESTIÓN AMBIENTAL

CAPÍTULO 1: ASPECTOS GENERALES

Artículo 1°.- Del objetivo

La presente Ley es la norma ordenadora del marco normativo legal para la gestión 
ambiental en el Perú. Establece los principios y normas básicas para asegurar el efectivo 
ejercicio del derecho a un ambiente saludable, equilibrado y adecuado para el pleno 
desarrollo de la vida, así como el cumplimiento del deber de contribuir a una efectiva 
gestión ambiental y de proteger el ambiente, así como sus componentes, con el objetivo de 
mejorar la calidad de vida de la población y lograr el desarrollo sostenible del país.

Artículo 2°.- Del ámbito

2.1	 Las disposiciones contenidas en la presente Ley, así como en sus normas com-
plementarias y reglamentarias son de obligatorio cumplimiento para toda per-
sona natural o jurídica, pública o privada, dentro del territorio nacional, el cual 
comprende el suelo, subsuelo, el dominio marítimo, lacustre, hidrológico e hidro-
geológico y el espacio aéreo.

2.2	 La presente Ley regula las acciones destinadas a la protección del ambiente 
que deben adoptarse en el  desarrollo de todas las actividades humanas. La 
regulación de las actividades productivas y el aprovechamiento de los recursos 
naturales se rigen por sus respectivas leyes, debiendo aplicarse la presente Ley 
en lo que concierne a las políticas, normas e instrumentos de gestión ambiental.

2.3	 Entiéndase, para los efectos de la presente Ley, que toda mención hecha al “am-
biente” o a “sus componentes”, comprende a los elementos físicos, químicos y 
biológicos de origen natural o antropogénico que en forma individual o asociada, 
conforman el medio en el que se desarrolla la vida,  siendo los factores que  ase-
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guran  la  salud  individual  y  colectiva  de  las  personas  y  la conservación de 
los recursos naturales, la diversidad biológica y el patrimonio cultural asociado a 
ellos, entre otros.

Artículo 3°.- Del rol del Estado en materia ambiental

El Estado, a través de sus entidades y órganos correspondientes, diseña y aplica 
las políticas, normas, instrumentos, incentivos y sanciones que sean necesarios para 
garantizar el efectivo ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones y 
responsabilidades contenidas en la presente Ley.

Artículo 4°.- De la tributación y el ambiente

El diseño del marco tributario nacional considera los objetivos de la Política Nacional 
Ambiental, promoviendo particularmente, conductas ambientalmente responsables, 
modalidades de producción y consumo responsable de bienes y servicios, la conservación, 
aprovechamiento sostenible y recuperación de los recursos naturales, así como el desarrollo 
y uso de tecnologías apropiadas y de prácticas de producción limpia en general.

Artículo 5°.- Del Patrimonio de la Nación

Los recursos naturales constituyen Patrimonio de la Nación. Su protección y conservación 
pueden ser invocadas como causa de necesidad pública, conforme a ley.

Artículo 6°.- De las limitaciones al ejercicio de derechos

El ejercicio de los derechos de propiedad y a la libertad de trabajo, empresa, comercio 
e industria, están sujetos a las limitaciones que establece la ley en resguardo del ambiente.

Artículo 7°.- Del carácter de orden público de las normas ambientales

7.1	 Las normas ambientales, incluyendo las normas en materia de salud ambiental y 
de conservación de la diversidad biológica y los demás recursos naturales son 
de orden público. Es nulo todo pacto en contra de lo establecido en dichas nor-
mas legales.

7.2	 El diseño, aplicación, interpretación e integración de las normas señaladas en 
el párrafo anterior, de carácter nacional, regional y local, se realizan siguiendo 
los principios, lineamientos y normas contenidas en la presente Ley y, en forma 
subsidiaria, en los principios generales del derecho.

 
CAPÍTULO 2: POLÍTICA NACIONAL DEL AMBIENTE

Artículo 8°.- De la Política Nacional del Ambiente

8.1	 La Política Nacional del Ambiente constituye el conjunto de lineamientos, objeti-
vos, estrategias, metas, programas e instrumentos de carácter público, que tie-
ne como propósito definir y orientar el accionar de  las entidades del gobierno 
nacional, regional y local; y del sector privado y de la sociedad civil, en materia 
ambiental.
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8.2	 Las políticas y normas ambientales de carácter nacional, sectorial, regional y 
local se diseñan y aplican de conformidad con lo establecido en la Política Nacio-
nal del Ambiente y deben guardar concordancia entre sí.

8.3	 La Política Nacional del Ambiente es parte integrante del proceso estratégico de 
desarrollo del país. Es aprobada por Decreto Supremo refrendado por el Presi-
dente del Consejo de Ministros. Es de obligatorio  cumplimiento.

Artículo 9°.- Del objetivo

La Política Nacional del Ambiente tiene por objetivo mejorar la calidad de vida de las 
personas, garantizando la existencia de ecosistemas saludables, viables y funcionales 
en el largo plazo; y el desarrollo sostenible del país, mediante la prevención, protección 
y recuperación del ambiente y sus componentes, la conservación y el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, de una manera responsable y congruente con el 
respeto de los derechos fundamentales de la persona.

Artículo 10°.- De la vinculación con otras políticas públicas

Las políticas de Estado integran las políticas ambientales con las demás políticas públicas. 
En tal sentido, los procesos de planificación, decisión y ejecución de políticas públicas en 
todos los niveles de gobierno, incluyendo las sectoriales, incorporan obligatoriamente los 
lineamientos de la Política Nacional del Ambiente.

Artículo 11°.- De los lineamientos ambientales básicos de las políticas públicas

Sin perjuicio del contenido específico de la Política Nacional del Ambiente, el diseño y 
aplicación de las políticas públicas consideran los siguientes lineamientos:

a.	 El respeto de la dignidad humana y la mejora continua de la calidad de vida de la 
población, asegurando una protección adecuada de la salud de las personas.

b.	 La prevención de riesgos y daños ambientales, así como la prevención y el control 
de la contaminación ambiental, principalmente en las fuentes emisoras. En particu-
lar, la promoción del desarrollo y uso de tecnologías, métodos, procesos y prácticas 
de producción, comercialización y disposición final más limpias.

c.	 El aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, incluyendo la conserva-
ción de la diversidad biológica, a través de la protección y recuperación de los 
ecosistemas, las especies y su patrimonio genético. Ninguna consideración o cir-
cunstancia puede legitimar o excusar acciones que pudieran amenazar o generar 
riesgo de extinción de cualquier especie, subespecie o variedad de flora o fauna.

d.	 El desarrollo sostenible de las zonas urbanas y rurales, incluyendo la conservación 
de las áreas agrícolas periurbanas y la prestación ambientalmente sostenible de 
los servicios públicos, así como la conservación de los patrones culturales, conoci-
mientos y estilos de vida de las comunidades tradicionales y los pueblos indígenas.

e.	 La promoción efectiva de la educación ambiental y de una ciudadanía ambiental 
responsable, en todos los niveles, ámbitos educativos y zonas del territorio nacional.
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f.	 El fortalecimiento de la gestión ambiental, por lo cual debe dotarse a las autorida-
des de recursos, atributos y condiciones adecuados para el ejercicio de sus funcio-
nes. Las autoridades ejercen sus funciones conforme al carácter transversal de la 
gestión ambiental, tomando en cuenta que las cuestiones y problemas ambientales 
deben ser considerados y asumidos integral

 
e	  intersectorialmente y al más alto nivel, sin eximirse de tomar en consideración o de 

prestar su concurso a la protección del ambiente incluyendo la conservación de los 
recursos naturales.

g.	 La articulación e integración de las políticas y planes de lucha contra la pobreza, 
asuntos comerciales, tributarios y de competitividad del país con los objetivos de la 
protección ambiental y el desarrollo sostenible.

h.	 La información científica, que es fundamental para la toma de decisiones en materia 
ambiental.

i.	 El desarrollo de toda actividad empresarial debe efectuarse teniendo en cuenta la 
implementación de políticas de gestión ambiental y de responsabilidad social.

Artículo 12°.- De la política exterior en materia ambiental

Sin perjuicio de lo establecido en la Constitución Política, en la legislación vigente y en 
las políticas nacionales, la Política Exterior del Estado en materia ambiental se rige por los 
siguientes lineamientos:

a.	 La promoción y defensa de los intereses del Estado, en armonía con la Política Na-
cional Ambiental, los principios establecidos en la presente Ley y las demás normas 
sobre la materia.

b.	 La generación de decisiones multilaterales para la adecuada implementación de 
los mecanismos identificados en los acuerdos internacionales ambientales ratifica-
dos por el Perú.

c.	 El respeto a la soberanía de los Estados sobre sus respectivos territorios para con-
servar, administrar, poner en valor y aprovechar sosteniblemente sus propios recur-
sos naturales y el patrimonio cultural asociado, así como para definir sus niveles 
de protección ambiental y las medidas más apropiadas para asegurar la efectiva 
aplicación de su legislación ambiental.

d.	 La consolidación del reconocimiento internacional del Perú como país de origen y 
centro de diversidad genética.

e.	 La promoción de estrategias y acciones internacionales que aseguren un adecua-
do acceso a los recursos genéticos y a los conocimientos tradicionales respetando 
el procedimiento del consentimiento fundamentado previo y autorización de uso; 
las disposiciones legales sobre patentabilidad de productos relacionados a su uso, 
en especial en lo que respecta al certificado de origen y de legal procedencia; y, 
asegurando la distribución equitativa de los beneficios.



ROXANA ELIZABETH BECERRA URBINA 223

f.	 La realización del principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas de 
los estados y de los demás principios contenidos en la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo.

g.	 La búsqueda de soluciones a los problemas ambientales globales, regionales y 
subregionales mediante negociaciones internacionales destinadas a movilizar recur-
sos externos, promover el desarrollo del capital social, el desarrollo del conocimiento, 
la facilitación de la transferencia tecnológica y el fomento de la competitividad, el 
comercio y los econegocios, para alcanzar el desarrollo sostenible de los estados.

h.	 La cooperación internacional destinada al manejo sostenible de los recursos natu-
rales y a mantener las condiciones de los ecosistemas y del ambiente a nivel trans-
fronterizo y más allá de las zonas donde el Estado ejerce soberanía y jurisdicción, 
de conformidad con el derecho internacional. Los recursos naturales transfronte-
rizos se rigen por los tratados sobre la materia o en su defecto por la legislación 
especial. El Estado promueve la gestión integrada de estos recursos y la realización 
de alianzas estratégicas en tanto supongan el mejoramiento de las condiciones de 
sostenibilidad y el respeto de las normas ambientales nacionales.

i.	 Cooperar en la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica marina en zonas 
más allá de los límites de la jurisdicción nacional, conforme al derecho internacional.

j.	 El establecimiento, desarrollo y promoción del derecho internacional ambiental.

CAPÍTULO 3: GESTIÓN AMBIENTAL

Artículo 13°.- Del concepto

13.1 	 La gestión ambiental es un proceso permanente y continuo, constituido  por  el  
conjunto estructurado de principios, normas técnicas, procesos y actividades, 
orientado a administrar los intereses, expectativas y recursos relacionados con 
los objetivos de la política ambiental y alcanzar así, una mejor calidad de vida y el 
desarrollo integral de la población, el desarrollo de las actividades económicas y 
la conservación del patrimonio ambiental y natural del país.

13.2 	 La gestión ambiental se rige por los principios establecidos en la presente Ley y 
en las leyes y otras normas sobre la materia.

Artículo 14°.- Del Sistema Nacional de Gestión Ambiental

14.1 	 El Sistema Nacional de Gestión Ambiental tiene a su cargo la integración fun-
cional y territorial de la política, normas e instrumentos de gestión, así como las 
funciones públicas y relaciones de coordinación de las instituciones del Estado y 
de la sociedad civil, en materia ambiental.

14.2 	 El Sistema Nacional de Gestión Ambiental se constituye sobre la base de las 
instituciones estatales, órganos y oficinas de los distintos ministerios, organismos 
públicos descentralizados e instituciones públicas a nivel nacional, regional y 
local que ejercen competencias y funciones sobre el ambiente y los recursos 
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naturales; así como por los Sistemas Regionales y Locales de Gestión Ambiental, 
contando con la participación del sector privado y la sociedad civil.

14.3 	 La Autoridad Ambiental Nacional es el ente rector del Sistema Nacional de Gestión Ambiental.

Artículo 15°.- De los sistemas de gestión ambiental

El Sistema Nacional de Gestión Ambiental integra los sistemas de gestión pública en 
materia ambiental, tales como los sistemas sectoriales, regionales y locales de gestión 
ambiental; así como otros sistemas específicos relacionados con la aplicación de 
instrumentos de gestión ambiental.

Artículo 16°.- De los instrumentos

16.1 	 Los instrumentos de gestión ambiental son mecanismos orientados a la ejecución 
de la política ambiental, sobre la base de los principios establecidos en la pre-
sente Ley, y en lo señalado en sus normas complementarias y reglamentarias.

16.2 	 Constituyen medios operativos que son diseñados, normados y aplicados con 
carácter funcional o complementario, para efectivizar el cumplimiento de la Políti-
ca Nacional Ambiental y las normas ambientales que rigen en el país.

Artículo 17°.- De los tipos de instrumentos

17.1 	 Los instrumentos de gestión ambiental podrán ser de planificación, promoción, 
prevención, control,   corrección, información, financiamiento, participación, fis-
calización, entre otros, rigiéndose por sus normas legales respectivas y los prin-
cipios contenidos en la presente Ley.

17.2 	 Se entiende  que  constituyen  instrumentos  de  gestión  ambiental,  los  sistemas  
de  gestión ambiental, nacional, sectoriales, regionales o locales; el ordenamiento 
territorial ambiental; la evaluación del impacto ambiental; los Planes de Cierre; los 
Planes de Contingencias; los estándares  nacionales  de  calidad  ambiental;   la   
certificación   ambiental,   las   garantías ambientales; los sistemas de información  
ambiental;  los  instrumentos  económicos,  la contabilidad ambiental, estrategias, 
planes y programas de prevención, adecuación, control y remediación; los meca-
nismos de participación ciudadana; los planes integrales de gestión de residuos;  
los instrumentos orientados a conservar los recursos naturales; los instrumentos 
de fiscalización  ambiental y sanción; la clasificación de especies, vedas y áreas 
de protección y conservación; y, en  general, todos aquellos orientados al cumpli-
miento  de  los  objetivos señalados en el artículo precedente.

17.3 	 El Estado debe asegurar la coherencia y la complementariedad en el diseño y 
aplicación de los instrumentos de gestión ambiental.

Artículo 18°.- Del cumplimiento de los instrumentos
 
En el diseño y aplicación de los instrumentos de gestión ambiental se incorporan 

los mecanismos para asegurar su cumplimiento incluyendo, entre otros, los plazos y el 
cronograma de inversiones ambientales, así como los demás programas y compromisos.
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Artículo 19°.- De la planificación y del ordenamiento territorial ambiental

19.1 	 La planificación sobre el uso del territorio es un proceso de anticipación y toma 
de decisiones relacionadas con las acciones futuras en el territorio, el cual incluye 
los instrumentos, criterios y aspectos para su ordenamiento ambiental.

19.2 	 El ordenamiento territorial ambiental es un instrumento que forma parte  de  la  
política  de ordenamiento territorial. Es un proceso técnico-político orientado a la 
definición de criterios e indicadores ambientales que  condicionan la  asignación  
de  usos  territoriales  y  la ocupación ordenada del territorio.

Artículo 20°.- De los objetivos de la planificación y el ordenamiento territorial

La planificación y el ordenamiento territorial tienen por finalidad complementar la 
planificación económica, social y ambiental con la dimensión territorial, racionalizar las 
intervenciones sobre el territorio y orientar su conservación y aprovechamiento sostenible. 
Tiene los siguientes objetivos:

a.	 Orientar la formulación, aprobación y aplicación de políticas nacionales, secto-
riales, regionales y locales en materia de gestión ambiental y uso sostenible de 
los recursos naturales y la ocupación ordenada del territorio, en concordancia 
con las características y potencialidades de los ecosistemas, la conservación 
del ambiente, la preservación del patrimonio cultural y el bienestar de la pobla-
ción.

b.	 Apoyar el fortalecimiento de capacidades de las autoridades correspondientes 
para conducir la gestión de los espacios y los recursos naturales de su jurisdicción, 
promoviendo la participación ciudadana y fortaleciendo a las organizaciones de la 
sociedad civil involucradas en dicha tarea.

c.	 Proveer información técnica y el marco referencial para la toma de decisiones sobre 
la ocupación del territorio y el aprovechamiento de los recursos naturales; así como 
orientar, promover y potenciar la inversión pública y privada; sobre la base del prin-
cipio de sostenibilidad.

d.	 Contribuir a consolidar e impulsar los procesos de concertación entre el Estado y 
los diferentes actores económicos y sociales, sobre la ocupación y el uso adecuado 
del territorio y el aprovechamiento de los recursos naturales, previniendo conflictos 
ambientales.

e.	 Promover la protección, recuperación y/o rehabilitación de los ecosistemas degra-
dados y frágiles.

f.	 Fomentar el desarrollo de tecnologías limpias y responsabilidad social.

Artículo 21°.- De la asignación de usos

La asignación de usos se basa en la evaluación de las potencialidades y limitaciones 
del territorio utilizando, entre otros, criterios físicos, biológicos, ambientales, sociales, 
económicos y culturales, mediante el proceso de zonificación ecológica y económica. 
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Dichos instrumentos constituyen procesos dinámicos y flexibles y están sujetos a la Política 
Nacional Ambiental.

Artículo 22°.- Del ordenamiento territorial ambiental y la descentralización

22.1 	 El ordenamiento territorial ambiental es un objetivo de la descentralización en ma-
teria de gestión ambiental. En el proceso de descentralización se prioriza la incor-
poración de la dimensión ambiental en el ordenamiento territorial de las regiones 
y en las áreas de jurisdicción local, como parte de sus respectivas estrategias de 
desarrollo sostenible.

22.2 	 El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Autoridad Ambiental Nacional y en coordina-
ción con los niveles descentralizados de gobierno, establece la política nacional 
en materia de ordenamiento territorial ambiental, la cual constituye referente obli-
gatorio de las políticas públicas en todos los niveles de gobierno.

 
22.3 	 Los gobiernos regionales y locales coordinan sus políticas de ordenamiento te-

rritorial, entre sí y con el gobierno nacional, considerando las propuestas que al 
respecto formule la sociedad civil.

Artículo 23°.- Del ordenamiento urbano y rural

23.1	 Corresponde a los gobiernos locales, en el marco de sus funciones y atribucio-
nes, promover, formular y ejecutar planes de ordenamiento urbano y rural, en 
concordancia con la Política Nacional Ambiental y con las normas urbanísticas 
nacionales, considerando el crecimiento planificado de las ciudades, así como 
los diversos usos del espacio de jurisdicción, de conformidad con la legislación 
vigente, los que son evaluados bajo criterios socioeconómicos y ambientales.

23.2	 Los gobiernos locales deben evitar que actividades o usos incompatibles, por 
razones ambientales, se desarrollen dentro de una misma zona o en zonas co-
lindantes dentro de sus jurisdicciones. También deben asegurar la preservación 
y la ampliación de las áreas verdes urbanas y periurbanas de que dispone la 
población.

23.3	 Las instalaciones destinadas a la fabricación, procesamiento o almacenamiento 
de sustancias químicas peligrosas o explosivas deben ubicarse en zonas indus-
triales, conforme a los criterios de la zonificación aprobada por los gobiernos 
locales.

Artículo 24°.- Del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental

24.1	 Toda actividad humana que implique construcciones, obras, servicios y otras ac-
tividades, así como las políticas, planes y programas públicos susceptibles de 
causar impactos ambientales de carácter significativo, está sujeta, de acuerdo 
a ley, al Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental – SEIA, el cual 
es administrado por la Autoridad Ambiental Nacional. La ley y su reglamento 
desarrollan los componentes del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto 
Ambiental.
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24.2	 Los proyectos o actividades que no están comprendidos en el Sistema Nacional 
de Evaluación de Impacto Ambiental, deben desarrollarse de conformidad con 
las normas de protección ambiental específicas de la materia.

Artículo 25°.- De los Estudios de Impacto Ambiental

Los Estudios de Impacto Ambiental – EIA, son instrumentos de gestión que contienen 
una descripción de la actividad propuesta y de los efectos directos o indirectos previsibles 
de dicha actividad en el medio ambiente físico y social, a corto y largo plazo, así como 
la evaluación técnica de los mismos. Deben indicar las medidas necesarias para evitar o 
reducir el daño a niveles tolerables e incluirá un breve resumen del estudio para efectos de 
su publicidad. La ley de la materia señala los demás requisitos que deban contener los EIA.

Artículo 26°.- De los Programas de Adecuación y Manejo Ambiental

26.1	 La autoridad ambiental competente puede establecer y aprobar Programas de 
Adecuación y Manejo  Ambiental – PAMA, para facilitar la adecuación de una 
actividad económica  a obligaciones  ambientales nuevas, debiendo asegurar 
su debido cumplimiento en plazos que establezcan las  respectivas normas, a 
través de objetivos de desempeño ambiental explícitos, metas y un cronograma  
de avance de cumplimiento, así como las medidas de prevención, control, miti-
gación, recuperación  y eventual compensación que corresponda. Los informes 
sustentatorios de la definición de plazos y medidas de adecuación, los informes 
de seguimiento y avances en el cumplimiento del PAMA, tienen carácter público 
y deben estar a disposición de cualquier persona interesada.

26.2	 El incumplimiento de las acciones definidas en los PAMA, sea durante su vigencia 
o al final de éste, se sanciona administrativamente, independientemente de las 
sanciones civiles o penales a que haya lugar.

Artículo 27°.- De los planes de cierre de actividades
 
Los titulares de todas  las actividades económicas  deben garantizar que al  cierre 

de actividades  o instalaciones no subsistan impactos ambientales negativos de carácter 
significativo, debiendo considerar tal aspecto al diseñar y aplicar los instrumentos de 
gestión ambiental que les correspondan de conformidad con el marco legal vigente. 
La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con las autoridades ambientales 
sectoriales, establece disposiciones específicas sobre el cierre, abandono, post- cierre y 
post-abandono de actividades o instalaciones, incluyendo el contenido de los respectivos 
planes y las condiciones que garanticen su adecuada aplicación.

Artículo 28°.- De la Declaratoria de Emergencia Ambiental

En caso de ocurrencia de algún daño ambiental súbito y significativo ocasionado por 
causas naturales o tecnológicas, el CONAM, en coordinación con el Instituto Nacional de 
Defensa Civil y el Ministerio de Salud u otras entidades con competencia ambiental, debe 
declarar la Emergencia Ambiental y establecer planes especiales en el marco de esta 
Declaratoria. Por ley y su reglamento se regula el procedimiento y la declaratoria de dicha 
Emergencia.
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Artículo 29°.- De las normas transitorias de calidad ambiental de carácter especial

La Autoridad Ambiental Nacional en coordinación con las autoridades competentes, 
puede dictar normas ambientales transitorias  de  aplicación  específica  en zonas 
ambientalmente  críticas o  afectadas  por desastres, con el propósito de contribuir a su 
recuperación o superar las situaciones de emergencia. Su establecimiento, no excluye 
la aprobación de otras normas, parámetros, guías o directrices, orientados a prevenir el 
deterioro ambiental, proteger la salud o la conservación de los recursos naturales y la 
diversidad biológica y no altera la vigencia de los ECA y LMP que sean aplicables.

Artículo 30°.- De los planes de descontaminación y el tratamiento de pasivos 
ambientales

30.1	 Los planes de descontaminación y de tratamiento de pasivos ambientales están 
dirigidos a remediar impactos ambientales originados por uno o varios proyectos 
de inversión o actividades, pasados o presentes. El Plan debe considerar su fi-
nanciamiento y las responsabilidades que correspondan a los titulares de las ac-
tividades contaminantes, incluyendo la compensación por los daños generados, 
bajo el principio de responsabilidad ambiental.

30.2	 Las entidades con competencias ambientales promueven y establecen planes 
de descontaminación y recuperación de ambientes degradados. La Autoridad 
Ambiental Nacional establece los criterios para la elaboración de dichos planes.

30.3	 La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con la Autoridad de Salud, 
puede proponer al Poder Ejecutivo el establecimiento y regulación de un sistema 
de derechos especiales que permita restringir las emisiones globales al nivel de 
las normas de calidad ambiental. El referido sistema debe tener en cuenta:

a)	 Los tipos de fuentes de emisiones existentes;
b)	 Los contaminantes específicos;
c)	 Los instrumentos y medios de asignación de cuotas;
d)	 Las medidas de monitoreo; y
e)	 La fiscalización del sistema y las sanciones que correspondan.

Artículo 31°.- Del Estándar de Calidad Ambiental

31.1	 El Estándar de Calidad Ambiental – ECA, es la medida que establece el nivel de 
concentración o del  grado de elementos, sustancias o parámetros físicos, quími-
cos y biológicos, presentes en el aire, agua o suelo, en su condición de cuerpo 
receptor, que no representa riesgo significativo para la salud de las  personas ni 
al ambiente. Según el parámetro en particular a que se refiera, la concentración 
o grado podrá ser expresada en máximos, mínimos o rangos.

31.2	 El ECA es obligatorio en el diseño de las normas legales y las políticas públicas. 
Es un referente obligatorio en el diseño y aplicación de todos los instrumentos de 
gestión ambiental.

 
31.3	 No se otorga la certificación ambiental establecida mediante la Ley del Sistema 

Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental, cuando el respectivo EIA conclu-
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ye que la implementación de la actividad implicaría el incumplimiento de algún 
Estándar de Calidad Ambiental. Los Programas de   Adecuación y Manejo  Am-
biental  también  deben  considerar  los  Estándares  de  Calidad Ambiental al 
momento de establecer los compromisos respectivos.

31.4	 Ninguna autoridad judicial o administrativa podrá hacer uso de los estándares 
nacionales de calidad ambiental, con el objeto de sancionar bajo forma alguna a 
personas jurídicas o naturales, a menos que se  demuestre que existe causalidad 
entre su actuación y la transgresión de dichos estándares. Las  sanciones deben 
basarse en el incumplimiento de obligaciones a cargo de las personas naturales 
o jurídicas, incluyendo las contenidas en los instrumentos de gestión ambiental.

Artículo 32°.- Del Límite Máximo Permisible

32.1	 El Límite Máximo Permisible – LMP, es la medida de la concentración o grado de 
elementos, sustancias o parámetros físicos, químicos y biológicos, que caracteri-
zan a un efluente o una emisión, que al ser excedida causa o puede causar daños 
a la salud, al bienestar humano y al ambiente. Su determinación corresponde al 
Ministerio del Ambiente. Su cumplimiento es exigible legalmente por el Ministerio 
del Ambiente y los organismos que conforman el Sistema Nacional de Gestión 
Ambiental. Los criterios para la determinación de la supervisión y sanción serán 
establecidos por dicho Ministerio. 181 

32.2	 El LMP guarda coherencia entre el nivel de protección ambiental establecido 
para una fuente determinada y los niveles generales que se establecen en los 
ECA. La implementación de estos instrumentos debe asegurar que no se exceda 
la capacidad de carga de los ecosistemas, de acuerdo con las normas sobre la 
materia.

Artículo 33°.- De la elaboración de ECA y LMP

33.1	 La Autoridad Ambiental Nacional dirige el proceso de elaboración y revisión de 
ECA y LMP y, en coordinación con los sectores correspondientes, elabora o en-
carga, las propuestas de ECA y LMP, los  que serán remitidos a la Presidencia del 
Consejo de Ministros para su aprobación mediante Decreto Supremo.

33.2	 La Autoridad Ambiental Nacional, en el proceso de elaboración de los ECA, LMP 
y otros estándares o parámetros para el control y la protección ambiental debe to-
mar en cuenta los establecidos por la Organización Mundial de la Salud (OMS) o 
de las entidades de nivel internacional especializadas en cada uno de los temas 
ambientales.

33.3	 La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con los sectores correspon-
dientes, dispondrá la aprobación y registrará la aplicación de estándares interna-
cionales o de nivel internacional en los casos que no existan ECA o LMP equiva-
lentes aprobados en el país.

181.	 Modificada por el Decreto Legislativo Nº 1055 (publicada el 27 de junio del 2008).
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33.4	 En el proceso de revisión de los parámetros de contaminación ambiental, con la 
finalidad de determinar nuevos niveles de calidad, se aplica el principio de la gra-
dualidad, permitiendo ajustes progresivos a dichos niveles para las actividades 
en curso.

Artículo 34°.- De los planes de prevención y de mejoramiento de la calidad ambiental

La Autoridad Ambiental Nacional coordina con las autoridades competentes, la 
formulación, ejecución y evaluación de los planes destinados a la mejora de la calidad 
ambiental o la prevención de daños irreversibles en zonas vulnerables o en las que se 
sobrepasen los ECA, y vigila según sea el caso, su fiel cumplimiento. Con tal fin puede 
dictar medidas cautelares que aseguren la aplicación de los señalados planes, o establecer 
sanciones ante el incumplimiento de una acción prevista en ellos, salvo que dicha acción 
constituya una infracción a la legislación ambiental que debe ser resuelta por otra autoridad 
de acuerdo a ley.

Artículo 35°.- Del Sistema Nacional de Información Ambiental

35.1	 El Sistema Nacional de Información Ambiental – SINIA, constituye una red de 
integración tecnológica, institucional y técnica para facilitar la sistematización, 
acceso y distribución de la información ambiental, así como el uso e intercambio 
de información para los procesos de toma de decisiones y de la gestión ambien-
tal.

 
35.2	 La Autoridad Ambiental Nacional administra el SINIA. A su solicitud, o de con-

formidad con lo establecido en las normas legales vigentes, las instituciones 
públicas generadoras de información, de nivel nacional, regional y local, están 
obligadas a brindarle la información relevante para el SINIA, sin perjuicio de la 
información que está protegida por normas especiales.

Artículo 36°.- De los instrumentos económicos

36.1	 Constituyen instrumentos económicos aquellos basados en mecanismos propios 
del mercado que buscan incentivar o desincentivar determinadas conductas con 
el fin de promover el cumplimiento de los objetivos de política ambiental.

36.2	 Conforme al marco normativo presupuestal y tributario del Estado, las entidades 
públicas de nivel nacional, sectorial, regional y local  en  el  ejercicio  y  ámbito  
de  sus  respectivas  funciones, incorporan instrumentos económicos, incluyendo 
los de carácter tributario, a fin de incentivar prácticas ambientalmente adecuadas 
y el cumplimiento de los objetivos de la Política Nacional Ambiental y las normas 
ambientales.

36.3	 El diseño de los instrumentos económicos propician el logro de niveles de desem-
peño ambiental más exigentes que los establecidos en las normas ambientales.

Artículo 37°.- De las medidas de promoción

Las entidades públicas establecen medidas para promover el debido cumplimiento 
de las normas ambientales y mejores niveles de desempeño ambiental, en forma 
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complementaria a los instrumentos económicos o de sanción que establezcan, como 
actividades de capacitación, difusión y sensibilización ciudadana, la publicación de 
promedios de desempeño ambiental, los reconocimientos públicos y la asignación de 
puntajes especiales en licitaciones públicas a los proveedores ambientalmente más 
responsables.

Artículo 38°.- Del financiamiento de la gestión ambiental

El Poder Ejecutivo establece los lineamientos para el financiamiento de la gestión 
ambiental del sector público. Sin perjuicio de asignar recursos públicos, el Poder Ejecutivo 
debe buscar, entre otras medidas, promover el acceso a los mecanismos de financiamiento 
internacional, los recursos de la cooperación internacional y las fuentes destinadas 
a cumplir con los objetivos de la política ambiental y de la Agenda Ambiental Nacional, 
aprobada de conformidad con la legislación vigente.

Artículo 39°.- De la información sobre el gasto e inversión ambiental del Estado

El Ministerio de Economía y Finanzas informa acerca del gasto y la inversión en la 
ejecución de programas y proyectos públicos en materia ambiental. Dicha información se 
incluye anualmente en el Informe Nacional del Estado del Ambiente.

Artículo 40°.- Del rol del sector privado en el financiamiento

El sector privado contribuye al financiamiento de la gestión ambiental sobre la base de 
principios de internalización de costos y de responsabilidad ambiental, sin perjuicio de 
otras acciones que emprendan en el marco de sus políticas de responsabilidad social, así 
como de otras contribuciones de carácter voluntario.

CAPÍTULO 4: ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL Y PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA

Artículo 41°.- Del acceso a la información ambiental

Conforme al derecho de acceder adecuada y oportunamente a la información pública 
sobre el ambiente, sus componentes y sus implicancias en la salud, toda entidad pública, 
así como las personas jurídicas sujetas al régimen privado que presten servicios públicos, 
facilitan el acceso a dicha información, a quien lo solicite, sin distinción de ninguna índole, 
con sujeción exclusivamente a lo dispuesto en la legislación vigente.

Artículo 42°.- De la obligación de informar

Las entidades públicas con competencias ambientales y las personas jurídicas que 
presten servicios públicos, conforme a lo señalado en el artículo precedente, tienen las 
siguientes obligaciones en materia de acceso a la información ambiental:

 
a.	 Establecer mecanismos para la generación, organización y sistematización de la 

información ambiental relativa a los sectores, áreas o actividades a su cargo.

b.	 Facilitar el acceso directo a la información ambiental que se les requiera y que se 
encuentre en el ámbito de su competencia, sin perjuicio de adoptar las medidas 



INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO AMBIENTAL: Análisis y Comentario de la Ley General del Ambiente232

necesarias para cautelar el normal desarrollo de sus actividades y siempre que no 
se esté incurso en excepciones legales al acceso de la información.

c.	 Establecer criterios o medidas para validar o asegurar la calidad e idoneidad de la 
información ambiental que poseen.

d.	 Difundir la información gratuita sobre las actividades del Estado y en particular, la 
relativa a su organización, funciones, fines, competencias, organigrama, dependen-
cias, horarios de atención y procedimientos administrativos a su cargo, entre otros.

e.	 Eliminar las exigencias, cobros indebidos y requisitos de forma que obstaculicen, 
limiten o impidan el eficaz acceso a la información ambiental.

f.	 Rendir cuenta acerca de las solicitudes de acceso a la información recibidas y de 
la atención brindada.

g.	 Entregar al Ministerio del Ambiente-MINAM la información ambiental que ésta gene-
re, por considerarla necesaria para la gestión ambiental, la cual deberá ser suminis-
trada al Ministerio en el plazo que éste determine, bajo responsabilidad del máximo 
representante del organismo encargado de suministrar la información. Sin perjuicio 
de ello, el incumplimiento del funcionario o servidor público encargado de remitir la 
información mencionada, será considerado como falta grave. 182 

h.	 El MINAM solicitará la información a las entidades generadoras de información con 
la finalidad de elaborar los informes nacionales sobre el estado del ambiente. Dicha 
información deberá ser entregada en el plazo que determine el Ministerio, pudiendo 
ser éste ampliado a solicitud de parte, bajo responsabilidad del máximo represen-
tante del organismo encargado de suministrar la información. Sin perjuicio de ello, 
el funcionario o servidor público encargado de remitir la información mencionada, 
será considerado como falta grave. 183 

Artículo 43°.- De la información sobre denuncias presentadas

43.1	 Toda persona tiene derecho a conocer el estado de las denuncias que presente 
ante cualquier entidad pública respecto de infracciones a la normatividad am-
biental, sanciones y reparaciones ambientales, riesgos o daños al ambiente y sus 
demás componentes, en especial aquellos vinculados a daños o riesgos a la sa-
lud de personas. Las entidades públicas deben establecer en sus Reglamentos 
de Organización y Funciones, Textos Únicos de Procedimientos Administrativos u 
otros documentos de gestión, los procedimientos para la atención de las citadas 
denuncias y sus formas de comunicación al público, de acuerdo con los paráme-
tros y criterios que al respecto fije el Ministerio del Ambiente y bajo responsabili-
dad de su máximo representante. Las entidades deberán enviar anualmente un 
listado con las denuncias recibidas y soluciones alcanzadas, con la finalidad de 
hacer pública esta información a la población a través del SINIA.184

182.	 Modificada por el Decreto Legislativo Nº 1055 (publicada el 27 de junio del 2008).
183.	 Modificada por el Decreto Legislativo Nº 1055 (publicada el 27 de junio del 2008).
184.	 Modificada por el Decreto Legislativo Nº 1055 (publicada el 27 de junio del 2008).
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43.2	 En caso de que la denuncia haya sido trasladada a otra autoridad, en razón de 
las funciones y atribuciones legalmente establecidas, se debe dar cuenta inme-
diata de tal hecho al denunciante.

Artículo 44°.- De la incorporación de información al SINIA

Los informes y documentos resultantes de las actividades científicas, técnicas y de 
monitoreo de la calidad del ambiente y de sus componentes, así como los que se generen 
en el ejercicio de las funciones ambientales que ejercen las entidades públicas, deben ser 
incorporados al SINIA, a fin de facilitar su acceso para las entidades públicas y privadas, 
en el marco de las normas y limitaciones establecidas en las normas de transparencia y 
acceso a la información pública.

Artículo 45°.- De las estadísticas ambientales y cuentas nacionales

El Estado incluye en las estadísticas nacionales, información sobre el estado del 
ambiente y sus componentes. Asimismo, debe incluir en las cuentas nacionales el valor del 
Patrimonio Natural de la Nación y la degradación de la calidad del ambiente, informando 
periódicamente a través de la Autoridad Ambiental Nacional acerca de los incrementos y 
decrementos que lo afecten.

Artículo 46°.- De la participación ciudadana

Toda persona natural o jurídica, en forma individual o colectiva, puede presentar 
opiniones, posiciones, puntos de vista, observaciones u aportes, en los procesos de toma 
de decisiones de la gestión ambiental y en las políticas y acciones que incidan sobre ella, 
así como en su posterior ejecución, seguimiento y control. El derecho a la participación 
ciudadana se ejerce en forma responsable.

Artículo 47°.- Del deber de participación responsable

47.1	 Toda persona, natural o jurídica, tiene el deber de participar responsablemente 
en la gestión ambiental, actuando con buena fe, transparencia y veracidad con-
forme a  las  reglas  y procedimientos de los mecanismos formales de participa-
ción establecidos y a las disposiciones de la presente Ley y las demás normas 
vigentes.

47.2	 Constituye trasgresión a las disposiciones legales sobre participación ciudadana 
toda acción o medida que tomen las autoridades o los ciudadanos, que impida u 
obstaculice el inicio, desarrollo o  término de un proceso de participación ciudada-
na. En ningún caso constituirá trasgresión a las normas de participación ciudadana 
la presentación pacífica de aportes, puntos de vista o documentos pertinentes y 
ajustados a los fines o materias objeto de la participación ciudadana.

Artículo 48°.- De los mecanismos de participación ciudadana

48.1	 Las autoridades públicas establecen mecanismos formales para facilitar la efec-
tiva participación ciudadana en la gestión ambiental y promueven su desarrollo 
y uso por las personas naturales o jurídicas relacionadas, interesadas o involu-
cradas con un proceso particular de toma de decisiones en materia ambiental o 
en su ejecución, seguimiento y control; asimismo promueven, de acuerdo a sus 
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posibilidades, la generación de capacidades en las organizaciones dedicadas a 
la defensa y protección del ambiente y los recursos naturales, así como alentar 
su participación en la gestión ambiental.

48.2	 La Autoridad Ambiental Nacional establece los lineamientos para el diseño de meca-
nismos de participación ciudadana ambiental, que incluyen consultas y audiencias 
públicas, encuestas de opinión, apertura de buzones de sugerencias, publicación 
de proyectos normativos, grupos técnicos y mesas de concertación, entre otros.

Artículo 49°.- De las exigencias específicas

Las entidades públicas promueven mecanismos de participación de las personas 
naturales y jurídicas en la gestión ambiental estableciendo, en particular, mecanismos de 
participación ciudadana en los siguientes procesos:

a.	 Elaboración y difusión de la información ambiental.

b.	 Diseño y aplicación de políticas, normas e instrumentos de la gestión ambiental, así 
como de los planes, programas y agendas ambientales.

c.	 Evaluación y ejecución de proyectos de inversión pública y privada, así como de 
proyectos de manejo de los recursos naturales.

d.	 Seguimiento, control y monitoreo ambiental, incluyendo las denuncias por infraccio-
nes a la legislación ambiental o por amenazas o violación a los derechos ambientales.

Artículo 50°.- De los deberes del Estado en materia de participación ciudadana

Las entidades públicas tienen las siguientes obligaciones en materia de participación 
ciudadana:

a.	 Promover el  acceso  oportuno a la  información relacionada con  las  materias  ob-
jeto  de  la participación  ciudadana.

b.	 Capacitar, facilitar asesoramiento y promover la activa participación de las entida-
des dedicadas a la defensa y protección del ambiente y la población organizada, 
en la gestión ambiental.

c.	 Establecer mecanismos de participación ciudadana para cada proceso de involu-
cramiento de las personas naturales y jurídicas en la gestión ambiental.

d.	 Eliminar las exigencias y requisitos de forma que obstaculicen, limiten o impidan la 
eficaz participación de las personas naturales o jurídicas en la gestión ambiental.

e.	 Velar por que cualquier persona natural o jurídica, sin discriminación de ninguna 
índole, pueda acceder a los mecanismos de participación ciudadana.

f.	 Rendir cuenta acerca de los mecanismos, procesos y solicitudes de participación 
ciudadana, en las materias a su cargo.
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Artículo 51°.- De los criterios a seguir en los procedimientos de participación 
ciudadana

Sin perjuicio de las normas nacionales, sectoriales, regionales o locales que se 
establezca, en todo proceso de participación ciudadana se deben seguir los siguientes 
criterios:

a.	 La autoridad competente pone a disposición del público interesado, principalmente 
en los lugares de mayor afectación por las decisiones a tomarse, la información 
y documentos pertinentes, con una anticipación razonable, en formato sencillo y 
claro; y en medios adecuados. En el caso de las autoridades de nivel nacional, la 
información es colocada a disposición del público en la sede de las direcciones re-
gionales y en la municipalidad provincial más próxima al lugar indicado en el literal 
precedente. Igualmente, la información debe ser accesible mediante Internet.

b.	 La autoridad competente convoca públicamente a los procesos de participación 
ciudadana, a través de medios que faciliten el conocimiento de dicha convocatoria, 
principalmente a la población probablemente interesada.

c.	 Cuando la decisión a adoptarse se sustente en la revisión o aprobación de docu-
mentos o estudios de cualquier tipo y si su complejidad lo justifica, la autoridad 
competente debe facilitar, por cuenta del promotor de la decisión o proyecto, ver-
siones simplificadas a los interesados.

d.	 La autoridad competente debe promover la participación de todos los sectores so-
ciales probablemente interesados en las materias objeto del proceso de participa-
ción ciudadana, así como la participación de los servidores públicos con funciones, 
atribuciones o responsabilidades relacionadas con dichas materias.

e.	 Cuando en las zonas involucradas con las materias objeto de la consulta habiten 
poblaciones que practican mayoritariamente idiomas distintos al castellano, la au-
toridad competente garantiza que se provean los medios que faciliten su compren-
sión y participación.

f.	 Las audiencias públicas se realizan, al menos, en la zona donde se desarrollará 
el proyecto de inversión, el plan, programa o en donde se ejecutarán las medidas 
materia de la participación ciudadana, procurando que el lugar elegido sea aquel 
que permita la mayor participación de los potenciales afectados.

g.	 Cuando se realicen consultas públicas u otras formas de participación ciudadana, 
el sector correspondiente debe publicar los acuerdos, observaciones y recomenda-
ciones en su portal institucional.

 	 Si las observaciones o recomendaciones que sean formuladas como consecuencia 
de los mecanismos de participación ciudadana que no son tomadas en cuenta, el 
sector correspondiente deberá fundamentar por escrito las razones para ello, en un 
plazo no mayor de treinta (30) días útiles.185

185.	 Modificada por el Decreto Legislativo Nº 1055 (publicada el 27 de junio del 2008).
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h.	 Cuando las observaciones o recomendaciones que sean formuladas como consecuen-
cia de los mecanismos de participación ciudadana no sean tomados en cuenta, se debe 
informar y fundamentar la razón de ello, por escrito, a quienes las hayan formulado.

TÍTULO II: DE LOS SUJETOS DE LA GESTIÓN AMBIENTAL

CAPÍTULO 1: ORGANIZACIÓN DEL ESTADO

Artículo 52°.- De las competencias ambientales del Estado

Las competencias ambientales del Estado son ejercidas por organismos 
constitucionalmente autónomos, autoridades del gobierno nacional, gobiernos regionales 
y gobiernos locales; de conformidad con la Constitución y las leyes que definen sus 
respectivos ámbitos de actuación, funciones y atribuciones, en el marco del carácter 
unitario del Estado. El diseño de las políticas y normas ambientales de carácter nacional es 
una función exclusiva del gobierno nacional.

Artículo 53°.- De los roles de carácter transectorial

53.1	 Las entidades que ejercen funciones en materia de salud ambiental, protección 
de recursos naturales   renovables, calidad de las aguas, aire o suelos y otros as-
pectos de carácter transectorial ejercen  funciones de vigilancia, establecimiento 
de criterios y de ser necesario, expedición de opinión técnica previa, para evitar 
los riesgos y daños de carácter ambiental que comprometan la protección de 
los bienes bajo su responsabilidad. La obligatoriedad de dicha opinión técnica 
previa se establece mediante Decreto Supremo refrendado por el Presidente del 
Consejo de Ministros y regulada por la Autoridad Ambiental Nacional.

53.2	 Las autoridades indicadas en el párrafo anterior deben evaluar periódicamente 
las políticas, normas y resoluciones emitidas por las entidades públicas de nivel 
sectorial, regional y local, a fin de determinar su consistencia con sus políticas y 
normas de protección de los bienes bajo SU responsabilidad, caso contrario de-
ben reportar sus hallazgos a la Autoridad Ambiental Nacional, a las autoridades 
involucradas y a la Contraloría General de la República; para que cada una de 
ellas ejerza sus funciones conforme a ley.

53.3	 Toda autoridad pública de nivel nacional, regional y local debe responder a los 
requerimientos que formulen las entidades señaladas en el primer párrafo de este 
artículo, bajo responsabilidad.

Artículo 54°.- De los conflictos de competencia

54.1	 Cuando en un caso particular, dos o más entidades públicas se atribuyan fun-
ciones ambientales de carácter normativo, fiscalizador o sancionador sobre una 
misma actividad, le corresponde a la Autoridad  Ambiental Nacional  a  través  
de  su  Tribunal  de  Solución  de  Controversias Ambientales, determinar cuál de 
ellas debe actuar como la autoridad competente. La resolución de la Autoridad 
Ambiental Nacional es de observancia obligatoria y agota la vía administrativa. 
Esta disposición es aplicable en caso de conflicto entre:
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a)	 Dos o más entidades del Poder Ejecutivo.
b)	 Una o más de una entidad del Poder Ejecutivo y uno o más gobiernos regionales 

o gobiernos locales.
c)	 Uno o más gobiernos regionales o gobiernos locales.

54.2	 La Autoridad Ambiental Nacional es competente siempre que la función o atri-
bución específica en conflicto no haya sido asignada directamente por la Cons-
titución o por sus respectivas Leyes Orgánicas, en cuyo caso la controversia la 
resuelve el Tribunal Constitucional.

Artículo 55°.- De las deficiencias en la asignación de atribuciones ambientales

La Autoridad Ambiental Nacional ejerce funciones coordinadoras y normativas, de 
fiscalización y sancionadoras, para corregir vacíos, superposición o deficiencias en el 
ejercicio de funciones y atribuciones ambientales nacionales, sectoriales, regionales y 
locales en materia ambiental.

CAPÍTULO 2: AUTORIDADES PÚBLICAS

Artículo 56°.- De la Autoridad Ambiental Nacional
	
El Consejo Nacional del Ambiente – CONAM es la Autoridad Ambiental Nacional y ente 

rector del Sistema Nacional de Gestión Ambiental. Sus funciones y atribuciones específicas 
se establecen por ley y se desarrollan en su Reglamento de Organización y Funciones.

Artículo 57°.- Del alcance de las disposiciones transectoriales

En el ejercicio de sus funciones, la Autoridad Ambiental Nacional establece disposiciones 
de alcance transectorial sobre la gestión del ambiente y sus componentes, sin perjuicio 
de las funciones específicas a cargo de las autoridades sectoriales, regionales y locales 
competentes.

Artículo 58°.- Del ejercicio sectorial de las funciones ambientales
	
58.1	 Los ministerios y  sus  respectivos  organismos  públicos  descentralizados,  así  

como  los organismos regulatorios o de fiscalización, ejercen funciones y atribu-
ciones ambientales sobre las actividades y materias señaladas en la ley.

58.2	 Las autoridades sectoriales con competencia ambiental, coordinan y consultan 
entre sí y con las autoridades de los gobiernos regionales y locales, con el fin de 
armonizar sus políticas, evitar conflictos o vacíos de competencia y responder, 
con coherencia y eficiencia, a los objetivos y fines de la presente Ley y del Siste-
ma Nacional de Gestión Ambiental.

Artículo 59°.- Del ejercicio descentralizado de las funciones ambientales

59.1	 Los gobiernos regionales y locales ejercen sus funciones y atribuciones de con-
formidad con lo que establecen sus respectivas leyes orgánicas y lo dispuesto en 
la presente Ley.
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59.2	 Para el diseño y aplicación de políticas, normas e instrumentos de gestión am-
biental de nivel regional   y local, se tienen en cuenta los principios, derechos, 
deberes, mandatos y responsabilidades establecidos en la presente Ley y las 
normas que regulan el Sistema Nacional de Gestión Ambiental; el proceso de 
descentralización; y aquellas de carácter nacional referidas al ordenamiento am-
biental, la protección de los recursos naturales, la diversidad biológica, la salud y 
la protección de la calidad ambiental.

59.3	 Las autoridades regionales y locales con competencia ambiental, coordinan y con-
sultan entre sí, y con las autoridades nacionales, con el fin de armonizar sus políticas, 
evitar conflictos o vacíos de competencia y responder, con coherencia y eficiencia, a 
los objetivos y fines de la presente Ley y del Sistema Nacional de Gestión Ambiental.

Artículo 60°.- Del ejercicio de las competencias y funciones

Las normas regionales y municipales en materia ambiental guardan concordancia con la 
legislación de nivel nacional. Los gobiernos regionales y locales informan y realizan coordinaciones 
con las entidades con las que compartan competencias y funciones, antes de ejercerlas.

Artículo 61°.- De la concertación en la gestión ambiental regional

Los Gobiernos Regionales, a través de sus Gerencias de Recursos Naturales y Gestión 
del Medio Ambiente, y en coordinación con las Comisiones Ambientales Regionales y la 
Autoridad Ambiental Nacional, implementan un Sistema Regional de Gestión Ambiental, 
integrando a las entidades públicas y privadas que desempeñan funciones ambientales o 
que inciden sobre la calidad del medio ambiente, así como a la sociedad civil, en el ámbito 
de actuación del gobierno regional.

Artículo 62°.- De la concertación en la gestión ambiental local

Los Gobiernos Locales organizan el ejercicio de sus funciones ambientales, considerando 
el diseño y la estructuración de sus órganos internos o comisiones, en base a sus recursos, 
necesidades y el carácter transversal de la gestión ambiental. Deben implementar un 
Sistema Local de Gestión Ambiental, integrando a las entidades públicas y privadas que 
desempeñan funciones ambientales o que inciden sobre la calidad del medio ambiente, así 
como a la sociedad civil, en el ámbito de actuación del gobierno local.

Artículo 63°.- De los fondos de interés público

La aplicación de los recursos financieros que administran los fondos de interés público en 
los que participa el Estado, sean de derecho público o privado, se realiza tomando en cuenta los 
principios establecidos en la presente Ley y propiciando la investigación científica y tecnológica, 
la innovación productiva, la facilitación de la producción limpia y los bionegocios, así como el 
desarrollo social, sin perjuicio de los objetivos específicos para los cuales son creados.

CAPÍTULO 3: POBLACIÓN Y AMBIENTE

Artículo 64°.- De los asentamientos poblacionales

En el diseño y aplicación de políticas públicas relativas a la creación, desarrollo 
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y reubicación de asentamientos poblacionales, en sus respectivos instrumentos de 
planificación y en las decisiones relativas al acondicionamiento territorial y el desarrollo 
urbano, se consideran medidas de protección ambiental, en base a lo dispuesto en la 
presente Ley y en sus normas complementarias y reglamentarias, de forma que se aseguren 
condiciones adecuadas de habitabilidad en las ciudades y poblados del país, así como 
la protección de la salud, la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales y la diversidad biológica y del patrimonio cultural asociado a ellas.

Artículo 65°.- De las políticas poblacionales y gestión ambiental

El crecimiento de la población y su ubicación dentro del territorio son variables que 
se consideran en las políticas ambientales y de promoción del desarrollo sostenible. Del 
mismo modo, las políticas de desarrollo urbano y rural deben considerar el impacto de la 
población sobre la calidad del ambiente y sus componentes.

Artículo 66°.- De la salud ambiental

66.1	 La prevención de riesgos y daños a la salud de las personas es prioritaria en la gestión 
ambiental. Es responsabilidad del Estado, a través de la Autoridad de Salud y de las 
personas naturales  y jurídicas dentro del territorio nacional, contribuir a  una  efectiva  
gestión  del ambiente y de los factores que generan riesgos a la salud de las personas.

66.2	 La Política Nacional de Salud incorpora la política de salud ambiental como área 
prioritaria, a fin de velar por la minimización de riesgos ambientales derivados de 
las actividades y materias comprendidas bajo el ámbito de este sector.

Artículo 67°.- Del saneamiento básico

Las autoridades públicas de nivel nacional, sectorial, regional y local priorizan medidas 
de saneamiento básico que incluyan la construcción y administración de infraestructura 
apropiada; la gestión y manejo adecuado del agua potable, las aguas pluviales, las 
aguas subterráneas, el sistema de alcantarillado público, el rehúso de aguas servidas, la 
disposición de excretas y los residuos sólidos, en las zonas urbanas y rurales, promoviendo 
la universalidad, calidad y continuidad de los servicios de saneamiento, así como el 
establecimiento de tarifas adecuadas y consistentes con el costo de dichos servicios, su 
administración y mejoramiento.

Artículo 68°.- De los planes de desarrollo

68.1	 Los planes de acondicionamiento territorial de las municipalidades consideran, 
según sea el caso, la  disponibilidad de fuentes de abastecimiento de agua, así 
como áreas o zonas para la localización de infraestructura sanitaria, debiendo 
asegurar que se tomen en cuenta los criterios propios del tiempo de   vida útil de 
esta infraestructura,  la  disposición  de  áreas  de amortiguamiento para reducir  
impactos negativos sobre la salud de las personas y la calidad ambiental, su 
protección frente a desastres naturales, la prevención de riesgos sobre las aguas 
superficiales y subterráneas y los demás elementos del ambiente.

68.2	 En los instrumentos de planificación y acondicionamiento territorial debe  consi-
derarse necesariamente la identificación de las áreas para la localización de la 
infraestructura de saneamiento básico.
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Artículo 69°.- De la relación entre cultura y ambiente

La relación entre los seres humanos y el ambiente en el cual viven constituye parte de 
la cultura de los pueblos. Las autoridades públicas alientan aquellas expresiones culturales 
que contribuyan a la conservación y protección del ambiente y desincentivan aquellas 
contrarias a tales fines.

Artículo 70°.- De los pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas

En el diseño y aplicación de la política ambiental y, en particular, en el proceso de 
ordenamiento territorial ambiental, se deben salvaguardar los derechos de los pueblos 
indígenas, comunidades campesinas y nativas reconocidos en la Constitución Política y en 
los tratados internacionales ratificados por el Estado. Las autoridades públicas promueven 
su participación e integración en la gestión del ambiente.

Artículo 71°.- De los conocimientos colectivos

El Estado reconoce, respeta, registra, protege y contribuye a aplicar más ampliamente los 
conocimientos colectivos, innovaciones y prácticas de los pueblos indígenas, comunidades 
campesinas y nativas, en tanto ellos constituyen una manifestación de sus estilos de 
vida tradicionales y son consistentes con la conservación de la diversidad biológica y la 
utilización sostenible de los recursos naturales. El Estado promueve su participación, justa y 
equitativa, en los beneficios derivados de dichos conocimientos y fomenta su participación 
en la conservación y la gestión del ambiente y los ecosistemas.

Artículo 72°.- Del aprovechamiento de recursos naturales y pueblos indígenas, 
comunidades campesinas y nativas

72.1	 Los estudios y proyectos de exploración, explotación y aprovechamiento de re-
cursos naturales que se autoricen en tierras de pueblos indígenas, comunidades 
campesinas y nativas, adoptan las medidas necesarias para evitar el detrimento 
a su integridad cultural, social, económica ni a sus valores tradicionales. 

72.2	 En caso de proyectos o actividades a ser desarrollados dentro de las tierras de 
poblaciones indígenas,  comunidades campesinas y nativas, los procedimientos 
de consulta se orientan preferentemente a establecer acuerdos con los represen-
tantes de éstas, a fin de resguardar sus derechos y costumbres   tradicionales,  
así  como  para  establecer  beneficios  y  medida compensatorias por el uso de 
los recursos, conocimientos o tierras que les corresponda según la legislación 
pertinente.

72.3	 De conformidad con la ley, los pueblos indígenas y las comunidades nativas y 
campesinas, pueden   beneficiarse  de  los  recursos  de  libre  acceso  para  
satisfacer  sus  necesidades  de subsistencia y  usos rituales. Asimismo, tienen 
derecho preferente para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
dentro de sus tierras, debidamente tituladas, salvo reserva del Estado o derechos 
exclusivos o excluyentes de terceros, en cuyo caso tienen derecho a una partici-
pación justa y equitativa de los  beneficios económicos que pudieran derivarse 
del aprovechamiento de dichos recursos.
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CAPÍTULO 4: EMPRESA Y AMBIENTE

Artículo 73°.- Del ámbito

73.1	 Las disposiciones del presente capítulo  son  exigibles  a  los  proyectos  de  in-
versión,  de investigación y a toda actividad susceptible de generar impactos ne-
gativos en el ambiente, en tanto  sean aplicables, de acuerdo a las disposiciones 
que determine la respectiva autoridad competente.

73.2	 El término “titular de operaciones” empleado en los artículos siguientes de este 
capítulo incluye a todas las personas naturales y jurídicas.

Artículo 74°.- De la responsabilidad general

Todo titular de operaciones es responsable por las emisiones, efluentes, descargas 
y demás impactos negativos que se generen sobre el ambiente, la salud y los recursos 
naturales, como consecuencia de sus actividades. Esta responsabilidad incluye los riesgos 
y daños ambientales que se generen por acción u omisión.

Artículo 75°.- Del manejo integral y prevención en la fuente

75.1	 El titular de operaciones debe adoptar prioritariamente medidas de prevención 
del riesgo y daño  ambiental en la fuente generadora de los mismos, así como 
las demás medidas de conservación y  protección ambiental que corresponda  
en  cada  una  de  las  etapas  de  sus operaciones, bajo el concepto de ciclo de 
vida de los bienes que produzca o los servicios que provea, de conformidad con 
los principios establecidos en el Título Preliminar de la presente Ley y las demás 
normas legales vigentes.

75.2	 Los estudios para proyectos de inversión a nivel de pre – factibilidad, factibilidad 
y definitivo, a cargo de entidades públicas o privadas, cuya ejecución pueda te-
ner impacto en el ambiente deben considerar los costos necesarios para preser-
var el ambiente de la localidad en donde se ejecutará el proyecto y de aquellas 
que pudieran ser afectadas por éste.

Artículo 76°.- De los sistemas de gestión ambiental y mejora contínua

El Estado promueve que los titulares de operaciones adopten sistemas de gestión 
ambiental acordes con la naturaleza y magnitud de sus operaciones, con la finalidad de 
impulsar la mejora continua de sus niveles de desempeño ambiental.

Artículo 77°.- De la promoción de la producción limpia

77.1	 Las autoridades nacionales, sectoriales, regionales y locales promueven, a tra-
vés de acciones normativas, de  fomento  de  incentivos  tributarios,  difusión,  
asesoría  y  capacitación,  la producción limpia en el desarrollo de los proyectos 
de inversión y las actividades empresariales en  general, entendiendo que la 
producción limpia constituye la aplicación continua de una estrategia  ambiental 
preventiva e integrada para los procesos, productos y servicios, con el objetivo 
de incrementar la eficiencia, manejar racionalmente los recursos y reducir los 
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riesgos sobre la población humana y el ambiente, para lograr el desarrollo 
sostenible.

77.2	 Las medidas de producción limpia que puede adoptar el titular de operaciones 
incluyen, según sean aplicables, control de inventarios y del flujo de materias 
primas e insumos, así como la sustitución de  éstos; la revisión, mantenimien-
to y sustitución de equipos y la tecnología aplicada; el control o sustitución de 
combustibles y otras fuentes energéticas; la reingeniería de procesos, métodos 
y prácticas de producción; y la reestructuración o rediseño de los bienes y servi-
cios que brinda, entre otras.

Artículo  78°.- De la responsabilidad social de la empresa

El Estado promueve, difunde y facilita la adopción voluntaria de políticas, prácticas y mecanismos 
de responsabilidad social de la empresa, entendiendo que ésta constituye un conjunto de acciones 
orientadas al establecimiento de un adecuado ambiente de trabajo, así como de relaciones de 
cooperación y buena vecindad impulsadas por el propio titular de operaciones.

Artículo 79°.- De la promoción de normas voluntarias

El Estado, en coordinación con los gremios y organizaciones empresariales, promueve 
la elaboración y adopción de normas voluntarias, así como la autorregulación por los 
titulares de operaciones, para mejorar su desempeño ambiental, sin perjuicio del debido 
cumplimiento de la normatividad vigente.

Artículo 80°.- De las normas técnicas nacionales, de calidad y ecoetiquetado

El Estado promueve la adopción de normas técnicas nacionales para estandarizar los 
procesos de producción y las características técnicas de los bienes y servicios que se 
ofrecen en el país o se exportan, propiciando la gestión de su calidad, la prevención de 
riesgos y daños ambientales en los procesos de su producción o prestación, así como 
prácticas de etiquetado, que salvaguarden los derechos del consumidor a conocer la 
información relativa a la salud, el ambiente y a los recursos naturales, sin generar obstáculos 
innecesarios o injustificados al libre comercio, de conformidad con las normas vigentes y 
los tratados internacionales ratificados por el Estado Peruano.

Artículo 81°.- Del turismo sostenible

Las entidades públicas en coordinación con el sector privado adoptan medidas efectivas 
para prevenir, controlar y mitigar el deterioro del ambiente y de sus componentes, en 
particular, los recursos naturales y los bienes del Patrimonio Cultural de la Nación asociado 
a ellos, como consecuencia del desarrollo de infraestructuras y de las actividades turísticas 
y recreativas, susceptibles de generar impactos negativos sobre ellos.

Artículo 82°.- Del consumo responsable

82.1	 El Estado, a través de acciones educativas de difusión y asesoría, promueve el 
consumo racional y sostenible, de forma tal que se incentive el aprovechamiento 
de recursos naturales, la producción de bienes, la prestación de servicios y el 
ejercicio del comercio en condiciones ambientales adecuadas.
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82.2	 Las normas, disposiciones y resoluciones  sobre  adquisiciones  y  contratacio-
nes  públicas consideran lo señalado en el párrafo anterior, en la definición de los 
puntajes de los procesos de selección de proveedores del Estado.

Artículo 83°.- Del control de materiales y sustancias peligrosas

83.1	 De conformidad con los principios establecidos  en  el  Título  Preliminar  y  las  
demás disposiciones contenidas en la presente Ley, las empresas adoptan medi-
das para el efectivo control  de  los  materiales  y  sustancias  peligrosas  intrínse-
cas  a  sus  actividades,  debiendo prevenir,  controlar, mitigar eventualmente, los 
impactos ambientales negativos que aquellos generen.

83.2	 El Estado adopta medidas normativas, de control, incentivo y sanción, para ase-
gurar el uso, manipulación y manejo adecuado de los materiales y sustancias 
peligrosas, cualquiera sea su origen, estado o destino, a fin de prevenir riesgos y 
daños sobre la salud de las personas y el ambiente.

TÍTULO III: INTEGRACIÓN DE LA LEGISLACIÓN AMBIENTAL

CAPÍTULO 1: APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS RECURSOS NATURALES

Artículo 84°.- Del concepto

Se consideran recursos naturales a todos los componentes de la naturaleza, susceptibles 
de ser aprovechados por el ser humano para la satisfacción de sus necesidades y que 
tengan un valor actual o potencial en el mercado, conforme lo dispone la Ley.

Artículo 85°.- De los recursos naturales y del rol del Estado

85.1	 El Estado promueve la conservación y el aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales a través  de políticas, normas, instrumentos y acciones de desarrollo, así 
como, mediante el otorgamiento de derechos, conforme a los límites y principios expre-
sados en la presente Ley y en las demás leyes y normas reglamentarias aplicables.

85.2	 Los recursos naturales son Patrimonio de la Nación, solo por derecho otorgado 
de acuerdo a la ley y al debido procedimiento pueden aprovecharse los frutos o 
productos de los mismos, salvo las excepciones de ley. El Estado es competente 
para ejercer funciones legislativas, ejecutivas y jurisdiccionales respecto de los 
recursos naturales.

85.3	 La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con las autoridades ambien-
tales sectoriales y descentralizadas, elabora y actualiza permanentemente, el 
inventario de los recursos naturales y de los servicios ambientales que prestan; 
estableciendo su correspondiente valorización.

Artículo 86°.- De la seguridad

El Estado adopta y aplica medidas para controlar los factores de riesgo sobre los 
recursos naturales estableciendo, en su caso, medidas para la prevención de los daños 
que puedan generarse.
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Artículo 87°.- De los recursos naturales transfronterizos

Los recursos naturales transfronterizos se rigen por los tratados sobre la materia o en 
su defecto por la legislación especial. El Estado promueve la gestión integrada de estos 
recursos y la realización de alianzas estratégicas en tanto supongan el mejoramiento de las 
condiciones de sostenibilidad y el respeto de las normas ambientales nacionales.

Artículo 88°.- De la definición de los regímenes de aprovechamiento

88.1	 Por ley orgánica se definen los alcances y limitaciones de los recursos de libre 
acceso y el régimen  de aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, 
teniendo en cuenta en particular:

a.	 El sector o sectores del Estado responsables de la gestión de dicho recurso.
b.	 Las modalidades de otorgamiento de los derechos sobre los recursos.
c.	 Los alcances, condiciones y naturaleza jurídica de los derechos que se otorga.
d.	 Los derechos, deberes y responsabilidades de los titulares de los derechos.
e.	 Las medidas de promoción, control y sanción que corresponda.

88.2	 El otorgamiento de derechos de aprovechamiento a particulares se realiza de acuer-
do a las leyes especiales de cada recurso y supone el cumplimiento previo por parte 
del Estado de todas las condiciones y presupuestos establecidos en la ley.

88.3	 Son características y condiciones intrínsecas a los derechos de aprovechamiento 
sostenible, y como tales deben ser respetadas en las leyes especiales:

a.	 Utilización del recurso de acuerdo al título otorgado.
b.	 Cumplimiento de las obligaciones técnicas y legales respecto del recurso otorgado.
c.	 Cumplimiento de los planes de manejo o similares, de las evaluaciones de im-

pacto ambiental, evaluaciones de riesgo ambiental u otra establecida para cada 
recurso natural.

d.	 Cumplir con la retribución económica, pago de derecho de vigencia y toda otra 
obligación económica  establecida.

Artículo  89°.- De las medidas de gestión de los recursos naturales

Para la gestión de los recursos naturales, cada autoridad responsable toma en cuenta, 
según convenga, la adopción de medidas previas al otorgamiento de derechos, tales como:

g.	 Planificación.
h.	 Ordenamiento y zonificación.
i.	 Inventario y valorización.
j.	 Sistematización de la información.
k.	 Investigación científica y tecnológica.
l.	 Participación  ciudadana.

Artículo 90°.- Del recurso agua continental

El Estado promueve y controla el aprovechamiento sostenible de las aguas 
continentales a través de la gestión integrada del recurso hídrico, previniendo la afectación 
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de su calidad ambiental y de las condiciones naturales de su entorno, como parte del 
ecosistema donde se encuentran; regula su asignación en función de objetivos sociales, 
ambientales y económicos; y promueve la inversión y participación del sector privado en el 
aprovechamiento sostenible del recurso.

Artículo 91°.- Del recurso suelo

El Estado es responsable de promover y regular el uso sostenible del recurso suelo, 
buscando prevenir o reducir su pérdida y deterioro por erosión o contaminación. Cualquier 
actividad económica o de servicios debe evitar el uso de suelos con aptitud agrícola, según 
lo establezcan las normas correspondientes.

Artículo 92°.- De los recursos forestales y de fauna silvestre

92.1	 El Estado establece una política forestal orientada por los principios de la presen-
te Ley, propiciando el aprovechamiento sostenible de los recursos forestales y de 
fauna silvestre, así como la  conservación de los bosques naturales, resaltando 
sin perjuicio de lo señalado, los principios de ordenamiento y zonificación de la 
superficie forestal nacional, el manejo de los recursos forestales, la  seguridad 
jurídica en el otorgamiento de derechos y la lucha contra la tala y caza ilegal.

92.2	 El Estado promueve y apoya el manejo sostenible de la fauna y flora silvestre, 
priorizando la protección de las especies y variedades endémicas y en peligro 
de extinción, en base a la información técnica, científica, económica y a los cono-
cimientos tradicionales.

Artículo 93°.- Del enfoque ecosistémico

La conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales deberá 
enfocarse de manera integral, evaluando científicamente el uso y protección de los recursos 
naturales e identificando cómo afectan la capacidad de los ecosistemas para mantenerse y 
sostenerse en el tiempo, tanto en lo que respecta a los seres humanos y organismos vivos, 
como a los sistemas naturales existentes.

Artículo 94°.- De los servicios ambientales

94.1	 Los recursos naturales y demás componentes del ambiente cumplen funciones 
que permiten mantener  las condiciones de los ecosistemas y del ambiente, ge-
nerando beneficios que se aprovechan  sin  que  medie  retribución  o  compen-
sación,  por  lo  que  el  Estado  establece mecanismos para valorizar, retribuir 
y mantener la provisión de dichos servicios ambientales; procurando lograr la  
conservación de los ecosistemas, la diversidad biológica y los demás recursos 
naturales.

94.2	 Se entiende por servicios ambientales, la protección del recurso hídrico, la pro-
tección de la biodiversidad, la mitigación de emisiones de gases de efecto inver-
nadero y la belleza escénica, entre otros.

94.3	 La Autoridad Ambiental Nacional promueve la creación de mecanismos de finan-
ciamiento, pago y supervisión de servicios ambientales
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Artículo 95°.- De los bonos de descontaminación

Para promover la conservación de la diversidad biológica, la Autoridad Ambiental 
Nacional promueve, a través de una Comisión Nacional, los bonos de descontaminación, 
u otros mecanismos alternativos, a fin de que las industrias y proyectos puedan acceder 
a los fondos creados al amparo del Protocolo de Kyoto y de otros convenios de carácter 
ambiental. Mediante Decreto Supremo se crea la referida Comisión Nacional.

Artículo 96°.- De los recursos naturales no renovables

96.1	 La gestión de los recursos naturales no renovables está a cargo de sus respecti-
vas autoridades sectoriales competentes, de conformidad con lo establecido por 
la Ley Nº 26821, las leyes de organización y funciones de dichas autoridades y 
las normas especiales de cada recurso.

96.2	 El  Estado  promueve  el  empleo  de  las  mejores  tecnologías  disponibles  para  
que  el aprovechamiento de los recursos no renovables sea eficiente y ambiental-
mente responsable.

CAPÍTULO 2: CONSERVACIÓN DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

Artículo 97°.- De los lineamientos para políticas sobre diversidad biológica

La política sobre diversidad biológica se rige por los siguientes lineamientos:

a.	 La conservación de la diversidad de ecosistemas, especies y genes, así como 
el mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales de los que depende la 
supervivencia de las especies.

b.	 El rol estratégico de la diversidad biológica y de la diversidad cultural asociada a 
ella, para el desarrollo sostenible.

c.	 El enfoque ecosistémico en la planificación y gestión de la diversidad biológica y 
los recursos naturales.

d.	 El reconocimiento de los derechos soberanos del Perú como país de origen sobre 
sus recursos biológicos, incluyendo los genéticos.

e.	 El reconocimiento del Perú como centro de diversificación de recursos genéticos 
y biológicos.

f.	 La prevención del acceso ilegal a los recursos genéticos y su patentamiento, 
mediante la certificación de la legal procedencia del recurso genético y el con-
sentimiento informado previo para todo acceso a recursos genéticos, biológicos 
y conocimiento tradicional del país.

g.	 La inclusión de mecanismos para la efectiva distribución de beneficios por el uso 
de los recursos genéticos y biológicos, en todo plan, programa, acción o proyec-
to relacionado con el acceso, aprovechamiento comercial o investigación de los 
recursos naturales o la diversidad biológica.

h.	 La protección de la diversidad cultural y del conocimiento tradicional.
i.	 La valorización de los servicios ambientales que presta la diversidad biológica.
j.	 La promoción del uso de tecnologías y un mayor conocimiento de los ciclos y 

procesos, a fin de implementar sistemas de alerta y prevención en caso de emer-
gencia.
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k.	 La promoción de políticas encaminadas a mejorar el uso de la tierra.
l.	 El fomento de la inversión pública y privada en la conservación y el aprovecha-

miento sostenible de los ecosistemas frágiles.
m.	 La implementación de planes integrados de explotación agrícola o de cuenca 

hidrográfica que prevean, estrategias sustitutivas de cultivo y promoción de téc-
nicas de captación de agua, entre otros.

n.	 La cooperación en la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica 
marina en zonas más allá de los límites de la jurisdicción nacional, conforme al 
Derecho Internacional.

Artículo 98°.- De la conservación de ecosistemas
	  
La conservación de los ecosistemas se orienta a conservar los ciclos y procesos 

ecológicos, a prevenir procesos de su fragmentación por actividades antrópicas y a dictar 
medidas de recuperación y rehabilitación, dando prioridad a ecosistemas especiales o 
frágiles.

Artículo 99°.- De los ecosistemas frágiles

99.1	 En el ejercicio de sus funciones, las autoridades públicas adoptan medidas de 
protección especial  para los ecosistemas frágiles, tomando en cuenta  sus  ca-
racterísticas  y  recursos singulares; y su relación con condiciones climáticas 
especiales y con los desastres naturales.

99.2	 Los ecosistemas frágiles comprenden, entre otros, desiertos, tierras semiáridas, 
montañas, pantanos,  bofedales, bahías, islas pequeñas, humedales, lagunas alto 
andinas, lomas costeras, bosques de neblina y bosques relicto.

99.3	 El Estado reconoce la importancia de los humedales como hábitat de especies 
de flora y fauna, en particular de aves migratorias, priorizando su conservación 
en relación con otros usos.

Artículo 100°.- De los ecosistemas de montaña

El Estado protege los ecosistemas de montaña y promueve su aprovechamiento sostenible. 
En el ejercicio de sus funciones, las autoridades públicas adoptan medidas para:

a.	 Promover el aprovechamiento de la diversidad biológica, el ordenamiento territo-
rial y la organización social.

b.	 Promover el desarrollo de corredores ecológicos que integren las potencialida-
des de las diferentes vertientes de las montañas, aprovechando las oportunida-
des que brindan los conocimientos tradicionales de sus pobladores.

c.	 Estimular la investigación de las relaciones costo-beneficio y la sostenibilidad 
económica, social y ambiental de las diferentes actividades productivas en las 
zonas de montañas.

d.	 Fomentar sistemas educativos adaptados a las condiciones de vida específicas 
en las montañas.

e.	 Facilitar y estimular el acceso a la información y al conocimiento articulando ade-
cuadamente conocimientos y tecnologías tradicionales con conocimientos y tec-
nologías modernas.



INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO AMBIENTAL: Análisis y Comentario de la Ley General del Ambiente248

Artículo 101°.- De los ecosistemas marinos y costeros

101.1	 El Estado promueve la conservación de los ecosistemas marinos y costeros, 
como espacios proveedores de recursos  naturales,  fuente  de  diversidad  
biológica  marina  y  de  servicios ambientales de importancia nacional, regio-
nal y local.

101.2	 El Estado, respecto de las zonas marinas y costeras, es responsable de:

a.	 Normar el ordenamiento territorial de las zonas marinas y costeras, como base 
para el aprovechamiento sostenible de estas zonas y sus recursos.

b.	 Promover el establecimiento de áreas naturales protegidas con alto potencial de 
diversidad biológica y servicios ambientales para la población.

c.	 Normar el desarrollo de planes y programas orientados a prevenir y proteger 
los ambientes marinos y costeros, a prevenir o controlar el impacto negativo que 
generan acciones como la descarga de efluentes que afectan el mar y las zonas 
costeras adyacentes.

d.	 Regular la extracción comercial de recursos marinos y costeros productivos con-
siderando el control y mitigación de impactos ambientales.

e.	 Regular el adecuado uso de las playas, promoviendo su buen mantenimiento.
f.	 Velar por que se mantengan y difundan las condiciones naturales que permiten el 

desarrollo de actividades deportivas, recreativas y de ecoturismo.

101.3	 El Estado y el sector privado promueven el desarrollo de investigación cientí-
fica y tecnológica, orientada a la conservación y aprovechamiento sostenible 
de los recursos marinos y costeros.

 
Artículo 102°.- De la conservación de las especies

La política de conservación de las especies implica la necesidad de establecer 
condiciones mínimas de supervivencia de las mismas, la recuperación de poblaciones y el 
cuidado y evaluaciones por el ingreso y dispersión de especies exóticas.

Artículo 103°.- De los recursos genéticos

Para el acceso a los recursos genéticos del país se debe contar con el certificado 
de procedencia del material a acceder y un reconocimiento de los derechos de las 
comunidades de donde se obtuvo el conocimiento tradicional, conforme a los procedimientos 
y condiciones que establece la ley.

Artículo 104°.- De la protección de los conocimientos tradicionales

104.1	 El Estado reconoce y protege los derechos patrimoniales y los conocimientos, 
innovaciones y prácticas  tradicionales de las comunidades campesinas, nativas 
y locales en lo relativo a la diversidad   biológica. El Estado establece los meca-
nismos  para  su  utilización  con  el consentimiento   informado de dichas comu-
nidades, garantizando la distribución de los beneficios derivados de la utilización.

104.2	 El Estado establece las medidas necesarias para la prevención y sanción de 
la biopiratería.
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Artículo 105°.- De la promoción de la biotecnología

El Estado promueve el uso de la biotecnología de modo consistente con la conservación 
de los recursos biológicos, la protección del ambiente y la salud de las personas.

Artículo 106°.- De la conservación in situ

El Estado promueve el establecimiento e implementación de modalidades de 
conservación in situ de la diversidad biológica.

Artículo 107°.- Del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado

El Estado asegura la continuidad de los procesos ecológicos y evolutivos así como 
la historia y cultura del país, mediante la protección de espacios representativos de la 
diversidad biológica y de otros valores asociados de interés cultural, paisajístico y científico 
existentes en los espacios continentales y marinos del territorio nacional, a través del 
Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado – SINANPE, regulado de 
acuerdo a su normatividad específica.

Artículo 108°.- De las áreas naturales protegidas por el Estado

108.1 	 Las áreas naturales protegidas – ANP son los espacios continentales y/o ma-
rinos del territorio nacional, expresamente reconocidos, establecidos y prote-
gidos  legalmente por el Estado, debido a su importancia para conservar la 
diversidad biológica y demás valores asociados de interés cultural, paisajísti-
co y científico, así como por su contribución al desarrollo sostenible del país. 
Son de dominio público y se establecen con carácter definitivo.

108.2 	 La sociedad civil tiene derecho a participar en la identificación, delimitación y res-
guardo de las ANP y la obligación de colaborar en la consecución de sus fines; y el 
Estado promueve su participación en la gestión de estas áreas, de acuerdo a ley.

Artículo 109°.- De la inclusión de las ANP en el SINIA

Las ANP deben figurar en las bases de datos del SINIA y demás sistemas de información, 
que utilicen o divulguen cartas, mapas y planos con fines científicos, técnicos, educativos, 
turísticos y comerciales para el otorgamiento de concesiones y autorizaciones de uso y 
conservación de recursos naturales o de cualquier otra índole.

Artículo 110°.- De los derechos de propiedad de las comunidades campesinas y 
nativas en las ANP

El Estado reconoce el derecho de propiedad de las comunidades campesinas y 
nativas ancestrales sobre las tierras que poseen dentro de las ANP y en sus zonas de 
amortiguamiento. Promueve la participación de dichas comunidades de acuerdo a los fines 
y objetivos de las ANP donde se encuentren.

Artículo 111°.- Conservación ex situ
 
111.1 El Estado promueve el establecimiento e implementación de modalidades de con-
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servación ex situ de la  diversidad biológica, tales como bancos de germoplas-
ma, zoológicos, centros de rescate, centros de custodia temporal, zoocriaderos, 
áreas de manejo de fauna silvestre, jardines botánicos, viveros y herbarios.

111.2 	 El objetivo principal de la conservación ex situ es apoyar la supervivencia de 
las especies en su hábitat natural, por lo tanto debe ser considerada en toda 
estrategia de conservación como un complemento para la conservación in 
situ.

Artículo 112°.- Del paisaje como recurso natural

El Estado promueve el aprovechamiento sostenible del recurso paisaje mediante el 
desarrollo de actividades educativas, turísticas y recreativas.

CAPÍTULO 3: CALIDAD AMBIENTAL

Artículo 113°.- De la calidad ambiental

113.1 	 Toda persona natural o jurídica, pública o privada, tiene el deber de contribuir 
a prevenir, controlar y recuperar la calidad del ambiente y de sus componentes.

113.2 Son objetivos de la gestión ambiental en materia de calidad ambiental:

a.	 Preservar, conservar, mejorar y restaurar, según corresponda, la calidad del aire, 
el agua y los suelos y demás componentes del ambiente identificando y contro-
lando los factores de riesgo que la afecten.

b.	 Prevenir, controlar, restringir y evitar según sea el caso, actividades que generen 
efectos significativos, nocivos o peligrosos para el ambiente y sus componentes, 
en particular cuando ponen en riesgo la salud de las personas.

c.	 Recuperar las áreas o zonas degradadas o deterioradas por la contaminación 
ambiental.

d.	 Prevenir, controlar y mitigar los riesgos y daños ambientales procedentes de la 
introducción, uso, comercialización y consumo de bienes, productos, servicios o 
especies de flora y fauna.

e.	 Identificar y controlar los factores de riesgo a la calidad del ambiente y sus com-
ponentes.

f.	 Promover el desarrollo de la investigación científica y tecnológica, las actividades 
de transferencia de conocimientos y recursos, la difusión de experiencias exito-
sas y otros medios para el mejoramiento de la calidad ambiental.

Artículo 114°.- Del agua para consumo humano

El acceso al agua para consumo humano es un derecho de la población. Corresponde 
al Estado asegurar la vigilancia y protección de aguas que se utilizan con fines de 
abastecimiento poblacional, sin perjuicio de las responsabilidades que corresponden a los 
particulares. En caso de escasez, el Estado asegura el uso preferente del agua para fines 
de abastecimiento de las necesidades poblacionales, frente a otros usos.
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Artículo 115°.- De los ruidos y vibraciones

115.1 	 Las autoridades sectoriales son responsables de normar y controlar los ruidos 
y las vibraciones de las  actividades que se encuentran bajo su regulación, de 
acuerdo a lo dispuesto en sus respectivas leyes de organización y funciones.

115.2 	 Los  gobiernos  locales  son  responsables  de  normar  y  controlar  los  ruidos  
y  vibraciones originados por las actividades domésticas y comerciales, así 
como por las fuentes móviles, debiendo establecer la normativa respectiva 
sobre la base de los ECA.

Artículo 116°.- De las radiaciones

El Estado a través de medidas normativas, de difusión, capacitación, control, incentivo 
y sanción, protege la salud de las personas ante la exposición a radiaciones tomando en 
consideración el nivel de peligrosidad de las mismas. El uso y la generación de radiaciones 
ionizantes y no ionizantes está sujeto al estricto control de la autoridad competente, pudiendo 
aplicar de acuerdo al caso, el principio precautorio, de conformidad con lo dispuesto en el 
Título Preliminar de la presente Ley.

Artículo 117°.- Del control de emisiones

117.1 	 El control de las emisiones se realiza a través de los LMP y demás instrumen-
tos de gestión ambiental establecidos por las autoridades competentes.

117.2 	 La infracción de los LMP es sancionada de acuerdo con las normas corres-
pondientes a cada autoridad sectorial competente.

Artículo 118°.- De la protección de la calidad del aire

Las autoridades públicas, en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, adoptan 
medidas para la prevención, vigilancia y control ambiental y epidemiológico, a fin de 
asegurar la conservación, mejoramiento y recuperación de la calidad del aire, según sea el 
caso, actuando prioritariamente en las zonas en las que se superen los niveles de alerta por 
la presencia de elementos contaminantes, debiendo aplicarse planes de contingencia para 
la prevención o mitigación de riesgos y daños sobre la salud y el ambiente.

Artículo 119°.- Del manejo de los residuos sólidos

119.1 	 La gestión de los residuos sólidos de origen doméstico, comercial o que sien-
do de origen distinto presenten características similares a aquellos, son de 
responsabilidad de los gobiernos locales. Por  ley   se  establece  el  régimen  
de  gestión  y  manejo  de  los  residuos  sólidos municipales.

119.2 	 La gestión de los residuos sólidos distintos a los señalados en el párrafo pre-
cedente son de responsabilidad del generador hasta su adecuada disposi-
ción final, bajo las condiciones de control y supervisión establecidas en la 
legislación vigente.
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Artículo 120°.- De la protección de la calidad de las aguas

120.1 	 El Estado, a través de las entidades señaladas en la Ley, está a cargo de la 
protección de la calidad del recurso hídrico del país.

120.2 	 El Estado promueve el tratamiento de las aguas residuales con fines de su re-
utilización, considerando como premisa la obtención de la calidad necesaria 
para su reuso, sin afectar la salud humana, el ambiente o las actividades en 
las que se reutilizarán.

Artículo 121°.- Del vertimiento de aguas residuales

El Estado emite en base a la capacidad de carga de los cuerpos receptores, una 
autorización previa para el vertimiento de aguas residuales domésticas, industriales o de 
cualquier otra actividad desarrollada por personas naturales o jurídicas, siempre que dicho 
vertimiento no cause deterioro de la calidad de las aguas como cuerpo receptor, ni se afecte 
su reutilización para otros fines, de acuerdo a lo establecido en los ECA correspondientes 
y las normas legales vigentes.

Artículo 122°.- Del tratamiento de residuos líquidos

122.1	 Corresponde a las entidades responsables de los servicios de saneamiento 
la responsabilidad por el tratamiento de los residuos líquidos domésticos y las 
aguas pluviales.

122.2 	 El sector Vivienda, Construcción y Saneamiento es responsable de la vigilan-
cia y sanción por el  incumplimiento de LMP en los residuos líquidos domés-
ticos, en coordinación con las autoridades  sectoriales que ejercen funciones 
relacionadas con la descarga de efluentes en el sistema de alcantarillado pú-
blico.

122.3 	 Las empresas  o  entidades  que  desarrollan  actividades  extractivas,  pro-
ductivas,  de comercialización u otras que generen aguas residuales o ser-
vidas, son responsables de su tratamiento, a fin de reducir sus niveles de 
contaminación hasta niveles compatibles con los LMP, los  ECA y  otros están-
dares  establecidos  en  instrumentos  de gestión  ambiental,  de conformidad  
con  lo establecido en las normas legales vigentes. El manejo  de las aguas 
residuales o servidas de origen industrial puede ser efectuado directamente 
por el generador, a través de terceros debidamente autorizados a o a través 
de las entidades responsables de los servicios de saneamiento, con sujeción 
al marco legal vigente sobre la materia.

CAPÍTULO 4: CIENCIA, TECNOLOGÍA Y EDUCACIÓN AMBIENTAL

Artículo 123°.- De la investigación ambiental científica y tecnológica

La investigación científica y tecnológica está orientada, en forma prioritaria, a proteger 
la salud ambiental, optimizar el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
y a prevenir el deterioro ambiental, tomando en cuenta el manejo de los fenómenos y 
factores que ponen en riesgo el ambiente; el aprovechamiento de la biodiversidad, la 
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realización y actualización de los inventarios de recurso naturales y la producción limpia y 
la determinación de los indicadores de calidad ambiental.

Artículo 124°.- Del fomento de la investigación ambiental científica y tecnológica

124.1 	 Corresponde al Estado y a las universidades, públicas y privadas, en cumpli-
miento de sus respectivas funciones y roles, promover:

a.	 La investigación y el desarrollo científico y tecnológico en materia ambiental.
b.	 La investigación y sistematización de las tecnologías tradicionales.
c.	 La generación de tecnologías ambientales.
d.	 La formación de capacidades humanas ambientales en la ciudadanía.
e.	 El interés y desarrollo por la investigación sobre temas ambientales en la niñez y 

juventud.
f.	 La transferencia de tecnologías limpias.
g.	 La diversificación y competitividad de la actividad pesquera, agraria, forestal y 

otras actividades económicas prioritarias.

124.2 	 El Estado a través de los organismos competentes de ciencia y tecnología, 
otorga preferencia a la  aplicación  de  recursos  orientados  a  la  formación  
de  profesionales  y  técnicos  para  la realización  de estudios científicos y 
tecnológicos en materia ambiental y el desarrollo de tecnologías limpias, prin-
cipalmente bajo el principio de prevención de contaminación.

Artículo 125°.- De las redes y registros

Los organismos competentes deben contar con un registro de las investigaciones 
realizadas en materia ambiental, el cual debe estar a disposición del público, además se 
promoverá el despliegue de redes ambientales.

Artículo 126°.- De las comunidades y tecnología ambiental

El Estado fomenta la investigación, recuperación y transferencia de los conocimientos 
y las tecnologías tradicionales, como expresión de su cultura y manejo de los recursos 
naturales.

Artículo 127°.- De la Política Nacional de Educación Ambiental

127.1 La educación ambiental se convierte en un proceso educativo integral, que se da 
en toda la vida del  individuo, y que busca generar en éste los conocimientos, las 
actitudes, los valores y las prácticas, necesarios para desarrollar sus actividades 
en forma ambientalmente adecuada, con miras a contribuir al desarrollo sosteni-
ble del país.

127.2 El Ministerio de Educación y la Autoridad Ambiental Nacional coordinan con las 
diferentes entidades del estado en materia ambiental y la sociedad civil para 
formular la política nacional de educación  ambiental, cuyo cumplimiento es obli-
gatorio para los procesos de educación y comunicación  desarrollados por enti-
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dades que tengan su ámbito de acción en el territorio nacional, y que tiene como 
lineamientos orientadores:

a.	 El desarrollo de una cultura ambiental constituida sobre una comprensión inte-
grada del ambiente en sus múltiples y complejas relaciones, incluyendo lo políti-
co, social, cultural, económico, científico y tecnológico.

b.	 La transversalidad de la educación ambiental, considerando su integración en 
todas las expresiones y situaciones de la vida diaria.

c.	 Estímulo de conciencia crítica sobre la problemática ambiental.
d.	 Incentivo a la participación ciudadana, a todo nivel, en la preservación y uso sos-

tenible de los recursos naturales y el ambiente.
e.	 Complementariedad de los diversos pisos ecológicos y regiones naturales en la 

construcción de una sociedad ambientalmente equilibrada.
f.	 Fomento y estímulo a la ciencia y tecnología en el tema ambiental.
g.	 Fortalecimiento de la ciudadanía ambiental con pleno ejercicio, informada y res-

ponsable, con deberes y derechos ambientales.
h.	 Desarrollar programas de educación ambiental, como base para la adaptación e 

incorporación de materias y conceptos ambientales, en forma transversal, en los 
programas educativos formales y no formales de los diferentes niveles.

i.	 Presentar anualmente un informe sobre las acciones, avances y resultados de los 
programas de educación ambiental.

Artículo 128°.- De la difusión de la ley en el sistema educativo

El Estado, a través del Sector Educación, en coordinación con otros sectores, difunde la 
presente Ley en el sistema educativo, expresado en actividades y contenidos transversales 
orientados a la conservación y uso racional del ambiente y los recursos naturales, así como 
de patrones de conducta y consumo adecuados a la realidad ambiental nacional, regional 
y local.

Artículo 129°.- De los medios de comunicación

Los medios de comunicación social del Estado y los privados en aplicación de los 
principios contenidos en la presente Ley, fomentan y apoyan las acciones tendientes a su 
difusión, con miras al mejoramiento ambiental de la sociedad.

TÍTULO IV: RESPONSABILIDAD POR DAÑO AMBIENTAL

CAPÍTULO 1: FISCALIZACIÓN Y CONTROL

Artículo 130°.- De la fiscalización y sanción ambiental

130.1 La fiscalización ambiental  comprende  las  acciones  de  vigilancia,  control,  
seguimiento, verificación y otras similares,  que realiza  la Autoridad  Ambiental  
Nacional y las demás autoridades competentes a fin de asegurar el cumplimiento 
de las normas y obligaciones establecidas en la presente Ley, así como en sus 
normas complementarias y reglamentarias. La autoridad competente puede soli-
citar información, documentación u otra similar para asegurar el cumplimiento de 
las normas ambientales.
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130.2 Toda persona, natural o jurídica, está sometida a las acciones de fiscalización que 
determine la Autoridad   Ambiental Nacional y las demás autoridades competen-
tes. Las sanciones administrativas que correspondan, se aplican de acuerdo con 
lo establecido en la presente Ley.

130.3 El Estado promueve la participación ciudadana en las acciones de fiscalización 
ambiental.

Artículo 131°.- Del régimen de fiscalización y control ambiental

131.1 Toda persona natural o jurídica que genere impactos ambientales significativos 
está sometida a las  acciones de fiscalización y control ambiental que determine 
la Autoridad Ambiental Nacional y las demás autoridades competentes.

131.2 Mediante decreto supremo, refrendado por la Presidencia del Consejo de Minis-
tros se establece el  Régimen Común de fiscalización y control ambiental, desa-
rrollando las atribuciones y responsabilidades  correspondientes.

Artículo 132°.- De las inspecciones
 
La autoridad ambiental competente realiza las inspecciones que considere necesarias 

para el cumplimiento de sus atribuciones, bajo los principios establecidos en la ley y las 
disposiciones de los regímenes de fiscalización y control.

Artículo 133°.- De la vigilancia y monitoreo ambiental

La vigilancia y el monitoreo ambiental tiene como fin generar la información que permita 
orientar la adopción de medidas que aseguren el cumplimiento de los objetivos de la 
política y normativa ambiental. La Autoridad Ambiental Nacional establece los criterios para 
el desarrollo de las acciones de vigilancia y monitoreo.

Artículo 134°.- De la vigilancia ciudadana

137.1 Las autoridades  competentes  dictan  medidas  que  faciliten  el  ejercicio  de  la  
vigilancia ciudadana y el desarrollo y difusión de los mecanismos de denuncia 
frente a infracciones a la normativa ambiental.

137.2 La participación ciudadana puede adoptar las formas siguientes:

a.	 Fiscalización y control visual de procesos de contaminación.
b.	 Fiscalización y control por medio de mediciones, muestreo o monitoreo ambiental.
c.	 Fiscalización y control vía la interpretación o aplicación de estudios o evaluacio-

nes ambientales efectuadas por otras instituciones.

137.3 Los resultados de las acciones de fiscalización y control efectuados como re-
sultado de la participación ciudadana pueden ser puestos en conocimiento de 
la autoridad ambiental local, regional o  nacional, para el efecto de su registro y 
denuncia correspondiente. Si la autoridad decidiera que la denuncia no es pro-
cedente ello debe ser notificado, con expresión de causa, a quien proporciona la 
información, quedando a salvo su derecho de recurrir a otras instancias.
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CAPÍTULO 2: RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD POR EL DAÑO AMBIENTAL

Artículo 135°.- Del régimen de sanciones

135.1 El incumplimiento de las normas de la presente Ley es sancionado por la autori-
dad competente en base  al Régimen Común de Fiscalización y Control Ambien-
tal. Las autoridades pueden establecer normas complementarias siempre que no 
se opongan al Régimen Común.

135.2 En el caso de los gobiernos regionales y locales, los regímenes de fiscalización 
y control ambiental se aprueban de conformidad con lo establecido en sus res-
pectivas leyes orgánicas.

Artículo 136°.- De las sanciones y medidas correctivas

136.1 Las personas naturales o jurídicas que infrinjan las disposiciones contenidas en 
la presente Ley y en las disposiciones complementarias y reglamentarias sobre 
la materia, se harán acreedoras, según la gravedad de la infracción, a sanciones 
o medidas correctivas.

136.2 Son sanciones coercitivas:

a.	 Amonestación.
b.	 Multa no mayor de 10,000 Unidades Impositivas Tributarias vigentes a la fecha en 

que se cumpla el pago.
c.	 Decomiso, temporal o definitivo, de los objetos, instrumentos, artefactos o sustan-

cias empleados para la comisión de la infracción.
d.	 Paralización o restricción de la actividad causante de la infracción.
e.	 Suspensión o cancelación del permiso, licencia, concesión o cualquier otra auto-

rización, según sea el caso.
f.	 Clausura parcial o total, temporal o definitiva, del local o establecimiento donde 

se lleve a cabo la actividad que ha generado la infracción.
 
136.3 La imposición o pago de la multa no exime del cumplimiento de la obligación. 

De persistir el incumplimiento éste se sanciona con una multa proporcional a la 
impuesta en cada caso, de hasta 100  UIT por cada mes en que se persista en 
el incumplimiento transcurrido el plazo otorgado por la Autoridad Competente.

136.4 Son medidas correctivas:

a.	 Cursos de capacitación ambiental obligatorios, cuyo costo es asumido por el 
infractor y cuya asistencia y aprobación es requisito indispensable.

b.	 Adopción de medidas de mitigación del riesgo o daño.
c.	 Imposición de obligaciones compensatorias sustentadas en la Política Ambiental 

Nacional, Regional, Local o Sectorial, según sea el caso.
d.	 Procesos de adecuación conforme a los instrumentos de gestión ambiental pro-

puestos por la autoridad competente.
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Artículo 137°.- De las medidas cautelares

137.1 Iniciado el procedimiento sancionador, la autoridad ambiental competente, me-
diante decisión fundamentada y con elementos de juicio suficientes, puede adop-
tar, provisoriamente y bajo su responsabilidad, las medidas cautelares estable-
cidas en la presente Ley u otras disposiciones legales aplicables, si es que sin 
su adopción se producirían daños ambientales irreparables o si se arriesgara la 
eficacia de la resolución a emitir.

137.2 Las  medidas  cautelares  podrán  ser  modificadas  o  levantadas   durante   el   
curso   del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circuns-
tancias sobrevenidas o que no pudieron ser consideradas en el momento de su 
adopción.

137.3 Las medidas caducan de pleno derecho cuando se  emite  la  resolución  que  
pone  fin  al procedimiento; y cuando haya transcurrido el plazo fijado para su 
ejecución o para la emisión de la resolución que pone fin al procedimiento.

137.4 No se podrán dictar medidas que puedan causar perjuicio de imposible repara-
ción a los administrados.

Artículo 138°.- De la relación con otros regímenes de responsabilidad

La responsabilidad administrativa establecida dentro del procedimiento correspondiente, 
es independiente de la responsabilidad civil o penal que pudiera derivarse por los mismos 
hechos.

Artículo 139°.- Del Registro de Buenas Prácticas y de Infractores Ambientales

139.1	El Consejo Nacional del Ambiente – CONAM, implementa, dentro del Sistema 
Nacional de Información Ambiental, un Registro de Buenas Prácticas y de In-
fractores Ambientales, en el cual se   registra a toda persona, natural o jurídica, 
que  cumpla  con  sus  compromisos ambientales y  promueva buenas prácticas 
ambientales, así como de aquellos que no hayan cumplido con sus obligaciones 
ambientales y cuya responsabilidad haya sido determinada por la autoridad com-
petente.

139.2	Se considera Buenas Prácticas Ambientales a quien ejerciendo o habiendo ejer-
cido cualquier actividad económica o de servicio, cumpla con todas las normas 
ambientales u obligaciones a las que se haya comprometido en sus instrumentos 
de gestión ambiental.

139.3	Se considera infractor ambiental a quien ejerciendo o habiendo ejercido cual-
quier actividad económica o de servicio, genera de manera reiterada impactos 
ambientales por incumplimiento de las  normas ambientales o de las obligaciones 
a que  se  haya  comprometido  en  sus instrumentos de gestión ambiental.

139.4	Toda entidad pública debe tener en cuenta, para todo efecto, las inscripciones en 
el Registro de Buenas Prácticas y de Infractores Ambientales.
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139.5	Mediante Reglamento, el CONAM determina el procedimiento de inscripción, el 
trámite especial que corresponde en casos de gravedad del daño ambiental o de 
reincidencia del agente infractor, así como los causales, requisitos y procedimien-
tos para el levantamiento del registro.

Artículo 140°.- De la responsabilidad de los profesionales y técnicos

Para efectos de la aplicación de las normas de este capítulo, hay responsabilidad 
solidaria entre los titulares de las actividades causantes de la infracción y los profesionales 
o técnicos responsables de la mala elaboración o la inadecuada aplicación de instrumentos 
de gestión ambiental de los proyectos, obras o actividades que causaron el daño.

Artículo 141°.- De la prohibición de la doble sanción

141.1	No se puede imponer sucesiva o simultáneamente más de una sanción adminis-
trativa por el mismo  hecho en los casos en que se aprecie la identidad del sujeto, 
hecho y fundamento. Cuando una  misma conducta califique como más de una 
infracción se aplicará la sanción prevista para la infracción de mayor gravedad, 
sin perjuicio de que puedan exigirse las demás responsabilidades que establez-
can las leyes.

141.2	De acuerdo a la legislación vigente, la Autoridad Ambiental Nacional, dirime en 
caso de que exista  más de un sector o nivel de gobierno aplicando una sanción 
por el mismo hecho, señalando la  entidad competente para la aplicación de la 
sanción. La solicitud de dirimencia suspenderá los procedimientos administrati-
vos de sanción correspondientes.

141.3	La autoridad competente, según sea el  caso,  puede  imponer  medidas  correc-
tivas, independientemente de las sanciones que establezca.

Artículo 142°.- De la responsabilidad por daños ambientales

142.1	Aquel que mediante el uso o aprovechamiento de un bien o en el ejercicio de una 
actividad pueda producir un daño al ambiente, a la calidad de vida de las perso-
nas, a la salud humana o al patrimonio, está obligado a asumir los costos que se 
deriven de las medidas de prevención y mitigación de daño, así como los relativos 
a la vigilancia y monitoreo de la actividad y de las medidas de prevención y miti-
gación adoptadas.

142.2	Se denomina daño ambiental a todo menoscabo material que sufre el ambiente 
y/o alguno de sus componentes, que puede ser causado contraviniendo o no 
disposición jurídica, y que genera efectos negativos actuales o potenciales.

Artículo 143°.- De la legitimidad para obrar

Cualquier persona, natural o jurídica, está legitimada para ejercer la acción a que 
se refiere la presente Ley, contra quienes ocasionen o contribuyen a ocasionar un daño 
ambiental, de conformidad con lo establecido en el artículo III del Código Procesal Civil.
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Artículo 144°.- De la responsabilidad objetiva

La responsabilidad derivada del uso o aprovechamiento de un bien ambientalmente 
riesgoso o peligroso; o del ejercicio de una actividad ambientalmente riesgosa o peligrosa, 
es objetiva. Esta responsabilidad obliga a reparar los daños ocasionados por el bien o 
actividad riesgosa, lo que conlleva a asumir los costos contemplados en el artículo 
142º, precedente, y los que correspondan a una justa y equitativa indemnización; los 
de la recuperación del ambiente afectado, así como los de la ejecución de las medidas 
necesarias para mitigar los efectos del daño y evitar que éste se vuelva a producir.

Artículo 145°.- De la responsabilidad subjetiva

La responsabilidad en los casos no considerados en el artículo anterior es subjetiva. 
Esta responsabilidad sólo obliga al agente a asumir los costos derivados de una justa y 
equitativa indemnización y los de restauración del ambiente afectado en caso de mediar 
dolo o culpa. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde al agente.

Artículo 146°.- De las causas eximentes de responsabilidad

No existirá responsabilidad en los siguientes supuestos:
 
a)	 Cuando concurran una acción u omisión dolosa de la persona que hubiera sufrido 

un daño resarcible de acuerdo con esta Ley;
b)	 Cuando el daño o el deterioro del medio ambiente tenga su causa exclusiva en un 

suceso inevitable o irresistible; y,
c)	 Cuando el daño o el deterioro del medio ambiente haya sido causado por una ac-

ción y omisión no contraria a la normativa aplicable, que haya tenido lugar con  el  
previo  consentimiento  del perjudicado y con conocimiento por su parte del riesgo 
que corría de sufrir alguna consecuencia dañosa derivada de tal o cual acción u 
omisión.

Artículo 147°.- De la reparación del daño

La reparación del daño ambiental consiste en el restablecimiento de la situación 
anterior al hecho lesivo al ambiente o sus componentes, y de la indemnización económica 
del mismo. De no ser técnica ni materialmente posible el restablecimiento, el juez deberá 
prever la realización de otras tareas de recomposición o mejoramiento del ambiente o de 
los elementos afectados. La indemnización tendrá por destino la realización de acciones 
que compensen los intereses afectados o que contribuyan a cumplir los objetivos 
constitucionales respecto del ambiente y los recursos naturales.

Artículo 148°.- De las garantías

148.1	Tratándose de actividades  ambientalmente  riesgosas  o  peligrosas,  la  auto-
ridad  sectorial competente podrá exigir, a propuesta de la Autoridad Ambiental 
Nacional, un sistema de garantía que cubra las indemnizaciones que pudieran 
derivar por daños ambientales.

148.2	Los compromisos de inversión ambiental se garantizan a fin de cubrir los costos 
de las medidas de rehabilitación para los períodos de operación de cierre, post 
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cierre, constituyendo garantías a favor de la autoridad competente, mediante una 
o varias de las modalidades contempladas en la Ley del Sistema  Financiero y 
del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros 
u otras  que establezca la ley de la materia. Concluidas las medidas de rehabilita-
ción, la autoridad  competente procede, bajo responsabilidad, a la liberación de 
la garantía.

Artículo 149°.- Del Informe de la autoridad competente sobre infracción de la 
normativa ambiental

149.1	La formalización de la denuncia por los delitos tipificados en el Título Décimo 
Tercero del Libro Segundo del Código Penal, requerirá de las entidades secto-
riales competentes opinión fundamentada por escrito sobre si se ha infringido la 
legislación ambiental. El informe será evacuado dentro de un plazo no mayor a 
30 días. Si resultara competente en un mismo caso más de una entidad sectorial 
y hubiere discrepancias entre los dictámenes por ellas evacuados, se requerirá 
opinión dirimente y en última instancia administrativa al Consejo Nacional del Am-
biente.

149.2	El fiscal debe merituar los informes de las autoridades sectoriales competentes o 
del Consejo Nacional del Ambiente según fuera el caso. Dichos informes deberán 
igualmente ser merituados por el juez o el tribunal al momento de expedir resolución.

149.3	En los casos en que el inversionista dueño o titular de una actividad productiva 
contare con programas específicos de adecuación y manejo ambiental – PAMA, 
esté poniendo en marcha dichos programas o ejecutándolos, o cuente con estu-
dio de impacto ambiental, sólo se podrá dar inicio a la acción penal por los deli-
tos tipificados en el Título XIII del Libro Segundo del Código Penal si se hubiere 
infringido la legislación ambiental por no ejecución de las pautas contenidas en 
dichos programas o estudios según corresponda.

Artículo 150°.- Del régimen de incentivos

Constituyen conductas susceptibles de ser premiadas con incentivos, aquellas medidas 
o procesos que por iniciativa del titular de la actividad son implementadas y ejecutadas 
con la finalidad de reducir y/o prevenir la contaminación ambiental y la degradación de 
los recursos naturales, más allá de lo exigido por la normatividad aplicable o la autoridad 
competente y que responda a los objetivos de protección ambiental contenidos en la 
Política Nacional, Regional, Local o Sectorial, según corresponda.

 
CAPÍTULO 3: MEDIOS PARA LA RESOLUCIÓN Y GESTIÓN DE CONFLICTOS 

AMBIENTALES

Artículo 151°.- De los medios de resolución y gestión de conflictos

Es deber del Estado fomentar el conocimiento y uso de los medios de resolución y gestión 
de conflictos ambientales, como el arbitraje, la conciliación, mediación, concertación, mesas 
de concertación, facilitación entre otras, promoviendo la transmisión de conocimientos, el 
desarrollo de habilidades y destrezas y la formación de valores democráticos y de paz. 
Promueve la incorporación de esta temática en el currículo escolar y universitario.
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Artículo 152°.- Del arbitraje y conciliación

Pueden someterse a arbitraje y conciliación las controversias o pretensiones ambientales 
determinadas o determinables que versen sobre derechos patrimoniales u otros que sean 
de libre disposición por las partes. En particular, podrán someterse a estos medios los 
siguientes casos:

a.	 Determinación de montos indemnizatorios por daños ambientales o por comisión de 
delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales.

b.	 Definición de obligaciones compensatorias que puedan surgir de un proceso admi-
nistrativo, sean monetarios o no.

c.	 Controversias en la ejecución e implementación de contratos de acceso y aprove-
chamiento de recursos naturales.

d.	 Precisión para el caso de las limitaciones al derecho de propiedad preexistente a la 
creación e implementación de un área natural protegida de carácter nacional.

e.	 Conflictos entre usuarios con derechos superpuestos e incompatibles sobre espa-
cios o recursos sujetos a ordenamiento o zonificación ambiental.

Artículo 153°.- De las limitaciones al laudo arbitral y al acuerdo conciliatorio

153.1	El laudo arbitral o el acuerdo conciliatorio no puede vulnerar la normatividad 
ambiental vigente ni modificar normas que establezcan LMP, u otros instrumen-
tos de gestión ambiental, ni considerar ECA diferentes a los establecidos por 
la autoridad ambiental competente. Sin embargo, en ausencia de éstos, son de 
aplicación los establecidos a nivel internacional, siempre que medie un acuerdo 
entre las partes, o en ausencia de éste a lo propuesto por la Autoridad Nacional 
Ambiental.

153.2	De igual manera, se pueden establecer compromisos de adecuación a las nor-
mas ambientales en plazos establecidos de común acuerdo entre las partes, 
para lo cual deberán contar con el visto bueno de la autoridad ambiental compe-
tente, quien deberá velar por que dicho acuerdo no vulnere derechos de terceros 
ni genere afectación grave o irreparable al ambiente.

Artículo 154°.- De los árbitros y conciliadores

La Autoridad Ambiental Nacional se encargará de certificar la idoneidad de los árbitros 
y conciliadores especializados en temas ambientales, así como de las instituciones 
responsables de la capacitación y actualización de los mismos.



INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO AMBIENTAL: Análisis y Comentario de la Ley General del Ambiente262

DISPOSICIONES TRANSITORIAS, COMPLEMENTARIAS Y FINALES

PRIMERA.- De la modificación de la Ley Nº 26834

Modifícase el inciso j) del artículo 8° de la Ley Nº 26834, Ley de Áreas Naturales 
Protegidas, en los siguientes términos:

“j) Ejercer potestad sancionadora en el ámbito de las áreas naturales protegidas, 
aplicando las sanciones de amonestación, multa, comiso, clausura o suspensión, por las 
infracciones que serán determinadas por Decreto Supremo y de acuerdo al procedimiento 
que se apruebe para tal efecto.”

SEGUNDA.- Estándares de Calidad Ambiental y Límites Máximos Permisibles
 
En tanto no se establezcan en el país Estándares de Calidad Ambiental, Límites Máximos 

Permisibles y otros estándares o parámetros para el control y la protección ambiental, son 
de uso referencial los establecidos por instituciones de Derecho Internacional Público, 
como los de la Organización Mundial de la Salud (OMS).

TERCERA.- De la corrección a superposición de funciones legales

La Autoridad Ambiental Nacional convocará en un plazo de 60 días contados desde 
la publicación de la presente Ley, a un grupo técnico nacional encargado de revisar las 
funciones y atribuciones legales de las entidades nacionales, sectoriales, regionales y 
locales que suelen generar actuaciones concurrentes del Estado, a fin de proponer las 
correcciones o precisiones legales correspondientes.

CUARTA.- De las derogatorias

Deróganse el Decreto Legislativo Nº 613, la Ley N° 26631, la Ley Nº 26913, los artículos 
221º, 222º, 223º, 224º y 225º de la Ley General de Minería, cuyo Texto Único Ordenado 
ha sido aprobado mediante Decreto Supremo Nº 014-92-EM, y el literal a) de la Primera 
Disposición Final del Decreto Legislativo Nº 757.

QUINTA.- Créase el Registro de Áreas Naturales Protegidas

La Superintendencia Nacional de Registros Públicos deberá implementar en plazo 
máximo de 180 días naturales el Registro de Áreas Naturales Protegidas así como su 
normatividad pertinente.

POR TANTO:

Habiendo sido reconsiderada la Ley por el Congreso de la República, insistiendo en el 
texto aprobado en sesión del Pleno realizada el día veintitrés de junio de dos mil cinco, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 108° de la Constitución Política del Estado, 
ordeno que se publique y cumpla.

En Lima, a los trece días del mes de octubre de dos mil cinco. MARCIAL AYAIPOMA 
ALVARADO
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Presidente del Congreso de la República GILBERTO DÍAZ PERALTA
Segundo Vicepresidente del Congreso de la República
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